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1, "Personifica la soberanía nacional". Sentida representativo
y si rabólico.
2. "Ljert c el poder supremo político y administrativo". Poder
.supremo y poder ordinario. Capacidad decisoria propia e in-
tervención formal. Refrendo.
1. "Dirige la Gobernación del Reino por medio del Consejo de Mi-
nistros". El Jefe del Entallo no forma parte del Gobierno,
pero nombra al Presidente.
4. "Garantiza y asegura el regular funcionaníento de lns Altos
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Órganos del Estado y la debida coordinación entre los mis-
mos" . Defensa de la parte orgánica de la Constitución.
5- "Cuida de la más exacta observancia de los Principios del
Movimiento y demás Leyes Fundamentales". Defensa de la par-
te dogmática: recurso de contrafuero.
6. Conclusiones,
B) CLASIFICACIÓN DE LAS ATRIBUCIONES DEL JEFE DEL ESTADO
1. Atribuciones representativas y honoríficas.
2. Ejercicio del poder supremo político y administrativo. (Fa-
cultades en materia de orden público y seguridad del Estado.
Facultades sobre la "Gobernación del Reino". Función arbitral
Atribuciones sobre la legislación y el órgano legislativo).
3• Funciones constitucionales ordinarias (Facultades tradiciona-
les de Jefatura estatal. Prerrogativas constitucionales. De-
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C) ESTUDIO DETALLADO DE ALGUNAS ATRIBUCIONES
1. Nombramiento y separación del Presidente del Gobierno. Diver;
sos supuestos de separación: capacidad decisoria del Jefe del
Estado. ' . . . ; • '
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nes de competencia y conflictos de atribuciones. La incorrec_
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problema del refrendo.!
4. Medidas excepcionales. Intervención del Consejo del Reino y
del Gobierno. ,
• 1 .
D) REPRENDO
1. Clasificación de los actos del Jefe del Estado y alcance del
refrendo. Poderes propios y facultades regladas. .
2. Catálogo de las atribuciones del Jefe del Estado según el
tipo de refrendo.
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CAPITULO I
INTRODUCCIÓN • , '
1. Uno de los problemas capitales del Derecho público español
actual ea el de la configuración de la Jefatura del Estado.
En torno a él se concitan las opiniones más diversas, apoyadas
con demasiada,frecuencia en argumentos de tipo emocional más
que racional. La disyuntiva Monarquía o República es el telón
de fondo de todo el debate, que desborda ampliamente el cauce
institucional por el que ha de fluir la actuación de la supre-
ma magistratura,, desembocando en el antagonismo de dos proyec-
tos existenciales para la comunidad política, que se pretenden
irreconciliables y que se quieren identificar, en último térmi-
no, con conservadurismo y progreso, autocracia y democracia.
El simplismo y, en definitiva, la falsedad de este planteamien-
to haría superfluo cualquier examen detallado de la Jefatura
del Estado, a partir de esas premisas, en una comunidad políti-
ca con un grado suficiente de consenso constitucional i En la
España de hoy, como Sociedad en construcción que busca precisa-
mente ese consenso, parece, en cambia, necesario un intento de
i
clarificación, que trate fie delimitar el papel de la Jefatura
del Estado y de valorarlo en su justa significación, prescin-
¡
diendo en lo posible de las consideraciones ideológicas que en-
turbian la comprensión del problema y que lo hacen aparecer co-
mu más importante de lo que en realidad es.
2. La inserción de factores ideológicos en el tratamiento del
Jefe del Estado ha sido y es inevitable desde el momento qu
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aquél aparece indisolublemente vinculado al problema de la "for
ma de Estado", en cuanto reflejo directo de éste. Más aún, pue
de decirse que es justamente la configuración de la suprema m_a
gistratura lo que ha determinado la mayoría de las clasi f icacit)
iies de los Estados y, por tanto, la "forma" de los mismos. La
clásica tripartición de las constituciones en "monarquía", "aris,
tocracia" y "democracia", dominante en el pensamiento occiden-
1 al hasta, el siglo X1X¿ se, basa en un dato puramente exterior,
el del "número" de los detentadores del poder (l), que lógica-
mente aparecen como Jefes del Estado (aunque no en el sentido
técnico actual de la palabra, sino en el de órganos supremos).
Esta situación comporta una consecuencia de extraordinario in-
terés para nuestro tema. Al clasificarse los Estados en atención
a la naturaleza singular o plural del titular del poder, se está
presuponiendo que el poder' reside precisamente en ese titular
(si no todo, sí al menos la porción decisiva). Es decir, en tér-
minos modernos, que el titular del poder es el "soberano" o, sie
• jor, que el monarca, el colegio de notables o la asamblea popu-
lar son, en cada sistema, los titulares del poder soberano.
(l) Ya lo señaló HEGEI., para quien esa división es "esencial-
mente exterior y aparece ante todo como diferencia en el
número de aquéllos en los que la unidad sustancial debe
ser inmanente". Y añade que "estas diferencias cuantitati-
vas son... solamente superficiales y no proporcionan el
concepto de la cosa" (Principios de la Filosofía del De-
recho. Trad. español a.' Buenos Aires. 1975? pp- 318-9).
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La atribución de la soberanía al monarca en los grandes Estados
modernos occidentales obligará al pensamiento democrático a atriri
enerarse en torno al dogma de la soberanía popular y a la consi-
guiente reducción del rey a la categoría de "poder constituido".
El conflicto ha dft darse hoy por concluido en cuanto que nadie
puede ya seriamente negar que el poder reside en la comunidad.
Pero la indiscutida posición del monarca como Jefe del Estado a
]o largo de todo el proceso, y la circunstancia de que el Dere-
cho público occidental contemporáneo es herencia del Derecho
público monárquico, obligan a plantear el problema de la rela-
ción del Jefe del Estado con la soberanía para perfilar con cla-
ridad la situación de aquél, incluso en un contexto republicano.
En efecto, la propia existencia de una magistratura con el carájc
ter de "Jefe del Estado" en las constituciones no monárquicas
fia sido en su origen (y sigue siendo, en general) una reminis-
cencia del Derecho público monárquico, único marco de referencia
¡(l). Pero si la existencia de una Jefatura del Estado uniperso-
(l) Esto es válido no solo;para la República presidencialista
del tipo de los Estado* Unidos, sino también para la parla-
mentaria. En este sentido, podría hablarse, parafraseando a
Adolf MERKL, de la "parcialidad monárquica del Derecho pú-
blico occidental" ("Die monarchistiche Befangenheit der
deutschen Staatsrechtslehre". Schweizerische Juristenzeitung
1918/19. 15. Jahrgang.'pp. 378 y ss.).
Cuestión distinta es la de si la Jefatura del Estado tiene
o no la misma ¡naturaleza en la monarquía que en la repúbli-
ca. En la doctrina reciente PERNTHACER sostiene que, "sólo
se alcanza la esencia de la institución del Jefe del Estado
a través del Derecho público monárquico", por lo que un mo-
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nal, tal como viene funcionando en la'mayoría de las Constitu-
ciones occidentales, es o no necesaria, desde el punto de vista
de la racionalidad organizativa estatal, es cuestión que debe
quedar plenamente abierta a la discusión, aunque marginal a los
objetivos de este trabajo (l).
narra tiene,, por esencia, competencias distintas a las del
Presidente de una República ("Das Staatsoberhaupt in der
Parlamentarischen Demokratie". Verbfftentlichungen der Ve-
reinigung der Deutschen Staatsrechtslehrer. Heft 2 5• Berlin
1967. Pág. 9^ 6). Frente a él, KALTEFLEITER entiende que no
hay diferencia alguna entre Monarquía parlamentaria y Repú-
blica respec,to de las funciones del Jefe del Estado en el
seno del sistema ("Die Funktionen des Staatsoberhauptes in
der parlamentarischen Demokratie". Koln und Opladen. 1970.
Pág. 22-23). Esta segunda tesis es, a mi juicio, la correc-
ta desde la perspectiva del Derecho público, Sin negar las
indudables diferencias entre Monarquía y República, 6nt.iejn
do que esas diferencias son metajurídicas. Desde el punto
de vista del. Derecho constitucional, la diferencia entre la
Monarquía y la República parlamentaria se reduce hoy a una
cuestión de procedimiento de selección del Jefe del Estado,
como se expondrá en detalle después (cfr. KALTEFLEITER, ob.
cit. pág. 23-24, 31 y 65). Una postura intermedia en LOEWENS
TE1N: "La monarquía en el Estado moderno", trad. española,
Madrid, s.d., pág. 83 y 85 (esta traducción no llegó a pu-
blicarse por razones que desconozco).
II) En síntesis,, puede decirse que la contestación depende de
que se considere o no que a la Jefatura del Estado es inhe-
rente un contenido competencial, que debe ser ejercido pre-
cisamente a través de esa magistratura (p.ej. representa-
ción en el ámbito del Derecho internacional, promulgación
de leyes, nombramiento de funcionarios, etc.). Una opinión
extendida es que, desde el punto de vista organizativo, el
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Lo que aquí se pretende es algo mucho más concreto: estudiar
contenido competencial que suele atribuirse a los Jefes del
Estado, monárquicos o republicanos» podría perfectamente
distribuirse entre varios órganos, por lo que no sirve para
cualificar o Integrar una magistratura independiente. Vid.,
por ejemplo, KELSEN: "Se admite que el Jefe del Estado sea
un órgano necesario, porque se está habituado a las formas
monárquicas. No es preciso que estén concentradas en un ór-
gano todas las funciones que constituyen de ordinario su
competencia... Por eso son posibles repúblicas sin Jefe del
Estado propiamente dicho". ("Teoría General del Estado",
trad. española, Barcelona» 1934» pág. 458). En cambio, PERN-
THALER acusa a la teoría pura del Derecho de protagonizar
una negativa afectiva frente al Jefe del Estado, que sólo
es comprensible como Reacción frente al Estado patrimonial
(obj cit. pág. 114). Por su parte, trata de construir una
Jefatura del Estado etiuilibradora y personificadora de la
unidad del Estado. En una posición intermedia, KIMMINICH,
tras aludir a la citada parcialidad monárquica, reconoce
que la cuestión principal estriba en saber si las nuevas
formas de Estado y la nueva constelación de fuerzas políti-
cas y sociales justifican una figura que pueda ser designa-
da como Jefe del Estadjo ( "Das Staatsoberhaupt in der parla-
mentarischen Demokratije" . Veroffentlichungen der Vereinigung
der Deutscher Staatsrejchtslehrer. Heft 25. Berlin 1967. PP •
46). La cuestión está, como se vé, abierta. Si, por un lado,
todo el peso del constitucionalismo occidental parece des-
calificar como herético cualquier intento de prescindir de
un Jefe del Estado con las competencias habituales, por otro
lado, la existencia de países, como Suiza, en que tal Jefe
del Estado no existe y las Constituciones socialistas, des-
pegadas de la tradición monárquica, obligan a la Teoría Po-
lítica a plantear el estudio de la figura desde supuestos
distintos: el Jefe del1 Estado no debe existir "porque sí",
sino por su funcionalidad en el seno del sistema. Justamente
porque este estudio es! de Teoría política, se prescinde de
él en el presente trab¡ajo.
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los posibles contenidos de una magistratura que, atribuida a una
sola persona y bajo la denominación más o menos formal de "Jefa-
tura del Estado"j ocupa el vértice del sistema institucional,
aunque ello no signifique necesariamente que sea el órgano más
importante o la suprema instancia decisoria del mismo. A este.
respecto, la propia expresión "Jefe del Estado" resulta algo
equívoca en cuanto parece implicar un determinado contenido de
sentido, que supondría, si, no la facultad de "disponer" del Es-
tado en sentido patrimonial, sí, al menos, el liderazgo sobre
él con el consiguiente poder de decisión. Aquí la terminología
no debe oscurecer las premisas que acotan el marco en que hoy
se inserta la magistratura. La configuración de la Jefatura del
Estado rio obedece a ninguna necesidad inmanente del pensamiento
político ni deriva de ningún "derecho propio" del titular del
cargo, sino que tiene un carácter estrictamente funcional. Según
que el sistema institucional se articule de un modo o de otro, •
el Jefe del Estado tendrá atribuidas unas u otras funciones. La
exposición posterior permitirá comprobar que el problema de la
"funcionalidad" de la Jefatura estatal se plantea hoy específi-
camente en los sistemas de tipo parlamentario.
De acuerdo con este planteamiento, convendrá establecer, en pri-
mer lugar, una tipología de los modelos de Jefatura del Estado
que ofrece el Derecho Comparado de los dos últimos siglos. Con
ello se obtendrá un marco de referencia para valorar, después,
el papel atribuido al Rey p al Presidente de la República a lo
largo del Constitucionalismo español. El repertorio de tipos y
conceptos así concretado permitirá, finalmente, estudiar el sig-
i
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niticado de la Jefatura del Estado en el sistema vigente, a la
luz, de la experiencia histórica y comparada.
Esta dualidad de planos en que ha de desenvolverse el trabajo
(histórico y comparado, de una parte, y Derecho positivo vigen-
te, de otra) obliga a formular algunas precisiones sobre el mé-
todo :
t
3. La polémica entre el puro normativismo positivista y la lla-
mada "metodología de las ciencias de espíritu", en cualquiera
de sus versiones, corre elj riesgo dé esterilizarse en insolu-
bl.es discusiones mientras se plantee como conflicto entre dos
opciones con pretensión exclusiva de validez desde el punto de
vista metodológico. Aún resuenan en el ámbito de la ciencia .ju-
rídica los ecos de la discusión entre ambas corrientes en la
«'poca de Weimar ( 1 ) . Frente al positivismo extremo de la teoría
pura del derecho, la "nueva doctrina" trataba de "introducir lo
(1) En detalle, GALLEGO ANABITARTE: "Sobre el Comentario cons-
titucional. Prolegómenos metodológicos al Derecho Estatal",
separata, ampliada, de la Revista de Estudios Políticos,
121, pág. 137 y ss. Vid. también, LEIBHOLZ: "Tendencias ac-
tuales de la doctrina del Derecho Público en Alemania", re-
cogido en el libro "Conceptos Fundamentales de la Política
y de Teoría de la Constitución". Madrid 1964; F. J. CONDE:
"Introducción al Derecho Político Actual". Madrid, 1953, y
la excelente exposición, desde una perspectiva fundamental-
mente iusprivatista, de K. LARENZ, "Metodología de la Cien-
cia del Derecho", trad. española. Madrid 1966, pág. 98-156.
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político en el análisis del orden normativo concerniente al Es-
tado, intentando acercarse a la realidad constitucional y polí-
tica" (1). El "decisionismo" de SCHMITT, la teoría de la inte-
gración de SMEND, la aplicación del método fenomenológico por
I.EIBHOLZ, el iusnaturalismo de. KAUFMANN y el método sociológi-
co de HEI.LER, fueron las tendencias más importantes del movi-
miento antipositivista en el ámbito del Derecho público.
Como es sabido, los factores ideológicos no eran tampoco ajenos
a la polémica. A la teoría pura del derecho se la acusaba de
defender el."statu quo" elevado a la categoría de un "orden na-
tural", en cuanto consagraba la soberanía'del Derecho (existen-
te) (2). Este "orden natural" era e3 del Estado liberal clásico,
caracterizado por la supremacía del Parlamento (3)- Lo paradóji-
co es que a KELSEN le consideran sus adversarios como el último
(1) GALLEGO ANABITARTE, ob. cit. pág. 23-
(2.) Así, HELLER: "La soberanía". Traducción española, México,
1965. Pág. 305- i
(3) KELSEN es quizá el teórico más importante del "absolutismo"
del Parlamento en el ámbito cultural alemán, frente al
principio monárquico de la época anterior, rechazando, in-
cluso la separación de:poderes como principio injustifica-
damente favorecedor de 'la posición del Jefe del Estado.
Vid.: "Teoría General del Estado", cit. pág. 457, y PERNTHA
LER, ob. cit., pág. 114- Sin embargo, el propio KELSEN es
consciente de los efectos negativos para la libertad que
puede tener ese "absolutismo" del Parlamento (que, en su
esquema, es una consecuencia necesaria de la pirámide nor-
mativa) y, por ello, ai'irma que es preferible a la separa-
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eslabón de la cadena positivista que, en el ámbito del Derecho
Público, arranca en GERQER y pasa por LABAND, tenidos» ambos por
defensores del Estado prusiano, basado en el principio monárqui-
co ll). En estas condiciones, la afirmación de que LABAND es el
"ejecutor testamentario" de GERBER (2) y de que KELSEN lo v.a de
I.ABAND (3)> exprosa, sin duda, la continuidad en la utilización
de un determinado método jurídico, pero carece de valor para juss
tiíicar que ese método va unido a la defensa de una concreta
ideología, aunque a veces así haya sucedido.
En realidad, la pretendida teoría no exclusivamente jurídica
del Estado "polemizó inútilmente contra un enemigo que no lo
era" (4)- El positivismo jurídico, en cuanto método dogmático,
ción dn funciones, la distribución de una misma función
entre varios órganos, como ocurre con la legislación en la
Monarquía Constitucional (ob. cit. pág. 335-336).
(1) GERBER pertenecía al partido a-nti liberal, en la misma linca
que STAHL, él teórico del principio monárquico; LAUAND era
conservador, si bien intentó "liberalizar" en alguna medida
el Estado prusiano mediante una construcción racional de su
Derecho público; KELSEN ha sido uno de los más ardientes de-
fensores de la democracia liberal. No hay, pues, la menor
homogeneidad ideológica entre los tres autores.
(2) W1ELIIELM, citado por GALLEGO, ob. cit. pág. ló.
(3) lEinHOLZ, ob. cit. pág. 17-
Í4) GALLEGO, ob. cit. pág. 25-
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es instrumento imprescindible para cualquier construcción jurí-
dica. A partir de él se ha edificado el Derecho público moder-
no. Lo que sucede es que no es el único camino para la inter-
pretación y su aplicación estricta puede llevar a resultados ab_
surdos en cuanto suponga el aislamiento de la norma respecto
de su contexto real.
la pretensión de exclusividad con que se tratan de presentarse
las dos posiciones enfrentadas» se basa en el olvido de la fun-
damental distinción entre "pensar dogmático" y "pensar inves-
tigador" (. 1 ) como .método científicos diferentes. La tarea pri-
mordial del jurista es "elaborar una Dogmática del Derecho a
través, de su sistemáticamente ordenada disposición e interpre-
tación1" (THOMA) (2). El Derecho positivo es el marco en que ha
de moverse: Ja interpretación y vincula al jurista como un dato
o, si se prefiere, como un "dogma" (3)- Sin embargo, esto no
significa que el jurista deba vivir de espaldas al fenómeno so-
cial j sino que ese pensar dogmático debe complementarse como
un pensar investigador (histórico, sociológico, político) para
"ambientar" la norma en su contexto y evitar resultados absur-
dos en la interpretación o, más radicalmente, para replantear
el significado de determinados conceptos o instituciones.
(1) Vid. en detalle, el trabajo citado de GALLEGO ANABITARTE,
a quien sigo. j
(2) "Handbuch des Deutschcn Staatsrechts", 1930-32, pág. 4-
(citado por GALLEGO, pág. 26).
(3) Ks ya un lugar común ¡la comparación, en este sentido, de
la jurisprudencia con la teología.
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Pero ello no puede llevar al olvido de que la dogmática jurídi-
ca está, por así decir, "vinculada" al Derecho positivo vigente
y debe trabajar a partir de su contenido. El ocaso del positi-
vismo legalista ha supuesto un paralelo descrédito del Derecho
positivo, que implica la interpretación de las normas jurídicas
partiendo de factores ideológicos o sociológicos, o que, simple;
mente, recurre a consideraciones de este tipo para escapar a
las dificultades que entraña la aplicación del Derecho (l). Con
tra esta tendencia hay que reaccionar enérgicamente, reivindi-
cando el empleo de un método estrictamente jurídico para la in-
terpretación. Lo que sucede es que el método jurídico no debe,
en absoluto, identificarse con el puro normativismo (2).
El ordenamiento jurídico está integrado por "normas", pero tam-
bién por !Iprincipios" que infunden a las normas un determinado
sentido, introduciendo un elemento teleológico en su ihterpreta-
i . •
ción, y contribuyen a engarzarlas armónicamente en el conjunto
d<:l "sistema". A la vez, sirven para colmar las lagunas del pro-
(1) Cfr. FORSTHOFT, "Traite de Droit administratif allemand"
(versión francesa de M. FROMONT de la 9- edición alemana,
Bruxelles, 1069) , pág. 264-5-
(2) C, SCÜM1TT distingue tres tipos de pensamiento jurídico: el
"normativista", el "decisionista" y el "pensamiento de orden
concreto", e3te último relacionado en parte con el método'
institucional de que a continuación se habla en el texto
("Die drei Arten des rechtswissenschaftlichen Denkens",
1936). Sobre la relación entre el "pensar de orden concreto"
de SCHMITT y el "pensar jurídico institucional", vid. LARENZ,
"Metodología...", cit. pág. 151-152 en nota.
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pió Derecho positivo. La gran aportación del "método institucio
nal" consiste justamente en tomar en consideración tanto el De-
recho positivo como esos principios generales, que forman parte
de] ordenamiento jurídico pero también de la realidad, fuera de
la cual carecen de sentido. De este modo, al estudiar la insti-
tución como tal, se elude el riesgo de perder el contacto con la
realidad de los hechos, que amenazaba constantemente al norma-
tívisrao legalista (l).
La fecundidad del método institucional es manifiesta en el ámbito
del Derecho Público y, en concreto, para el estudio de los altos
órganos estatales. En el caso del Jefe del Estado, por ejemplo,
la aplicación de un método exegético estrictamente dogmático le-
galista llevaría a un completo desconocimiento de la posición
del munarca en muchos de los sistemas europeos que aún conservan
esta institución, porque las atribuciones de aquél son, en la
práctica, mucho menores que las que se deducen del texto consti-
tucional escrito. En tales sistemas no es tanto la norma escrita
como la implantación del régimen parlamentario en la realidad
constitucional lo que determina la posición del Jefe del Estado.
i
Por tanto, la interpretación de las atribuciones que el texto
otorga a aquél debe ser realizada en función de los principios
rectores del sistema (parlamentarismo o presidencialismo, funda-
(1) El gran propulsor del método institucional en el Derecho
público ha sido FORSTHOIF. Sobre lo que se dice en el tex-
to, vid. "Traite...11, cit. pág. 2Ó5-268, y el comentario
de LARENZ, "Metodología...", cit. pág. 151-152-
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mentalmente) (l). Con ello no se "politiza" el estudio ni se
desnaturaliza la labor jurídica de construcción, pues tales
principios son también jurídicos, independientemente del conte-
nido político que recogen. Negar esto equivaldría a negar el
carácter jurídico de los principios generales del Derecho y, en
consecuencia, la existencia de tales principios.
Justamente en esta vinculación tan directa del Jefe del Estado
(y de los demás Altos Órganos) a los principios normativos del
sistema político-constitucional, lo que otorga una característi-
ca fluidez a la configuración de esta magistratura.
Junto al texto escrito de la Constitución, está la "realidad
constitucional" (Verfassungswirklichkeit), que determina, en de-
íinitiva, el papel real de cada órgano en el conjunto del siste-
ma, y no de una manera permanente y estática, sino dinámica y en
función de la situación histórica concreta. La profusión de li-
(1) Así, KALTEFLÉITER: "Nicht die positiv rechtliche Ausges-
taltung, sondern die Struktur des parlamcntarischen Systems
bestimmt die Funktion der einzelnen Institutionen, und die
interprétateon der Verfassungstextes kann sich nur an die-
sen orientieren". (ob. cit. pág. 23)• ("no es la configura-
ción jurídico-positiva, sino la estructura del sistema par-
lamentario lo que determina la función de las instituciones
concretas, y la interpretación del texto constitucional so-
lo puede orientarse hacia ellas").
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teratura sobre la "mutación constitucional" es claro" testimo-
nio de la necesidad de ese planteamiento (l). La "fuerza norma-
tiva de lo fáctico" (JELLINEK) es imparable en este ámbito, pe-
ro debe ser integrada en el conjunto. De ahí la importancia del
método institucional en el ámbito del Derecho público.
Esto sentado, conviene todavía añadir algo sobre el estudio de
"tipos" a que antes se ha hecho referencia. Como ha señalado
ENGISCH "en general, el concepto de "tipo" se ha convertido en
un concepto de moda en todas las ciencias" (2) y ha ganado
también terreno en el ámbito jurídico. El pensamiento tipológi-
co tiene frente al abstracto la ventaja de su mayor riqueza de
contenido, derivada de su mayor grado de concreción y consiguien
te apego a la realidad. Ahora bien, el concepto de "tipo" no es
unívoco sino que puede encerrar contenidos diversos (3-) • Desde
(1) Sobre la mutación constitucional vid. LOEWENSTEIN: "Teoría
de la Constitución". "írad. española. Barcelona 1964- Pág.
164 y ss. Hay 2É> edición de 1976. En adelante, cito por es
ta última. ¡
(2) "La idea de concreción en el Derecho y en la Ciencia Jurí-
dica actuales", trad. española, Pamplona 1968, pág. 415- E
las páginas siguientes el autor hace un detallado estudio
de este tema.
(3) Sobre vid. en detalle LARENZ, "Metodología...", cit. pág.
344 y ss. y la obra de \í/ÍGISCH citada en la nota anterior.
Los famosos tipos "ideales" de M. WEBER serían un ejemplo
de tipos "empíricos".
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1« perspectiva que aquí interem, ««bria t«>««r «»« ron»ldrr«elón
"tipo* idéale* iiur«.it iv«i»" v "tipo* «•••pírico*'". Kí prt«r(«» ronw
ti luye, «MI palabra* de I AHF.it/, "un criterio de val orar i ún pata
l»d«* ¡AN real i /ac ionm que (•montriau* p#piri< «•rnlf»", «irii*
t r*f» que i I nr|ui)dü »»• propttite *»<»!«» aprehender, ÜM i» v#l<irarf "«"I
Her'nHí «TI Í»U tciialídíid dr* un General qu«« ««• da «sn la r«alítladr
( 1) ,
i'fkluH tipo» "eapí rí r«n" , üniron qu»» í «it<*r*?»«n a efecto* di*
trabajo, non nor«al«entf "abierto^1", en cuanto que la» carat'tc-
rínticas que lo» configuran no constituyen "ntuitru* clatisuaH,
Por tanto, el tipo, a diferencia del concepto abstracto, se deja
ribi r, pero no def inir (2).
t'n«» tipología de cute género (empírico) es la que se pretende
realizar aquí en relación a la Jefatura del Estado (3)« A este
íin, podría, en principio, utilizarse do» camino»: extraer lo*
rasgo» del tipo a partir de la repetición de cierta* caracteríij
liras en un,i aerie dt* Con «t i tuc í«,iii«?« que, por ello,
( \ ) Ob. « it , páfí, 34?
(2Í ffr. LAREN7, ob. rí!. p»a. 154-5- frente al tipo abierto,
r-1 ejemplo paradi gtaát ico de tipo ''cerrado" sería el penal
(}\ Tomo ejemplo de aplicación del pensamiento tipológico en
el esttidío del Lutado, vid. la extraordinaria exposición
de LOFWEKSTEiN sobre los tipo» de gobierno" (en "Teoría
de la Constitución", cit . pág. 7,1 y »»• ) que, naturalmen-
te, son tipos *"f*»ipí rí eos" .
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el •¡«•o "i i|jo", o bien, ron •«>ur apego a la realidad, t
l.i regular ion úv UM d«*l rrmt nado MÍMc*ata con»t i t urí tina 1 , que de*
pui*» ha »idu imitado p«#r otro», romo #1 "l ipti*' mi*m« d** «5#»a ion
figura* i "ii <!• la Jefatura «Ir J I %
segundo caMinu b* •. nln. rn grtieral , «I uti lu«do <*n 1««
.i» qur Miguen, por entender que la formación de un tipo
««MI mayor abstracción » partir d«* diversa* Conati tuc íonei <>bli-
ü<ih.i a ¡)nsi mdir de *-)( ¡ic» y detalle» en vcttionei d«! gran
.<* igni í" icac ióu, en perjuicio d«l voliwcn de inforaación qum vi
fjstudio puede ofrecer, y, múvmÁM, porque la "realidad constitu-
cional" de rada pai» determina que, en una aedida bastante ele-
\,id.«, \ñ i xporicnr la bajo (.ida Constitución »ea intransmisible,
tu tudfi (a-»o, nada impide combinar la» do» opciones indicadas^
Titmlo Ion matice»» qu»: di Irrrncí «n do» regtil ací ontCH «eme-
como variante» dr un tipo má» amplio.
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CAPITULO II
LA JEFATURA DEL ESTADO Y EL PROBLEMA DÉ LA SOBERANÍA
1. La organización del Estado de la época del Constitucionalis-
mo ha sido montada sobre dos pilares: soberanía y división de
poderes (l). Uno y otro distan mucho de tener un significado
unívocOj a pesar de lo cual tal significado suele considerarse
como un valor entendido. Ello se debe a que arabos conceptos apa-
recen revestidos de un carácter mítico que les eleva a la cate-
goría de "dogmas" políticos, más que de principios. Por su dire£
ta incidencia sobre la Jefatura del Estado, es imprescindible un
intento de clarificación, aunque sea necesariamente esquemático,
ya que el tema resulta excesivamente amplio para abordarlo aquí
en profundidad.
2. El concepto de soberanía tiene, fundamentalmente, tres acep-
ciones (2) :
a) Soberanía en sentido negativo: carácter supremo dé un po-
der independiente y, en particular del poder del Estado.
(1) Naturalmente, a esto hay que añadir, considerando el Estado
en su conjunto, los derechos fundamentales, como el otro gran
pilar en que se asienta el Derecho público occidental.
(2) CARRE DE MALBERG: "Contribución a la Théorie Genérale de
l'Etat" (2 tomos). París 1920. Tomo I, pág. 79. Esta triple
acepción ha sido utilizado recientemente entre nosotros por
GONZÁLEZ NAVARRO: "Plena soberanía e integridad territorial
como objeto de un Tratado Internacional". RDAF, n? 40, ene-
ro-mayo 1975-
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b) Soberanía en sentido positivo: conjunto de facultades
comprendidas en el poder estatal y, por tanto, sinónimo
de éste.
c) Soberanía del órgano: en este sentido el concepto sirve
para caracterizar la posición que ocupe en el Estado el
titular supremo del poder estatal.
Estas tres acepciones no corresponden a tres conceptos distintos
de la soberanía, sino que obedecen a determinaciones históricas
concretas que hoy son fáciles de desvelar.
a) La soberanía en sentido negativo alude simplemente a la cuali-
dad de un poder, sin prejuzgar en absoluto su contenido, (l)
Esa cualidad es precisamente el carácter de supremo y, por
ende, independiente, de ese poder frente a cualquier otro
externo o interno. Históricamente, esta es la acepción ori-
ginaria del concepto de soberanía y deriva de la polémica me-
dieval entre el rey y los estamentos, por un. lado, el rey y
el Imperio, por otro, y el rey y la Iglesia, por último, pa-
ra lograr la primacía en el orden político (2).
(1) "Le mot souveraineté designe, non pas une puissance, raais
bien une qualité, une certaine fac_on d4étre, un certain de-
gré de puissance" (CARR:E DE MALBERG, ob. cit. pág. 70)
(2) Vid., al respecto, la excelente exposición de G. JELLINEK:
"Teoría General del Estado". Trad. española. Buenos Aires,
1970. Pág. 331 y ss.
nEl resultado del proceso, que dará lugar a la formación de la
Constitución estamental y, posteriormente, de la representati-
va (l), permitirá al monarca afirmar su primacía frente a las
demás fuerzas en presencia, con distintas matizaciones según los
países (2). A este respecto, es significativa la famosa distin-
ción de FORTESCUE, que caracteriza al régimen inglés como "domi-
nium politicum et regale", justamente por la presencia decisiva
de los estamentos, en comparación con Francia, a la que designa
simplemente como "dominiura regale" (3)« En todo caso, importó
(1) Vid., en detalle, 0. HINTZE: "La configuración de los Estados
y el desarrollo constitucional", recogido en el volumen "Hijí
toria de las formas políticas", Madrid. 1968, Pág. 15 y.ss.
(2) Sobre el diferente proceso en Alemania y en Francia, vid. JE-
LLINEK, ob. cit. pág. 337 -
(3) Citado por KANTOROWICZ: "The Kingfs two Bodies". Princeton.
1957- Pág. 223 y ss. "Fortescue. discussed the origin of
kingdoms ruled "politically" - that is, according to Aristo-
telian terminology, ruled by the whole body politic of the
realm - as opposed to kingdoms such as France, which were
ruled "regally" - that is by the king alone". La distinción
va unida a la configuración de la comunidad política como
cuerpo místico con la consecuencia de que en Francia, por
influencia de los escritores papistas, para quienes el cuer-
po místico de la Iglesia se hallaba donde estuviere el Papa,
se llegó a la identificación del cuerpo con la cabeza, que
podía representarlo por sí sola. En cambio, en Inglaterra
era imposible :que el cuerpo místico del reino pudiera iden-
tificarse con el rey, sino que estaba constituido por "the
king together with council and Parliament". En todo caso, la
distinción de FORTESCUE tiene más valor teórico que históri-
co. Hay que tener en cuenta que escribe en la época de la
Guerra de los Cien Años y que, por tanto, exagera. Sobre el
análisis de FORTESCUE, Vid. las interesantísimas páginas de
E. VOEGELIN: "Nueva Ciencia de la Política". Trad. española.
Madrid 1968, Pág. 69 y ss.
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retener que la afirmación del poder monárquico no implica la ani-
quilación de los estamentos, sino que subsisten junto a aquél y
de ahí el dualismo típico del Estado estamental.
En este contexto histórico aparece la noción de soberanía, ya
que, evidentemente, la afirmación de un poder como soberano sólo
tiene sentido por referencia a otros poderes sociales que le dis_
putan la primacía (l). En un principio la noción no parece habejr
se aplicado exclusivamente al rey, sino también a todos aquellos
poderes que tienen una cierta superioridad. (2) Más tarde, la
obra de BODINO servirá para fortalezar el poder re.al en la Fran-
cia desgarrada por las contiendas civiles del siglo XVI.
La noción de soberanía en BODINO tiene, sobre todo, ese carác-
ter negativo de cualidad de un poder que es supremo e indepen-
(1) Esta "concurrencia" de poderes era desconocida en la comuni-
dad política griega y romana, de ahí que no fuera necesaria
la acuñación de un concepto de soberanía similar al del Esta-
do moderno (cfr. JELLINEK: ob. cit. pág. 331) • OTTO HINTZE
ha subrayado el gran papel desempeñado por la Iglesia, en
cuanto la escisión entre ella y el Estado ha permitido por.
primera vez la plena significación de los poderes sociales
en la vida pública (ob. cit. pág. 24)• Esta afirmación habría
que matizarla en cuanto¡que no fue la Iglesia, sino los Esta-
dos particulares quienes provocaron la escisión frente a las
pretensiones del papado de reconstruir el orden imperial bajo
la égida de Roma.
(2) Cfr. las célebres palabras de BEAUMANOIRS: "Cjscuns barons
est sovrains en sa baronnie. Voirs est que li rois est so-,
vrains per desor tous". Cit. por JELLINEK, ob. cit. pág. 337
y CARRE, id. pág. 74-
diente: supremo frente a los demás poderes existentes en el inte-
rior del Estado; independiente en el orden internacional, frente
a los demás Estados. Ello dará lugar a la distinción entre sobe-
ranía interna y externa, trascendental para la moderna doctrina
del Estado (1), >
b) Pero en la obra de BODINO aparecen ya los materiales para cons
truir la segunda acepción, Al proyectar ese poder supremo e
independiente sobre el interior del Estado, sobre los subdi-
tos, parece necesario darle un contenido positivo, integrado
por un repertorio de facultades concretas (hacer las leyes,
acordar la paz y la guerra, administrar justicia, etc.) Estas
facultades no son otras que las que el monarca venía ejercien
do efectivamente y que constituyen el contenido del poder del
Estado. De este modo se llega a la identificación entre sobe-
ranía y poder.del Estado (2) y se materializa su contenido,
(1) Cfr. CARRE, ob. cit, pág. 71. El propio HEGEL utilizó amplia
mente ambas nociones para construir su filosofía del Estado.
i
(2) ''II est aisé de comprendre comment cette transí ormation a pu
se produire. Etant donrxé que la souveraineté est un attribut
qui au XVI siécle n'appartient plus qu'á la.^puissance étati-
que et qui entre d'apprés la doctrine de Bodin dans la defi-
nition méme de l'Etat, les auteurs de cette époque se sont
laissé aller a désigner la puissance étatiique par sa qualité
essentielle, et á confondre ainsi cette puissance avec un de
ses' caracteres" (CARRE,DE MALBERG, ob. cit. pág. ?6).
como ha señalado JELLINEK, abstrayendo aquellas funciones que
el monarca ejerció en aquél preciso momento histórico. Con ello
se incurre en una petición, de principio (del mero hecho de que
el poder supremo posee un derecho, se concluye que sólo él tie-
ne derecho a poseerlo) perb se fragua un formidable instrumento
de potenciación del Estado (l). En efecto* la identificación de
soberanía con "poder del Estado", o, si se prefiere, la afirma-
ción de que éste es el "poder soberano", irá unida en adelante
a la facultad de ejercer determinados derechos, que constituyen
el contenido típico de este poder (fundamentalmente, la legisla-
ción) (2). Esta acepción del término soberanía es, por otra par-
(1) Ob. cit. pág. 347 "La convicción práctica de que el Estado es
el que mantiene todo el. poder público y de que, por tanto,
sólo de él puede nacer el derecho al ejercicio de funciones
públicas, procede de esta idea moderna del Estado" (p. 349)-
La cuestión, relacionada con el tema del sujeto de la sobera-
nía, tenía una vertiente práctica clave, en cuanto que el so-
berano poseería una competencia residual para los casos no
previstos (Vid. C. SCHMITT: "Teología política", recogido en
"Estudios políticos". Madrid 1975- Pág. 40). Vid. una críti-
ca reciente a la teología política de SCHMITT en A. B'ORS:
"Teología política: una revisión del problema" REP, 205, 1975
(2) A partir de esta cuestión del contenido del poder se plantea-
rá en la doctrina el interminable debate sobre si es esencial
o no al Estado el ser titular de un poder soberano. El proble_
ma carece de trascendencia en el Estado unitario que es, por
definición, soberano en cuanto único titular del poder esta-
tal. Pero alcanza de lleno al Estado Federal, en cuyo ámbito
se discutirá si los Estados miembros de la Federación son so-
beranos o no y, en consecuencia, si merecen o no el nombre de
Estados. Para JELLINEK,i tomando la soberanía en su acepción
de cualidad del poder, Iste no es un dato esencial, por lo
que hay Estados soberanos y otros que no lo son: "El Estado
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te3 la que se utiliza habitualmente.
de la Edad Media no eran aún soberano» pero era ya Es-
tado" (ob. cit. pág,. 366). Es-ta opinión es compartida
por MEYER frente a HAENEL ("Lehrbuch des Deustschen
Staatsrechts". 7a ed. München und Leipzig 1919» pág.
227s nota 5) y también por CARRE: "dans le droit public
contemporain, la spuveraineté n'est pas une condition
essentielle de l'Etat" (ob. cit» I, pág. 172). Pero lo
sorprendente es que este, último autor, tras exponer las
diferencias entre el Estado y las colectividades terri-
toriales rio estatales (sobre todo la "comuna") (cfr, pág.
189-91)} concluye diciendo que "au point de vue spécial
d,u droit public franjáis, il faut reconnaitre, au con-
traire, que la caráetéristique essentielle de l'Etat et
de sa puissance, du moins en ce que concerne la France,
c'est la souveraineté" (pág. 192) y justifica la identi-
ficación entre soberanía y poder del Estado, realizada
por la doctrina francesa, "par cette Considération que,
parmi tous les caracteres inherente a la puissance de
l'Etat franjáis, le, plus important est la souveraineté"
(id.) Por su parte,, HELLER ha sostenido rotundamente la
esencialidad de la soberanía, en su conocida tesis de
que "el Estado es una unidad decisoria universal para
un territorio determinado y, consecuentemente, es sobe-
rano; de ahí deriva; su peculiaridad" ("la soberanía",
cit. pág. 214)- En jsu virtud, los-Estados miembros de una
Federación no deben! llamarse "Estados", porque son uni-
dades decisorias territoriales particulares como las
provincias y los municipios, pero no universales (pág.
215)» El distinto grado de autodeterminación qud tienen
estas entidades es puramente cuantitativo, mientras que
la diferencia cualitativa decisiva es la "universalidad"
del poder (en el Estado) frente a su carácter limitado,
particular, en los demás entes territoriales (p. 220).
En cambio, para JELLINEK (ob. cit. pág. 367 y ss.) la
nota esencial del Estado es la existencia de un poder
originario de autoorganizarse, que también lo tienen
los Estados miembros de una Federación, pero no las res-
tantes colectividades territoriales. Por su parte, CARRE
acepta el criterio del poder originario de dominación
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c) Lo expuesto permite explicar sin mayores problemas el origen
como nota común a los Estados soberanos y a los no sobera-
nos, con la diferencia de que ese poder es ilimitado en aqué-
llos y limitado en estos (ob. cit. pág. 175-6); pero en ello
no ve diferencia esencial y sí, en cambio, entre el Estado
no soberano y las comunas porque el poder de éstas existe
siempre en base a la autorización contenida en el Derecho
estatal, que, además, asegura el cumplimiento de sus manda-
tos (cit. pág. 189 y ss.).
Las citas podrían ampliarse, pero bastan como muestra de los
excesos a que puede llevar el equívoco creado en torno al
concepto de soberanía. La extensa argumentación de CARRE para
fundamentar que la soberanía no es esencial al concepto de
Estado, acaba con una pirueta reconociendo que en Francia es
justamente la soberanía la nota esencial. La conclusión ló-
gica sería, pues, una relativización ,del problema, negando
validez a la soberanía como criterio jurídico de aplicación
general y remitiéndose a cada sistema en concreto ("au point
de vue du droit public franjáis...", recordar la cita de
CARRE). Por esta vía sólo se llega a una teutología: la sobe-
ranía es nota esencial de los Estados soberanos. Pero, si la
esencia de los Estados soberanos es la soberanía, ¿cómo se
puede afirmar que entre ellos y los Estados no soberanos no
hay diferencia esencial? (cfr. pág. 176). Frente a esto, pa-
rece mucho más coherente la tesis de HELLER, entendiendo que
lo esencial es la universalidad del poder y que este dato
distingue cualitativamente al Estado de las demás Entidades
territoriales (incluyendo a los Estados miembros de una Fede-
ración) que, entre ellas sólo se diferencian cuantitativamente
según su amplitud. (En,mi opinión podría encontrarse una difei
rencia cualitativa entre los Estados federados y las demás
entidades territoriales en el caso de que aquéllos estén fa-
cultados para separarse voluntariamente de la Federación, co-
mo ocurría, teóricamente, en la .U.R.S.S.; cfr. art. 17 de la
Constitución de 1936, recientemente sustituida).
i •
En realidad, el trasforido del problema estaba en el reconoci-
miento, por la Constitución del Imperio alemán, del carácter
de "Estados" a los miembros de la Federación. La construcción
de la tercera acepción. El triunfo del poder real en el absolu-
tismo monárquico, que hace al príncipe titular de la "plenitudo
potestatis" estatal, identificada, como se ha visto, con la so-
beranía, implicará la atribución de ésta al titular único del
poder del Es.tado, es decir, al monarca (l). La expresión "l'Etat
de JELLINEK (y, antes,i de LABAND, con su teoría del "dere-
cho propio") estaba destinada a justificar la "estatalidad"
de las comunidades federadas para poner de relieve que su
existencia como Estados era independiente e, incluso, ante-
rior al Imperio. SEYDEL llegó más lejos afirmando que los
Estados miembros del Reich eran soberanos, con la conse-
cuencia de que éste teínía competencia limitada por la Cons-
titución, mientras que la de aquéllos era, en principio,
ilimitada y, por tanto, residual, (cfr. C, SCHMITT: "Teo-
logía política", citada, pág. 41)- Con ello se descubre una
nueva dimensión del problema, que, por otra parte, está le-
jos de resolverse. En la actualidad, la doctrina más auto-
rizada afirma sin vacilar la "estatalidad" de los Lander,
atribuyéndoles incluso poder constituyente propio. Pero la
cuestión se plantea en un terreno más práctico que teórico,
en torno al principio de coordinación entre Federación y
lander, contraponiéndolo tanto al separatismo como a la
subordinación (cfr. MAUNZ: "Deutsches Staatsrecht". 205 edi-
ción. München. 1975- pp. 213 y ss.).
(1) Vid. CARRE, ob. cit. I-, pág. 77-
c'est moi" refleja del modo más sencillo y más rotundo esa atri-
bución. Con ello, la soberanía del Estado pasa a ser soberanía
del órgano en que reside aquél poder. A partir de aquí, la sobe-
ranía se convertirá de nuevo en arma para la lucha política, pe-
ro ya no como simple sustantivo, sino calificada por referencia
al sujeto que pretende su titularidad (l). Así surgirá la funda-
mental antinomia entre soberanía del rey y soberanía del pueblo
que habrá de presidir el proceso político casi hasta nuestros
días. Con ello se introduce otro factor de mixtificación del con-
cepto de soberanía3 al quedar ésta relacionada con el problema
de la legitimidad del poder. La soberanía monárquica aparecerá
más o menos directamente vinculada al origen divino de aquél,
mientras que la soberanía popular se apoyará en las teorías {con
tractualistas o de otro tipo) que consideran al pueblo como fuen
te de toda autoridad.
(l) Desde el punto de vista lógico, parece evidente que el pro-
blema del sujeto de la soberanía, sólo puede plantearse una
vez que se ha llegado a la identificación de aquélla con el
poder del Estado, es decir, del concepto positivo, ya que,
cuando se parte de la soberanía como "cualidad", no tiene
sujeto, sino que es un atributo del poder. Al haberse impues-
to la mencionada identificación tampoco era necesario pregun-
tarse por el "sujeto de la soberanía", en cuanto la respuesta
fuera sencillamente que ese sujeto era el Estado. Pero, al
identificarse el Estado con el Monarca, ya es inevitable la
cuestionalidad del sujeto, puesto que toda pretensión de re-
cortar ese poder absoluto debe basarse en la afirmación de
que ese monarca no es el titular del poder del Estado o, al
menos, que no lo es en exclusiva. En este doble proceso de
identificacióft conceptual se ve claramente el juego de las
tres acepciones dé la soberanía y el consiguiente equívoco
que se ha producido en torno a ella.
Este planteamiento contiene una deliberada simplificación. La
teoría del origen divino del poder, basada en las conocidas pa-
labras de San Pablo ("omnis potestas a Deo") fue objeto de una
doble interpretación (l). La primera consideraba a Dios como la
"causa remota" del poder, que era atribuido a los prícipes a
través de la comunidad, en la cual residía, por consiguiente,
la titularidad de aquél en el orden terrenal. Esta interpreta-
ción se hizo dominante a partir de Santo Tomás y se conjugaba,
por otra parte, con el carácter democrático del poder en las
primitivas comunidades germánicas y con la vieja idea romana
de que el poder descansa originariamente en la Asamblea popular.
En la esfera eclesiástica, esta interpretación se halla.en la ba_
se de la teoría conciliar frente a las pretensiones absolutistas
del Papado (2). En la esfera secular, servirá para legitimar la
posición de los señores y de los estamentos frente al rey.
(1) Cfr. Paul BASTID: "L'edée de legitimité". Annales de Philo-
sophie Politique", ne 7. París 196?. Pág. 13, y G. JELLINEK,
ob. cit. pági 341 y ss.
(2) Ello no significa que tuviera siempre un sentido democráti-
co. Como ha señalado M.J. WILKS, "the opposition of the Co-
llege to the papacy was a thoroughly aristocratic movetnent.
Certainly this theory (conciliar) embodied elementa which
were capable of a much more radical interpretation, but in-
dividual rights in this context meant the rights of indivi-
dual cardinaís, not of individuáis in general". ("The pro™
blem of sovereignty in the later Middle Ages". Cambridge
1964, Pág. 4^2). Sobre esta teoría de la soberanía popular
y sobre la teoría conciliar. Vid, tílERKE: "Teorías políticas
de la Edad Media". Trad. española de la edición parcial de
Maitland de 'Das deutsche Genossenschaftrecht". Buenos Aires
1963, Pág. 136 y ss.
La segunda interpretación se utilizó para los fines contrarios y
fue formulada por los escritores papistas y por los legistas que
configuraron la posición del papa y del príncipe, respectivamen-
te, como instituida directamente por Dios (l). La consecuencia
principal de esta tesis, a los efectos que aquí interesan, es que,
en el contexto corporacional característico de la época, atribuye
al monarca una legitimidad propia, independiente de la comunidad
política y, en cierto modo, anterior a ella (2). (Esta concepción
(1) El intercambio doctrinal entre la Iglesia y el poder secular
fue, como se sabe, incesante, durante toda la Edad Media (Vid.
GIERKE, ob. cit. passirh) . Aquélla se seculariza" y ésta se
"teologiza". Para el Normando Anónino, el rey "in officio fi-
gura et imago Christi et Dei est" (citado por KANTOROWICZ.
ob. cit. pág. 48) y tiene una doble naturaleza, análoga a la
de Cristo. Por el contrario, la consideración de la comunidad
política como "corpus mysticum" deriva de la secularización
anterior de este concepto por la propia Iglesia, pasando, de
su primitivo carácter sacramental, a designar el cuerpo jurí-
dico de la Iglesia y, por extensión, cualquier cuerpo político
del ámbito secular (cfr. KANTOROWICZ, ob. cit. pág. 195 y ss.).
Sobre la secularización de conceptos teológicos en la moderna
teoría del Estado, vid.' C. SCHMITT, ob. cit. pág. 65 y ss.
(2) Reflejo de esta singular posición será la pretensión del mo-
narca de monopolizar la potestad legislativa. El fundamento
inmediato será el principio romano de la "lex regia" (quod
princeps placuit legis habet vigorem). Pero no estaba claro
si este texto de las Instituta, que reconocía a la comunidad
como fuente del poder, implicaba una transferencia plena y pejr
manente del poder o una concesión limitada y revocable al em-
perador "intuitu personae". La interpretación tradicional con-
sideraba axiomático que el título legal de cualquier gobierno
estaba en la sumisión voluntaria y contractual de los goberna-
dos (cfr. KANTOROWICZ, pb. cit. pág. 103 y GIERKE, ob. cit.
pág. 130). A las pretensiones del monarca se opone la fórmula
"rewuc itad»*1 en «1 »igio XIX por lo» partidario* di* I
tipio monárquico" ) . l'wr M U parte, } A comunidad, es drt Ir, «1 con
junto de lo» gobernado», I ««poro podía identificar*» < orí t»l "t or
puk" como un todo, al quedar fuera la cabe*a, rn una ptmlt i »*»ti
*»i ngti l*»r .
Ik* ««le mudti, i*e hace í«po»»ibl«* I» unidad interna di»l i'.ni ada y
la ron* 1 guicntt» «trihu< ion df \m noberania «I «iiwBrt, <•»< indini-
dotr i-n do» sujeton (t?l rey y ] M coauttidad «rtírui«d* rn l«» «•*-
laarnlo») que invocan su derecho propio como »uperi«r al d< 1
otro í I ) .
E«ta diagres ion ha sido necesaria para destacar la* raicea •«•
dii-valr» de la pulémira entres soberanía monárquica y popular.
I rente al auge del absolut i »»*> Ion «unarróiíacos n« harán ni no
rr'vitali/ar un pcnaaaií» nt o nunca extinguido. La ninnia id«*a de
la co«uni«lad cono fuente del poder mere sustentada por la t»cu«la
"»|uod omnrn tanfiif ab «»mníbuii drbet romprobari M, qu«« n«» te-
nia un sentido democrático, »inc» m«p bien oligárquico, de
conservación de privilegios exi M.cnt e.»« rn«o ha «cftalado C»AIR
CÍA I'H AYO i"la idoa «edirval del derecho", en el "Bel wito
y de la ratón en el pensamiento político**. Madrid 1968. Pág.
12.1 y sis., especialmente nota $9 en p« 123-4). Téngase en
cuenta que «*e está t*n una época en que el rey deja de »er mo-
tamente juez para convertirse; en legislador {GARCÍA FELAYO,
ob. ci t . p a c 121) .
(I» GIERKF (ob. cít . pá«. Io5~7).
clásica española (l). Junto a la afirmación del sujeto de la so-
beranía, los autores se preocupan por fijar los límites de la
autoridad en el ejercicio del poder, cualquiera que sea su titu-
lar (2). Para ROUSSEAU el límite es, en definitiva, la igualdad,
entendido corno prohibición de la arbitrariedad (3)> Para este
ti) Vid. SÁNCHEZ AGESTA: "El concepto del Estado en el pensamien-
to español del siglo XVI". Madrid 1959, pág. 38 y ss. En las
páginas anteriores insiste en el carácter unitario y orgánico
de la comunidad política como "corpus mysticum".
(2) "El gran problema práctico-político del Derecho natural.era..,
la pregunta respecto a la manera como podría ser objetivada
la voluntad personal, ya fuera ésta democrática o autocráti-
ca, esto es, á la manera como podría desligarse la soberanía
del arbitrio de la voluntad personal. Este problema de la ob-
jetivación de la voluntad dc?l poder es, en esencia, el pro-
blema del Estado de Derecho: toda individualidad^ sin excep-
ción^ debe estar sometida a una norma jurídica" (HELLER, ob.
cit. pág. 86, Subrayado original). Con ello se apunta el pro-
blema de la inevitable tensión entre la soberanía del sujeto
y la soberanía de la norma, que está también en la base de
las modernas concepciones voluntaristas y normativistas (pa-
radigmáticamente, SCflMTTT frente a KELSEN y la solución inter-
media de HELLER: soberanía como voluntad que actualiza una
norma preexistente). i
(3) "Le pouvoir souverain, tout absolu, tout sacre, tout inviola-
ble qu'il est, ne passé ni ne peut passer les bornes des con-
ventions genérales, et que tout homme peut disposer pleinc-
ment de ce qui lui a ét,é laissé de ses biens et de sa liberté
par ees conventions; de sorte que le souverain n'est jamáis
en droit de charger un sujet plus qu'un autre, parce qu'alors
l'affaire devenant particuliére, son pouvoir n'est plus com-
pétent" (Contrat social; ed. de P, Burgelin. París 1966, Pág.
70). :
autor el problema de la soberanía es un problema de legitimidad
en el ejercicio del poder (l).
En 1 a práctica, la cuestión de la soberanía del Estado queda com-
pletamente desplazada por la del órgano soberano ejn el. Estado.
La Revolución francesa aportará un importante matiz al distinguir,
en el marco de la soberanía de la comunidad, entre la soberanía
"nacional" (Constitución de 1791) y la "popular" (Constitución
d<; 1793)* Ambas expresiones, consideradas frecuentemente como si-
nónimas, entrañan un significado radicalmente diverso. La sobera-
nía popular lleva aparejada la del órgano representante de los
ciudadanos, es decir, la Asamblea, y, en consecuencia, niega toda
participación en la soberanía a los restantes (2). Frente a este
"absolutismo del Parlamento", el principio de la soberanía nacio-
nal disuelve el problema del sujeto de la soberanía, atribuyendo
su titularidad a una persona moral, que no puede ejercerla direc-
tamente. La nación es el titular de todo el poder, pero ningún
órgano del Estado puede reclamar para sí la soberanía, sino que
no tieneri más competencias que las que la nación, a través de la
(1) Recuérdese las palabras con que empieza el "Contrato social":
"Je veux chercher si dans l'ordre civil il peut y avoir quel_
que regle d' administrat.ion legitime et süre..." (ob. cit.
pág, 39). Cfr. también P. BASTID, "L'idée de legitimité",
citada, pág. 14-
(2) Esta concepción, que se quiere derivar de ROUSSEAU, no esta,
en rigor, autorizada por éste, ya que para él -la soberanía
no es susceptible de representación, al no serlo su conteni-
do: la "volunté genérale" ("Contrat social", Libro III, Cap.
XV ).
Constitución, les ha atribuido. "Ainsi definie, la souveraineté
nationale est un principe bien inoffensif: elle n'a plus rien
de commun avec la théorie de la souveraineté populaire" (CARRE
DE MALBERG) (l). ASÍ , ha podido decirse que, al transferir la SÍ)
beranía del monarca a la nación, la Revolución la ha destruido
(2).
Un significado análogo a esta noción francesa de la soberanía na-
cional ha' tenido en Alemania el principio de la soberanía dííl Es-
tado, acuñada por influencia de los teóricos de la personalidad
estatal y de las doctrinas organicistas impulsadas por los romári
ticos. Esta vez, el principio suponía un intento de racionalizar
la organización estatal bajo las Constituciones decimonónicas ale:
manas, que consagraban la soberanía del monarca. Pero su signifi-
cado coincidía con.el de la soberanía nacional: "neutralizar" la
potencialidad política del concepto, disolviendo su contenido en
un orden jurídico 'de competencias (3). Esta objetivación de la
(1) Ob. cit., tomo IIj pág. 177- Este autor ofrece la mejor ex-
plicación del principio de la soberanía nacional, con su sig-
nificado integrador frente a la polarización de soberanía io-
nárquica3 de un lado, y soberanía popular, de otro (cfr. pág.
167 y ss.) la distinción y su alcance ha sido expuesta entre
nosotros por GALLEGO ANABITARTE: Memoria de Cátedra (inédita),
Tomo 1, pág. 82 y ss.
i
(2) BARTÜELEMY, cijt . por CARRE (ob. citada, II, pág. 178).
(3) "El concepto alemán de la soberanía del Estado fue una ter-
giversación del verdadero problema, que no es otro que el
antiguo debate' entre los partidarios de la soberanía del pue-
blo y los defensores de la soberanía del príncipe" (HELLER,
soberanía alcanzará su versión más extrema en la teoría pura
del derecho, que afirma la soberanía de la nonsa, con completa
eliminación del problema del sujeto.
En síntesis, toda la evolución descrita pone de relieve que el
tema de la soberanía no puede entenderse al margen del contex-
to histórico, que ha operado sobre aquélla a modo de aluvión,
cristalizando en las distintas nociones y utilizándolas tácti-
camente en función de las concretas aspiraciones (políticas) a
que había de servir. El primitivo (y auténtico) significado de
la soberanía como cualidad de un poder que no reconoce superior
es desplazado rápidamente por la identificación con ese mismo
poder, al que se quiere atribuir un determinado contenido posi-
tivo (las funciones estatales típicas). A partir de esta iden-
tificación, realizada al servicio de la Monarquía absoluta, era
inevitable que la soberanía quedase ligada al problema del su-
jeto de ese.poder, por cuyo mantenimiento y conquista, respec-
tivamente, luchaban las fuerzas políticas en presencia. En con-
secuencia, la titularidad |del poder y, por tanto, de la sobera-
nía aparece como un problema de legitimidad que trata de refle-
jarse, en el seno de la organización estatal, en el predominio
de un órgano concreto frente a los demás que ejercen funciones
ob. cit., pág. 159) • Sin embargo, ésta no es la única inter-
pretación. En nuestro4 días HENKE ha valorado la soberanía
del Estado como síntesis superadora de aquellas dos unilate-
ralidades (citado por GALLEGO ANABITARTE, Memoria de Cátedra,
I, pág. 115-6). El principio, en su sentido moderno, arranca
de HEGEL, quien, sin embargo, transfiere' la soberanía inmedia.
tamente a] monarca, ert virtud de su tesis de que "la perso-
nalidad del Estado sólo es efectivamente real como una per-
sona, el monarca" ("Principios de Filosofía del Derecho",
citada, pág. 327). Vid. también PERNTHALER, ob. cit. pág.106.
estatales. De este modo, el problema aparece como fundamental-
mente político. Las últimas construcciones (soberanía nacional,
soberanía del Estado, soberanía del Derecho), no son sino inten-
tos de dotar al concepto de un significado específicamente jurí-
dico, despojándolo de sus implicaciones políticas; en este sen-
tido, ocultan el verdadero problema (político).
3- Pero lá cuestión tiene' todavía otra vertiente. Hasta aquí ha
aparecido fundamentalmente como un problema de titularidad del
poder político (una vez que éste y la soberanía se hicieron si-
nónimos). Falta por ver su,impacto en referencia al ejercicio
de ese poder, con lo que la cuestión se vincula íntimamente al
tema de la soberanía del órgano y> en definitiva, al de la forma
do gobierno (l). El problema no se plantea en los sistemas de so-
beranía monárquica ni de soberanía popular (en sentido estricto),
porque en ellos el sujeto de la soberanía es también quien la
ejerce efectivamente (2), pero sí en aquellos sistemas que atri-
buyen la soberanía a una entidad abstracta (la nación, el pueblo
o el Estado), sin precisar la forma en que habrá de actuarse o,
incluso, prohibiendo su ejercicio por cualquier órgano en concre-
to.
La Constitución francesa de 1791? en el artículo 2 del Título III,
(1) Este no es, en el fonda, sino el modo de ejercicio del poder
en una determinada comunidad.
(2) Vid. la excelente exposición de CARRE DE MALBERG, ob. cit.
II, pág. 184 y ss.
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establecía que: "la Nation, de qui seule émanent tous les pou-
voirs, ne peut les exercer que par délégation - la Constitution
franqaise est represéntative: les représentants sont le Corps
législatif et le roi". Este principio es consecuencia de la so-
beranía nacional (una, indivisible, inalienable e imprescripti-
ble) que implica, "sensu contrario", que "aucune section du peu
pie, ni aucun individu, ne peut s'en attribuer l'exercise" (1)»
La instauración del "régimen representativo" es la gran creación
de la Constituyente y la forma de gobierno que subyace bajo la
declaración de la soberanía nacional (2) (3)« A partir de aquí
(1) Art. 1, Tit. III, citado.
(2) "Pour transformer la monarchie de 1'Anclen Régime, la Cons-
tituante recourt... á ce moyen théorique, qui consiste a
faire intervenir la nation comme l'éléaent constitutif essen.
tiel de l'Etat*1 (CARRE DE MALBERG, ob. cit.'ll, pág. l87).\
Y en otro lugar añade que "ce que la Révolution frántjaise a
fondé en vertu du principe de la souveraineté nationale,
c'est le registe représentatif, un régime dans lequdl la
souveraineté, étant re^ervée exclusivement á l'étre collec-
tif et abstrait nation, ne peut étre exercée par qui que ce
soit qu'á titre de représentant national. Telle est, en der-
niére analyse, la signification de la souveraineté nati-ona-
lc" (id., pág. 197).
t
(3) El régimen representativo se convierte asíen la aportación
principal de la modernidad al repertorio de las formas polí-
ticas. La falta de la idea de representación en la antgüedad
fue causa de que se reéhazase la elección como procedimien-
to para proveer los cargos públicos, considerándosele como
: ¿ iastitución aristocrática (cfr. JELLINEK, ob. cit. pág. 543)
Según 'CARRE., el régimen representativo debe añadirse a la
clasificación tripartita tradicional de las forwas de gobier-
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se construirá la teoría de la "delegación" coreo única forma de
ejercicio de la soberanía, ya que ésta no puede actuar directa-
mente (1). Los órganos del Estado (principalmente el rey y la
no (ob. cit. II pág. l80 y 349-52). En realidad, si se en-
tiende por forma de gobierno, como es habitual, la forma
(unipersonal o plural) del órgano supremo del Estado, el
régimen representativo no es tanto una forma nueva como un
corte horizontal de la clasificación tradicional y, en ese
sentido, compatible con cualquiera de ellas (cfr. el propio
CARRE: "en fait, le principe de souveraineté, de la nation
n'a pas été consideré, despuis 178Q> commune impliquant ou
excluant une forme determinée de gouverneaient", ob. cit,
pág. 179)»
Lo paradójico es, sin embargo, que ol llamado "régimen re-
presentativo" no supone representación alguna en el sentido
iusprivatista tradicional, porque no se representa ante nadie
ni se representa una voluntad determinada. "Diré que les dé-
putejs reprósentent la nation, étre collectif, aucceesif, in-
saiaissable, c'est une formule qui, juridiquement, cst vide
de sens"4 En efecto, la nación "n© devient capable de volon-
té qu'une foi pourvue d'orgarfes ayant juridiquement qualité
pour vouloir pour elle" (CARRE, ob. cit. II, pág, 284 y pas-
sim). Análoga opinión, KELSEN (ob. cit. pág. 400).
(l) Por ello, el principio de la soberanía nacional es incompa-
tible con la monarquía y la democracia "puras", en que la
soberanía se ejerce directamente por su titular (cfr. CARRE,
ob. cit. pág. 184 y ss.).
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asamblea) no pueden ejercer más poderes que los que la Nación
les ha delegado, a través de la Constitución, por lo que ningu-
no de ellos puede pretender una participación mayor en la sobe-
ranía o una vinculación más directa a ella. En cuanto ejercen
sus competencias constitucionales, todos son igualmente sobera-
nos (1) . .
En un Estado constituido queda así resuelto, desde el punto de
vista jurídico, el problema de la soberanía. Pero hay todavía
un ámbito en que ésta puede actuar directamente: al conformar
jurídicamente el Estado en ejercicio del poder constituyente» es
decir,1 al establecer la Constitución. Este contenido típico de
la soberanía se reserva en exclusiva a su titular, la nación,
con la nota decisiva de que, a este respecto, sx.se establece
una vinculación privilegiada entre aquélla y la Asamblea, en
cuanto el rey no tiene parte alguna en la aprobación de las mo-
dificaciones constitucionales (2).
Este es el marco tradicional del Derecho público francés desde
1789 (3)« En 1946 se producé una ruptura de la teoría de la dele_
(1) En detalle, GALLEGO ANABITARTE, «Memoria», citada, pág. 82 y
BS, .
(2) Cfr. Título VII de la Constitución de 1791. Así se confirma
plenamente que el rey ha dejado de ser "soberano", para con-
vertirse en un simple órgano constituido.
(3) Salvo en 1793> en que se consagra el ejercicio directo de la
soberanía por la Asamblea popular. Incluso en 1795 y 1848,
en que se atribuye la soberanía a la "universalidad de los
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gación, admiténdose el ejercicio directo de la soberanía, en ma-
teria constitucional, por el voto de los representantes y a tra-
vés del referéndum y, en las demás materias, a través de la Asan
blea Nacional. Esta queda así vinculada en forma privilegiada al
ejercicio de la soberanía. El mismo principio se mantiene, en
sustancia, en 1958, lo que patentiza su carácter eminentemente
retórico, ya que bajo la nueva Constitución se produce, como es
sabido, una extraordinaria potenciación del Gobierno frente al
Parlamento (l).
ciudadanos" y no a la nación, es aplicable la teoría de la
delegación, ya que aquélla no puede ejercerse directamente.
En detalle, GALLEGO ANABITARTE, ob. cit. pág. 86 y ss. Vid.
también DUGUIT,."Traite de Droit Constitutionnel", ed. de
1927, tomo II, pág. 682 y ss.
(1) El art. 3 de la Constitución de 1946 decía: "la souverainete
national appartient an peuple franjáis. - Aucune section du
peuple ni aucun individu ne peut s'en attribuer l'exercise,
- Le peuple l'exerce, en matiére constitutionnelle, par le
vote de ses representante et .par le referendum. - En toutes
autre» matiéree, il l'exerce par sea deputés a l'Aasemblée
nationale, élue au suffraga universal, egal, direct et se-í
cret". En la Constitución de 1958 (Arte 3) se suprimen los
dos últimos párrafos, que quedan refundidos, genéricamente,
en el primero ("la souveraineté national© appartient au peu-
ple, qui l'exerce par ses representante et par1 la voic du re-
ferendum")» Pose a la identidad de los principio», la omisión
de la referencia expresa a la Asamblea Nacional incluida en
1946, supone mucho más que un simple matiz por la diferente
regulación que después se hace de sus coapetencias y de las
del bloque gubernamental. Es todo un cambio de "forma de go-
bierno" el que se produce (parlamentarismo en 1946 y "ejecu-
tivo dualista" con competencia limitada de la Asamblea en •
1958) (Cfr. GALLEGO ANABITARTE, ob. cit. pág. 94).
Una ojeada a otras Constituciones permite extraer la conclusión
general del reconocimiento de la nación o el pueblo como fuente
de todo poder y que éste s« ejercerá en la forma prevista por la
Constitución, lo que viene a coincidir con la construcción fran
cesa de la soberanía nacional. Entre las Constituciones monárqui-
cas, la belga de 1831 es la mas significativa (l). Una postura
más matizada se encuentra en la Ley Fundamental de Bonn de 1949,
que establece el ejercicio directo del poder por el pueblo en
elecciones y votaciones y a través,de los órganos especiales de
legislación, ejecución y judiciales, acercándose en apariencia a
la solución francesa de 1946, pero con la diferencia clave de que
todos los órganos tienen la misma vinculación con la soberanía,
sin posición privilegiada de la Asamblea' (2). Las Constituciones
(1) Art. 25¡ "Todos los poderes emanan de la creación.- Estos,
son ejercidos de la manera establecida por la Constitución"*
Como se ve, no se cita expresamente el término soberanía,
lo que no impide que la doctrina haya visto reconocido en
éste articulo el principio ds la soberanía nacional, en sen-
tido análogo al de la Constitución francesa de 1791 (cf.r.
R. SENELLE;. "la Constitución belga comentada". Noticias de
Bélgica, nS 158, 1974> Ed. en español, pág. 66). Contrasta
esta formulación belga de 1831 con las demás Constituciones
monárquicas de la época, que o bien reconocen formalmente
la soberanía del rey (es el caso de las alemanas) o bien
dejan sin resolver la cuestión. En cambio, la Constitución
española de 1837 (en el Preámbulo) y antes la de Cádiz, ha-
cían referencia expresa a la soberanía nacional. En época re-
ciente, la Constitución griega de 1952* ya derogada, estable-
cía una fórmula calcada de la belga (cfr.1 art. 21).
(2) Artículo 20.2: "Todo el poder estatal proviene del pueblo, y
será ejercido por el pueblo en elecciones y votaciones, así
socialistas declaran inequívocamente que el poder pertenece al
pueblo, pero omiten, por lo general, toda referencia al término
"soberanía". El problema del ejercicio del poder se plantea desde
supuestos muy distintos, que se asemejan a la doctrina de la so-
beranía popular (l).
4- Tras estas consideraciones, se puede intentar centrar el pro-
blema en el ámbito del Derecho público en torno a las siguientes
conclusiones:
a) El concepto de soberanía no puede entenderse al margen de su
contexto histórico. Si, pese a todo, se pretende atribuirle
como a través de los órganos especiales de legislación, po-
der ejecutivo y judicial". La fórmula estaba ya en la Consti~
tución de Weimar. Vid. sobre su significado, GALLEGO ANABI-
TARTE, ob- cit. pág. 97.
(l) Por regla general, se reconoce que el pueblo ejerce el poder
por medio de sus representantes, constituidos en órganos del
Estado. Pero el concepto de "pueblo" no tiene el sentido ha-
bitual de totalidad sino que se reduce a un sector del mismo,
el "pueblo trabajador", en armonía con el concepto de la dic~
tadura del proletariado (Artículo 3 de la Constitución sovié-
tica de 1936: "todo el poder en la URSS pertenece a los tra-
bajadores de la ciudad y del campo, representados por los So-
viets de diputados .de los trabajadores"; muy interesante el
art. 2 de la Constitución checa de 1960 que, tras atribuir el
poder al pueblo trabajador y señalar que lo ejerce por medio
de cuerpos de representantes, establece que de estos cuerpos
representantes "dimanan los poderes de los demás órganos del
Estado", con lo que se introduce un nuevo matiz).
56
un contenido, éste no puede ser otro que el de "carácter su-
premo e independiente de un poder", y, por tanto, "cualidad"
del mismo (1).
b) La identificación de soberanía con poder del Estado, que es
la acepción normal de aquélla, es conceptualtnente absurda en
cuanto supone una duplicidad innecesaria. Solo se explica por
haberse vinculado a la cuestión del sujeto titular del poder
y, consiguientemente, al de la legitimidad para su ejercicio.
De este modo, se convierte en un problema de naturaleza emi-
nentemente política (2).
c) En la actualidad no puede negarse seriamente que el titular
del poder sea la comunidad. Resuelto, pues, el problema de la
titularidad, lo importante es que ne se escamotee el ejerci-
cio de las competencias principales (legislativas), a los ór-
(1) Esta es la opinión de la doctrina más autorizada (JELLINEK,
ob. cit., pág. 355; CARRE, id». I, pág. 86 y passim) . Así lo
hizo notar ya GERBER: "las expresiones soberanía del prínci-
pe, soberanía del pueblo y soberanía de la nación, sólo son
frasea que se aplican a distintas teorías políticas. Con el
concepto de soberanía no tiene relación alguna estricta el
concepto del derecho del monarca, lo que no obsta para que
soberanía y principio monárquico se confundan a menudo" (ci-
tado por JELLINEK, ob. cit., pág. 355).
(2) Parece difícil negar que, desde un punto de vista estricta-
mente jurídico, no hay más legitimidad que la legalidad. Otra
cosa es el problema político de la legitimidad y que el "de-
ber ser" jurídico no coincida con el "ser".
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ganos representativos que se constituyen a través del sufra-
gio (1).
d) Consecuencia de esa titularidad es que el poder constituyente
en cuanto contenido de la soberanía, pertenece a la comunidad
Pero este problema es extra jurídico. Sólo en el ámbito del j
mado "Poder constituyente constituido" incide jurídicamente
la soberanía, pero, en cuanto "constituido", su ejercicio co-
rresponde a quien designe la Constitución. Es, pues, un pro-
blema competencial.
e) Aquí está la clave. En un Estado constituido, la cuestión del
ejercicio dé la soberanía (nacional) se resuelve en el reper-
torio de las atribuciones que la ley fundamental otorga a ca-
da órgano. Desde este punto de vista} todos son igualmente
"soberanos" en cuanto ejercen tales competencias (2). Más im-
portante que las declaraciones retóricas es el contenido com-
petencial de los órganos, porque, bajo los mismos principios,
el sistema de articulación inteorgánica puede variar profunda
mente (cfr. Francia 1946 y 1958).
f) No obstante, es posible que las Constituciones alteren el es-
quema jurídico descrito, atribuyendo a un órgano en exclusiva
(1) Incluso los sistemas autocráticos suelen reconocer esa ti-
tularidad, pero la neutralizan de hecho, bien recortando la
representatividad del Parlamento, bien su competencia o bien
ambas cosas.
(2) Cfr. DUGUIT, ob. cit., II, pág. 689 y ss. y passim.
58
el carácter d«> »tiber<tit(i ( p. rj » , < n«i»f itut iért frinccna dt*
l ? u ^ ) . tilo implicara una prenunrlón d« co*p<?t crtr i * l i m i t a
da dr «'»«- órgano o, si i r n u í , r#nidw*I p a r * lodo» )u« «»««-
tu» qu«* no estén «tribuida» f i p r n t a M t i t t « o t r o . Por © J I M ,
h abrá qu<r t i j«f««* en finio i-<*!ir» rr» «•! tp*to « <»ii»t >(nc * < • t * ^  i ,
aplicar « u u s t r u d lonr» *|ir lorint ícti .
g) Al Jefe úel E«tado, por últiwo, Je son aplicable» en »u in-
tegridad la» afiriaríonr» anteriora», cualquiera que ««a »u
natural»*/.a, «onárquica o republicana. En el Derecho pública
contemporáneo carece, en general» de poaicién privilegiada
en cuanto al ejercicio de la soberanía y no tiene, por tam«,
•ás competencias que la» que le otorga la Constitución.
Sin enbargo, el contenido de esta magistratura, inspirada en
la tradición monárquica, parece reflejar conceptual«<rnt? la
noción de soberanía en su doble vertiente, externa e interna»
ya qu« el Jefa d«l Estado representa la unidad estatal en el
ámbito internacional y también frente al interior, fmro esto
no significa una posición privilegiada «n relación al ejerci-
cio de 1 a soberanía, como sucedió en el Derecho público monér«
quico, sino que tiene hoy un valor simbólico.
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CAPITULO III
LOS TIPOS DE JEFATURA DEL ESTADO EN EL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL
1. Desde finales del siglo XVIII (l) la tensión entre los prin-
cipios teóricos de soberanía monárquica y popular (en sentido
amplio) va a cristalizar en una serie de modelos constitucio-
nales que reflejan el predominio de uno u otro en función de la
relación de fuerzas político-sociales en cada momento histórico
y en cada país. La clave para valorar el significado de esos sis-
temas será, sobre todo, la configuración que en ellos se hace de
la Jefatura del Estado, lo que es comprensible teniendo en cuen-
ta que ésa era precisamente la posición tradicional del monarca,
cuyos poderes se trata de limitar o conservar, según los casos.
En nuestros días, superada ya esa antinomia, las Constituciones
aportarán todavía otros modelos que intentan configurar la Jefa-
tura del Estado sobre nuevas bases, en respuesta a problemas tam
bien nuevos surgidos, en general,, de la práctica del régimen pa£
lamentario.
Por su carácter singular de precipitado histórico y por la atra£
ción poderosa que siempre ha ejercido, el primer ejemplo a con-
siderar es el sistema inglés. Pese a no haber adquirido hasta
(l) Del XVII, en Inglaterra, si bien hasta mediados del XIX no
aparece funcionando con todos sus elementos esenciales el
régimen parlamentario.
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tiempos recientes los rasgos que hoy lo caracterizan (i) y a no
tener, ni mucho menos, un contenido uniforme a lo largo de la
Historia (porque se ha ido "haciendo" a través de ella) el ré-
gimen político inglés es, en cierto modo, la raíz o el tronco
del que han derivado los restantes modelos que, unas veces para
imitarlo y otras para rechazarlo, casi siempre lo han tomado co-
mo marco de referencia.
Históricamente, la primera de estas formas es republicana. La
Constitución de los EE.UU. de 1787 establece un rígido sistema
de separación de poderes y atribuye el ejecutivo a un Presiden-
te de la República, cuya posición está, sin embargo, calcada so-
bre la que correspondería a un monarca con arreglo a ese esquema
teórico,en la formulación de MONTESQUIEU (2). Poco después, la
(1) Es ya un tópico afirmar que, frente til carácter consuetudina-
rio y secular del régimen inglés, loa demás representan un
intento de construcción racional que se plasma en un texto
escrito y que, por ello misma, en ocasiones fracasa por el
excesivo distanclaraiento entre aquél y la realidad social a
que ha de aplicarse. A este respecto, pueden recordarse las
certeras palabras de JELLINEK: "En tanto, pues, que la Cons-
titución inglesa se ha desenvuelto en la historia, acompaña-
da, sin duda alguna, pero no influida por teorías abstractas,
las Constituciones continentales son producto de teorías ge-
nerales, a las que se eleva, con todas sus faltas, a fundamert
tos, del derecho positivo" (ob. cit. pág. 534)-
(2) Estas afirmaciones se matizan después en el texto.
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Constitución francesa de 1791 introduce por primera vez una Je-
fatura del Estado monárquica bajo el principio de la soberanía
nacional, con lo que el rey se convierte en poder constituido.
Tras el flujo revolucionario, que al menos ha dejado como inelu-
dible la necesidad de un texto constitucional escrito, la Europa
tradicional intenta consolidar sus posiciones en .base al predo-
minio indiscutible del monarca, aunque con cierta participación
nacional en la legislación. Francia ofrecerá una vez más el mo-
delo en la "Charte" de l8l4j que encontrará en Alemania su genui
no desarrollo en el llamado "principio monárquico" (Monarchprin-
zip) a partir de su clásica formulación positiva en la Constitu-
ción bávara de 1818. Simultáneamente, en la propia Francia, el
fracaso de la Restauración y el consiguiente alejamiento entre
el país legal y el país real traerá, con la Monarquía de Julio,
un nuevo sistema que, formalmente, se presentará como simple re-
forma de la Carta de 1814 pero que, en el fondo, entraña un cam-
bio teórico decisivo en cuanto ya no es "otorgada" ("volontaire-
ment, et par le libre exercise de notre autorité royale"), sino
resultado de un compromiso entre las dos legitimidades enfrenta-
das. Este modelo será etiquetado posteriormente con el rótulo de
monarquía "doctrinaria" u "orleanista" y aparece como un término
medio entre las dos soluciones monárquicas antes señaladas. En
la misma época, la Constitución belga de 1831 establece un sis-
tema análogo al francés de 1791 que, con el tiempo, evoluciona-
ría hacia un parlamentarismo a la inglesa.
Tras la efímera tentativa de 1848 y el no tan efímero régimen
cesarista de 1852, la Constitución francesa de 187S contiene una
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nueva forma de Jefatura del Estado, caracterizada por su debili-
dad y por su dependencia de la Asamblea, pero que ha servido de
precedente a buena parte de las Constituciones republicanas con-
temporáneas. Justamente para evitar esa debilidad y para preve-
nir los "excesos" del Parlamento en su posición prepotente, la
Alemania de Weimar ensayará una solución original, instaurando
un "Ejecutivo dualista", a cuya cabeza se coloca un Jefe del Es-
tado con importantes facultades y con legitimación popular pro-
pia e independiente de la Asamblea. Con algunas variantes, el
sistema ha sido seguido por Austria (1929), Finlandia (1919) y
Francia (1958).
2. Este es el panorama de los modelos más relevantes que ofrece
el Derecho Comparado. Un intento de sistematización debería
fijarse en tres criterios: a) forma (monárquica o republicana)
de la Jefatura del Estado; b) titularidad de la soberanía y c)
forma de gobierno (parlamentario o presidencial) en que dicha Je-
fatura se inserta.
En su virtud, puede elaborarse el siguiente cuadro:
CUADRO GENERAL
63
Forma de Forma de
Estado Gobierno Soberanía
Monarquía
República
Parlamentarismo
Ejecutivo dua-
lista .
Presidencialis-
mo .
Parlamentarismo
Ejecutivo dua-
lista .
Rey
Francia
1814
Alemania
s. XIX
Compartida
Inglaterra
Francia
1830
Nacional
Bélgica
Francia
Francia
Italia 1
Alemania
Francia
18,3 1
1791
1875
947
1919
1958
Presidencialis
mo .
EE.UU. 1787
Resulta, pues, claro que, en la actualidad, la forma republicana
de Jefatura del Estado aparece en sistemas tanto parlamentarios
como presidencialistas, cualquiera que sea su pureza. En cambio,
la forma monárquica sólo permanece vigente unida al parlamenta-
rismo; es impensable en un contexto presidencial (l) y debe con-
(1) Porque el rey, irresponsable, sería el titular de las amplias
facultades que esos sistemas atribuyen al Presidente.
G4
siderarse obsoleta tanto en la formulación del "principio monár-
quico" como en la orleanista, aun en las modernas versiones del
llamado ejecutivo bipolar o dualista.
El análisis detallado de estos modelos permitirá comprobar estas
apreciaciones y tratará de detectar la posición del Jefe del Es-
tado atendiendo a cinco aspectos especialmente significativos:
- relación con el poder del Estado (soberanía y separación
de poderes)
- participación en la potestad legislativa y relaciones con
el Parlamento.
- articulación con el Gobierno.
- facultades propias, y en particular, facultades sobre el
presupuesto y sobre el Ejército.
- régimen económico.
Hay que advertir que el objetivo aquí es elaborar una tipología
expresiva de las distintas posibilidades teóricas de configurar
una Jefatura del Estado. Aunque estos modelos han ido respondien
do a necesidades históricas concretas y, por ello, no pueden en-
tenderse al margen de ese contexto, la exposición que sigue no
pretende describir la evolución de cada régimen, sino establecer,
de manera estática, el contenido sustancial que, convencionalmen
te, corresponde a cada tipo.
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A) LA MONARQUÍA BRITÁNICA (1)
1. Puede decirse que, desde BRACTON la posición del monarca in-
glés no ha dejado de racionalizarse. Al afirmar que "el rey
no debe estar sujeto al hombre sino a Dios y a la ley, porque
la ley le hace rey" (2), establecía las bases del sometimiento
del poder real al Derecho, incluso en aquellas materias (guber-
naculum) en que el príncipe era "absoluto"', pues esa situación
del rey "above the law", era perfectamente "legal" en cuanto es-
taba reconocida por el Derecho (3)« La configuración del monarca
como "absoluto" en la esfera gubernativa fue en Inglaterra, igual
que en toda Europa, aplicación de la doctrina de la "lfeic regia"
("quod princeps placuit legis habet vigorem"), pero la caracte-
(1) No se pretende como es obvio una exposición de conjunto de
este régimen, cuyos rasgos son de sobra conocidos, aunque no
siempre claramente. Las obras clásicas son, entre otras: DI-
CEYs "tntroduction into the study of the law of the Consti-
tution". London 1885; BAGEHOT»: "The English Constitution",
London 1867; las diversas de I. JENNINGS, en muchos aspectos
contrapuestas a los dos anteriores: "The law and the Consti-
tution" 4§ ed., London 1952, "Gabinet Government", 2« ed.
London 19515 "The British Constitution" 3* ed., 1950"; REDSLOB:
"Die parlamentarische Regierung in ihrer wahren und ihrer
unechten Form", Tübingen 1918, LOEWENSTEIN: «Staatsrecht und
Staatpraxis von Grossbritannien". Berlín, Heidelberg, New
York, 1967.
(2) "Ipse autent rex non debet esse sub nomine sed sub Deo et sub
lege, quia lex facit regem". De legibus et Consuetudinibus
Angliae, f,5 b.
(3) Cfr. KANTOROWICZ: "The King's two Bodies», cit. pág. 149-
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rística de la construcción de BRACTON estriba en que "quod prin-
ceps placuit" no es lo que quiere el rey solo, sino lo que "pla-
ce" ante todo a su consejo de magnates (í), si bien reconoce que
la autorización del rey es imprescindible para que una ley sea
tal (2).
Aquí se halla, en estado embrionario, la clave de toda la evolu-
ción posterior del régimen inglés que, con su tiplea flexibili-
dad, ha permitido consagrar de manera tajante la supremacía del
Parlamento, sin alterar formalmente la configuración del monarca.
En este contexto, resultan todavía válidas, aunque exageradas,
las palabras de M. WEBER para quien "en Inglaterra es sobradamente
(1) Esto, que estaba ya en algunos juristas medievales, adquiere
en BRACTON trascendencia por el hecho de que para él "the
council" no es "the mouth of thé Prince", sino que éste es
"the mouth of the council" (KANTOROWICZ, ob. cit., pág. 154).
Según JENNINGS, la máxima "quod princeps placuit" no fue
nunca un principio jurídico inglés, (aunque sí escocés) sino
que el fundamento del "rule of law" hay que buscarlo en el
feudalismo, que impidió al monarca convertirse en absoluto
("El régimen político de la Gran Bretaña"¿ Trad. española,
Madrid, 1962, Pág. 23). Evidentemente, si la ley es lo que
quiere el rey con sus raagnatesÉs» el principio no tuvo vigen-
cia en el sentido absolutista que le es inherente.
(2) De este modo aparece en BRACTON un "Law making King" y un
"King making law" mutuamente condicionados. Esta distinción,
según KANTORUWITZ, refleja la famosa construcción de Federi-
co II de Suabia, que configura al emperador como "pater et
filius iustitiae", ilustrando esa doble posición del prínci-
pe frente a la ley (ob. cit. pág. 155).
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sabido que toda la fuerza del parlamentarismo británico estriba
en el hecho de que la más alta posición formal en el Estado es-
tá establecida de una vez por todas" (l). Es indudable que el
sistema británico, en cuanto basado en el parlamentarismo y en
el gobierno de Gabinete y no en los poderes del monarca, podría
funcionar perfectamente con un Jefe de Estado republicano (2),
pero, al haberse plegado los reyes y sus consejeros, de mejor o
peor grado, a las exigencias de los tiempos, la institución mo-
nárquica ha quedado, en definitiva, reforzada y hoy se mantiene
generalmente indiscutida (3)• Se ha dicho, incluso, que la "des-
(1) "Alie Starké des britischen Parlamentarismus hangt, wie man
in England sehr gut weiss, mit der Tatsache zusammen, dass
die formell h6chste Stelle im Staat ein für allemal besetzt
ist", cit. por KALTEF.LEITER: "Die Funktionen des Staatso-
berhauptes»•." , cit. pág. 26.
(2) Así, por todos, JENNINGS, ob. cit. pág. 55> quien señala
certeramente que "esta cuestión es menos de razón que de
sentimiento y la Historia contribuye a perpetuar los sen-
timientos" . . *
(3) El resultado del proceso es que la posición simbólica del
monarca ke considera ya incuestionable, por lo que no es
significativa para caracterizar al sistema en su conjunto.
A este respecto lo decisivo es la relación Parlamento~Gabi-
nete, habiéndose calificado tradicionalmente a Inglaterra
como prototipo del régimen parlamentario por la primacía de
aquél. En los estudios recientes, desde una óptica más bien
de: sociología política, se impone la constatación del lide-
razgo real del Gabinete, desplazándose hacia c,el el centro
de gravedad y calificando, en consecuencia, al sistema de
«Gobierno de Gabinete", frente al parlamentarismo "clásico"
que hallaría su expresión típica en la III República francesa
(vid. LOEWENSTEIN, "Teoría de la Constitución", cit. pág.
103 y ss); otros estudios recientes siguen considerando a
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nutrición" del monarca ha sido condición sine qua non para que
todo lo que perdía en poder lo ganase en autoridad (l).
La atribución al monarca de "la más alta posición formal en el
Estado'no se vincula ya al problema de la soberanía. A aquél se
le sigue calificando de "soberano", pero ello no es más que una
designación puramente honorífica. En realidad, la polémica entre
soberanía monárquica y popular no ha tenido en Inglaterra la trajs
cendencia que en él Continente, al menos a nivel teórico, al ha-
berse resuelto tempranamente en la práctica con el predominio
del Parlamento. En su clásica obra, DICEY apuntaba como princi-
pal característica de la Constitución británica la "soberanía"
del Parlamento, entendiendo por soberanía no la titularidad.de
todo el poder del Estado, sino la titularidad de un poder legis-
lativo ilimitado. El término se usa, puea, referido a la "sobera-
nía del órgano", por lo que tiene un valor político-descriptivo,
más que de contenido jurídico. Para evitar equívocos, la litera-
Inglaterra como exponente del parlamentarismo "clásico" , tTeri
te a los sistemas continentales, que serían "cuasi-parlamen-
tarios" (vid. KALTEFLEITER "Das Staatsoberhaupt...", cit.
passira). Sobre las interpretaciones del régimen británico,
vid. un resumen en JIMÉNEZ DE PARGA: "Regímenes políticos con
temporáneos", 5a ed. Madrid 1974 (28 reimp.), pág. 256 y ss.
(l) Cfr. KALTEFLEITER: "Die Funktionen...», cit. pág. 65- LOEWENS
TÉIN expresa una idea análoga: "La monarquía se ha mantenido
viva en Inglaterra gracias a sus limitaciones, y no gracias
a sus posibilidades de poder" ("La monarquía en el Estado mo-
derno", cit. pág. 89).
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tura reciente rechaza el término y prefiere hablar de "suprema-
cía" del Parlamento (l). Plantear la cuestión de la titularidad
del poder en torno a la noción de soberanía carece hoy de senti-
do en Inglaterra, conservando sólo una cierta trascendencia (teó
rica) en relación a la intervención del monarca en el proceso
legislativo. Tampoco puede considerarse a aquél "soberano" en
cuanto titular exclusivo de una determinada parcela del poder
(típicamente el poder ejecutivo), ya que en Inglaterra no hay
ni ha habido nunca separación de poderes, en sentido estricto,
(2), sino que todos ellos aparecen referidos, en último término,
(1) HOOD PHILLIPS, comentando la afirmación de DICEY, basada en
la construcción de Austin sobre la soberanía, indica que
"the doctrine of sovereignty in thé theory of municipal law
as opposed to international law, however> is now out of
fashion, and the continued use of the term "sovereignty" in
the present context tends to prejudice discussion of the
lawmaking power of the United Kingdom Parliaraent". ("Cons-
titutional and Ádministrative Law". 5a ed. London 1973> pág.
38).
(2) Ese fue, como es sabido, el error de MONTESQUIEU y, más to-
davía, de quienes interpretaron a MONTESQUIEU. En este autor
no hay separación de poderes, puesto que el Ejecutivo tiene
la "faculté d'empécher" la legislación, sino distribución de
aquél entre varios órganos, que podrán así controlarse recí-
procamente: "le corps legislatif y étant composé de deux
partios, l'une enchainera l'autre par sa faculté mutuelle
d'empécher. Toutes les deux seront lies par la puissance
exécutrice, qui le sera elle-méme por la législative", ("De
l'Esprit des Lois", Lib. XI, cap. VI; ed. de R. DERATHE (2
tomos) París 1973; pág. 177 S vid. exposición de las diversas
interpretaciones sobre MONTESQUIEU en nota 6, pág. 472 y ss.
del tomo I). La "casi completa fusión de los poderes ejecuti-
vo y legislativo", a través del Gabinete, fue considerada por
BAGEHOT como "the efficient secret of the English Constitu-
tion" (ob. cit. pág. 9).
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ahí l a (M«cu 1 i rtri dad t i p i i a úr l n »«»nítrqui* b n u n x « tjuc i,-* l u -
ce «n c i e r t o «nodo í na f i r ehcnu ib l c ( 2 Í .
2. Fomalücnte, el poder legislativo corresponde al "King" ín
Council in Parí ia«enl " , pero des,dt? la revolución dtr i <i^fe P*I»
consagró de manera inequívoca la tupreMcfa legislativa dr ! far-
laaentu, que tiene the rig'ht to «ake or unaake any lat* tehalc-
ver" (DICEY). £1 problema (teórico! estriba en que, jurí di »•»»«• ri-
te, lo acordado por el Parlamento sólo adquiere tuerca ]<i|«] por
el consentimiento del monarca, por lo que éste, podría, en prii»
ripio, negarse a otorgarlo. La cuestión, debatida » lo largo del
( I ) Sobre e l o r i g e n h i s t ó r i c o de l concepto de Corona, v i d ,
KANT0R0WIC2, ob . c i t . , pág. H& # y GARCÍA 1'tLAVO» ; ' l «
Corona. E s t u d i o *©bre un símbolo v un concepto p o l í t i -
c o " , en "Del M i t o y de l a r s j t ó n , . . " , c i t . pá§. S % y »*
(2) "La d i f i c u l t a d c a p i t a l para comprender l s í n d o l e de l a
Monarquía b r i t á n i c a e s t r i b a prec isas iente en su n a t u r a l e -
za imponderab le e i n a b a r c a b l e " <LOEtttKST£XN, * t a Monar-
q u í a . . . " , c i t . pág . 9 4 ) .
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siglo XIX y principios del XX (1) parece estar hoy resuelta por
vía de "convention" en el sentido de considerar inconstitucio-
nal la negativa regia (2).
(1) De hecho, ningún monarca había negado la sanción desde
1707, pero la doctrina discutía sobre la admisibilidad
o no de la negativa y, en consecuencia, del eventual
uso de esta prerrogativa. La famosa afirmación de BAGEHOT
de que la reina debería firmar su propia sentencia de
muerte si ambas Cámaras se la presentasen, fue refutada
por JELLINBK alegando qué "es completamente antijurídico
pensar... que la Corona pueda perder su derecho de veto,
by'disuse", porque nadie podría suplir el asentimiento
regio, indispensable para la perfección de la ley, si el
monarca se negase a prestarlo ("Teoría General...", cit.,
pág. 516, en nota). La opinión de BÁGEHOT es aceptada por
CARRE, en otro contexto, como expresión de la unidad de
poder en base a la supremacía del Parlamento: "la boutade
de BAGEHOT... n'est, sous sa forme singuliére que 1'exprés
sion de cette verité constitutionnelle, a savoir que, dans
le régime parlementaire, le pouvoir reservé au Chef de
l'Etat de décréter les actes exécutifs ne correspond plus
a une distinction dualiste des volontés et puissances or-
ganiques du Gouvernement et, du Parlement" (ob. cit. II,
pág. 102). JENNINGS considera que la exposición de BAGEHOT
sobre las funciones de la reina "aunque contiene un pro-
fundo análisis, es de punta a cabo errónea" (ob. cit. pág.
58), lo que no impide que comparta su opinión en el aspec-
to que comentamos: "Él fundamento del sistema jurídico es
extraordinariamente sencillo. La reina en el Parlamento
(Queen in Parliament) tiene que aprobar todas las leyes
que éste le somete, y el Parlamento podría abolir la mo-
narquía con la misma facilidad con que puede dictar dispo-
siciones protectoras para los elefantes amaestrados" (id.
pág. 15).
(2) V. HOOD PHILLIPS, ob. cit. pág. 86.
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Tampoco ofrece ya dificultad el tema de la convocatoria del Par-
lamento. En términos jurídicos estrictos, el monarca sólo está
obligado a convocarlo una vez cada tres años (l), pero la nece-
sidad de aprobar anualmente el presupuesto (2) y los efectivos
(1) Según la "Meeting of Parliament Act" de 1694.
(2) En la época feudal, el monarca, como cualquier otro señor,
se mantenía con los ingresos procedentes de sus bienes raí-
ces (cuyo conjunto se denominó en Alemania "Kammergut")•
También estaba autorizado para percibir ciertos tributos
considerados como ordinarios. La insuficiencia de estos me-
dios, determinada sobre todo por el aumento de los gastos
militares, obligó a solicitar cada vez con mayor frecuen-
cia ingresos extraordinarios, que debían ser consentidos
por los subditos. Esta es una de las causas principales de
la institucionalización del Parlamento y durante mucho tiem
po su misión más importante. En Inglaterra, tras la aboli-
ción por Cromwell de los derechos feudales, confirmada en
1Ó90, el mantenimiento del rey con sus propios recursos se
hizo imposible, por lo que se vio obligado a renunciar a
sus derechos hereditarios y aceptar la concesión de una cari
tidad fija de dinero o lista civil que se le había de pagar
anualmente. Con el tiempo se diferenciaron los ingresos
aprobados por el Parlamento para determinados servicios, de
la lista civil en sentido estricto, que cubre sólo los "ga¿
tos privados" del rey. En la actualidad, el Parlamento vota
los ingresos sólo a propuesta de la Corona (Ministros) ar-
bitrando los medios precisos para ello, conforme al princi-
pio; "the Crown demanda money, the Commons grant it, and
the lords assent to the grant" (Cfr. JENNINGS: "El régimen
político», cit. pág. 146 y ss; MEYER-ANSCHUTZ: "Lehrbuch
des Deutschen Staatsrechts", 78 ed. München und Leipzig.
1919. Pág. 319 y ss; HOOD PHILLIPS, ob. cit. pág. 184-5).
73
militares (l) hace indispensable su reunión al menos una vez
al año para que no se paralice todo el aparato estatal. Inclu-
so la propia subsistencia financiera del monarca depende del
voto anual del presupuesto por el Parlamento, desde la implan-
tación del sistema de "lista civil".
3. También por vía de "constitucional convention" está regula-
da la relación del monarca con el Gobierno. La formación his-
tórica del sistema de Gabinete ha supuesto, de un lado, la de-
pendencia del Gobierno respecto del Parlamento, que le mantiene
o retirá su confianza y, de otro, la exclusión del rey del pro
ceso de decisión política y, por tanto, del ejercicio efectivo
del poder, en beneficio del Gobierno. Ambas instituciones, cla-
ves del parlamentarismo, son consecuencia de la supremacía del
Parlamento y del mantenimiento del monarca en su posición formal,
(1) El "Bill of Rights" de 1688 declaró que "the raising or
keeping a standing army within the Kingdom in time of pea-
ce, unless it be with consent of Parlament, is against law".
Para armonizar este principio con la necesidad de un Ejérci-
to permanente, la "Mutiny Act" del mismo año autorizó su
mantenimiento durante un año, renovándose la autorización
hasta 1879 y continuada por la "Army Act" de 1881, que fue,
a su vez, renovada hasta 195" y 1° mismo para la fuerza aé-
rea desde 1917 • A partir de 1955> el Parlamento autorizó
las fuerzas militares por 5 años, pero debiendo acreditarse
su actividad anualmente mediante "Order in Council", que
debe ser objeto de resolución afirmativa en ambas Cámaras.
Frente a ello, es curioso que nunca se haya sentido la ne-
cesidad de ese rígido control parlamentario para la "Royal
Navy» (Vid. HOOD PHILLIPS, ob. cit. pág. 301-2).
En efecto, el monarca conserva la titularidad de sus competencias
tradicionales,pero es irresponsable, por lo que esas atribuciones
son ejercidas de hecho por el Gobierno. Así, se produce la cru-
cial "ficción jurídico-constitucional" (LOEWENSTEIN) (l), que pre
side la articulación del monarca con "su1' Gobierno. Bajo estas
premisas los teóricos poderes del rey para nombrar y separar a
los ministros y para adoptar cualquiera otra decisión apenas exis
ten en la práctica:
el monarca debe invitar a formar gobierno al líder del
partido mayoritario en los Comunes (2).
(1) Citado por KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 27. Muy expresivas
son, a este respecto, las palabras de JENNINGS recogidas por
el citado autor: "The existence or absence of a Monarch does
not itself make a fundamental distinction in a constitución.
In a Gabiñet System the Gabinet goyerns. The functions of
the head of the State, be a King o a President, are ancilla-
ry" (id. pág. 31).
•
(2) En la estructura actual del Parlamento, predominantemente bi-
partidista, la invitación del monarca es pura fórmula, pero
podría adquirir transcendencia en régimen de varios partido.1»,
sin mayoría clara (1914) o que sea necesaria una coalición
(1931)* Incluso cabe pensar en una cierta capacidad de elec-
ción del monarca, en contexto bipartidista, si el partido ma
yoritario no tiene un líder generalmente aceptado (cfr. KAL-
TEFLEITER, ob. cit. pág. 49 y ss). En todo caso, parece exce-
siva la afirmación de JENNINGS de que "hasta cuando la suce-
sión es clara puede (la reina) influir en la composición del
Gobierno" (ob. cit. pág. 63), salvo que se entienda esta "in-
fluencia" como simple "consejo". Sobre esto, vid. más adelari
te en el texto.
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- el monarca debe nombrar ministros a quienes le «ean pro-
puestos por el "Premier" (y lo mismo para el cese),
- el gobierno continúa en sus funciones mientras cuente con
la confianza de la mayoría de la Cámara.
- el monarca ejerce sus poderes conforme al parecer del Gabi-
nete comunicado a través del "Preraiefr" (esto es especialmen
te importante en caso de ejercicio del derecho de disolu-
ción) .
Esta situación tiene una consecuencia obligada desde el ángulo
de la responsabilidad. Teóricamente, los Ministros son sólo res-
ponsables ante el monarca, de cuya confianza dependen, pero las
"conventions" enumeradas invierten también esta relación, despla
zando la confianza hacia el Parlamento (Cámara de los Comunes),
ante quien aquéllos responden colectivamente "for the general
conduct of the affairs of the country", e individualmente "for
the administration of their departements" (l).
Con ello se plasma, en forma paradigmática, el principio de que
responsabilidad y poder deben coincidir en el mismo sujeto. La
irresponsabilidad del monarca sólo es compatible con el traspaso
efectivo de sus competencias al Gobierno. Aquél no tiene frente
a éste, para decirlo con las clásicas palabras de BAGEHOT, más
(1) Cfr. HOOD PHILLIPS, ob. cit. pág. 87-88.
que el derecho de "estimular, advertir y ser consultado" (1).
Mención especial merece el ejercicio del defecho de disolución
del Parlamento, pieza clave del sistema en cuanto correlato in-
dispensable de la dependencia del Gobierno respecto del Parla-
mento a través de las votaciones de confianza y censura. Teóri-
camente, el monarca puede utilizar a su arbitrio el derecho de
disolución, pero, una vez más, las convenciones constitucionales
prohiben su ejercicio sin el consentimiento del Gabinete o contra
el parecer de éste. Como el objetivo de la disolución es transfe
rir al electorado la decisión del conflicto surgido entre el Pajr
lamento y el Gobierno, de manera que pueda formarse un nuevo Go-
bierno que cuente con el respaldo de la Cámara, la regla de oro
a seguir por el monarca en estas situaciones consiste simplemen-
te en garantizar al Premier en funciones la firma de Decreto de
disolución cuando aquél se lo presente formalmente (2). La nega-
(1) Y aún estos ya no son hoy, a,juicio de LOEWENSTEIN "tan
auténticos como lo fueron en la cumbre del período medio
Victoriano" ("La monarquía...", cit. pág. 94).
(2) Cfr. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 54- Este autor estudia las
condiciones necesarias para que la disolución del Parlamento
sirva para clarificar la situación de los partidos y permite,
en consecuencia, obtener una mayoría estable. Esas condicio-
nes se reducen, en síntesis, o potenciar el bipartidismo a
través de un sistema electoral mayoritario, lo que sólo ti<e
ne sentido si el antagonismo ideológico entre aquéllos no es
muy acusado. Con ello el problema se desplaza a la estructu-
ra social, cuyo grado de conflicto se refleja en los grupos
políticos, planteándose la duda de que, quizá, el parlamen-
tarismo sólo puede funcionar bien en sociedades relativamen-
te homogéneas.
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•fciva del monarca, aparte de ser tachada de inconstitucional, coto
prometería gravemente su neutralidad política.
4. Queda, pues, claro que, en circunstancias normales, el monar-
ca británico no tiene en el proceso político de decisión más
que una intervención formal, limitada a dar carácter jurídico a
decisiones que ya han sido adoptadas por el Parlamento o por el
Gobierno (l). Su función se limita, en síntesis, a asegurar la
existencia de un Gabinete que cuente con el apoyo mayoritario de
los Comunes, independiente de su tendencia política (2), En la
imparcialidad con que lleve a cabo esta misión está el fundamen-
to de la autoridad del monarca.
Por este carácter normalmente pasivo, las funciones del Jefe del
Estado han sido agrupadas bajo el rótulo de "poder de reserva"
{reserve power), que incluiría tanto las atribuciones simbólicas
como las que representan una participación de aquél en el proce-
so político de decisión. Las primeras consisten en sombilizar la
unidad nacional y, en definitiva, el consenso constitucional en
su sentido más lato (3). Las segundas parecen contrarias al prin-
(1) De ahí que BAGEHOT incluyera al Jefe del Estado, junto a la
Cámara de los Lores, entre las "dignified perts" de la Cons-
titution británica, en contraposición a las "efficient parts",
constituidas por el Gobierno y la Cámara de los Comunes.
(2) "The King's task is only to secure a government not to try a
government which is likely lo forward a policy of which he
approves" (JENNINGS, Gabinet Government, cit. pág. 30). 0,
como dice LOEWENSTEIN, "la única atribución visible del monar-
.../.. .
(3) Vid. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 31 y ss.
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ciplo de que el rey no puede hacer nada, y adquieren su sentido
en cuanto sirven para colmar determinados vacíos del sistema par-
lamentario y hacer posible su funcionamiento. Se concretan en la
facultad de nombrar y separar al Gobierno, el derecho de disol-
ver el Parlamento, y el de vetar las leyes aprobadas por éste.
Pero ya se ha visto que estas atribuciones tampoco entrañan nor-
malmente una decisión propia del Jefe del Estado.
Por ello, hoy se tiende a caracterizar ese "poder de reserva"
como la capacidad de "influir" sobre el Gobierno, no para que éjs
te sirva a determinados objetivos políticos, sino que para el
sistema funcione correctamente (l). Esta capacidad de influir
depende, naturalmente, de la personalidad e imparcialidad del mo-
narca, así como de su experiencia política (2), pero depende, so-
bre todo, de la estructura del sistema de partidos, acentuándose
cuando es débil o cuando el multipartidismo determina la ausencia
de mayorías claras y la consiguiente inestabilidad gubernamental.
ca británico, hoy por hoy, es el nombramiento del primer mi-
nistro. Y también és&e se verifica automáticamente" ("La Mo-
narquía... "> cit. pág. 95).
(1) "Reservefunktion ais Einfluss", vid. KALTEFLEITER, 6b. cit.
pág. 57 y ss. Vid. también JENNINGS; "El régimen político...",
cit. pág. 63 y ss.
(2) El monarca inglés, aparte de firmar las decisiones del Gobie£
no, es constantemente informado por éste de los asuntos na-
cionales, lo que le proporciona, al cabo de los años, un apre
ciable bagaje de conocimientos y exjeriencia.
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fcn 1<« Ingl*i**rr« actual , **#• capacidad dr> influir apena» < it«n#
ocasión de «an i fruttrie. 14 significado de) au»n«rca británico
rrüidr hoy rani t*xt: 1 u*i v*mat« tn MU* futir i uno* sisibólica», CO-
MO rr presentante d«t la tradición y el «*»piritu n«c ionalf»» Nu
obstante» puede utilizar *u influencia para linar asperee** en-
tre los órgano» del Estado y Jo» grupu» políticos y noca«Ir», y
puede taabién, en detersiinadas situaciones de crisis, ejercer
un poder de decisión propio al encargar la foraiacién de gobier-
no a una determinada personalidad. Todo ello, en el peculiar
contexto institucional británico, fuera del cual es de difícil
aclimatación. La Monarquía británica es un producto de la histu
ría y el carácter de este país y, costo tal» "taposiblf de tras-
plantar a otras partes y, por consiguiente, aás bien un caso
singular que un tipo" (l).
(1) L0EWENSTB1N, "La Monarquía...", cit, páf. 101-2.
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B) EL MONARCA EN EL MODELO EUROPEO DE LA SOBERANÍA NACIONAL
- LA CONSTITUCIÓN FRANCESA DE 1791
1. La Constitución francesa de 1791> junto al reconocimiento
de la soberanía nacional (1), consagra el principio de sepa-
ración de poderes como piedra angular de la organización del
Estado (2). De este modo trata de reflejarse en un texto es-
(1) La soberanía nacional sólo se consagró tras la conducta
del rey contraria a la labor dé la Asamblea, especialmente
con su negativa a sancionar los decretos de 4 de agosto.
Inicialmente, la Constituyente pretendía dar a su obra un
carácter paccionado entre ella, como representante de la
nación, y la monarquía. Posteriormente y ante la actitud
de Luis XVI» triunfa la doctrina de SIEYES sobre el poder
constituyente, con lo que se consagra la soberanía nacio-
nal y se reduce al monarca a la condición de poder u órg¿
no constituido (cfr. GODECHOT, "Les Institutions de la Fran
ce sous la Révolution et l'Empire", 23 ed., París, 1968.
Pág. 44-46).
(2) En el famoso articulo 16 de la Declaración de derechos de
26 agosto 1789» incorporado a la Constitución, se dice que
"toute societé dans laquelle la garantie des droits n'est pas
assuré, ni la séparation des pouvoirs determinée, n'a point
de constitution". Este concepto de "constitución" no era,
evidentemente, el tradicional que entendía por tal la orga-
nización socio-política en su conjunto ni tampoco el que
la hace sinónimo de Constitución "escrita", imperante a par_
tir del s. XIX, sino que era ante todo un concepto ideológi-
co que trata de identificar "constitución" con emancipación
política y consiguiente autogobierno de la comunidad, y de
reflejar, en definitiva, el tránsito de la condición de súb
ditos a la de ciudadanos. Para el concepto tradicional todo
país tiene su "constitución" o mejor dicho, e_s una constitu-
ción de tal o cual naturaleza. Para el que lo hace sinónimo
de texto escrito, siempre que éste exista habrá "constitu-
tion", con o sin separación de poderes.
81
crito la idea que MONTESQUIEU se había formado de la Constitu-
ción británica a mediados del siglo XVIII, pero adaptada a las
exigencias de la concreta situación francesa, caracterizada por
la oposición del rey y de la nobleza a las reformas que recla-
maba el Tercer Estado (l). El resultado de este intento de "fi-
jar" en un esquema rígido de articulación interorgánica la flui-
da realidad inglesa, que en este último tramo del siglo se en-
contraba ya en decidida marcha hacia el parlamentarismo (2), va
a ser un sistema aparentemente análogo al inglés, pero en el
fondo del todo diferente y que obstaculizará, además, durante
años la implantación real del régimen parlamentario en el CóntjL
nente. Pero esto era, sin duda, históricamente inevitable y no
efecto del texto constitucional, como lo prueba la transforma-
(1) Inicialmente, solo se pretendía "restablecer", con las nece-
sarias adaptaciones, las antiguas "lois fundamentales", des-
conocidas por el absolutismo. Después, se impusieron las
ideas de SIEYES sobre la necesidad de hacer una Constitución
nueva basada en la razón (cftr. GODECHOT: "Les Institutions
de la France sous la Révolution et l'Empire", cit. pág. 45)»
(2) El ministerio North había caído en 1782 por un voto de cen-
sura en la Cámara de los Comunes, consagrándose entonces de
forma inequívoca el principio de solidaridad política de los
miembros del Gabinete. Por otra parte, la disolución de aqué-
lla Cámara como medio de transferir a los electores la deci-
sión de un conflicto entre el Gabinete y la mayoría dominan-
te, fue puesto en práctica por primera vez por el joven Pitt
en'1784. Es cierto que el carácter extremadamente restringi-
do del sufragio alejaba al régimen de una auténtica repre-
sentación, pero la "técnica" del parlamentarismo empieza ya
a depurarse (cfr. JELLINEK, ob. cit. pág. 530).
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ción de la forma de gobierno en la mayoría de las Monarquías
(salvo las centroeuropeas) sin alteración formal de los prin-
cipios escritos del sistema.
La Constitución de 1791 marca el inicio de una vía de raciona-
lización del poder estatal, que tendrá su continuación en las
Constituciones progresistas europeas, entre ellas la española
de 1812, y servirá de pauta para la configuración "moderna" de
la monarquía, a través de la Constitución belga de 1831, toda-
vía vigente pero insertada ahora plenamente en un contexto par-
lamentario. De ahí que el modelo conserve todo su interés teórx-
co (l), frente a la otra gran tentativa, la alemana del princi-
pio monárquico, que ha perdido ya su sentido histórico.
La afirmación de la soberanía nacional en 1791> implica que to-
do el poder emana de la nación (2), la cual "delega" su ejerci-
cio en sus representantes. Estos son el Cuerpo legislativo y el
(1) La Constitución griega de 1952, hoy derogada, configuraba
los poderes del Estado en términos prácticamente idénticos
a los de la belga de 1931. En su artícjlo 21, párrafo 23
establecía que; "todos los poderes emanan de la nación y
son ejercidos del modo prescrito en la Constitución". Así
se rompía la tradición pseudoconutitucional de la monar-
quía griega» inspirada en el modelo germánico (cfr. LQE-
WENSTEIN, "La Monarquía...", pág. 66 y ss,).
(2) Vid. supra, pág. 24 y ss. sobre el significado de este
principio. Cfr. DUGUIT, ob. cit. II, pág. 660 y ss. y
689.
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(l) y actúan en nombre de la nación con idéntico título ju-
rídico en la esfera de sus competencias (2). El poder legislati-
vo se delega a una Asamblea Nacional (3)j el Ejecutivo al rey y
el judicial a jueces elegidos temporalmente por el pueblo. Sin
embargo, no hay separación de poderes en sentido estricto (poder
~ función), porque la sanción de las leyes se otorga al monarca
(4) y la Asamblea se reserva la aprobación de las contribuciones
y la fijación del contingente militar.
El monarca ya no es "roi de France" sino "roi des Franjáis", y
está sujjeto a la ley en cuya virtud reina y en cuyo solo nombre
puede exigir obediencia (5). Se rechaza así cualquier derecho
(1) Cfr, art. 2 del Título III. A partir de aquí se ha construí-
do la básica distinción del Derecho público francés entre "re
presentante" y "funcionario" (V. CARRE DE MALBERG, ob. cit.
II, pág. 263 y ss. y 391).
(2) Aunque no puede desconocerse que la relación de ambos órganos
con la nación es diferente» ya que ésta puede controlar pe~
riódicamente a la Asamblea a través de las elecciones, lo que
le está vedado frente al rey (cfr. CARRE, ob. cit. II, pág.
317-8). Por otra parte, tampoco puede negarse la superioridad
de un órgano (Asamblea) sobre el otro (rey) en base a la supe_
rioridad de la función (legislativa) (cfr. K.ELSEN, "Teoría Ge
neral del Estado", cit. pág. 391, y el propio CARRE, ob. cit.
51-2).
(3) "La nation étant une la representation doit étre une" (RABAUT
SAINT-ETIENNÉ). Se rechazó el bicameralismo porque la Cámara
Alta iba a ser verosímilmente un reducto de la nobleza. Pese
a los intentos de MIRABEAU, prevaleció la opinión de SIEYES
(Vid. GODECHGT, ob. cit. pág. 79-80, también SOBOUL "Histoire
de la Révolution franc,aise" 2 tomos. París 19Ó2, I Pág. 214
y DUGUIT, ob. cit. II, 705 y ss).
(4) Lo que era plenamente acorde con la construcción de MONTESQUIH.
(5) "La personne du roi est inviolable et sacree: son seul titre
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propio del rey a la Corona y cualquier legitimidad de su poder
anterior a la Constitución o exterior a la misma. Queda al mar-
gen del ejercicio del poder constituyente y en cuanto poder u ór
gano constituido no tiene otras facultades que las "delegadas"
por la nación a través del texto constitucional (1). Como vesti-
gio del Antiguo Régimen subsiste la declaración del carácter "in-
violable" y "sagrado" de su persona, que le garantiza su irres-
ponsabilidad y su permanencia en el Trono, pero supeditada ésta
a la fidelidad a la Constitución, que el monarca debe jurar, y
en la que se regulan las causas de abdicación expresa o presunta
(legal) (2). La nueva configuración de la realiza tiene su coro-
est Roí des Francais" (Tit. III, Cap. II, Sec. 13, art. 2)
Este título sustituye al del Antiguo Régimen "Roi de France
por la gráce do Dieu", que expresaba la legitimidad propia,
incluso de derecho divino, del monarca (cfr. GODECHOT, ob.
cit. pág. 82). Sin embargo, la fórmula "por la gracia de
Dios" se conservó en el propio texto constitucional referida
a la promulgación de las leyes, aunque unida a la nueva legji
timidad estrictamente "legal": "N. por la grace de Dieu, et
por la loi constitutionnelle de 1'Etat, roi des Francais..."
(Tit. III, Cap. IV, Sec. 19, art. 3).
(1) Cfr. GARRE DE MALBERG, ob. cit. II, pág. 172, 192 y passim.
"Cé raOnarque national devra étre aussi un monarque constitu-
tionnel; et par lé mémé, il ne possédera l'exercise de la
puissance étatique que dans la mesure et sous les conditions
oü il en aura eté investi per la Constitution" (p. 172).
(2) Tit. I, Cap. II, Sec. 1S, Las causas "legales" se basan en
general, en la desconfianza hacia el rey, declarando que pie_r
de la Corona si realiza actos contrarios a la Asamblea y a
los principios del nuevo régimen. Por otra parte, la inviola-
bilidad no era privativa del monarca sino que también alcanza-
ba a los miembros de la Asamblea (Tit. III, Cap. i, Sec. 5-,
art. 7), por lo que se configuraba no tanto como atributo de
la realeza cuanto como cualidad inherente a los representan-
tes de la nación.
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lario en el aspecto patrimonial, al declararse bienes naciona-
les los particulares de Luis XVI e implantar el sistema de "lis-
ta civil", cuya suma se fijará por la Asamblea al principio de
cada reinado y para toda la duración del mismo (l).
2. El monarca participa, pues, en la potestad legislativa mediari
te la sanción y ejerce el poder ejecutivo. La sanción no era,
en realidad, tal, sino un veto suspensivo (2), abriéndose en es-
te punto una diferencia esencial con las Constituciones del priri
cipio monárquico. Conforme a la terminología de MONTESQUIEU, el
rey rio teñía más que la "faculté d'empécher", pero no la de
"statuer" (3)> debiendo otorgar la sanción obligatoriamente si
el mismo decreto le era presentado por la tercera legislatura
sucesiva. Justamente el dato de la sanción determinada la exis-
(1) Tit. II, Cap. II, Sec. 19, artículos 9 y 10.
(2) No prosperó la tesis de MIRABEAU favorable al veto absoluto,
basada en la necesidad de contrarrestar la posible tiranía
de la Asamblea» oponiéndole la legitimidad, propia del rey
como representante de la nación por distinto título que aqué-
lla. Los argumentos que maneja no son convincentes. Cfr.
"Discours sur le droit de veto, "pronunciado el 12 de sep-
tiembre de 1789, en "Discours", ed. de Franqois Furet. París,
1973» pág. IOS y ss.
(3) Cfr. CARRE, ob. cit. I, pág. 400. El consentimiento del rey
se expresaba en la fórmula "le roi consent et fera exécuter"
y el veto en la de "le roi examinera" (Tit. II, Cap. III,
Sec. III, art. 3). Es curiosa la analogía de esta última fÓ£
muía con la correspondiente inglesa (12 roi s'avisera", en
contraste ambas con la española de 1812, mucho más rotunda!
"vuelva a las Cortes" (art. 144, C. 1812).
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tencia Üe dos tipos de actos legislativos: los que precisaban
de aquélla (leyes en sentido estricto) y los que no estaban su-
jetos a este requisito, pero que se ejecutaban también como le-
yes, entre ellos "les décrets du Corps législatif concernaht
1'établissementj la prorogation et la perception des contribu-
tions publiques" que también "porteront le nom et 1'intitulé
de lois" (l). La trascendencia de este precepto no necesita co-
mentario, como tampoco la exclusión del monarca del ejercicio
del poder constituyente, acorde con el principio de soberanía.
nacional y el consiguiente carácter meramente "constituido" de
aquél (2) .
(1) Otros actos exentos de sanción real eran: los relativos al
régimen interior de la Asamblea, el ejercicio de la policía
constitucional sobre los administradores y sobre los funcio-
narios municipales, las cuestiones de elegibilidad y validez
de las elecciones y los actos relativos a la responsabilidad
de los ministros (cfr. Tit. III, Cap. III, Sec. 3-> art. 7)«
(2) "L'Asamblée Nationale constituante declare que la Nation a
le droit imprescriptible de changer sa Constitution" (Tit.
VII, art. 12). "Leurs délibératiorüs sur cette matiére seront
soumises aux mémes formes que les Metes législatifs, mais
les décrets par lesquels elles aur^ ont émis leur voeu ne
seront pas sujets á la sanction du roi" (Tit. VII, art. 4)»
Justamente en esta ausencia del monarca del ejercicio del po-
der constituyente se ha querido ver el dato decisivo para
negar que la Constitución de 1791 estableciera una verdadera
Monarquía, ni siquiera "limitada", sino un régimen represen-
tativo cln predominio claro de la Asamblea, titular del poder
constituyente. Asi CARRB DE MALBERG: "Méme lorsqu'il s'y
méle des éléments démicratiques, la monarchie limitée garde
pour caractére essentiel d'étre une forme de gouvernement
dans laquelle le chef de l'Etat est le centre de toute la
vie et de toute la puissance étatiques" (ob. cit. II pág.
.64). Por el predominio de la Asamblea, "la Const. de 1791
. . . / . . • •
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En el ámbito internacional, se reservaba al rey en exclusiva la
dirección política, pero sin facultad de declarar la guerra, que
debería ser decidida por decreto de la Asamblea a propuesta del
rey (l). Asimismo correspondía al Cuerpo legislativo la ratifica-
ción de los tratados de paz, de alianza y de comercio (2).
Para evitar que el monarca pudiera eludir las competencias de la
Cámara se establecía su carácter permanente, sin posibilidad, por
tanto, de que aquél la convocara ni la disolviera. Esto sí era
reflejo de una estricta separación de órganos y constituye el ras
t « 4 / « *
n'instituait done pas une monarchie véritable, car elle ne
faisait au roi qu'une position subalterne" (id. pág. 65)* Vid.
también pp. 192-3 • El criterio en que se basa esta opinión,
a saber que en todo Estado hay un órgano supremo y que ese
órgano es precisamente el titular del poder constituyente fue
formulado por JELLINEK' y rechazado como "político" por KELSEN,
alegando que no tiene por qué haber un solo órgano supremo,
sino que pueden ser varios y que, en consecuencia, la decisión
definitiva sobre la reforma dtel orden jurídico puede estar
distribuida entre ellos (KELSEN, Teoría General del Estado",
cit. pág. 396). Para JELLINEK, Francia, bajo la Constitución
de 1791, no era una monarquía, sino una república con un Jefe
hereditario {"Teoría..." citada, pág. 518).
(1) Tit. III, Cap. III, Sec. 19, art. 2. La declaración de guerra
se haría en estos términos! "De la part du roi des Franqaiis,
au noffi de la Nation» (cfr. Tit. III, Cap. IV, Secc. 3§, arti-
culo 2) .
(2) Tit. III, Cap. III, Sec. 18, art. 3-
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go más notable del sistema, unido a la configuración de los mi-
nistros como agentes del poder ejecutivo, sin vinculación alguna
con la Asamblea.
3- En efecto, si el titular del poder Ejecutivo es el rey, su
ejercicio corresponde, "sous son autorité", a "des ministres
et autres agents responsables" (l). El refrendo ministerial de
los actos del monarca es la técnica que permite transferir a
aquéllos la responsabilidad por los actos de éste y garantiza
asi su inviolabilidad. Esa responsabilidad es criminal o civil
por los actos delictivos que hayan cometido o autorizado con su
refrendo y es, además, individual (2). No hay responsabilidad
solidaria porque no existe ningún órgano colegiado que agrupe a
los ministros en su seno. Sólo puede seguirse proceso criminal
contra un ministro, previo decreto del Cuerpo legislativo auto-
rizándolo (3)> lo que no significa que aquéllos dependan politi-
camente do la Asamblea y deban contar con su confianza. Pese a
(1) Tit. III, art. 4e> "Le Gouvernement est monarchique: le
Pouvoir exécutif est delegué au roi, pour étre exercée
sous son autorité, par les ministres et autres agents res-
ponsables, de la maniere qui sera déterminée ci-aprés". Como
puede verse,i esta identificación entre Gobierno y Poder ejeO
cutivo, corresponde con bastante exactitud al esquema de
ROUSSEAU, si se prescinde -que es mucho prescindir- de la
idea de representación, esencial al sistema, y que ROUSSEAU
rechazaría. Por lo demás, ese esquema estaba ya en MONTESQUIEU
("Esprit des Lois", Cap. VI del Libro XI, pág. 170-1 de la
edición citada).
(2) Tit. III, Cap. II, Sec. 42, artículos 5 y 6.
(3) Id. art. 8.
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los intentos de MIRABEAU, por introducirlo (l), no es» posible
encontrar en el texto de 1791 el menor vestigio de un régimen
parlamentario. Los ministros dependen sólo de la confianza del
rey, quien los nombra y separa libremente (2) y su relación con
(1) Calesquiera que fuesen sus intenciones últimas, lo cierto
es que MIRABEAU fue en los debates de la Constituyente el
gran defensor del régimen parlamentario. En su discurso de
16 julio 1789 recabó para la Asamblea el derecho de decla-
rar su confianza o no en los ministros, atacando incidental-
mente la separación de poderes en cuanto pudiese fundarse
en ella dicha negativa: "S'il est une máxime impie et détes»
table, ce serait celle qui interdirait á l'Assemblée natio-
nale de déclerer au monarque que son pueple via point de
confiance dans ses ministres".... "Vous oubliez que ce peu-
ple, á qui vous opposez les limites des trois pouvoirs, est
la source de tous les pouvoirs, et que lui seul peut les dé-
léguer"... "Comment nous refuseriez-vous ce simple droit de
déclaration, vous qui nous accordez celui de les aecuser,
de les poursuivre, et de creer le tribunal qui devra punir
ees artisans d'iniquités dont, par une contradiction palpa-
ble, vous nous proposez de contempler les oeuvres dans un
respectueux silence?" (en "Discoura", citada pág. 83-84).
Con el mismo ardor se opuso el 7 de noviembre siguiente a la
incompatibilidad de las funciones de diputado y ministro
("Je ne puis non plus imaginer qu'un des moyens de salut
publie parmi nos voisins ne puisse étre qu'une source de
maux parmi nous"), solicitando que, puesto que la nación no
se basaba en un principio objetivo, sino que se dirigía a
impedir que el propio MIRABEAU accediera al ministerio, la
prohibición se limitara a él mismo, (id. pág. l80 y ss. ) Al
parecer, en efecto, la consagración de dicha incompatibili-
dad, que alejaba definitivamente al sistema del parlamenta-
rismo, estuvo motivada por el deseo de evitar que MIRABEAU
fuera ministro, lo que no fue tanto consecuencia de bajas pa-
siones como de la propia conducta equívoca de aquél (cfr.
GODECHOT, ob. cit. pág. 84).
(2) Tit. III, Cap. II, Sec. IV, art. 1.
la Asamblea se limita a la comparecencia en su sede para infor-
mar sobre asuntos relativos a su ramo de la administración o aje
nos a ella (en este caso, sólo cuando se les conceda la palabra)
(l) y a la presentación anual de una memoria sobre previsión:de
gastos de su departamento y rendición de cuentas de los efectua-
dos (2), La separación orgánica entre el Legislativo y el Ejecu-
tivo se acentúa en el aspecto personal mediante la prohibición
a los miembros de la Asamblea de acceder al ministerio ni aceptar
ningún puesto,- comisión, pensión u otra prebenda del Poder Ejecu-
tivo (3). De este modo, trata de evitarse el peligro de que el
rey manipule la representación nacional o atente contra su inde-
pendencia y a la vez se confirma el dualismo de la organización
estatal, en cuanto el rey es también representante.
El esquema descrito se resume, pues, en el ejercicio ordinario
del poder Ejecutivo por los ministros en su ámbito respectivo.
No obstante, el monarca se reserva el poder ejecutivo supremo,
cuyo contenido se detalla en el texto constitucional y en cuya
Virtud le corresponde el mando supremo de la fuerza militar y de
la administración pública y la ya citada dirección dé la políti-
ca exterior. Este contenido, concretado también en el nombramien
to de altos cargos y en la acuñación de moneda, hará época en
el constitucionalismo europeo (pese a que en la práctica apenas
(1) Tit. III, Cap. III, Sec. IV, art. 10.
(2) Tit, III, Cap. II, Sec. IV, art. 7-
(3) Tit. III, Cap. II, Sec. IV, art. 2.
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• « n á r q u i c a y, de«pué#t, rn buena |»«r»r» dr ] 4* r«*put»l i can»,
l*c*r ú l t i m o , la *r»onix«ciói i úv\ p r i n c i p i o á<e %t\xi**l*bi\iá*á 4«\
Monarca con 1 •» iiecpni d#d úr- un mujt't r» rrs.pcir»»al#lr a l i an** (,«••
b ien A la c s f c r * dí»mé«tira dr aquel 1 ya qur la n l i« t .a c i v i l ' ' d*
be c i i t a r 11 cargo de un adaiiniwtrador dr»ign«dt* por el n o n i r c a ,
al que r e p r e s e n t a en j u i c i o y que respondí! pemonalmente y con
BU« p r o p i o s b i e n e s f r e n t e a e v e n i u a l e i • c n t e m 1 rnt
(1) T i t . I I I , Cap. I I , Sec . 1«, Ar t . II
- LA CONSTITUCIÓN BELGA DE 1831
1. Los principios teóricos de 1791 (soberanía nacional, separa-
ción de poderes y ejercicio de los mismos por delegación) van
a ser acogidos por Bélgica én 1831 tras su independencia de Holán
da, pero con importantes matizaciones que han hecho posible, jun
to a otras introducidas por vía de mutación constitucional, la
evolución del régimen hacia un verdadero parlamentarismo (1). Por
esta razón se ha considerado al texto belga como la tentativa
más exacta de codificar las instituciones políticas británicas
(2).
(1) Algunas son de fecha reciente y se encaminan a adaptar la
Constitución a las nuevas exigencias de las organizaciones
supranacionales. Tal es el artículo 25 bis, añadido en 1970,
según el cual "el ejercicio de determinados poderes puede
ser atribuido por un tratado o una ley a las instituciones
de derecho internacional público".
(2) MIRJINE-GUETZEVITCH, cit. por KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 96.
Este último incluye al sistema belga entre los "cuasi-parlai
mentarlos", caracterizados por ambientar los principios del
parlamentarismo en el marco de la separación de poderes. En
todo caso, es claro que al tratarse de una "instauración" m£
nárquica, el Constituyente estuvo lejos de verse condiciona-
do por prejuicios de legitimación tradicional. La utilización
en los debates de términos como "Monarchie republicaine" o
"Republique royale" demuestra que la institución de la Jefa-
tura del Estado se configuraba en el polo opuesto al "princi-
pio monárquico" (cfr. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 96). Sobre
las razones por las que se adoptó la'monarquía, vid. FUSILIER:
"Les Monarchies parlamentaires", París 1960, pág. 348 y ss.
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A diferencia de la Constitución de 1791» la soberanía nacional
no se reconoce expresamente, pero su afirmación es inequívoca en
el art. 25> conforme al cual "todos los poderes emanan de la na-
ción" y "son ejercidos de la manera establecida por la Constitu-
ción" . De ahi la consecuencia ya conocida de que el monarca es
un poder "constituido", por lo que no dispone de otras competen-
cias que las que la Constitución le atribuye (l). Y esto es así
no en virtud de una construcción doctrinal derivada de la inter-
pretación sistemática del texto sino en virtud de un precepto que
(l) JELLINEK, refiriéndose precisamente a la Constitución belga,
sostiene que "la fundamentación de la realeza sobre la sobera
nía del pueblo/ o lo que es lo mismo, sobre la soberanía na-
cional, no tiene ninguna consecuencia jurídica en lo que res-
pecta a lá situación del rey respecto del pueblo". Según él,
el principio de la competencia limitada del monarca "carece
jurídicamente de importancia, porque al rey le son dadas to-
das las atribuciones que corresponden a su situación dentro
de la Constitución, y apenas es posible que surjan dudas".
Pero si surgen, no se podrá "de iure" atribuir la competencia
al Parlamento, "porque éste jsólo está dotado de un poder de-
legado" . Y concluye afirmando que, en base a que el monarca
es quien pone en movimiento a todos los órganos del Estado,
es él y no la nación el órgano supremo del mismo en Bélgica.
Únicamente aprecia una "debilitación del tipo monárquico" en
este país en la exigencia de que el monarca jure fidelidad a
la Constitución ("Teoría del Estado", citada, pág. 534). La
tesis, en mi opinión, inaceptable, es consecuencia del dua-
lismo "Monarquía-República" a que el autor reduce las formas
de Estado y del criterio que emplea para distinguirlas. Agru
par bajo el mismo tipo al monarca de la "Charte" de 1814 y
al belga de 1831, mientras que a la Constitución de 1791 (ba-
sada en los mismos principios que la belga) se la considera
"republicana" es tratar de adaptar los textos positivos a
los criterios doctrinales.
lo establece de forma tajante (l).
En este esquema, al rey se le otorga el poder Ejecutivo y com-
parte el legislativo con la Cámara de Representantes y el Sena-
do (2). Esa participación en el legislativo se concreta en la
iniciativa de la ley y en la sanción (3)> como en el sistema de
1791> pero, a diferencia de éste, no se .establece alternativa
alguna a la sanción, es decir, no se regula ninguna forma de ve-
to, ni absoluto ni suspensivo. Ello da pié para interpretar el
precepto en un sentido netamente monárquico (sanción == veto abso
luto) o netamente parlamentario (sanción obligatoria). En la ac-
tualidad, la cuestión se resuelve de manera pragmática, enten- .
diendo que el monarca podría teóricamente denegar la sanción, pe-
ro que de hecho se excluye tal posibilidad, la cual, además, es
innecesaria porque el Gobierno puede retirar cualquier proyecto
de ley cuya aprobación no desea (4)- Por otra parte, la sanción
(1) Artículo 78: "El Rey no dispqne de otros poderes que loa que
le atribuyen formalmente la Constitución y las leyes particu-
lares establecidas en virtud de la propia Constitución". So-
bre su interpretación, vid. R. SENELLE, "La Constitución bel-
ga comentada", en "Noticias de Bélgica, Colección "Proyectos
y Análisis", ne 158. Bruselas 1974 (edición en español), pág.
275-
(2) Art. 26. Como puede verse, la estructura bicaiaeral también
es novedad respecto de la Constitución de 1791•
(3) Artículos 27 y 29.
(4) Cfr. SENELLE, ob. cit. pág. 253* El argumento es artificioso
porque presupone la total identificación del Gobierno con el
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es precisa en todo acto legislativo, sin excepciones. '
Al concretar las relaciones entre el monarca y las Asambleas,
se observa la preocupación por establecer un equilibrio entre
los órganos mediante un completo sistema de interrelaciones mu-
tuas, que se aleja de la estricta visión de la separación de po-
deres (l)3 pero que está, en el fondo, mucho más próximo de los
objetivos de MONTESQUIEU que el esquema francés de 1791:
!
a) Las Cámaras ni son permanentes, ni dependen sólo de la con-
vocatoria del rey. Se reúnen de pleno derecho todos los aftas,
rey, cuando, en realidad, en un contexto parlamentario, lo
que se trata de evitar es que el rey niegue la aprobación
al contenido elaborado por el Parlamento, a iniciativa del
Gobierno, y, por tanto, contra la voluntad de ambos. Más
contundente, FUSILIER, para quien la cuestión solo tiene
hoy interés teórico} "la sanction est, en fait, automatique
et la signatura du roi est réduite á une simple formalité
(ob. cit. pág. 460). Inicialraente, la sanción se configuró
como veto absoluto, a semejanza de la "Charte" de I8l4i pe*>
ro como su ejercicio requería el acuerdo del ministro re-
frendante, el rey apenas podía hacer uso de esta facultad»
Históricamente, sólo pueden citarse dos casos, en I842 y 1884
(cfr. DE V1SSCHER, "La Proaulgatlon, la signature ot la Pu-
blication des lois en Droit Belge", en el volúa«n colectivo
"La Prosmlgatlon, la Signature et la Publication des Textea
Legislatifs en Droit Comparé" París 1961» pág. 41-42).
(l) Se ha dicho que la Constitución belga está basada en el prin
cipio de colaboración de los poderes (FUSILIER, "Lea Monar-
chies parlementaires", citada, pág. 351).
en ficha fija, a menos que aquél las haya convocado antes.
También puede convocarlas con carácter extraordinario (l).
El propio monarca clausura la temporada de sesiones, si bien
con el tiempo se ha consagrado la costumbre de no clausurar
. las sesiones hasta la víspera de la apertura de la nueva tem
porada, con lo que, de hecho, aquéllas están en periodo de
sesiones permanente (2), Constitucionalmente, el rey tiene
también la facultad de aplazar, las reuniones por el plazo
máximo de un mes, (3)> pero desde 1858 no ha hecho uso de es
ta prerrogativa.
b) el monarca puede pronunciar la disolución de las Cámaras, ya
sea simultáneamente o por separado (4)- Esta facultad, pue-
(1) Cfr. art. 70.
(2) Cfr. SENELLE, ob. cit, pág. 256.
(3) Art. 72. •
•
(4) Artículo 715 "El Rey dispone del derecho d© disolver las
Cámaras, ya sea simultáneamente o por separado. El acto de
disolución comporta la convocatoria de loa electores dentro
de los cuarenta días, y de laa Cámaras dentro de los dos
meses11. La costumbre constitucional ha establecido que el
decreto de disolución debe ir precedido de la deliberación
en Consejo de Ministros, que debe ser quien proponga, en to-
do caso, la disolución. En principio, parece que el monarca
no puede rechazar tal propuesta (la última negativa fue en
1846), pero importantes autores otorgan al monarca tal de-
recho, aun reconociendo que con ello corre el riesgo de "de-
jar al descubierto" la Corona (así, R. SENELLE, ob. citada,
pág. 259). Lo contrario, es decir que el monarca pronuncie
la disolución contra el parecer del Gobierno no es viable
• • • / • • •
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dra angular del sistema, es el correlata de la responsabili-
dad política de los Ministros ante las Cámaras, que después
se examinará. Lo importante aqui es destacar el reconocimien
to expreso del derecho de disolución en fecha temprana y sin
modificación posterior,
c) el rey no queda al margen de la revisión constitucional,
pues éste corresponde al poder legislativo, en sus tres ra-
mas, erigido en constituyente (l).
d) acorde con el carácter de órgano constituido, la dotación
del monarca se ajusta al principio de "lista civil1', fijada
por ley para la duración de cada reinado (2). El représentan-
toda vez que el decreto debería ir refrendado, sin que conste
en parte alguna la obligatoriedad de prestar tal refrendo.
Históricamente, la disolución ha sido pronunciada en.Bélgica
con bastante frecuencia en comparación con otros países. FUSI-
LIER subraya el protagonismo del monarca a este respecto (cfr.
ob. cit., pág. 455 y ss.). Sobre loa precedentes históricos,
vid. también KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 98.
(1) Cfr. art. 131. El párrafo cuarto dice: "Estas Cámaras estatu-
yen, de común acuerdo con el Rey, sobre los puntos sometidos
a la revisión". Esta participación del monarca en el poder
constituyente constituido desmiente, siquiera sea formalmente,
la tesis defendida por CARRE DE MALBERG y otros autores de
que su reconocimiento o no permite distinguir entre las monar-
quías verdaderas y las que no lo son. Como la Constitución frari
cesa de 1791 negaba al rey tal intervención, el citado autor
concluía que ello era consecuencia de la soberanía nacional y
de la reducción del monarca a la condición de órgano consti-
tuido, (ob. cit. II, pág. 65, 192 y passim). La Constitución
(2) Articulo 77-
98
'te a efectos judiciales es un administrador nombrado por el
rey.
 ;
e) por último, debe mencionarse en este contexto la facultad del
rey para declarar la guerra (l) y establecer los tratados de
paz, alianza y comercio, poniéndolos en conocimiento de las
Cámaras. El consentimiento de éstas sólo es necesario para
los tratados de comercio y para los que "podrían gravar al
Estado o ligar individualmente a los be-lgas" (2). También
son las Cámaras quienes fijan cada año el contingente mili-
tar (3)- Estas importantes facultades nos introducen ya en el
ámbito competencial propio del poder Ejecutivo y el modo de
ejer+cicio del mismo. •
2. Junto a las atribuciones expuestas, que desbordan la esfera
propiamente ejecutiva, el monarca ostenta las que suelen con-
siderarse típicas de aquélla: nombramiento de altos cargos (4)5
belga, basada en los mismos principios, atribuye al monarca
en cuanto miembro del legislativo esa participación, sin que
la misma autorice a pensar que se esté en presencia de una mo
narquia ni "verdadera", ni "limitada", en el sentido usual de
estos términos.
(1) Muy criticada por los liberales al redactarse la Constitución
(cfr. FUSILLIER, ob. cit. pág. 350).
(2) Artículo 68. En este aspecto hay una clara potenciación del
Ejecutivo respecto al sistema francés de 1791.
(3) Artículo 119-
(4) Art. 66.
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potestad reglamentaria ejecutiva (l), mando supremo de las fuer-
zas armadas (cuyo ejercicio efectivo ha originado graves conflic_
tos) (2), otorgamiento de títulos nobiliarios (3), acuñación de
moneda (4)» promulgación de leyes (5) y derecho de gracia (6).
(1) Art. 67» Al amparo de este precepto se ha considerado que el
Ejecutivo belga tiene también un "poder general de policía"
que se concreta en una auténtica potestad reglamentaria inde-
pendiente en materia de orden público, cuya existencia fue
configurada por el Tribunal Supremo en 1922. Por lo demás,
en Bélgica se utilizan las diversas formas conocidas "delega-
ción legislativa". Vid. SENELLE, ob. cit. pág. 241 y ss.
(2) Art. 68. Durante la 1§ guerra mundial, Alberto I ejerció es-
ta facultad en toda su extensión, lo que se consideraba cons-
titucionalmente dudoso. El éxito de los aliados dejó en el
olvido la cuestión jurídica de fondo. En palabras de FUSI-
LIER: "Le Parlament et le pays ratifiérent et du áteme coup
consacrerent la conception anticonstitutionnel du commande-
ment personnel de 1'armée par le rol", ob, cit. pág. 424).
Quizá, por ello, durante la segunda conflagración, Leopoldo
III no tuvo el menor escrúpulo en hacer lo propio. Solicitó
el apoyo inglés y francés sin conocimiento del Gobierno, ac-
tuó unilateralmente en las relaciones con los generales aliai
dos, firmó la capitulación, y luego se negó a exiliarse con
los miembros del Gabinete para la Continuación de la lucha.
Este comportamiento, lógicamente condicionante en buena parte
de la abdicación posterior del monarca, mostró bien a las cl¿
ras ia inviabilidad del desdoblamiento de la decisión en el
seno del Ejecutivo (vid. en detalle, FUSÍLIER, ob. cit. pág.
424 y ssj KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 104-105 y LOEWENSTEIN,
"La Monarquía...", cit. pág. 111 y ss.).
(3) Articulo 75.
(4) Artículo 74-
(5) Artículo 69.
(6) Artículo 73.
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Estas competencias son tasadas, por la limitación expresa antes
señalada, lo que implica el desplazamiento de la presunción de
competencia residual en beneficio del legislativo (Cámaras y Rey,
conjuntamente). Pero el monarca tampoco puede actuar sólo en el
ejercicio de tales facultades "ejecutivas". Su persona es invio-
lable, por lo que la responsabilidad se transfiere a los minis-
tros, mediante la técnica del refrendo, que se extiende a todos
los actos de aquél, tanto cuando actúa como jefe del Ejecutivo
como cuando participa en el legislativo (1).
En la construcción de esta responsabilidad radica otra gran pe-
culiaridad de la Constitución belga que ha permitido lia implan-
tación rápida del parlamentarismo. En principio, los ministros
son nombrados y revocados libremente por el monarca (2) por lo
(1) Articulo 63; "la persona del rey es inviolable; los responsa-
bles ton los ministros". El art. 64 completa el principio con
la fórmula cléeica del constitucionalismo europeoí "Ningún
acto del Rey puede surtir efecto si no ha sido refrendado por
un ministro, quien sólo por ello se hace responsable. Aunque
la ¿Inviolabilidad impone al rey la obligación general de ac-
tuar conforme al parecer de los ministros, se admite que aquél
pueda expresar opiniones a título personal que no son asumidas
por el Gobierno: "il semble qu'on ne puisse, cependant, dans
une mesure variant non suivant les regles constitutionnelles
mais d'aprés ce qu'on peut appeler le climat historique d'un
pays, refuser entiérement au roi le droit d'exprimer en cer-
tains cas des sentiments et de desiderata dontle ministére
n'assumerait pas la responsabilité" (FUSILIER, ob. cit. pág.
4l8). Aquí, naturalmente, el tacto del monarca es decisivo.
(2) Artículo 65.
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que sólo dependen de su confianza. Según el texto constitucional,
la única responsabilidad derivada del refrendo que aquéllos asu-
men y que permite la intervención de las Cámaras es penal y civil
En su virtud, la Cámara de representantes puede acusar a loa mi-
nistros y citarlos ante el Tribunal Supremo, único competente pa-
ra juzgarlas (l). Pero la inviolabilidad del monarca ha implica-
do de hecho que la responsabilidad asumida por el refrendo «sea
también la política ante las Cámaras» dé manera que los ministros
dependan de su confianza. ;
El principio parlamentario puede considerarse parte de la reali-
dad constitucional desde la temprana fecha de 184o (2), aunque
solo haya cristalizado tras un largo proceso consuetudinario, en
que el papel del monarca ha sido en general muy activo» En espe-
cial ) desde fines del siglo XIX, la influencia del monarca sobre
la composición del Gobierno fue muy intensa, quizá demasiado, si
se compara con la situación británica en la misma época, en que
la reina Victoria se mantenía por completo al margen de la forma-
ción del Gobierno (3)- En buena medida, la razón objetiva de es-.
(1) Artículo 90. "
(2) Cfr. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 97« Junto a ello sorprende,
sin embargo, la pervivencia de elementos arcaizantes en fe-
chas tardías. Así, la consideración del territorio del Congo
como bien patrimonial del monarca»
(3) Sobre esto, en detalle, el capítulo V de la obra citada de
FUSILIER, dedicado a Bélgica.
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ta diferencia, aparte de las de índole personal, debe buscarse
en la diversa estructura del sistema de partidos, inestable en
Bélgica, que imponia frecuentemente en este país la formación
de Gobiernos de coalición o sin mayoría clara (l).
En todo caso, la implantación del parlamentarismo, con un monar
ca más o menos activo, potenció, como en Inglaterra, la figura
de los ministros (y del Gobierno), que vinieron a ejercer, de
hecho, las atribuciones constitucionales del Ejecutivo. El prin
cipio de responsabilidad solidaria de aquéllos fue el resultado
de esta situación. Para su mejor entendimiento, son necesarias
algunas precisiones sobre la posición constitucional del Gobiejr
no y de sus miembros.
A diferencia, una vez más, de la Constitución francesa de 1791»
(l) La presidencia del Consejo de Ministros fue para Leopoldo I
'y Leopoldo II mucho más que una formalidad. Sobre el papel
del primero, son expresivas .estas palabras de DE LICHTERFEL-
DEi "II avait acquis et maintenu pour la Couronne le droit
de dtscuter le prográmate de la mejorité nouvelle, de l'amen
der au besoin, d'établir entre la royaume et le groupe
appelé au pouvoir ,un véritable contrat" (citado por KALTE-
FLEITBR, ob. cit. pág. 9&)• No obstante, este protagonismo
del monarca no fue, al parecer, fuente de conflictos. Más
tarde, el desarrollo del sistema de partidos limitó fuerte-
mente las iniciativas del rey, que, si conservó una impor-
tante capacidad de influencia, no fue debido a su posición
constitucional, ya bien perfilada, sino a la incapacidad
del Parlamento para formar Gobiernos estables (así, KALTE-
FLEITER, ob. cit. pág. 105).
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el texto belga no establece la incompatibilidad entre la función
parlamentaria y la ministerial. Incluso permite que los miem-
bros de las Cámaras sean nombrados por el Gobierno para desem-
peñar funciones retribuidas por éste, si bien en tal caso pier-
den su condición de parlamentarios (l). Los ministros, por su
parte, cuando sean miembros de una de las Cámaras compatibili-
zan ambas funciones y, lo sean o no, tienen entrada en ellas y
deben ser óidos cuando lo soliciten. Inversamente, las Cámaras
pueden requerir la presencia de los ministros (2). Estos pre-
ceptos, incluidos en la Constitución ya en su redacción origi-
naria ofrecen fuerte apoyo al sistema parlamentario, pero tie-
nen la particularidad de referirse sólo a los "ministros", in-
dividualmente considerados, pero no al Gobierno o Consejo de Mi-
nistros como órgano colegiado. La única referencia a la reunión
de loa ministros en "Consejo" que aparecía en el texto de 1831
se encuentra en la regulación de la muerte del rey, .a partir de
la cual y hasta el juramento de su sucesor o del regente "los
poderes Constitucionales del Rey son ejercidos en nombre del
pueblo belga por los ministros reunidos en Consejo, y baj,o la
responsabilidad de éstos" (3)« Salvo en este momento tan concre-
(1) Artículo 36.
(2) Artículo 88.
(3) Artículo 79. Resulta curioso comprobar que este precepto
tiene su correspondiente en la mayoría de las Constitucio-
nes españolas, en las que es también -casi- la única refe-
rencia expresa al Consejo de Ministros hasta 1931.
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to, la reunión colegiada de los ministros no tenía existencia
"constitucional", aunque legalmente había sido reconocida en
numerosos textos (l). Otro tanto puede decirse de la figura del
Primer Ministroj cuyo protagonismo se ha acentuado al hilo de
la evolución política belga, pero que no existía inicialmente
(2), con la consecuencia de que en ese primer período los mi-
nistros eran directamente elegidos por el monarca y no a tra-
vés del "Premier", como es característico del parlamentarismo.
Desde 197O> ambas figuras están "constitucionalizadas", si bien
incidentalmente, en un artículo "bis" que establece la paridad
lingüistica de los ministros en el seno del Consejo (3)«
En sentido estricto, el Consejo de Ministros es sólo la reunión
de éstos bajo la presidencia del monarca. Por esté dato se dife-
rencia; de los "Consejos de Gabinete" que son las reuniones presi-
didas ,por el Primer Ministro. La existencia de los Secretarios
de Estado, que son miembros del Gobierno, pero que no forman par
te del Consejo de Ministros, hace que tampoco sean sinónimas
(1) Sobre otras alusiones a la existencia del Consejo de Minis
tros, vid. SENELLE, ob. cit. pág. 304-5, y FUSILIER, ob.
cit. pág. 442.
(2) El titulo de Primer Ministro aparece por primera vez ofi-
cialmente en un acta del Consejo de Ministros de 24 marzo
1894 (cfr. StíKELLE, ob. cit. pág. 294).
(3) Articulo 86 biss "Exceptuado eventualmente* el Primer Mini£
tro, el Consejo de Ministros cuenta con tantos ministros de
expresión francesa como de expresión neerlandesa".
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estas dos últimas expresiones {1). En la práctica, sin embargo,
la distinción entre "Consejo de Ministros" y "Consejo de Gabi-
nete" se difumina al no presidir el monarca aquéllos* si bien
teóricamente conserva la posibilidad de hacerlo.
Para compaginar la atribución formal del Ejecutivo con su eje£
ciclo efectivo por el Gobierno, la doctrina gusta de utilizar
la fórmula inglesa "el Rey en su Consejo" al referirse a la ac-
tuación de las competencias constitucionales de aquél (2). No
hace falta insistir en lo que esto en realidad significa. Pese
al activó papel! desempeñado históricamente por algunos monarcas
en la formación del Gobierno y tras la grave crisis producida
después de la II Guerra mundial por el comportamiento de Leopol-
do III (3)Í el principio parlamentario está hoy sólidamente es-
tablecido en Bélgica, aunque con una tradición de protagonismo
regio muy superior al británico (4)« Hay que insistir en que es-
(1) Articulo 91 bis. Las reuniones 'plenari'as del Gobierno se de-
nominan "Consejos de Gobierno",
(2) Asi, SENELLB, ob. cit. pág. 65.
(3) Sobre la "question royale", vid. FUSILIER, ob. cit. pág.
388-90 y 400 y s®; KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 102-107; y
LOEWENSTEIN, "La Monarquía...", cit. pág. 117 y as.
(4) Por ello, se ha dicho que "compte tenu des faeteurs histori-
ques internes, le régime belge ne peut se réeumer ni dans
la formule "Le roi régne et ne gouverne pas", ni dans la
formule bpposée: "le roi gouverne". II est compris entre ees
deux extremes, bien quíl soit, en principe et en realité,
beavcoup plus proche de la premiére que de la seconde" (FIJ
SILIER, ob. cit. pág. 419).
I
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te fenómeno puede explicarse en parte por la estructura del sis-
tema de partidos, que obliga al monarca a intervenir de manera
más activa y, en ocasiones decisiva, que su homólogo británico.
La "realidad constitucional" ha vinculado la interpretación del
texto escrito de acuerdo con los principios del parlamentarismo
y, en este contexto, la función del monarca se ciñe a la encar-
nación de la unidad nacional y el consenso constitucional, que
es, en definitiva, la razón de su existencia (l). Juridico-for-
malmente puede hacerlo casi todo, pero materialmente nó es él,
sino el Gobierno, quien decide. Y si realmente se debe a él la
toma de alguna decisión no es, en general, en virtud de su compe-
tencia jurídico-formal sino en virtud de la influencia ejercida
sobre el encargado de adoptarla (2). Frente al monarca del mode-
lo de 1791 i necesariamente "partidista"s al no poder depurarse
la responsabilidad política de los ministros ante la Asamblea,
la posición del monarca parlamentario, en Inglaterra como en Bél-
gica, con los matices señalados, se basa hoy en la gran paradoja
de que aquél se ha desprendido de hecho del Poder Ejecutivo, su
primordial ámbito de actuación, para apartarse de las contiendas
(1) Cfr. LOEWENSTEIN, "La Monarquía...", cit. pág. 129-
(2) Cfr. el autorizado comentario de SENELLE, ob. cit. pág. 65,
223 y passim. "El poder mantenido por la herencia y la in-
violabilidad sólo puede ser un poder moderador" (pág. 223).
En general; este autor acude a las fórmulas británicas para
caracterizar la posición del monarca belga.
107
políticas adoptando un papel neutral, quc> garantir* la i ontinui
dad del régiawsn y «vite» f'd#jjar al dcs*cubi«rto* la Corana, til
principio d« «eparacion de poder**, ciertamente no foramladc»
en Bélgica con la típica »ol#anidad francena, no ha inpedid» la
integración del Parí «Mentó y vi Gobierno a través del parí «aten-
tar i »ato. la "fuerta noraiativa ún lo féctico" ha encausado una
vtsM, atas la aplicación del texto «ucrito, sin contradecirlo, ha-
cia un «iateata operativo y estable, aunque no tan acabado coao
el británico.
C) EL "PRINCIPIO MONÁRQUICO"
Frente:a la configuración del monarca como órgano constituido
en virtud del principio de la soberanía nacional, la Restaura-
ción francesa va a aportar un nuevo modelo basado justamente
en el principio,contrario: la soberanía del rey. Este modelo
se verá rápidamente desbordado en su país de origen, pero en-
contrará en los Estados alemanes el apropiado campo de cultivo,
convirtiéndose en el fundamento de la organización política a
lo largo del siglo XIX, bajo la denominación de "principio mo-
nárquico" (Monarchp^rinzip) , al que se revestirá de gran empaque
teórico.
La marea revolucionaria en retirada había dejado, al menos, la
creencia general de que las normas fundamentales sobre los de-
rechos individuales y sobre el ejercicio del poder debían ser
recogidas en un texto escrito. La proliferación de Constitucio-
nes entre 1791 y ©1 ascenso al trono de Luis XVIII, con su con-
tenido tan diverso, apoyaba esta opinión con el valor de los
precedentes inmediatos. Aparte de que la situación internacio-
nal hiciese imposible restaurar pura y simplemente el Antiguo
Régimen, pese a ser éste el deseo inicial del futuro Luis XVIII
(l), tampoco lo permitía la situación interna, tras el protago-
(1) Cfr. GODECHOT, "Les Constitutions de la France depuis 1789"
París 1970. P« 209-213• Es curioso que fuera el zar Alejan-
dro I uno de los que más insistieron en la necesidad de do-
tar a Francia de una nueva Constitución. Vid. también, DIEZ
DEL CORRAL: "El liberalismo doctrinario" 3« ed. Madrid 1973.
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nisrao adquirido por el "tercer estado" en los años anteriores.
El resultado fue la "Charte" de l8l4> que marca el origen his-
tórico de la llamada "Monarquía constitucional", la cual, lejos
de las resonancias democráticas que hoy se atribuyen a ese adje_
tivo, es sencillamente "la Monarquía que se apoya en una Consti-
tución" (l) y, en consecuencia, está limitada por la misma.
La expresión "principio monárquico" fue utilizado por primera
vez en los debates que precedieron a la elaboración de la Carta
de l8l4j para reflejar la titularidad del monarca sobre todo el
poder del Estado, en virtud de una legitimidad propia y anterior
a aquél, lo que determina que la Constitución sea un acto volun-
tario y gracioso, es decir, que sea "otorgada" (2). Más tarde,
pág, 63. Los "ultras", sobre todo DE MAISTRE y BONALD, eran,
por el contrario, decididos adversarios de cualquier consti-
tución escritat
(1) KELSEN, ob. cit. pág. 428. Por esa nota se diferencia de la
Monarquía absoluta, que carece de Constitución, identifican
do eate término con el de "texto escrito11, lo que sólo es
explicable por conocidas razones ideológicas. Pero la monar-
quía constitucional se contrapone también a la "parlamenta-
ria", en cuanto en ésta el órgano supremo no es el rey sino
la representación popular encarnada en el Parlamento. Todas
estas fórmulas tratan de reflejar una determinada situación
históricas de las relaciones entre el monarca y la represen-
tación popular (cfr. JELLINEK, ob. cit. pág. 533~4).
(2) Cfr. DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 66 y ss. Vid. también
después en el texto.
un
el texto bávaro de 1818, ofrecerá la formulación clásica. Lo cu-
rioso es que, partiendo de estas premisas, puede establecerse
-y asi se hizo en ocasiones- una organización de los poderes muy
semejante a la de las Constituciones que responden al principio
de .soberanía nacional, como se podrá comprobar en las páginas
que siguen. Pero en la polémica ideología no importaba tanto las
competencias concretas que se asignaban a cada órgano y el modo
de su ejercicio como el origen mismo de esas competencias. Fren-
te al poder constituyente de la nación, el poder constituyente
del rey. Así planteada, la cuestión era, evidentemente y ante to-
do, una "cuestión de principios".
- LA "CHARTE" DE 1814 . ' :
1. Para marcar de forma inequívoca la ruptura con la obra de la
Revolución en el terreno de los principios, se comienza por
rechazar el propio término de "constitución", sustituyéndolo por
el de "carta constitucional" (l). Al promulgarla, Luís.XVIII se
compromete ante la Asamblea a observarla con fidelidad, pero se
reserva la decisión sobre su mantenimiento y se remite al juicio
supremo de Dios: "Nous nous engageons, devant l'Assemblée qui
nous écout-e, á étre fideles á cette Charte constitutionnelle,
nous réservant d'en juger le mainten, avec une nouvelle solenni-
téj devant les autels de celui qui pese dans la méme balance les
(1) A propuesta de BEUGNOT, que fue, además, el redactor del
preámbulo.
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rois et les nations". En estas palabras del preámbulo se hallan
recogidas, de manera paradigmática, los elementos esenciales de
la teoría subyacente (l). En primer lugar, la afirmación del ori
gen divino del poder real, no sujeto, por tanto, al consentimien
to de la comunidad y responsable sólo ante Dios (2). A continua-
(1) Es importante destacar hasta qué punto el preámbulo invertía
los principios que habían inspirado la redacción del proyec-
to elaborado por el Senado tras la abdicación de Napoleón.
La comisión redactora decidió basarse en la Constitución de
1791 y en las instituciones británicas. Por tanto, el proyec-
to afirmaba la soberanía nacional, en cuya virtud Luis XVIII
sería "appelé librement" al trono, Además, a diferencia de
179i> se establecía que los ministros serían miembros de las
Cámaras y responderían ante ellas, con lo que se daba un paso
decisivo hacia el parlamentarismo. En el aspecto dogmático,
v
 se trataba de reconocer algunos logros revolucionarios, cuya
ignorancia no dejaría de provocar graves trastornos. De ahí
la insistencia en los derechos individuales y, concretamente,
en el reconocimiento de la venta de bienes nacionales, grados
militares, etc. Luis XVIII, inicialntente partidario de la
restauración pura y simple del Antiguo Régimen, «e mostró,
luego dispuesto a "olvidar" la revolución mediante una amnis
tía y la sanción de la venta de bienes nacionales. Pero en
la declaración de Saintoven rechazó el proyecto senatorial,
proclamando la soberanía monárquica y que su restauración no
se debía a la nación sino a la Providencia. Con esté cambio
de principios, reflejado en el preámbulo, la parte dispositi-
va se mantuvo esencialmente en loa términos del•proyecto se-
natorial (cfr. GODECHOT, "Les Constitutions...", cit. p. 211-
2, y DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 63-68).
(2) El comienzo del preámbulo no puede ser más explícito a este
respecto: "la divine Provideñce, en nous rappelant dans nos
Etats aprés une longue absence, nous a imposé de grandes
obligations". Este origen divino otorga al monarca un dere-
cho propio, inatacable por cualquier intervención humana. De
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ción, el compromiso del monarca de ejercer ese poder conforme a
los preceptos fijados en el texto, que suponen, en definitiva,
una distribución de aquél entre varios órganos, con lo 'que la
Monarquía ya no es "absoluta" sino "limitada", en los términos
previstos en la norma fundamental. Por último, la construcción
se completa y se aclara con el recordatorio de que el otorga-
miento de la "Carta" es un acto libre del rey, que puede, por
tanto, revocarlo en cualquier momento. En otras palabras, que el
poder constituyente le pertenece, por lo que el monarca limita-
do es, más propiamente, "autolimitado" (l)«
ahí que Luis XVIII fecha la "Charte" en el año decimonoveno
de su reinado, a contar desde la muerte del presunto Luis
XVII, en virtud del principio "le mort saisit le vif" (cfr.
GODECHOT, ob. cit. pág. 214, y DIEZ DEL CORRAL, ob. cit.
pág. 68). Esta postura, aparte de originar el lógico descon-
tento entre lo® no legitimistas, se basaba en una interpre-
tación del origen divino que no ora la tradicional, aunque
sí la preconizada por los monarcas absolutos.
(1) Históricamente, no se conoce ningún caso de "revocación" de
una Constitución otorgada, probablemente porque la realidad
era más fuerte que la teoría, pero la cuestión ha sido deba-
tida. En nuestra época, autores muy alejados del principio
monárquico han sostenido que una Constitución otorgada no po-
día ser ya revocada (así, BOCKENFORDE, "Der deutsche Typ der
konstitutionellen Monarchie ira 19• Jahrhundert", en "Staat,
Gesellscheft, Freiheit". Frankfurt ara Main 1976, pág. 117).
Otros, en cambio, sostienen que la cuestión es discutible
jurídicamente (así, KELSEN, ob, cit. pág. 429). En mi opi-
nión, el problema no puede resolverse "a priori" con carác-
ter general. El citado BOCKENFORDE señala el argumento deci-
sivo. Si la Constitución "otorgada", prevé un mecanismo de
revisión en el que intervienen las Cámaras, es obvio que el
monarca no puede por su propia y sola voluntad modificarla
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2. En armonía con estos principios, la sistemática del articula-
do ofrece un cambio significativo, comparada con la de 1791.
Tras el reconocimiento de los derechos fundamentales, se regula
en primer lugar las competencias del monarca; en segundo, las
Cámaras; a continuación los ministros, y, por último, el poder-
judicial. Se establece, pues, una clara división de órganos, pe-
ro no de "poderes", término que es sustituido por el de "puissan-
ce" cuya traducción más exacta sería "potestad". La persona del
rey es inviolable y sagrada, respondiendo "sus" ministros (l).
La potestad ejecutiva corresponde al rey solo, mientras que la
legislativa se ejerce colectivamente por aquél y las Cámaras,
con la particularidad de que la iniciativa corresponde únicamente
al rey y lo más que pueden las Cámaras es "suplicarle" que ejer-
za su iniciativa ("supplier le roi de proposer une loi sur quel-
que objet que ce soit, et d'indiquer ce qu'il leur parait conve-
nable que la loi contienne") (2). Más aún, se asegura al monarca
ni revocarla. Sí, en cambio, en el supuesto contrario. El
problema se reducirla a los casos en que la Constitución no
previera su modificación. En e\ caso de la "Charte" las
tajantes palabras del preámbulo ("nous réservant d'en juger
le malntien") parecen desvirtuadas por el art. 74» que obli-
ga al rey y a sus sucesores a jurar la Constitución al ser
consagrados, lo que apunta indudablemente a su permanencia,
(1) Artículo 13-
(2) Artículo 19.
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el pleno control del proceso legislativo mediante la exigencia
de su conformidad para introducir cualquier enmienda en el pro-
yecto remitido a las Cámaras (l). Por último, al monarca compe-
te en exclusiva la sanción de las leyes (y, naturalmente, también
su promulgación). Aquí está la cuestión clave desde el punto de
vista teórico. En efecto, es una constante en las Constitucio-
nes monárquicas, cualquiera que sea su clase, la atribución de
la potestad legislativa en forma compartida al monarca y las Cá-
maras. La intervención de uno y otras es igualmente imprescindi-
ble en el aspecto jurídico (2), pero la sanción de la ley, o acto
(1) Artículo 46.
(2) La construcción doctrinal de la sanción fue, sobre todo,
obra de LABAND, que distinguió con precisión los distintos
momentos del proceso legislativo, pero subestimando el pa-
pel de las Cámaras en lo que denominaba "fijación del con-
tenido" de la ley y realzando, en cambio, el carácter deci-
sivo de la sanción del monarca. La tesis de LABAND, monta-
da, sobre el famoso art. 62 de la Constitución prusiana de
l85O| ha sido dominante en Alemania y trataba de salvar la
idea clave inherente a la sanción en su sentido originario:
que la misma se atribuye al órgano soberano en el Estado.
De ahí que en las Monarquías se otorgue esta facultad al
monarca. Así sucedió en Prusia, pero, en cambio, en el Impe-
rio alemán la sanción no correspondía al Kaiser, sino al
Brudésyat, que era el órgano soberano. La opinión de LABAND,
para quien la "fijación del contenido" no constituía en rea
lidad ejercicio del poder legislativo, fue criticado con gran
acierto por CARRE DE MALBERG, señalando que la intervención
de las Cámaras es, jurídicamente, tan necesaria como la del
monarca y que ambas voluntades versan sobre el mismo objeto.
La diferencia estriba en la "calidad" en que una y otras
intervienen, haciéndolo el monarca en su calidad de órgano
supremo: "la distinction de la sanction et de l'adoption par-
115
por el que la misma adquiere fuerza de tal, se reserva al mo-
narca como expresión de que éste ocupa la más alta posición fojr
mal en el Estado. Ahora bien, para captar el significado autén-
tico de la Jefatura del Estado monárquica, más importante que
la titularidad de la sanción es observar en qué se concreta su
ejercicio. Porque la sanción real sólo implica la primacía del
principio de jefatura estatal sobre las Cámaras cuando entraña
la posibilidad de "veto absoluto" sobre el texto aprobado por
aquéllas impidiendo definitivamente su incorporación al ordena-
miento jurídico. No, en cambio, cuando la negativa del monarca
sólo consiste en un "veto suspensivo", que permite dilatar la
sanción por un plazo más o menos amplio, al final del cual se
entiende otorgada, incluso contra la voluntad del monarca (l).
Y, desde luego, no es sino una formalidad cuando ni siquiera se
lementaire se refere á une question de hiérarchie des orga-
nes" (ob. cit. I, pág. 383 y ss. en particular, pág. 396-7)
Sobre la aplicabilidad de esta doctrina a la "Charte" de
1814» vid. pág. 398-9» La misma consideración del ejercicio
de la potestad legislativa como acto complejo, que exige la
participación igualmente imprescindible de dos órganos, en
KELSEN (ob. cit. 363 y ss.). En las actuales Monarquías
(parlamentarias) la atribución de la sanción al rey es un
residuo de esa concepción originaria, pero carecen, natural-
mente, de significado positivo, salvo que se prevea alguna
forma de veto. Ello no es sino la confirmación de que la Mo-
narquía ya no existe como "forma de Estado" en ese sentido
histórico clásico.
(1) Sobre los diferentes tipos de veto, vid. por todos LQEWENS-
TEIN "Teoría de la Constitución", citado, pág. 271-273-
ne
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prevé ese veto suspensivo, porque entonces el monarca, titular
de la sanción, debe otorgarla obligatoriamente pin posibilidad
de otra opción. El primer sistema ha sido el punto de partida
común a todas las modernas formas de monarquía, pero sólo se ha
conservado en las basadas en el "principio monárquico" (l). El
segundo fue inaugurado por la Constitución francesa de 1791j a
la que por esta razón importantes autores le han negado carácter
monárquico, afirmando su naturaleza de república con jefatura
del Estado hereditaria (2). El tercer sistema, en fin, es típi-
co de las llamadas monarquías parlamentarias, como los modelos
británico y belga examinados, que, partiendo teórítia y formal-
mente del veto'absoluto, han establecido la obligatoriedad de
la sanción como regla general, que puede tener excepciones, a
juicio de algunos autores, pero entonces la negativa regia debe
contar con el acuerdo del Gobierno y ser propuesta por éste (2).
No hace falta explicar que la sanción otorgada al monarca de la
"Charte" presuponía el veto absoluto y venía a completar los me-
canismos de control de aquél sobre el proceso legislativo (4)-
(1) Y, formalmente, también en la orleanista.
(2) Así, JELLINEK, ob. cit. pág. 5l8.
(3) Vid, el caso belga examinado supra, pág. 66 y ss.
(4) Cfr, GARRE, ob. cit. I, pág. 398-9. En este punto se man-
tuvo la redacción del proyecto senatorial. El abate Grégoi-
re, antiguo constituyente de 17911 redactó un escrito pos-
tulando la acogida de los principios de aquella fecha. En
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Esta fuerte participación en la legislación iba acompañada de
un reforzamiento del contenido de la potestad ejecutiva, ya
que en ella se incluyen, junto a las facultades típicas (nom-
bramientos j potestad reglamentaria ejecutiva) la de declarar la
guerra, acordar los tratados de paz, alianza y comercio y dic-
tar "ordenanzas" para la ejecución de las leyes y la seguridad
del Estado (l). Salvo ésta última, tales facultades figurarán
también, como se recordará, en la Constitución belga de í831•
En contraste con estas atribuciones, la posición del monarca
está verdaderamente "limitada" por otros preceptos, poco com-
patibles > en apariencia con el "principio monárquico", pero que,
en el fondo, permiten apreciar más bien su naturaleza transac-
cional y la distancia entre esta monarquía y la absoluta.
consecuencia, preconizaba el veto suspensivo y reprochaba
a los senadores el reforzamierito del monarca con las facul-
tades de declarar la paz y la guerra y "la de celebrar tra-
tados" (vid. GODECHOT: "Les*Constitutions...", cit. pág.
212) .
(l) Artículo 14» Esta¿última facultad fue incluida por el pro-
pio Luis XVIII, reservándose así la decisión sobre el "ca-
sus neeessitatis" y, en suma, una potestad normativa inde-
pendiente. No hace falta decidir que la misma no suscitó
oposición alguna entre las filas "realistas" (cfr. GODE-
CHOT, ob. cit. pág. 214). Ei ejercicio de esta facultad se-
ría después, como es sabido, la causa inmediata de la caída
de la Restauración y el posterior advenimiento de la Monar-
quía de Julio.
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En este sentido, se destaca no tanto la facultad de las Cámaras
para votar los impuestos (l) (sujetos, como todo acto legisla-
tivo, a la sanción del rey) como, sobre todo, el establecimien-
to de la "lista civil" fijada para toda la duración de cada rei-
nado (2). Falta, en cambio, y es muy importante, la facultad
de determinar anualmente el contingente militar. La relación
del monarca con las Cansaras se completa, en el aspecto funcio-
nal, con la atribución a aquél de la facultad de convocarlas,
si bien está obligado a hacerlo cada año (3)- Cbn ello se llega
a un cierto compromiso entre la soberanía del rey, que se mani-
fiesta no en el ejercicio de todo el poder, pero sí en la facul-
tad de poner en funcionamiento a los órganos que comparten algún
sector del mismoj y la garantía de una reunión periódica de las
Cámaras. El monarca puede también prorrogar sus sesiones y, lo
qué es más importante,, disolver la Cámara de Diputados, debien-
do convocar la formación de una nueva en el plazo de tres meses
(4). .
(1) Artículos 48 y 49.
i
(2) Articulo 23.
(3) Artículos 25 y 50. ,
(4) Artículo 50; "Le roi convoque chaqué année les deux Cham-
bres; il les prorogue, et peut disoudre celle des deputés
des départements; mais, dans ce cas, il doit en ponvoquer
une nouvelle dans le délai de trois mois". El contraste
con 1791 es también notable en este aspecto.
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3. El examen de la posición de los ministros ofrece un resulta-
do sorprendente. Se reconoce, ciertamente, el carácter invio-
lable y sagrado de la persona del rey y la correlativa responsa-
bilidad de los ministrosJ Pero, conforme a los principios del
sistema, se hubiera esperado que esa responsabilidad fuera sólo
exigible por el propio monarca. Sin embargo, es la Cámara de
Diputados quien puede acusar a los ministros por alta traición
o concusión y entregarlos a la Cámara de los Pares para ser juz-
gados (1). Más aún, por primera vez en la historia constitucio-
nal de Francia, se establece la compatibilidad entre el ministe-
rio y el mandato parlamentario, unida a la facultad de los mi-
nistros de estar presentes en las Cámaras y de ser oídos cuando
lo soliciten (2). La responsabilidad ministerial ante las Cáma-
ras es, constitucionalmente, sólo penal por los delitos mencio-
nados. Pero, en la medida en que los ministros eran miembros de
aquéllas> se sentaban en parte las bases para la exigencia de
una responsabilidad política. Sería excesivo afirmar que la
"Charte" introdujo en Francia el parlamentarismo, pues éste es
incompatible con los principios,que la inspiran (3)« Pero es un
(1) Artículos 55 y 56.
(2) Artículo 54.
(3) Según GODECHOT: "sans instituer formellement le régime par-
lementaire, elle en permet 1'introduction" ("Les Constitu-
tions", citada, pág. 215• La ínterrelación ministros-Cámaras
fue propuesta por GUIZOT, pero en la opinión dominante (Morí
tesquieu y su grupo) no se interpretaba en absoluto en sen-
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hecho histórico que, mediante el empleo del derecho de disolu-
ción y la comunicabilidad entre las Cámaras y el Ministerio, el
régimen parlamentario dio sus primeros pasos como modo efecti-
vo o técnica de ejercer el gobierno en un marco teórico (consti-
tucionalizado) 4 u e le er£i completamente extraño (l). La sobera-
tido parlamentario (cfr. DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág.
80-81, y GODECHOT, id. pág. 213). Entre los autores, es es-
pecialmente significativa, la cita del influyente ROYER-C<3
LLARD, recogida por DIEZ DEL CORRAL, sobre la no dependen-
cia del Gobierno respecto de las Cámaras; "Le jour oü le
gouvernement sera a la discrétion de la mejorité de la Cham-
bre; le jour oü il sera établi en falt que la Chambre peut
repousser les ministres du Roi, et lui en imposer d'autres
qui seront ses propres ministres, et non les ministres du
Roi5 ce jour-lé, c'en est fait, non pas seulement de la
Charte, mais de notre royauté (...); ce jour-lá nous somates
en république" (ob. cit. pág. 111).
í
(l) Cualquiera que fuera la opinión de los teóricos sobre la
inexistencia de parlamentarismo en la "Charte", lo cierto
es que los "ministerios" buscaron el apoyo de la Cámara de
diputados y dependieron de ella en buena medida. Es curioso
que fueran precisamente los "ultras" quienes buscaron con
mayor afán esa dependencia del Gobierno con el deseo de im-
poner su política. El famoso episodio de la "Chambre introu-
vable" es especialmente significativo (vid. sobre los "he-
chos", Jacques DROZ, "Europa? Restauración y Revolución
1814-1848". Trad. española, Madrid 1977 (2« ed._), pág. 103
y ssj precisamente por ello, este autor acentúa, en su con-
dición de historiador, el sentido parlamentario de las ins-
tituciones de la "Charte", en contraste con la teoría y con
el propio texto de aquélla).
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nía monárquica, herencia del Antiguo Régimen, combinada con la
división de poderes, conquista de la Revolución y con la prác-
tica de un parlamentarismo embrionario, a imitación de Inglate-
rra, no hace sino poner de relieve, en definitiva, el carácter
de compromiso de la "Charte" como tentativa de estabilizar una
situación histórica sumamente fluida, que desbordó rápidamente
ese marco tanto en el aspecto teórico como en el práctico. En
el primero, por la inaceptabilidad de la soberanía monárquica.
En el segundo, porque el rey, en su posición prepotente, nutri-
da de facultades decisorias que ejercía efectivamente, había
de ser, por necesidad, un monarca "partidista", empeñado en la
realización de una determinada política y, por tanto, adversa-
rio de los grupos que propugnaban otra distinta. La construcción
doctrinal de B. CONSTANT trataba de superar esa contradicción,
configurando al monarca como "pouvoir neutre11, al margen y por
encima de las polémicas partidistas (l). Tal construcción tenía
un sentido netamente funcional y anticipaba el planteamiento y
posible solución del problema clave de la Jefatura del Estado
Irresponsable, que conserva toda su actualidad, la influencia
del modelo de CONSTANT ha sido Inmensa a nivel teórico y habrá
(l) Vid. en detalle, su "Curso de política constitucional",
trad. española, Madrid 1968, pág. 13 y ss, Es curioso, sin
embargo, comprobar lo alejada de ese "pouvoir neutre" que
se encuentra la figura del emperador en el "Acta adicional
a las constituciones del Imperio", de 22 abril 1815» que
CONSTANT redactó a petición de Napoleón para regir durante
los "cien días" y que, por su contenido, apenas se diferen-
cia de la Carta de 18l4•
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ocasión más adelante de ocuparse de él. Por el momento, basta
constatar que, frente a la efímera vigencia del "principio mo-
nárquico" en Francia, en Alemania se adaptará mucho mejor a la
situación histórica, convirtiéndose, con distintos matices, en
la piedra angular del incipiente edificio constitucional.
- ALEMANIA
I.- LOS FUNDAMENTOS TEÓRICOS !
1. Corresponde a la Historia de las ideas políticas el estudio
de la génesis del pensamiento tradicionalista europeo tras
la Revolución francesa. A<juí, sólo se hará una mínima referen-
cia para comprender el componente ideológico que subyace a la
positivización del principio monárquico en las Constituciones
decimonónicas alemanas. ,
Frente a los grandes edificios institucionales engendrados por
la Revolución como construcciones racionales inspiradas en la
creencia iluminista en el progreso y en la fuerza de la razón
humana para cambiar el curso de la Hiatoria, DE MAISTRE y B0-
NALD, doa nobles emigrados, oponen un deterninismo histórico,
de cuño teocrático, que niega todo valor a la constitución es-
crita. Todo poder procede de Dios, que lo ha delegado en los mo-
narcas legítimos, únicos que pueden ejercerlo (l). El propio
(1) Cfr. DROZ, ob. cit. pág. 4. SABINE, "Historia de la teoría
política". Vid. también: C. SCHMITT: «Contribución a la fi-
losofía política de la contrarrevolución", en "Teología po-
lítica", recogido en "Estudios Políticos", trad. española,
citada, pág. 80 y ss.
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BURKE, uno de los "padres" de la Constitución británica, opone
al racionalismo revolucionario el carácter tradicional de aqué-
lla como producto histórico y será en el Continente uno de los
bastiones del pensamiento reaccionario, aunque en su país esté
muy lejos de representar tal papel (l).
El suizo Ludwig von HALLER publica desde 1816 su "Restauración
de la Ciencia del Estado", postulando la privatización del Dere-
cho público mediante la asimilación "del Estado a una familia,
el territorio nacional a un bien personal del soberano, la autjo
ridad a la propiedad, la!ley a la gracia del príncipe, el impues
to y el servicio militar a una asistencia consentida" (DRÓZ)
(2). Su principio fundamental es el predominio del más fuerte,
establecido tanto entre los animales como entre los hombres por
el "inalterable orden de Dios" (3)« La burda construcción mere-
ció una crítica durísima por parte de HEGEL, que, refiriéndose
a la obra, dijo que "esta Restauración debe parte del difundido
efecto que según von HALLER tienen sus principios a la circuns~
tancia de que su autor ha sabido suprimir en la exposición todo
pensamiento y mantener así la totalidad en una sola pieza ca-
rente de pensamiento" (4)«
(1) Ibidem.
(2) Ob. cit. pág. 4-5.
(3) "Por lo tanto el inalterable orden de Dios establece que el
más poderoso domina, debe dominar y dominará. Citado por HiE
GEL: "Principios de Filosofía del Derecho", citada, pág. 287.
(4) Ob. cit. pág. 286 (subrayado original). La crítica a HALLER
se enmarca en el extremo opuesto a la de ROUSSEAU, a quien .
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2. El propio HEGEL sería, sin embargo, otro de los grandes teó-
ricos del sistema, aunque desde una perspectiva muy distin-
ta . Su aportación debe valorarse en conexión con el movimiento
romántico alemán, que en su "redescubrimiento" de la Edad Media
desempolva las viejas teorías organicistas del Estado y renueva
sus fundamentos teóricos. En Alemania, la clave de este organi-
cismo reside, quizá, en la contraposición Estado-Sociedad, esen
cial también, como es sabido en el pensamiento de HEGÉL, y en
la tentativa de "integrar11 en la estabilidad del Estado la so-
ciedad de la época, sometida a fuertes tensiones internas (l).
HEGEL despoja » la concepción del Estado de elementos teológi-
cos, pero la inserta en un proceso "ideal" en cuanto momento del
desarrollo del espíritu. Pero, a la vez, el Estado es "realidad",
"la realidad efectiva de la idea ética" (2), y, cualquiera que
reprocha HEGEL "haber aprehendido la voluntad sólo en la
forma determinada de la voluntad individual", como la "co-
mún" de ella. Vid. in extenso la crítica a ambos en pág.
285 y ss.
(2) Sobre el sentido de este movimiento en relación a la Jefa-
tura del Estado, vid. KIMMINICH, ob. cit. pág. 7 y ss. So-
bre la conexión de HEGEL con el romanticismo en cuanto a
la visión orgánica del Estado, vid. E. CASSIRER: "El mito
del Estado". Trad. española pág, 314 y ss. Su crítica peca,
en mi opinión, de parcialidad por su excesiva preocupación
de detectar elementos "fascistas" (avant la lettre) en el
pensamiento de HEGEL.
(3) Ob. cit. pág. 283.
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haya sido su origen histórico, es, ontologicamente, anterior al
individuo, el cual "sólo tiene objetividad, verdad y ética si
forma parte de el" (l). Este es, justamente, el fundamento de
la soberanía del Estado, pues las actividades y poderes parti-
culares no tienen sustantividad propia, "sino que tienen su
raíz última en la unidad del Estado como en su propia identidad
simple" (2). Ahora bien, la soberanía existe únicamente como
"subjetividad" y como "autodeterminación abstracta de la volun-
tad en la que reside la decisión última" (3). Pero la "subjeti-
vidad" sólo tiene verdad como persona, "como sujeto existente
por sí, y lo que existe por sí es necesariamente uno" (4). De
ahí la conclusión de que "la personalidad del estado sólo es
efectivamente real como una persona, el monarca" (5). "Se puede
(1) Y añade: "la unión como tal es ella misma el fin¡y el conte-
nido verdadero y la determinación de los individuos es llo-
var una vida universal" (id. pág, 284).
(2) Ibid. pág. 325.
(3) Ob. cit. pág. 326.
(4) Id. pág. 327. Todos los subrayados son originales.
(5) Ibidem. A continuación advierte que el concepto de "monar-
ca", "lejos de ser deducido es lo que comienza absolutamen-
te a partir de sí mismo. Por lo tanto, se halla más próximo
a la verdad considerar que el derecho del monarca se basa
en la autoridad divina, pues esto implica su carácter incon
dicicmado. Son conocidos, sin embargo, los errores que se
vinculan con esta concepción, y la tarea de la consideración
filosófica es, por otra parte, precisamente concebir lo di-
vino". Más adelante, justifica, de forma muy confusa, que
ese monarca ha de ser hereditario (cfr. pág. 331 y 333).
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hablar de soberanía de un pueblo para expresar que respecto del
exterior es un pueblo independiente y constituye un estado", y
también "se puede decir que la soberanía corresponde al Estado"
(l). Pero en modo alguno se puede contraponer la soberanía del
pueblo a la del monarca, porque "el pueblo, tomado sin sus mo-
narcas, y sin la articulación, del todo que se vincula necesaria
e inmediatamente con ellos, es una masa carente de forma que
no constituye ya un estado y a la que no corresponde ninguna
de las determinaciones que únicamente existen en un todo forma-
do y organizado: soberanía, gobierno, tribunales, autoridades,
clases, etc." (2).
Estas citas permiten apreciar con justeza la visión de HEGELt
el Estado es un organismo que da sentido al individuo y en el
que éste se realiza, pero que sólo adquiere unidad en la perso-
na del monarca, que es la soberana. La separación, de los poderes
es necesaria como expresión de la diferencia, de la racionali-
dad real y, en este sentido, puede servir de garantía de la li-
bertad pública. Pero es falso verlos como "absoluta independen"
ci a recíproca" o como "mutua limitación" (3). En el Eatado hay
(1) Parágr. 279, pág. 328.
(2) Id. pág. 329. La construcción recuerda a las viejas teorías
corporativas en que se apoyó la Monarquía tradicional euro-
pea (Vid., por todos, KANTQROWICZ, "The King's Two Bodies",
cit. passim).
(3) Parágr. 272, pág. 317-
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las siguientes "diferencias sustanciales" (l):
- el poder legislativo: poder de determinar y establecer lo
universal.
- el poder gubernativo: subsunción de las esferas particula-
res y los casos individuales bajo lo universal. Comprende
tanto el "poder policial" como el "judicial" (2).
i
- el poder del principe, que es la subjetividad como deci-
sión últiufa de la voluntad. "En él se reúnen los diferen-
tes poderes en una unidad individual (..-.), y constituye
la monarquía constitucional".
En el ejercicio del poder legislativo participa la Asamblea,
que es puramente estamental y no ostenta la titularidad de di-
cho poder (3)) ni siquiera compartida, sino que su papel se re-
(1) Parágr, 273, pág. 318. Cfr. la analogía del esquema con
ROUSSEAU en cuanto a los dos primeros momentos» incluso en
la aceptación de la "generalidad" como criterio decisivo de
la ley. En cambio, hay una diferencia trascendental en la
importancia que otorga HEGEL a los "cuerpos intermedios" co-
mo garantía frente a los abusos de los funcionarios reales
(cfr. Parág. 295, pág. 344) • La inversión es coherente con
el distinto planteamiento de uno y otro autor.
(2) Parágr. 287, pág. 338.
(3) Cfr. la posible influencia de esta tesis en la dogmática del
proceso legislativo construida por LABAND, negando que la
intervención de la Asamblea suponga en realidad, ejercicio
del poder legislativo, que sólo reside en el monarca.
duce al de portavoz de la opinión pública ("universalidad empí-
rica de las opiniones y pensamientos de la multitud")* HEGEL
niega que los diputados del pueblo conozcan mejor que nadie lo
más conveniente para el todo, afirmando, al contrario, que "el
pueblo, en la medida en que con esta palabra se designa una pa£
te determinada de los miembros del Estado, expresa la parte que
precisamente no sabelo que quiere" (1). En consecuencia, recha
za la "especial buena voluntad de los estamentos para el bien
general", en base a que sus miembros, "puesto que surgen de la
singularidad, del punto de vista privado y del interés particu-
lar, estarían inclinados a usar su influencia en detrimento del
interés general" (2). En definitiva, el sentido de la represen-
tación estamental estriba en que, a través de ella, se efectúa
la incorporación de la sociedad civil al Estado (3)»
(1) Parágr. 301, pág. 350 (subrayado original). Y añade: "Saber
lo que se quiere, y más aún, saber lo que quiere la volun-
tad en y por sí, la razón, es el fruto de un conocimiento
profundo que no es justamen-fee asunto del pueblo".
(2) Id. pág. 352.
(3) "La determinación conceptual propia de la representación
de los estamentos hay que buscarla entonces én el hecho de
que con ella llega a la existencia en referencia al estado
el momento subjetivo de la libertad general, la perspecti-
va y la voluntad particular de la esfera que en esta expo-
sición ha sido llamada sociedad civil" (p. 351)•
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En la formulación hegeliana aparecen, secularizados, los fun-
damentos teóricos del "principio monárquico", Hasta qué punto
HEGEL escribió, deliberadamente, la apología de la monarquía
prusiana, es cuestión que no cabe plantear aquí (l). En cual-
quier caso, "dudoso es por cuanto tiempo el espíritu de Hegel
ha residido realmente en Berlín" (2). Lo cierto es que desde
1840 se fueron imponiendo las tesis ultraconservadores y de raíz
teológica de Friedrich Julius STAHL, quien se ha convertido en
el teórico del "principio monárquico", por antonomasia.
3. Para STAHL (3)> en un Estado hay dos autoridades: la personal
(1).En los "Principios de Filosofía del Derecho", hay un párra-
fo, entre los agregados por GANS, supuestamente a base de
explicaciones orales de HEGEL, pero cuya veracidad está en
entredicho, en el que se suaviza mucho la interpretación
de la soberanía del monarca, reduciendo su papel al de ado£
tar "decisiones formales"? "En una organización perfecciona-
da, sólo deben tomarse en la cumbre decisiones formales
(...), pues la cima debe estar constituida de manera tal
que la particularidad del carácter (del monarca) no sea
significativa", "En una monarquía correctamente organizada
el aBpecto objetivo corresponde exclusivamente a la ley, a
Id cual el monarca sólo tiene que agregarle el subjetivo
~yo quiero".
(2) La cita es de C. SGHMITT, qué hace esta afirmación, aunque
en otro contexto. Vid. "El concepto de la política", trad.
española en "Estudios políticos", citado, pág. 142.
(3) "Di© Philosophie des Rechts". 2 tomos. He manejado la reim-
presión fotomecánica (Hildesheim, 1963), de la 59 edición,
Tübingen 1878. La exposición que sigue está sacada del tomo
II, pág. 236 y ss.
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y subjetiva del titular del poder del Estado, que es el rey en
la Monarquía, y la objetiva de la ley. Ambas están indisoluble-
mente unidas, por lo que es necesario que la ley no pueda ser
suprimida por el rey ni pueda éste apartarse de ella (l). Pero
el rey no ejerce su autoridad en nombre de la ley, porque lo CJI
racterístico de la monarquía es la originariedad (Ursprünglich-
keit) y sublimidad (Erhabenheit) del señorío, de manera que el
monarca reinante no es en ningún aspecto subdito ni depende de
los subditos, sino que está por encima de ellos siempre (2). Su
poder no viene d¿ los subditos sino que reside en él misjno y en-
cuentra su verdadera expresión en el término "soberanía", en el
sentido que se le ha dado en Francia (3). Todo poder del Estado,
incluso en la República, lo es "por la gracia de Dios ("von
Gottes Gnaden11)) es un "derecho divino" (gottliches Recht) (4)«
Pero en la Constitución monárquica, que es la conforme a la ley
natural, el poder del rey tiene un carácter sacrosanto porque
lo ostenta una determinada dinastía por especial "decreto divi-
no" ("durch Gottes Fügung") (5). Be ahí que lá monarquía sea,
(1) Ob. cit. pág, 245-
(2) Id. pág. 236.
(3) Pág. 246. Vid. también pág. 241: "Ein Kbnig, der nicht Sou-
ver'án ist, ist ein Absurdum".
(4) Pág. 250.
 :
(5) Pág. 251.
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por esencia, hereditaria, sin más requisito que la legitimidad
dinástica para el ascenso al trono (l). Sólo la herencia asegu-
ra la independencia e impardialidad que son esenciales al mo-
narca, por encima de intereses particulares, sin que importe
que aquélla no vaya unida a la mayor capacidad, "porque el dato
capital de la Monarquía no es la capacidad del príncipe, sino
la sublimidad de su posición y la fuerza de su autoridad" (2).
El príncipe tiene, pues, su, poder como el soberano del Estado,
al que representa, entendiendo por ello que se identifica con
él, que lo personifica. De ahí que no desempeñe un maro cargo o
función en el seno del Estado, sino que posee intrínseca y pro-
piamente el poder y la majestad, exactamente igual que el Esta-
do mismo (3). Pero el potier del príncipe no puede ser usado pa-
(1) "Der Konig musa von selbst Konig sein durch sein Dasein,
seine Geburst" ("el rey debe serlo por sí, por su naturale-
za y su nacimiento")* En cambio, en la monarquía electiva
son los subditos (electores^ la causa del poder del Estado,
por lo que no hay en ella un portador (Trager) ininterrumpi-
do de la personalidad estatal (cfr. pág. 239)• La tesis de•
STAHL va unida aquí a la construcción tradicional sobre la
sempiternidad del monarca ("rex non moritur", etc.)- (cfr.
KANTOROWICZ, ob, cit. passira).
(2) Pág. 239* La legitimidad propia de la monarquía hereditaria
está integrada por esos dos elementos: "no tiene sólo el sen
tido jurídico de sucesión regular frente a la usurpación,
sino también el religioso del reconocimiento de la sanción
divina y sacrosantidad del elevado al trono por designio de
Dios" (pág. 251).
• í . •
(3) Ni siquiera los Papas tienen con la Iglesia la misma rela-
ción que el Rey con el Estado, porque nunca llegan a identi-
ficarse con ella (cfr. pág. 240).
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ra sus fines particulares, sino de acuerdo con el orden estable-
cido por Dios, en cuya virtud le ha sido otorgado. Tiene, pues,
un carácter público y por esta nota se diferencia la monarquía
estatal de la patrimonial (l). El absolutismo del poder real se-
ría contrario al orden de la naturaleza. La propia santidad de
la posición del monarca exige un sustrato ético del poder, del
mismo modo que la personalidad y libertad de los hombres exige
una base ética d;e la voluntad. Ese sustrato ético está en las
leyes (el "ethos") del Estado (2).
La Monarquía europea se caracteriza porque el rey está limitado
por los derechos de los subditos y del pueblo y, especialmente,
en el respeéto a la ley y a la independencia del juez como limi-
tación general y necesaria. A nivel más concreto, la existencia
de cargos públicos como órganos intermedios imprescindibles pa-
ra el ejercicio del poder y, finalmente, la representación del
territorio (Land) introducen otras tantas limitaciones (3). To-
dos estos elementos completan la institucionalizaeión del poder
Hel príncipe, pero no hay que olvidar que son sólo "complementos"
y, como tal, limitados. Por tanto, "sólo el todo es ilimitado"
(1) Pág. 240.
(2) Pág. 2 54-5. En su virtud, añade que jamás ha existido una
monarquía absoluta como forma constitucional, pues, inclu-
so en los Despotismos orientales había limitaciones deriva-
das del respeto a la religión (Esto ya lo había señalado
MONTESfiUIEU, "Esprit des Lois", Lib. V, Cap. XIV (pág. 68
de la edición citada).
(3) Pág. 256.
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(l). La consecuencia trascendental de esta institucionalización
es que "la ley no debe ser sólo una exigencia interna de su con
ciencia (del monarca), cómo quieren los absolutistas, sino una
limitación externa de carácter jurídieo-estatal" (2). Esto sig-
nifica que la Constitución debe establecer la prohibición de
que el rey infrinja la ley, pero no debe ni puede establecer
su destronamiento en caso de infracción, porque ello supondría
la existencia de un poder por encima de aquél ("prima sedes a
nemine iudicatur") (3). Sin embargo, para STAHL, el juicio de
las generaciones presentes y futuras (Welt und Nachwelt) y el
resultado del gobierno constituye ya un Tribunal moral (4)«
La relación con la ley tiene, además, otra consecuencia: que
donde aquélla no decide, sino que sólo los hombres con su per-
sonal opinión pueden decidir, es el monarca el encargado de ha-
cerlo (5)« Esto significa que el rey tiene una competencia resi-
(1) "Alie Erganzuhg aber ist zugleich Schrankej denn nur das
Ganze ist unumschrankt" (p. 256).
(2) Ibidentw De este modo STAHL se acerca a lá concepción tomista,
según la cual el príncipe está sujeto a la "vis directiva"
de la ley, aunque no a la "vis coactiva". Pero lo que para
Santo Tomás es una limitación de carácter1 fundamentalmente
moral, adquiere carácter jurídico para STAHL, aunque en la
práctica la cuestión no tiene mayor trascendencia ya que no
puede exigirsele responsabilidad por él incumplimiento.
(3) Pág. 257. Este punto será expresamente rechazado por ANSCHUTZ
(MEYBR-ANSCHUTZ, "Lehrbuch...", cit. pág. 305 en nota a),
(4) Pág. 259.
(5) Id.
 :
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dual. Por otra fiarte, es importante recordar que el binomio
ley-monarca no ofrece para STAHL carácter "antinómico alguno
I (en cuanto aquélla emanase de un órgano distinto), sino que la
I ley es obra del rey, y debe aparecer como válida en cuanto ema-
> nada de él, aunque, una vez objetivada, constituye un límite
' a su actuación (l).
El poder del monarca tiene, junto al soporte sobrenatural exa-
minado, otros soportes naturales. Ante todo, el mando del ejér-
cito, que es lo consustancial y lo históricamente originario
en aquél. Frente a Federico el Grande, sostendrá STAHL qué es
falso caracterizar al monarca como "primer servidor del Estado".
£1 dato esencial es su condición de "primer señor de la guerra"
(Schussherr)» Otro soporte natural importante, común en este ca-
so a la nobleza, está constituido por los bienes raíces, en
cuanto base fáctica necesaria para el ejercicio del poder (2).
(1) Estas ideas recuerdan la vieja imagen medieval del principe
como "pater »t filius iustitiae".
(2) Ob. cit. pág. 247-9. Sobre la importancia de la vinculación
histórica del mando militar al mortarca, vid. 0. HINTZEs "Das
monarchische Prinzip und die konstitutionellé Verfassung".
Preussische Jahrbücher, 1911. También BELLINEK destacó este
puntos "la formación monárquica de las instituciones esta-
tistas tiene una estrecha relación con la guerra, que pugna
por concentrar la dirección del Estado en unas solas manos"
(ob, cit-. pág. 536). Vid. también, desde otra perspectiva* la
sugerente construcción de JOUVENEL, siguiendo a DUMEZIL, que
apunta el origen carismático de la autoridad (dux) y la nece
saria institucionallzación posterior en un "rex": "La sobera
nía". Trad. española, Madrid, 1957, pág. 78 y ss.
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En conexión con esto, rechaza más adelante el sistema de "lista
civil", alegando que la dignidad de la posición del príncipe
exige que los medios precisos para su mantenimiento así como pa
ra la conservación del esplendor de la Corona sean un derecho
propio de aquél ¡y no una concesión del pueblo (l).
Esta Monarquía, acorde con el plan de Dios, enraizada en la
ley natural e integradora de los distintos niveles del poder
desde los orígenes (en la familia patriarcal) está revestida
de una sublimidad que es tan extraña á la República como a la
teoría monárquica liberal. Según ésta, hay un individuo titular
del poder ejecutivo, un supremo servidor hereditario del Esta-
do, pero ello nada tiene que ver con todo lo específico de la
monarquía (2). Para STAHL "un rey temeroso dé Dios e inspirado
por él es lo más glorioso que puede existir en la tierra" (3).
Lo típico de la construcción de STAHL es que con ella no se prp_
pone apoyar ningún tipo de "Restauración". La monarquía que dej»
cribe es para él la culminación de un proceso histórico, a tra-
vés del cual ha llegado a adquirir su verdadero sentido. Frente
(1) Pág. 269. A este respecto, afirma expresamente que el siste«
ma inglés, en que la dotación del monarca puede ser dismi-
nuida o incluso, suprimida, carece de aplicación en el Esta-
do constitucional alemán (id. pág. 272).
(2) Pág,,260 y también 237-
(3) nEin gottesfürchtiger und von Gott erleuchteter KSnig ist
das herrlichste, was es auf Erden geben kann" (pág. 260)
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a esta tesis, autores contemporáneos han destacado que la doc-
trina del "principio monárquico" no podía invocar en Alemania
una legitimidad histórica (l). En todo caso, la influencia de
STAHL fue enorme y sirvió para determinar el contenido concep-
tual de la "monarquía limitada" en torno a los siguientes ele-
mentos: soberanía del rey, que es titular de todo el poder esta-
tal, pero que no lo ejerce por sí solo sino en colaboración con
otros órganos; predominio absoluto del monarca sobre el ejérci-
to, y derecho propio de aquél a disponer los medios necesarios
para su sostenimiento. Más adelante, tendremos ocasión de com-
probar la trascendencia de estos principios en la Constitución
prusiana de 1862»
4. Antes de cerrar esta exposición, vale la pena reseñar, aun-
que sea someramente, otra construcción de la monarquía (no
estrictamente del "principio monárquico1') que no tuvo ni mucho
menos lá repercusión de la de STAHL pero que refleja de manera
patente el afán de utilizar la institución monárquica, como ga-
rantía de estabilidad frente a la sociedad dividida del s. XIX.
Se trata ahora de un gran teórico de la política y la adminis-
(l) Así BOCKENFORDE afirma, frente a E. HOLZLE, que sólo el
antiguo Imperio tuvo una legitimidad derivada de la conti-
nuidad histórica. Ni los Estados alemanes tras Napoleón y
el Congreso de Viena ni la vía de Bismarck hacia la unidad
mantuvieron aquella continuidad. El nuevo Imperio alemán
se constituyó como federación de príncipes y sobre la base
de una nueva legitimidad, nacional (ob. cit. pág.. 132-3).
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tración, Lorenz VON STEIN, cuyo análisis, basado en HEGEL y
con muchos puntos comunes con el de MARX, aunque difiera radi-
calmente en el resultado, huye de cualquier entronque metafi-
sico y tiene un marcado carácter funcional.
STEIN (l) parte, como HEGEL, del dualismo Estado-Sociedad, ba-
sados en la libertad y la propiedad, respectivamente. El orden
social es un orden de sometimiento, ya que la propiedad engen-
dra la dependencia de los no propietarios respecto dé los pro-
pietarios. Por ello, "la. sociedad no puede producir ni produci~
rá nunca, la libertad por sí misma, es constantemente el domi-
nio de una clase sobre la otra" (2). Frente a ella* el Estado
tiene por misión el más alto desenvolvimiento de todo individuo
en base al principio de libertad. Pero la clase dominante nece-
sita asegurar el mantenimiento de su situación y sólo obtiene
esa seguridad mediante la posesión del poder supremo. De ahí
surge el conflicto entre Estado y Sociedad en el que el primero
normalmente sucumbe al adueñarse la clase dominante del poder
supremo ( 3 ) ,-
STEIN reconoce que en pura teoría "la expresión verdaderamente
acabada de la idea del Estado sólo es aquélla en que, en virtud
(1) "Geschichte der sozialen Bewegung in Frankreich von 1789
bis auf unsere Tage" (I85O). He manejado la traducción es
pañola parcial de Tierno Galván bajo el título de "Movi-
mientos sociales y Monarquía". Madrid, 1957«
(2) Ob. cit. pág. 26l.
(3) Id., pág. 262, 280 y passim.
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de su Constitución, la reunión de todas las voluntades indivi-
duales en una voluntad personal general acontece merced al ac-
to libre de autodeterminación de cada uno" (1). Esta forma de
Estado, en la que cada individuo se perfecciona como tal y que,
a su vez, sólo existe por y en cada individuo, es la forma y la
íntima naturaleza de la República (2). Pero esta forma es un
ideal y precisamente por serlo se vuelve a ella el pueblo cuando
lucha contra cualquier tipo de sometimiento (3). En la realidad,
el conflicto entre la clase propietaria y la no propietaria ha-
ce que el concepto de "pueblo" sea una abstracción que sólo coa
prende, de hecho, al elemento dominante, por lo que no existe
 v
la voluntad general tal como ha sido definida. El fundamento
del republicanismo histórico, no ideal, reside en la "soberanía
de la sociedad", es decir, de la clase dominante (4)• Con ello
el orden social se erige en armazón del orden estatal, que no
puede ya cumplir s$ misión de garantizar el desarrollo del in-
dividuo en la libertad. Y aquí es justamente donde ve STEIN la
i
diferencia práctica esencial entre la República y la Monarquía
(5)« Porque la monarquía hereditaria es para él la única insti-
tución que permite a la idea del Estado elevarse sobre la socie-
dad, proporcionándole una representación situada por encima de
(1) Pág. 364.
(2) Pág. 365-6.
(3) Pág. 366.
(4) Pág. 384-6.
(5) Pág. 388.
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todo interés social (y, como tal, particular). En su virtud,
el monarca debe ser titular del poder supremo, sustrayéndolo
así al conflicto social, pero ello entra en contradicción con
la tesis anterior de que dicho poder corresponde a la clase do-
minante (1). Y es que, en efecto, esta clase intentará por to-
dos los medios la posesión del poder supremo, bien sometiendo
a la monarquía, bien, si ello no le es posible, sustituyéndola
por un régimen republicano, que no tendrá otro sentido que el
de la pura ausencia de monarquía. Si el conflicto se resuelve
a favor de la clase dominante, la monarquía, de mantenerse, que
dará reducida a una representación inanimada de la ideal del
Estado, que concitará, además, la oposición de la clase domina-
da, para la que aquélla aparecerá como un instrumento al servi-
cio de la opresora. Si, por el contrario, triunfa la monarquía,
sería a costa de la destrucción del orden social, instaurándose
una pura dominación basada en la primacía de la burocracia de-
pendiente del monarca. En ambos casos el Estado se destruye y
es cuestión de tiempo el estallido del conflicto (2). La única
posibilidad de que la monarquía .mantenga su autonomía y cumpla
su misión de superadora de las tensiones sociales consiste en
"ponerse a la cabeza de la reforma social en nombre de la bene-
ficencia y la libertad, con toda la prudencia, dignidad y ener-
gía que convienan al poder supremo del Estado" (3)« Frente a la
(1) Pág. 264-6.,
(2) Cfr. pág. 266 y ss. y en especial, pág. 312-3, donde se
resume la tesis.
(3) Y añade: "Toda monarquía que no tenga el valor moral de con-
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República que, en el esquema de STEIN, perpetúa la injusta de-
sigualdad de las clases y el consiguiente conflicto (l), la "m£
narquía de la reforma social" aparece como la única forma polí-
tica capaz de componer, desde su posición imparcial, los inte-
reses contrapuestos y de superar el antagonismo.
vertirse en monarquía de la reforma social será una sombra
vana, caerá en el despotismo o sucumbirá a la república"
(pág. 313).
(1) Para STEIN, la república verdadera, esto es, la que se basa
en la soberanía popular sólo puede existir en cuanto se eli
mina el conflicto de clases, lo cual, a su vez, es única-
mente factible en tanto que se pueda pasar de la no propie-
dad a la propiedad. Ello, en fin, sólo puede suc&tíer cuando
la adquisición de bienes depende exclusivamente del .trabajo,
pero no de otros factores. Históricamente esa relación entre
bienes propios y trabajo adquisitivo ha presentado distin-
tos grados de desenvolvimiento, que corresponden a otras
tantas épocas de desenvolvimiento de la sociedad y de la
Constitución mismas (pág. 392 y ss«) Por lo tanto, "la idea
de una Constitución general ^republicana, edificada positi-
vamente sobre la realización de la soberanía popular es una
abstracción incorpórea y en modo alguno práctica" (pág.
397)• Hay tantas constituciones republicanas como relaciones
existentes entre bienes propios y trabajo adquisitivo,. Estas
distintas Constituciones "son, en su mutua relación, aproxi-
maciones graduales a la verdadera relación entre trabajo y
propiedad concreta, y sólo en este sentido constituyen esla-
bones del más alto desenvolvimiento de toda soberanía popu-
lar" (id., subrayado original).
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La construcción de STEIN, tan alejada del ropaje teológico que
reviste la de STAHL y los tradicionalistas franceses, como del
desprecio de HEGEL hacia la "voluntad general" tiene un sentido
netamente funcional. La forma política ideal es la república,
pero el análisis de la realidad muestra que la sociedad está
escindida en una clase dominante y otra dominada. Como la repú-
blica "real" no supone, en esas condiciones, sino el manteni-
miento de la dominación, hay que instrumentalizar la monarquía
como institución imparcial que actúe de motor del cambio y per-
mita superar el conflicto (l). El "monarquismo" de STEIN se in-
serta, pues, en el presente, mira hacia el futuro y se caracte-
riza por acentuar no tanto la institución en sí como su dimen-
sión social "integradora". No fue ese precisamente, sino más
bien el contrario, el sentido histórico del "principio monárqui-
co" , cuya aplicación práctica no intentó eliminar tensiones por
la vía de la reforma (aunque algunas fueron inevitables), sino
adaptar el nuevo orden social al viejo orden monárquico.
(1) Sobre la actualidad del pensamiento de STEIN, vid. DIEZ
DEL CORRAL, en el prólogo a la traducción española de la
obra comentada, pAg. LXVIII y ss. No obstante, LOEWENS-
TEIN ha señalado las dificultades de que la Monarquía, con
su tendencia a mantener el "statu quo", trabaje en favor
de la justicia social (cfr. "La Monarquía...", cit. pág.
167-8).
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II.- LAS CONSTITUCIONES
1. La Revolución francesa y las posteriores campañas de Napo-
león sembraron en los Estados alemanes la conciencia de la
necesidad de rehacer el orden político sobre bases» si no nue-
vas, sí, al mends, remozadas. La recepción de los principios
fundamentales de ese orden en un texto escrito fue la fórmula
utilizada por los príncipes para subvenir a tal necesidad. Este
es, en toda su áimplicidad, el significado de la "monarquía
constitucional" alemana en su origen histórico, lejos, como an-
tes se apuntó, de las resonancias democráticas que el lenguaje
vulgar atribuye hoy a esa expresión. La Carta francesa de 1814 \
sirvió de,jacúlelo* pero los textos alemanes lograron la formula- \
ción más acabada y, en esa medida, más coherente, del "principio i
monárquico" que reflejaba la superioridad del rey frente al ór- |
gano dé representación popular, en contraposición a los sistemas ,
basados en la supremacía del Parlamento (l). Las construcciones
doctrinales y, en particular la de STAHL, no hicieron sino pro-
(l) Sobre estas dos posibilidades de manifestarse la monarquía
constitucional, cf,r. JELLINEK, ob. cit. pág. 533-41 quien
las considera como las formas más habituales,' en contraste
con la que implica el equilibrio entre rey y Parlamento,
que, pese a ser la más rara, es la contemplada en el princi-
pio de la división de poderes de MQNTESQUIEU. Vid. también
KELSEN, ob. cit, pág» 429. La mejoí* exposición general re-
ciente es de LOEWENSTEIN, "La Monarquía en el Estado moder-
no", cit. pág. 50 y ss. y sobre el modelo alemán en particu-
lar, vid. B6CKENF0RDE: "Der deutsche Typ der Konstitutione-
llen Monarchie im 19, Jahrhundert", en "Staat, Gelsellschaft,
Freiheit», Frankfurt-am-Main, 1976, pág. 112 y ss.
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porcionar empaque teórico a la singular posición que los textos
positivos atribuían al monarca (l). La formulación clásica del
principio monárquico se contiene en el Título II, § 19 de la
Constitución_bavara. ,d.e,..JL 818 : "El Rey es el Jefe del Estado, reú-
ne en sí todos los derechos del poder del Estado y los ejerce
conforme a las determinaciones acordadas por él y fijadas en
el presente documento constitucional" (2)* Este principio fue
declarado obligatorio por el art. 57 del Acta adicional de Vie-
. na para todos los miembros de la Federación alemana, con excep-
ción de las ciudades libres (3)- A la vista del precepto, es
(1) No procede aquí el estudio pormenorizado de los múltiples
textos, sino sólo destacar los rasgos comunes que carac-
terizan el sistema.
(2) "Der Konig ist das Oberhaupt des Staats, vereiningt in
sich alie Rechte der Staatsgewal"t und übt sie unter den
von ihm gegebenen, in der gegenwHrtigen Verfassungskunde
festgesetzen Bestinanungen aus". En el Imperio austrohúnga
ro se ha visto un antecedente del principio en la Pragmá-
tica-Sanción de 1719 que declaraba al monarca "sujeto" ún
co del poder del Estado (cfr. PERNTHALER, ob. cit. pág.
103).
r
(3.) "Cosío la Confederación alemana está formada, a excepción
de las ciudades libres, por principes soberanos, resulta,
a consecuencia de este concepto fundamental, que el poder
total del Estado ha de permanecer unido en el Jefe del
Estado, y el soberano sólo puede, mediante una constitu-
ción particular, ser obligado a asociarse a los estamen-
tos o clases para el ejercicio de determinados derechos".
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innegable que el monarca no recibe su poder de la Constitución,
en claro contraste con el sistema belga de 1831a sino que la
misma aparece como limitación del poder propio de aquél o, más
exactamente, como "autolimitación" (l). De este modo quedan
deslindadas las dos vertientes de la titularidad y el ejerci-
cio del poder. El rey es titular de todo el poder antes de la.'
Constitución, y por encima de la misma, pero no puede ej-ercerii» "
sino en la forma establecida en ella (por el propio rey) (2).
La conclusión lógica de estas premisas es que el monarca "otor
ga" la Constitución por un acto gracioso, pero no siempre £U>Q£-
dió así históricamente, existiendo diversos ejemplos de consti-
tuciones acordadas entre aquél y las representaciones estamen-
(1) Vid. por todos» JELLINEK, ob. cit. pág. 533.
(2) Esta doble vertiente teórica de la posición del monarca ha
sido expresivamente reflejada por BOCKENFORBE mediante una
distinción escolásticaí el rey está por encima de la Cons-
titución "quoad substantiam", pero está sometido a ella
"quoad usum" (cfr. ob. clt. pág. 115)- El derecho del ato-,. v
narca anterior a la Constitución tiene la consecuencia de
que aquél adquiere el poder "ipso iure" por el mero hecho
de la sucesión (reminiscencia de la vieja concepción expre-
sada en el aforismo "rex non moritur")» a diferencia de las
Constituciones basadas en la soberanía nacional, en las que
el monarca no accedía al poder en tanto no juraba fideli-
dad a aquélla. De este modo, en el sistema del "principio
monárquico", la ceremonia de la coronación carecía de toda
relevancia jurídica (cfr. MEYER, ob. cit. pág. 308-9, que
hace la salvedad de que la Constitución prescriba lo con-
trario) .
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tales (Stande) (l). Esta constatación desvela ya en parte el
carácter de compromiso que tuvo de hecho, al margen de la teo-
ría, el modelo alemán examinado, como se verá más adelante.
Conforme al "principio monárquico" el rey es, pues, soberano,
posee el poder constituyente y es el centro del que emanan to-
das las competencias estatales, que, sin embargo, no son ejer-
cidas por él en exclusiva, sino en colaboración con los órga-
nos llamados a ello por la Constitución. Pero el principio no
autoriza en modo alguno a identificar al monarca con el Estado,
a semejanza del absolutismo, sino que, establecida la Constitu-
ción, el rey está ert el Estado y en cuanto órgano del mismo sus
competencias son competencias estatales, sin que pueda alterar
el esquema de las mismas previsto en la Constitución (2). La
consecuencia de la posición privilegiada del monarca se traduce
en la atribución de una competencia residual para los casos no
previstos, pero no en la identificación de aquél con el Estado.
Esta interpretación abusiva del principio monárquico fue recha-
(1) Por ejemplo, la de Sajonia-Weimar (1816), Württemberg
(1819), Sajonia (1831), etc. (cfr. BOCKENFORDE, ob. cit.
pág. 117 y nota 22 y 23 en pág. 137).
(2) Sobre el problema de si el monarca puede "revocar" la Cons
titución que ha otorgado y suprimir así la "autolimita-
ción", vid. aupra, pág. 85 en nota, donde se sostuvo que
el criterio jurídico a seguir es el de que la Constitución
no puede modificarse sino por el procedimiento que ella
misma establezca. Naturalmente que a nivel teórico o, más
bien, ideológico, el problema no se planteaba en esos tér-
minos .
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zada por la doctrina más autorizada (1).
2. La principal limitación (.o "autolimitación") del poder del
monarca se produce precisamente en el ámbito de la potestad
legislativa, cuyo ejercicio es compartido por aquél y ] as re-
presentaciones Estamentales", conservando esta expresión su sig
nificado genuino, toda vez que una de las características del
sistema es que la Asamblea no se.configura como representación
del pueblo en el sentido inorgánico típico de las Constituciones
basadas en la soberanía nacional o popular, sino como reflejo
de la estructura social orgánicamente articulada en sus distin
tos estamentos y cauce por el que la sociedad se integra en
el Estado, al modo desarrollado en el esquema hegeliano. Otra
precisión importante es que la competencia concurrente sobre
la legislación no deriva de concepción "doctrinaria'1 alguna,
que implicarla la titularidad compartida de la soberanía (2),
sino que apunta únicamente al ejercicio de esa potestad, con
lo que se salva la cuestión de principio (soberanía monárquica)
y se resuelve el problema práctico de la participación social
en la tarea legislativa. Él art. 62 de la Constitución prusia-
na de l85O contiene la formulación paradigmática:
I
i
(1) Así, MEYER-ANSCHUTZ, ob. cit. pág, 272, especialmente en
nota 6, donde se afirma que tales exageraciones del prin-
cipio monárquico no hacen sino causar daño al propio prin-
cipio, y son arbitrarias (willkürlich). Vid. también, JE-
LLINEK, ob. cit. pág. 513•
(2) Tal como sucede, por ejemplo, en las Constituciones españo-
las de 1845 y 1876, calificadas justamente de "doctrinarias"
por no estar resuelto el problema de la soberanía.
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"El poder legislativo será ejercido colectivamente por el
Rey y las dos Cámaras.
El acuerdo del Rey con ambas Cámaras es necesario para
toda ley".
La clave de la limitación del poder del rey consiste en que é»"
te ha de pronunciarse necesariamente sobre el contenido aproba-
do por las Cámaras (l). La voluntad del monarca es la que, en
definitiva, hace la ley, pero debe referiese precisamente a ese
contenido. Sin embargo, es libre de prestar o no su asentimien-
to. En otros términos, la sanción real conserva aquí todo su
significado, que se traduce en la facultad de veto absoluto,
negando la sanción al texto adoptado por las Cámaras (2).
(1) Sobre el valor jurídico de la "determinación del conteni-
do", recuérdese la postura de LABAND y la critica de CARRE
DE MALBERG.
(2) El constitucionalismo monárquico alemán acentúa extraordi-
nariamente la importancia de la sanción. Como es sabido la
facultad de sancionar la ley suele considerarse inherente
al titular de la soberanía. Incluso los autores que cons-
truyeron el "principio monárquico" sobre bases más estric-
tamente jurídica, consideran inconcebible, al menos en Ale-
mania, que el rey esté excluido de la legislación: "Ein
Monarch ohne «ttatarechtlichen Einfluss auf die Legislative
ist áber, jedenfalls nach deutscher Auffassung und Tradi-
tion, kein Monarch" (MEYER, ob. cit., pág. 500). ("Un aonar
ca sin influencia jurídico-pública sobre el legislativo, no
es en modo alguno monarca, al menos conforme a la concepción
y tradición alemanas"). Este dato distinguía a los reyes
del Kaiser, pues éste no era el soberano, sino el Bundesrat,
al que correspondía la sanción.
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Lrf última, y también decisiva característica, estriba en la
existen^^ai^^jun^^conceg^to material de ley", en cuya virtud las
Cámaras sólo pueden regular determinadas materias, que se deno-
minan "materias reservadas a la ley", por constituir su conteni-
do propio y privativo (l). Este concepto material <Ie ley puede
resumirse en la cláusula "libertad y propiedad", conforme a la
cual se incluye en la reserva legal cuanto atente a los mencio-
nados derechos fundamentales de los individuos (2). Ha de seña-
larse que la cláusula en cuestión no figuraba constitucionaliza-
da en el texto prusiano, sino que se construyó por la doctrina,.
dando pié a la célebre dicotomía ley formal-ley material que,
aparte otras no menos célebres implicaciones, permitió reforzar
la intervención de las Cámaras mediante la interpretación exten
siva de dicho concepto material de ley (3). En todo caso, la
competencia limitada de las Cámaras (y del Rey) sobre la legis-
lación tenía como contrapartida el reconocimiento de la potestad
reglamentaria exclusiva del monarca respectó de aqUellas mate-
rias que no formaban parte de la reserva legal y a las que, por
(1) Vid. sobre esta cuestión y sus diversas implicaciones, GALLJ5
GO ANABITARTE: "Ley y Reglamento en el Derecho público occi-
dental". Madrid 1971. Pág. 275 y ss.
(2) Esta cláusula, según THOMA, la importó VON STEIN de la rea-
lidad política inglesa. Cfr. GALLEGO, ob. cit. en nota an-
terior, pág. 275-6.
(3) Cfr. BOCKENFORDE, ob. cit. pág. 119, y GALLEGO, id. pág.
278. . '
••'?.>*•:•
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ello mismo, se les negó incluso carácter jurídico. De este mo-
do, se aseguraba al rey la disponibilidad absoluta sobre los
asuntos que, supuestamente, no afectaban a los derechos de los
subditos y, en particular, sobre toda la organización adminis-
trativa (l). Junto a esta potestad reglamentaria autónoma, el
rey tenía también la ejecutiva de las leyes, conforme a la re-
gla general a los diversos sistemas.
3. El despliego de las facultades del monarca encontraba su ám-
bito natural en el Gobierno y la Administración. También en
Alemania se aplicó el principio del "gobierno ministerial" (M^
nisterregierung). El planteamiento teórico era idéntico al in-
glés en sus orígenes y al belga de 1831. El Gobierno ministe-
rial resultaba el correlato obligado de la irresponsabilidad
del monarca (2), transfiriéndose la responsabilidad mediante la
técnica del refrendo (3)< Ello no impedía la plena subordina-
(1) De ahí «urgió después la conocida (y arbitraria) distin-
ción entre reglamentos jurídicos y administrativos. Vid.
GALLEGO, ob. cit. pág. 282-3. %
(2) La irresponsabilidad del monarca se justifica por el prin-
cipio teórico de que, en cuanto portador del poder del Esta-
do, no puede aquél estar sometido a la jurisdicción de otro
órgano. Vid, por todo» MEYER, ob. cit. pág. 275•
(3) Naturalmente, la transferencia de responsabilidad no impli-
caba aquí que el ministro refrendante fuera siempre el autor
material de la decisión, como sucede en el refrendó de res-
ponsabilidad típico del parlamentarismo, pero no cabe duda
de que 4fL refrendo, en cuestión era también "de responsabili-
dad", pc|rque, aparte dV la eventual civil y penal, implica-
ba relativamente la política en cuanto podía colocar al «i*
I: • / . .
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ción de los ministros a las decisiones del monarca, puesto que
dependen en exclusiva de su. confianza, Pero, a diferencia de
Bélgica e Inglaterra, a la confianza del rey no vino a añadir-
se, primero, y a sustituir, después,la dependencia de la Asam-
blea a través del voto de censura. En la Alemania del siglo XIX
no llegó a cristalizar ninguno de los elementos esenciales del
parlamentarismo, pese a algunos intentos doctrinales en ese
sentido (l)« La responsabilidad ministerial por los actos del
monarca no desembocó nunca en la facultad de las Cámaras para J
derrocar al Gobierno, ni, menos aún, en la formación de Gabine-
tes como reflejo de la mayoría dominante en aquéllas* A falta
dé sanciones jurídicas concretas» la responsabilidad ministerial
permitió, a lo sumo, establecer una cierta relación del Gobierr
no con la Asamblea por la vía de interpelaciones y preguntas_. '%* '
que desbordaban, en rigor, el esquema teórico, pero no impedían
que, de hecho> el rey "reinara y gobernara" (2).
nistro como blanco de la critica de las Cámaras, si bien
éstas nunca podían jurídicamente destituirla u obligarle a
dimitir. A este respecto, ha subrayado MEYER que, antes
del constitucionalismo, ya existía en Alemania el refrendo
para autentificar la firma del monarca, transformándose, ya
en el régimen constitucional, en refrendo de responsabili-
dad. Según e«te autor, en consecuencia, ambas clases de re-
frendo no aparecen históricamente como una alternativa sino
como una secuencia (ob. cit, pág. 277-8)»
(1) El más importante por obra de Robert VON MOHL.
(2) Esta mínima, responsabilidad ministerial ante la Asamblea ha
sido calificada d# ^constitucional" en contraposición a la
"parlamentaria",¿ten sentido análogo al que se otorga a este
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4. Más importante que esta posición del Gobierno, común, al fin
y al cabo, a
 ;toda monarquía "constitucional" en sus orígenes,
es la atribución del mando supremo del Ejército al rey de Pru-
sia (i). En apariencia, no hay en ello nada llamativo y, »ln
embargo, aquí reside, quizá, más que en ninguna otra de las ca-
racterísticas expuestas, la singularidad del sistema, incluso
frente a la "Charte" de 1814 (2). En efecto, el "Kommando gewalt"
prusiano tenía de particular el que, por costumbre constitucio-
nal, los actos del monarca como jefe.supremo militar (Oberbe-
fehl) estaban excluidos del refrendo ministerial. De este modo,
el Ejército no era "nacional" sino "real" y el mando sobre él
no formaba propiamente parte de las facultades constituciona-
les del monarca, sino que era una "reserva extraconstitucional"
del mismo (3)« El "Estado militar prusiano" tenía así su reali-
dualismo referido a la monarquía (BOCHEÍIFQRDE» ob. cit.
pág. 121). Este autor advierte que en tos orígenes del Go«»
bierno parlamentario en Inglaterra y Bélgica las relaciones
entre los ministros y el Parlamento se plantearon en térmi-
nos de mera responsabilidad "constitucional" evolucionando
gradualmente hacia el parlamentarismo.
(1) Artículo 46,
(2) El contraste es especialmente llamativo con la Constitución
belga de 1831, cuyos artículos Il8 y 119 colocaban al Ejér-
cito bajo completo control del Parlamento, Tampoco en Espa-
ña tuvieran nunca los reyes una disponibilidad semejante,
como se verá después.
(3) Cfr. Bo*ckenfSrde, ob. cit» pág. 122,
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dad fáctica junto al "Estado constitucional civil" (l), Con el
peligro inherente a este dualismo de que la nación nada pudiese
frente al poder militar, poco numeroso pero organizado, como
claramente vio LASSALLE en su certero análisis (2). Nunca,hasta
el final de la monarquía, prescindieron los reyes prusianos de
esta facultad.
La excepcional relación del monarca con el Ejército, pervivencia
flagrante del absolutismo, tuvo, sin embargo, una contrapartida
que debe ser consignada para evitar la deformación del modelo
examinado. Se ti£j*ta_de la facultad del Parlamento para aprobar ¡
el presupuesto (Budgetrecht), que se ha considerado Como el ver-
dadero contrapunto del principio monárquico, más todavía que la
participación de las Cámaras en la potestad legislativa (3). El
origen de tal facultad se remonta, como en toda Europa, al Esta-
do estamental (4) y cristalizó, en el Constitucionalismo, de
(1) Id.t Der "preussische Soldatenstaat" hatte so neben dem
"bürgerlichen Verfassungsstaat" in der Tat seine RealitSt.
La contraposición fue formulada por C. SCHMITT. El art. 108
de la Constitución de 1850 establecía, incluso, que "al ejé£
cito y a la marina no se les tomará juramento de guardar la
Constitución".
(2) "¿Qué es una Constitución?", trad. esp., 2§ ed. Madrid 1976,
pág. 74-77.
(3) Así, BOCKENFORDE, ob. cit. pág. 125.
(4) El derecho a consentir el impueJfco se refería originaria-
mente a los ingresos extraordinarios, que, con el tiempo,
se institucionalizaron al ser insuficientes los ingresos
ordinarios del principe (constituidos fundamentalmente por
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acuerdo también con la regla general, en el derecho del Parla-
mento a consentir los ingresos del Estado, procedentes en su
mayoría de los tributos. En este ámbito, la soberanía popular,
formalmente inexistente, encontró en Alemania un reducto en
qu.e desenvolverse con plena eficacia. El famoso conflicto pru-
siano sobre el presupuesto, surgido precisamente por la negati-
va parlamentaria a aprobar el aumento de los gastos militares
propuestos por el Gobierno para la reforma del Ejército, ilus-
\i tra de manera iniequívoca sobre el alcance de esa facultad (l). j
I La forzadadistinción entre ley formal y ley material permitió 1
"salvar" doctrinalmente la actuación del Gobierno, eludiendo la '
j \ competencia parlamentaria en base a considerar al presupuesto
como mero acto administrativo, que no tenía por qué ser aproba-
do por el Parlamento al no formar parte de la reserva legal (ley
material), pero no engaña sobre el problema de fondo, es decir, j
la plena competencia de la representación social para conocer y j
aprobar el presupuesto. Así lo demuestra la evolución posterior"?1
Como ha señalado BOCKEÑFORDE, el conflicto planteado en el ejer-
los rendimientos de los bienes que integraban el "Kammer-
gut")« Al advenimiento del constitucionalismo, el derecho
en cuestión se hallaba, pues, sólidamente enraizado en los
precedentes históricos. Cfr. MEYER, ob. cit. pág. 319 y ss.
(l) Sobre el conflicto, hay abundante literatura. Vid» como
muestra, BOCKEÑFORDE, ob. cit., pág. 128 y 129» LOEWENS-
TEIN, "La Monarquía...", cit. pág. 59 y ss. y, desde otra
perspectiva, el penetrante análisis de LASSALLE, en su con-
ferencia "¿Y ahora?" recogida en "¿fiué es una Constitución?",
trad. citadk, pág. 112 y ss.
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cicio de un dere;cho previsto en la Constitución no podía re-
solverse siempre en el sentido de que el desacuerdo del Parla-
mento dejaría en libertad al Gobierno para actuar a su arbi-
trio > pues ello hubiera supuesto la mutación del Constitucio-
nalismo en "pseudo-constitucionalismo" o "cripta-absolutismo"
(l). La evolución posterior confirmó plenamente el controver-
tido derecho del Parlamento (2) pero quizá el liberalismo ale-
mán había perdido ya "de una vez para siempre su vertebración
y consistencia" (3).
(l) Ob. cit. pág. 128. Por su parte, LASALLE no dudaba en
aplicar el calificativo de "pseudo constitucional" al ré-
gimen prusiano ("¿Y ahora"?, citado, pág. 130 y ss.). Re-
firiéndose al conflicto en cuestión, aconsejaba a la Cá-
mara no ceder ni un ápice de su derecho a aprobar el pre-
supuesto, pactando con el Gobierno, porque el pacto no
seria tal sino t!la bancarrota total del derecho públi-
co". Y añadía; "Si asi aconteciera, se habría instaurado
con toda felicidad la práctica constitucional bisraarckia-
na: en todos los conflictos planteados entre el gobierno
y el derecho de las cámaras' amparado por la Constitución,
son éstas las que tienen que ceder. Y triunfarla, de este
modo, el sistema de los precedentes" (id. pág. 144» subra-
yados originales).
(2) Aunque BISMARCK logró sustraer del presupuesto los gastos
militares, incluyendo en la Constitución imperial de l8?l
un precepto que "constitucionalizaba" la fijación de aqué-
llos. Este susterfugio le permitió cubrir parcialmente sus
objetivos, pero implicaba, indirectamente, el pleno reco-
nocimiento del derecho de la Cámara a aprobar el presupues-
to (cfr. BOCKENFORDE, ob. cit. pág. 129).
(3) LOEWENSTEIN: "La Monarquía...", cit. pág. 60.
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5. Para la dotación económica del monarca se utilizaron distin-
tos sistemas, con arreglo al desarrollo en cada país de la
diferenciación jurídica entre bienes del Estado y de la Casa
Real (l). En los Estados más importantes, en que la titulari-
dad estabal sobre los bienes dominialeis estaba ya consagrada,
se aplicaba el sistema de "lista civil", fijado bien por unas
ley sin periodicidad prestablecida (Prusia), bien al principio
de cada reinado y para toda la duración del mismo (Sajonia,
Württemberg). En. otros, él demanio (Domine) conservaba su s<*H*-
dición: de propiedad de la familia reinante (Badén), si bietv el
titulo jurídico;podía ser el de propiedad en sentido estricto
o simplemente fideicomieario. En este segundo caso, a veces su-
cedí-a que las rentas de tales bienes ingresaban en el Estado,
percibiendo el monarca una consignación anual con cargó a ella».
En un tercer grupo de listados, se realizó una distribución de
%o& bienes djemaníales «atre el Estado y la familia reinante, ,
lo que no impedía que la administración fuese única, efectuándo-
se la partición, ni 1* familia dejaba de reinar (He»ae). Por úl-
timo, unos pocos países carecían de disposición expresa sobre
la materia (Weimar, Braunschweig), estimándose que en ellos el
"Landesherr" debía ser considerado como titular del demanio, aun
/ •
que, por lo general, sólo lo fuera formalmente.
6. El Constitucionalismo monárquico alemán ha suscitado abun-
dante literatura, de excepcional importancia para el Derecho
(I) Vid. en detalle MEYER-ANSCHUTZ, ob. cit. pág. 322 y ss.,
cuya exposición recojo en forma esquemática.
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público europeo, en cuanto ella aportó los materiales que están
en la base del pensamiento jurídico moderno. Con referencia es-
tricta al "principio monárquico" y su significado, todavía hoy
se discute si bajo él se oculta una forma política pura, con
sústantividad propia, o si, por el contrario, no representa más
que una forma híbrida, de compromiso entre la soberanía monár-
quica en retirada y la soberanía popular que, en su irresisti-
ble ascenso, obligaba a aquélla a reducir sus prerrogativas tra
dicionales, arrancándole concesión tras concesión. A comienzos
de este siglo, 0. HINTZE (l) quiso ver en el "principio monár-
quico" la gran creación del espíritu alemán frente al parlamen-
tarismo que seria, a su vez, reflejo del espíritu británico.
En contra de esta tesis, C. SCHMITT (2) apuntó que el sistema
se basaba en un compromiso, no tanto entre el gobierno monárqui
co y el parlamentario} como entre el "Estado militar prusiano"
y el "Estado constitucional civil". Reanudada hoy la polémica
(3), los argumentos en favor del carácter mixto y transitorio
(1) "Das monarchische Prinzip und die konstitutionelle Verfas-
sung"> cit.
(2) "Staatsgefüge und Zusammenbruch des Zweiten Reiches. Der
Sieg des Bürgers über den Soldaten", Hamburg 1934> cit. por
BOCKENFORDE, ob. cit. pág. 113 y nota 9 en pág. 135• El ca-
rácter híbrido del "principio" fue también subrayado por
JELLINEK: "La transformación que sufre... la doctrina de la
soberanía del príncipe al transformarse en el principio mo-
nárquico, sólo puede explicarse poniéndola en relación con
la teoría de la soberanía popular" (ob. cit. pág. 354)-
(3) Vid. uña síntesis en el tan citado trabajo de BOCKENFORDE,
pág. 112-3 y passim.
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del "principio monárquico" parecen más decisivos. Lejos de ^ ~"
constituir una forma política pura (l), el sistema reflejaría ¡ f
el equilibrio inestable entre las fuerzas monárquicas tradicio
i nales, incapaces ya de mantener su poder omnímodo, y las nue-
| vas fuerzas sociales, que no se han impuesto por vía revolucio
i naria. De ahí, la superposición de residuos anteriores (abso-
I lutistas) con los nuevos factores, tan certeramente explicada
por JELLINEK (2), En este carácter, que hoy calificaríamos de
"reformista", estaría justamente el significado histórico de
la monarquía constitucional alemana» En su configuración jurí-
dico-politica aparecían elementos suficientes para hacer posi-
ble el tránsito__p_acífico desde el absolutismo hacia un régimen
democrático. Estos elementos (participación de las Cámaras en
la legislación» aprobación del presupuesto, relativa responsa-
bilidad de los ministros), eran análogos, cuando no idénticos
a los que en otros países presidieron la evolución ulterior ha-
(1) La ausencia de un principio político unitario que dote de
sustantividad a esta "forma" se refuerza por el hecho de
que la monarquía alemana del s. XIX no puede invocar en su
apoyo una legitimidad histórica, al modo de la inglesa. Esa
legitimidad existió en el antiguo Imperio, pero se rompió
tras las guerras napoleónicas y el Congreso de Viena. Des-
pués de la unificación, también hubo una nueva legitimidad,
ahora nacional (cfr. BOCKECFORDE, ob. cit. pág. 132-3,
PERNTHALER, ob. cit. pág. 111 j la opinión no es unánime).
(2) "Teoría General...", citada, pág. 511. Refiriéndose al "prin
cipio monárquico", éste autor ha puesto de relieve su cará£
. ter ideológico y político, al que se le puede dotar de un
contenido jurídico cualquiera (id. pág. 354 y 514)• El ca-
rácter "transitorio" del modelo alemán ha sido subrayado
también por LOEWENSTElN "La Monarquía...", cit. pág. 55.
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cía el parlamentarismo (l). Por qué en Alemania no se produjo \
esa_£3£iiluLción es un interrogante que no puede responderse aquí
(2). Quizá j>orque la monarquía, en vez de colocarse a la cabeza
— _ - - = — _.„_.. ..... . .,.._..... ... |
de la reforma social^ como, postulaba STEIN, se encastilló en sus i
posiciones obsoletas, creyendo que las declaraciones de princi*-
pios podrían^iejtener el curso imparable de los acontecimientos. /
Lo cierto es, como recuerda LOEWENSTEIN, que la "parlamentari-
zación del Reichstag", haciendo depender al Gobierno de su con-
fianza, produjo hasta octubre de 1918, con la guerra perdida y,
por tanto, cuando era ya demasiado tarde (3)»
(1) Recuérdese que, incluso bajo la "Charte" de 1814» basada
en el "prinqipio monárquico" dio sus primeros pasos en Fran
cia el régimen parlamentario.
(2) Según JELLINEK^^n la Alemania^ imperial era imposible la im-
plantación del ¿axJLajient.axJLs.jiio_jx»r las circunstancias histó-
ric~ajü "en parte a causa de la situación del canciller del
imperio como ministro prusiano, lo cual exigiría el gobier-
no parlamentario al propio tiempo en Prusia, y esto no es
posible, porque las mayorías del Reichtsg y del Landtag son
completamente distintas; de tjtra parte a causa del Bundes-
rat, el cual desaparecería como factor independiente de go-
bierno del imperio, pues perdería absolutamente toda impor-
tancia junto al emperador y al Reichstag y ante un canciller
imperial parlamentario" (ob. cit. pág. 533)• En contra,
BOCKENFORDE sostiene que si hasta la guerra mundial no se
llegó a una "parlamentarización" del gobierno del Reich, fue
porque no lo querían la mayoría de las fuerzas políticas de
la Asamblea popular, pero no porque lo impidieran los funda-
mentos del sistema constitucional. Por ello, cuando, durante
la guerra, se hace realidad al fin el parlamentarismo, esto
no era, desde el punto de vista estructural, una ruptura si-
no un desarrollo orgánico de la Constitución (ob. cit. pág.
130). La cuestión permanece abierta.
(3) "La Monarquía...", cit. pág. 62.
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D) LA MONARQUÍA "DOCTRINARIA"
El fracaso de la Restauración en Francia fue favorecido por la
conducta arbitraria de Carlos X, quien, al abusar de su "poder
de ordenanza", provocó el levantamiento popular y la caída del
régimen. Con ello se malograban las posibilidades que la propia
"Charte" encerraba en orden al desarrollo gradual del parlamen
tarismo (l) y se daba paso a la "Monarquía de Julio", consagra-
da por la "Carta constitucional de Í4 agosto 1830. Los supues-
tos ideológicos del nuevo régimen diferían profundamente de los
del anterior, pese a la analogía del contenido de ambos docu-
mentos y al mantenimiento del rótulo de "Carta" que los encabe-
zaba' Tales supuestos se condensan bajo la expresión "doctrina-
rismo", que refleja el compromiso entre las viejas y las nuevas
ideas en beneficio de la nueva clase dominante, la burguesía.
La "Monarquía de Julio", calificada de "doctrinaria", por sus
fundamentos teóricos u "orleanista"} por la rama familiar del
monarca, es el prototipo de una forma constitucional emanada de
ese compromiso (1). Pero, a diferencia del "principio monárqui-
(1) La burguesía liberal, enemiga del legitimisrao, se contenta-
ba con la aplicación integral de la "Charte", o, a lo sumo,
con la introducción de algunas modificaciones (en especial,
la supresión del "poder de ordenanza" del art. 14)• Esto,
incluso tras los acontecimientos de Julio (cfr. GODECHOT:
"Les Constitutions de la France", citada, pág. 243-4)-
(2) También es corriente denominar a esta forma monarquía "li-
mitada", como término medio entre la "absoluta" y la "parla-
mentaria" » El calificativo es poco preciso porque también
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co", que, basado también en una transacción entre el monarca y
la nación, descansa inequívocamente en la soberanía d6l prime-
ro, aquí el compromiso es todavía más patente en cuanto resul-
tado de la igualdad de las partes. Ni soberanía monárquica ni
soberanía nacional, sino compartida y, jurídicamente, soberanía
de la Constitución, que formaliza el pacto y el difícil equili-
brio entre las fuerzas antagónicas.
I.- LOS FUNDAMENTOS TEÓRICOS
1. DIEZ DEL CORRAL ha señalado con agudeza que "ser doctrinario
consiste precisamente en no tener lo que corrientemente se
entiende por doctrina" (l). Esta paradoja revela el carácter co-
el sistema del "principio monárquico" es monarquía "limita-
da". A veces se resuelve la cuestión afirmando que la monar-
quía "limitada" puede darse con separación de poderes (así,
la monarquía de Julio) o sin. ella ("principio monárquico"),
lo que no obsta a la imprecisión del término, que actúa co-
mo cajón de sastre. En mi opinión, ese criterio es poco sig-
nificativo, toda vez que la separación de poderes (= separa-
ción de órganos) ni es total en ningún régimen (y, desde
luego, nunca en la monarquía) ni falta absolutamente en nin-
guno. Se trata, pues, de una cuestión cuantitativa, escasa-
mente útil para categorizar. Más importante es, a nivel teó-
rico, la atribución de la soberanía y, a nivel de ejercicio
del poder, el contenido concreto de las facultades (alcance
de la sanción, derecho de disolución, régimen de la respon-
sabilidad ministerial, etc.).
(l) "El liberalismo doctrinario", citado, pág. 156. La exposi-
ción que se hace en el texto se basa, en sustancia, en es-
te autor.
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yuntural, contingente e históricamente condicionado que es
esencial al doctrinarismo. Si todas las construcciones teóricas
son hijas de su tiempo, esta filiación constituye en aquél su
razón de ser y marca estrictamente el límite de su ejercicio,
ROYER-COLLARD y Victor COUSIN en el terreno filosófico y GUIZOT,
en el histórico y en el jurídico-constitucional son los teóri-
cos principales del nuevo movimiento. Los' objetivos son, prime-
ro, la "modernización" de la monarquía, cuya pervivencia no se
cuestiona, y, en segundo lugar, paralelamente, la consolidación
en lo político del dominio económico de la burguesía. El telón
de fondo es la hostilidad a la Revolución y, en general, a todo
cambio traumático. En la época de la Restauración, ROYER-COLLARD
rechazó la idea de la representación, en cuanto equivalente a
soberanía nacional, por considerarla impregnada de sentido revo-
lucionario. Con ello pretendía evitar el enfrentamiento entre
las dos legitimidades, la monárquica y la nacional, porque el
resultado sería la eliminación de una de ellas y, por tanto,
siempre negativo. La coexistencia entre Monarquía y Asamblea
debería asegurarse sobre la base de la legitimidad monárquica,
que implica el sometimiento del rey al Derecho y deja, en con-
secuencia, espacio suficiente para el juego político de la bur-
guesía. Las ideas de COUSIN no hicieron sino proporcionar empa-
que filosófico a esta tesis. Para él, la "raison absolue" (im-
portada del idealismo alemán) es la fuente del derecho y de la
soberanía. Se encuentra, por definición, fuera del alcance de
los hombres, pero puede conseguirse una cierta aproximación, es
decir, una "representación" de aquélla justamente a través del
"gobierno representativo" (l). De este modo, a la "volonté gé-
(1) DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 228.
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nérale" como fuente del derecho y del poder se opone la "razón",
con clara, influencia hegeliana (l).
2. GUIZOT se encargará de adaptar estas ideas a las necesidades
. de la vida política. Según él, toda sociedad participa en
cierto grado de la verdad y la justicia. Ninguna razón indivi-
dual puede pretender, sin más, ser la encarnación de la razón
social. Ambas son dos momentos, objetivo y subjetivo, de un
mismo proceso. La representación es el medio de realizar la ra-
zón pública a través de la razón individual. Ahora bien, aunque
todos los hombres son iguales en voluntad, no todos participan
de la razón en el mismo grado. Por ell@j la representación sólo
debe corresponder a lofe más capaces (la "majorité des capables")
1 y
"Toda la construcción teórica sobre la razón abocaba así a un
concreto resultado político i los burgueses son los capaces de
dirigir la vida del Estado" (DIEZ DEL CORRAL). Sin embargo, la
capacidad racional no cumple su función, a juicio de GUIZOT,
más que a través de la colaboración de todos los capacitados,
que debe estar garantizada por la publicidad, es decir, por la
libre discusión basada en la libertad de prensa. Por último, la
organización del Estado debe estar presidida por la división de
poderes, porque un poder "de hecho" sólo lo es "de derecho" en
(i) Recuérdese la crítica de HEGEL a ROUSSEAU, considerando
que la "volonté genérale" no expresa lo racional en sí,
sino sólo lo que es común a las voluntades particulares
y que, por tanto, continúa siendo voluntad particular.
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tanto que actúe conforme a la razón y a la justicia (1). Pero,
como todo poder fáctico tiende a transformarse en absoluto y
ninguno de ellos tiene el monopolio de aquéllas, es precisa la
división (2). De este modo, GUIZOT fundamentaba teóricamente
los tres grandes principios políticos del doctrinarismo: sufra-
gio censatario, libertad de prensa y división de poderes.
3. Pero el telón de fondo.de todas estas elucubraciones doctri-
narias venía ya dado por el "perfeccionamiento" que Benjamín
CONSTANT habría introducido en la maquinaria estatal construida
por MONTESQUIEU (3). Observando, como éste, la realidad inglesa,
encuentra la clave del buen funcionamiento de las instituciones
británicas en la separación neta entre el "poder real" y el "po-
der ministerial" (4)- Es falso que el monarca ejerza el poder
ejecutivo; quienes lo ejercen de hecho son los ministros, solu-
(1) La distinción entre ambos conceptos deriva de la correspon-
diente a soberanía de derecho y soberanía de hecho. La pri-
mera no pertenece a nadie, en cuanto es soberanía de la ra-
zón. La segunda está dividida entre los diversos poderes
(cfr. DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 223 y ss. y 242).
(2) DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 236 y ss.
(3) Cfr., para lo que sigue, B. COKSTANT: "Principios de Polí-
tica", en "Curso de Política Constitucional", trad. españo-
la de F.L. YTURBE, Madrid 1968.
(4) CONSTANT distingue cinco poderes: real, ejecutivo* represen-
tativo tradicional (Asamblea hereditaria), representativo
de la opinión (Asamblea popular) y judicial (ob. cit. pág.
14).
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ción que, además, es la única compatible con la irresponsabili-
dad del Jefe deí Estado. El poder real es "neutro" mientras que
el ministerial es "activo" (l). Aquél entraña el derecho de man
tener lo que existe, en tanto que éste tiene como contenido tí-
pico el derecho de proponer el establecimiento de lo que aún
no existe (2). Sobre estas premisas se alza la famosa construc-
ción del "poder moderador"¡ que encarna en el monarca, colocado
por encima de los partidos y con la misión de asegurar que cada
poder se mantenga estrictamente en el ámbito de sus competencias
De este modo, la monarquía aparece revestida de una necesidad
indiscutible, en cuanto institución capaz de asegurar ese com-
portamiento neutral, asentado en la dignidad e independencia de
su titular, en contraste con la república, que no puede reali-
zar con éxito esa separación entre la atribución del poder su-
premo y la correlativa responsabilidad (3)' En la hábil formu~
lación de CONSTANT, la monarquía se hace compatible con la so-
beranía popular, siempre limitada, cualquiera que sea la perso-
na o colectividad a que se encomiende su ejercicio, y se hace,
(1) Ob. cit. pá'g. 13-U-
(2) Id. pág. 22.
(3) "Sólo cuando el poder es de tal suerte sagrado, cabe sepa-
rar de él la responsabilidad" (pág. 19-20). "Un poder repu-
blicano que se renueve periódicamente no es un ser apar-
te... ¿ ningún derecho tiene a la indulgencia por sus erro-
res, puesto que ha solicitado el puesto que ocupa". "Entre
un poder republicano no responsable y un ministerio respon-
sable, el segundo lo sería todo, y el primero no tardará
en ser reconocido como inútil" (pág. 20).
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La primera consecuencia fue la ruptura del principio de legi-
timidad (hereditaria) y, con ello, la negación de cualquier
"derecho propio" a ocupar el trono- La segunda, unida a la an-
terior, que Luis Felipe era "llamado" por el pueblo a ocupar
un trono vacante (l), lo que presuponía, indiscutiblemente, que
especialmente "Le National": "il nous faut une republique
deguisée sous une monarchie" (cit. por GODEGHOT, id. pág.
243)• A pesar de que los insurrectos vitoreaban a la Repú-
blica, la burguesía liberal no deseaba el cambio de régimen
contentándose con la aplicación estricta de la "Charte"
de l8l4> que, a su juicio, bastaría para impedir el "bor-
boneo" del monarca. El citado diario describió plásticamen-
te la situacióní "enfermes!; les Bourbons dans la Charte,
fermez exactamente les portes; ils sauterout inmanquáble-
ment per la fenétre". (citado por DIEZ DEL CORRAL, ob. cit.
pág. 332). Do ahí que la opinión dominante fueSe contraria
a la dinastía, pero no a la monarquía. Al conseguir su ob"
jetivo» aprovechando los sucesos de julio, los liberales
escamotearon a los republicanos su revolución (DIEZ, id.
pág. 333; DROZj id. pág. 119).
(1) El debate en el seno de las Cámaras opuso la tesis doctri-
naria, que negaba a aquéllas el derecho de "hacer" un rey,
teniéndolo sólo a proveer un trono vacante, a la de BERARD,
que postulaba la "proclamación" de Luis Felipe después de
que éste aceptase las condiciones fijadas por las Cámaras,
lo que suponía implícitamente el reconocimiento de la sobe-
ranía nacional, Como formalmente el trono no estaba vacan-
te, porque Carlos X había abdicado en el duque de Burdeos,
la fórmula resultante era que "l'intérét universel et
pressant du peuple fraricais appelait au trSne S.A.R. Louis-
Philippe d'Orléans".
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su poder derivaba en cierta forma de la voluntad popular. La
tercera3 que aquél no fue proclamado rey sino después de jurar
fidelidad al proyecto de Constitución aprobado por las Cámaras.
Ese texto, promulgado como "Carta const.iiuci-cuo.al11 el 14 de agos
tó de^1830, aparecía formalmente como modificación de la "Char-
te" de 1814, pero se distanciaba de ella en aspectos decisivos
(pese a la analogía en muchos otros), y es quizá más significa-
tivo por lo que omite que por lo que prescribe expresamente.
En primer lugar, desaparece el famoso preámbulo de 1814, y, en
consecuencia, la fundamentación del sistema en base al "princi-
pio monárquico". Ya no es el monarca quien autolimita su poder
en un acto gracioso, sino que la limitación es consecuencia de
un pacto entre el rey y la nación (l)« Ese pacto no se refleja
en el texto, pero está implícito en la cuidadosa omisión de
cualquier referencia a la titularidad de la soberanía. Ni se
atribuye al rey, como en 1814> ni a la nación, como en 1791•
El conflicto de legitimidades se elude simplemente.
Como la cuestión de principio (soberanía) no puede resolverse
sin abierta ruptura constitucional, el pragmatismo doctrinario
la soslaya y desplaza el centro de gravedad constitucional hacia
(l) Por ello, la monarquía de Julio ha sido calificada de
Selectiva y contractual" (GODECHOT, id. pág. 244» DIEZ
DEL CORRAL, id. 343), términos expresivos del carácter
mixto de la nueva legitimidad, aunque el primero de
ellos no es técnicamente correcto, pues, una vez de-
signado el nuevo monarca, la Corona era hereditaria.
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las competencias concretas de los órganos. Sin embargo, la con-
figuración del monarca no es equívoca. No es un mero órgano
con facultades delegadas por la nación soberana, como en 1791,
pero tampoco es "roi de France", sino "roi des Franjáis" (l),
coincidiendo ahora con la citada Constitución y con la belga
de 1831. El cambio de los supuestos se refleja incluso en la
tutela de la propia Carta, que no se confía al rey, como en
l8l4j sino a la guardia nacional y a todos los ciudadanos (2).
2. El ejercicio de la potestad legislativa es análogo al de
l8,14j pero con varias importantes modificaciones. Aquella
un tanto vergonzante "faculté de supplier le roi de proposer
une loi" que la "Charte" dejaba a las Cámaras como única posi-
bilidad de promover una determinada normativa, se transforma
ahora en una plena iniciativa legislativa, que corresponde tan
to a las Cámaras como al monarca (3)« Por otra parte, éste se
ve privado de su facultad de dictar "ordenanzas para la segu-
ridad del Estado", cuyo abuso había provocado la caída de Car-
los X. En adelante, el rey sólo podrá dictar reglamentos y or-
(1) Esa expresión había significado en 1791 que el rey es ins-
tituido como tal por la voluntad nacional, y alude ahora
a la misma vinculación con la nación si bien como resulta-
do de un pacto y no por delegación (cfr. DUGUIT, "Traite
de Droit Constitucionnel", cit., II, pág. 775-6).
(2) Cfr. art. 66.
(3) Cfr. art. 15.
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denanzas "para la ejecución de las leyes", sin poder en ningún
caso suspenderlas ni dispensar de su ejecución (1). Por último,
se coloca al ejército bajo control de las Cámaras, que deberán
votar anualmente el contingente militar (2) y autorizar, en su
caso, la admisión de tropas extranjeras al servicio del Estado
(3)« En contraste con el "principio monárquico" hay, pues, im-
portantes recortes <* la disponibilidad áv\ monarca ¡sobrv <~\
ejército.
Esta potenciación de las facultades de las Cámaras aparece como
el tributo pagado por el monarca a la nación que le ha entroni-
zado. Pero tiene su contrapartida en el mantenimiento de la san-
ción en su pleno sentido de veto absoluto. El monarca doctrina-
rio, como el del "principio monárquico", podría, de pleno dere-
cho, negar la sanción al texto aprobado por las Cámaras. Este
es el punto común más nétable entre ambos modelos (4)»
I
(l) Cfr. art. 13. Por lo demás este artículo configura al mo-
narca como Jefe supremo del Estado y le otorga el mando
militar y la facultad de declarar la guerra, concertar
tratados de paz, alianza y comercio, y nombrar los empleos
de la Administración, en términos idénticos a los de 1814 •
(2) Cfr. art, 69> que preveía la aprobación de una ley especial
regulando esta materia,
(3) Cfr. art. 13-
(4) Cfr. CARRE DE MALBERG, ób. cit. I, pág. 398-9- Según este
autorj el fundamento de la potestad legislativa del monarca
en arabas Cartas reside en que las mismas le configuran como
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3. La relación del monarca con los ministros y de éstos con
las Cámaras permanece> formalmente, inalterada. El rey les
nombra y dependen sólo de su confianza. Son "sus" ministros.
Pero se mantiene también la compatibilidad entre el ministerio
y el mandato parlamentario que, sorprendentemente, figuraba ya
en l8l45 así como la presencia de los ministros en las Cámaras,
y las facultades de la de Diputados para acusarles y de la de
los Pares para juzgarles. Si estos preceptos abrieron ya bajo
la Restauración la puerta al desarrollo fáctico del parlamenta-
rismo, durante la monarquía de Julio el Gobierno funcionó en
buena medida como parlamentario, y la inestabilidad ministerial
característica del régimen es una prueba, aunque relativa, a
este respecto (l). Pero el principio parlamentario triunfaba
"jefe supremo del Estado", en cuya virtud le corresponde
la decisión última. A mi juicio, esta tesis debe matizar-
se en el sentido de que la sanción le corresponde no tan-
to porque es "Jefe del Estado" cuanto porque es titular
del "poder supremo", (así, implícitamente, el propio CARRE,
vid. II, pág. 64-5). El problema es si un Jefe del Estado
debe o no ser necesariamente titular del poder supremo. So-
bre esta cuestión, muy condicionada por "prejuicios monár-
quicos", vid. después en el texto.
(l) El principio parlamentario que se impuso en los últimos
años del régimen, bajo el ministerio GUIZOT, era de alcan-
ce limitado, porque en ningún momento desapareció la exi-
gencia de la confianza del rey, lo que coincidía con las
ideas del propio GUIZOT. Este, a la cabeza del "partido de
la resistencia" consideraba que el Gobierno debía servir
de puente entre el rey y las Cámaras, sin que el monarca
se limitase a reinar, sino que debía ejercer sus poderes
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sólo en apariencia, ya que era propiciado por Luis Felipe en
tanto sirviese a sus designios de gobierno personal. El monar-
ca recurrió a la corrupción para granjearse el apoyo de la ma-
yoría de las Cámaras, mientras Guizot intentaba atraerse a la
burguesía con su famoso "enrichissez-vous". De este modo, el
régimen abocó a una insostenible contradicción, que ha sidü ad-
mirablemente analizada por STEIN (l). La "majorité des capables",
que habría pretendido con la monarquía de Julio confeccionar
un régimen a su medida, no se sentía ya representada por unas
Cámaras convertidas en instrumentos del poder personal del rao-
constitucionales en la plenitud de su sentido (cfr. DIEZ
DEL CORRAL, ob. cit. pág. 397 y ss.) Para muchos autores,
este principio de la "doble confianza" es la nota típica
de la monarquía orleanista (cfr. DUVERGER: "Institutions
politiques et droit constitutionnel": 123 ed. París 1971;
tomo 1, pág. 187).
(l) Cfr. "Movimientos sociales y Monarquía", citada, pág. 314
y sa. "La Cámara se encontraba en absoluta contradicción
con el principio de la sociedad, según el cual el interés
de toda la ciase dominante debe dominar al Estado" (pág,
323) "La monarquía de julio, precisamente a causa del sis-
tema de corrupción en la Cámara, tenía que llegar a un pun-
to en que la clase dominante de la sociedad industrial, no
vencida por ella, aceptase^ siguiendo su ley de vida, la
lucha abierta con el gobierno personal" (pág. 330, subraya-
do original). "En una sola noche, sin gran esfuerzo, sin
preparativos y '.asombroso! en parte sin que los combatien-
tes mismos tuviesen conciencia del posible resultado de su
lucha, se produjo el estallido. París hierve, y la obra de
dieciocho años, aquella hermosa construcción de la inteli-
gencia humana, se ve atacada y barrida por un viento de tem-
pestad. No queda ni un solo rastro de ella" (pág. 334)•
173
narca. Tras reclamar en vano la reforma parlamentaria (prohibi-
ción de que los funcionarios fuesen diputados) y la reforma elec
toral (reducción del censo), se lanzó a la oposición extraparla-
mentaria, dirigida contra la institución monárquica, hasta que
las revueltas sociales de 1848 le proporcionaron la ocasión de
hacer su revolución política• Frente al gobierno personal de Luis
Felipe, basado en el pseudo-parlamentarísmo, que aquél utilizaba
para someter a la clase dominante desde el punto de vista consti-
tucional, éste no tenía otra opción que eliminar a un rey al que
había creído dominar, pero que ahora le estorbaba (l).
4- El modelo "doctrinario"' u "orleanista" descrito ha quedado en
el Derecho público como paradigma de la monarquía basada en
la soberanía compartida entre el rey y la nación (y, por tanto,
en la no solución del problema de la soberanía), asi como en ia
dependencia de los ministros de la doble confianza del monarca y
de las Cámaras (y, por tanto, en la ausencia formal de parlamen-
tarismo) (2). Esta caracterización, quizá demasiado convencional,
(1) Cfr. STEIN, ob. cit. pág. 325. La influencia de Luis Felipe
en el desarrollo de los acontecimientos es un hecho compro-
bado históricamente. "Aunque respetando exteriormente la» re-
glas del juego parlamentario, el rey acabará por falsearlas
gravemente, y, como Carlos X, dejará de ser el arbitro para
convertirse él mismo en el jefe de un partido" (el de la re-
sistencia) (DROZ, ob. cit. pág. 130-1).
(2) La doble confianza supone el predominio fáctico del rey, que
puede cesar a los ministros al margen de la opinión de las Cá-
maras, y no a la inversa, ya que el cese o dimisión del minis-
tro debe ir firmado por el monarca. Es fácil apreciar los in-
terminables conflictos que pueden producirse en este sistema
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permite subsumir en el modelo a los regímenes surgidos en pare-
cidas circunstancia históricas. Pero hay que evitar el riesgo
de convertir la monarquía orleanista en un "tipo". Porque lo
esencual a este régimen es, paradógicamentej su carácter con-
tingente, coyuntural, que trata de adoptar las instituciones
políticas a una situación histórica de difícil equilibrio, en
tránsito hacia formas de organización más estables, normalmente
de tipo parlamentario. Si ya el "principio monárquico" suponía
un compromiso basado todavía en el predominio del rey, el doc-
trinarismo marca un hito, ahora fundado en la igualdad de las
partes, en el proceso histórico de consolidación de la sobera-
nía nacional, que desemboca fatalmente en el parlamentarismo,
si la monarquía se amolda, o en la república (parlamentaria o
presidencial) en caso contrario.
si uno y otras intentan hacer valer siempre la necesidad
de la confianza en cuestión.
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E) EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARLAMENTARIA
1. Las formas de configuración de la Jefatura del Estado hasta
ahora examinadas presentan la nota común de que su titula-
ridad corresponde hereditariamente a una dinastía. Tales regí-
menes son, pues, "monarquías" en el sentido usual de esta pala-
bra, que la hace sinónimo de "realeza" y la contrapone a ''re-
pública". Para completar el. panorama de los modelos de Jefatu-
ra del Estado quedan por ver justamente los que se insertan en
un contexto republicano. Ello requiere ante todo algunas preci-
siones sobre el concepto de "república".
Este término, cuyo significado original (y etimológico) apunta
a la dimensión social del hombre y a la organización de la con-
vivencia en general sin implicar tipo específico ni juicio de
valor alguno, ha sido utilizado históricamente en distintas
acepciones (l) y ha adquirido en los últimos siglos un conteni-
(l) En la Grecia clásica, evidentemente no existía el término,
siendo lo más parecido a él el de "politeia", comprensivo
también de las distintas especies de formas de gobierno.
Justamente en Roma donde fue acuñado el término "repúbli-
ca" en ese sentido genérico, se encuentra el origen de la
diferenciación específica, al contraponerse la "República"
como fase histórica intermedia posterior a la Monarquía
primitiva y anterior al principado y al Imperio. La con-
traposición república-principado (= monarquía) fue popula-
rizada por MAQUIAVELO (cfr. "El Príncipe", Cap. I), aunque
estuvo lejos de ser unánime. Todavía en BODINO la "Repúbli-
ca" conserva su sentido genérico original. En LOCKE no apa-
rece tampoco como forma específica de gobierno. Pero MON-
TESQUIEU la incluye ya en su clasificación tripartita, jun-
do ideológico, que dificulta su clara definición, como sucede
con todos los conceptos convertidos en algún momento en bandera
para la lucha politica y rodeados, por ello, de un carácter
mítico-emocional, que obstaculiza los intentos de racionaliza-
ción.
En la actualidad y a partir del Constitucionalismo, el concepto
de "república" tiene un contenido negativo: se define pura y
simplemente como la ausencia de monarquía (1), o, si se prefie-
re, como aquel sistema de gobierno en el que los titulares del
poder no son hereditarios (2). Teniendo en cuenta que la lucha
a la monarquía y el despotismo ("Esprit des Lois", Lib. II,
Cap: 12): "le gouvernement republicain est celui oü le peu
pie en corps ou seulement une partie du peuple a la souve-
raine puissance". Por tanto, la forma republicana se subdi-
vide en aristocracia y democracia. ROUSSEAU no recogerá la
república en su clasificación (democracia, aristocracia,
monarquía), por lo que habrá que buscar en MONTESQUIEU el
apoyo directo de la dicotomía contemporánea. Aunque la con-
traposición no fuera históricamente ninguna novedad, resul-
taba adecuada a la» circunstancias, En adelante, todo cam-
bio radical se propugnaría bajo la bandera de la república,
frente a la monarquía identificada con el despotismo.
(1) Cfr. JELLINEK, ob. cit. , pág. 536-7} KELSEN, ob. cit. pág.
434; STEIN, ob. cit. pág. 386.
(2) Así, DUGUIT, ob. cit. pág. 781
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por el poder ha estado presidida en Europa desde el siglo XVIII
por la tensión dialéctica entre soberanía monárquica y soberanía
nacional (cuyos diversos productos se acaban de examinar), se
comprende fácilmente que el contenido del concepto de "repúbli-
ca" tiene un alcance mucho mayor del que parece a primera vista.
Porque negar la monarquía en ese contexto histórico significa
nada menos que afirmar la soberanía nacional como principio in-
discutible de la organización política (l). Es cierto que la so-
beranía nacional también es- compatible con la Jefatura del Esta-
do monárquica (hasta el. punto de que hoy sólo se concibe ésta
basada en aquella), pero ello supone reconocer que el monarca
carece de una legitimidad propia para reinar, que su poder no
tiene otro fundamento que la voluntad nacional y que, en defini-
tiva, la monarquía ha perdido su carácter histórico y genuino
de "dominio de uno solo" para engrenafse como una pieza más en
el mecanismo organizativo aprobado por la comunidad a través de
la Constitución. De ahí que ya el régimen francés de 1791,-ba-
sado en la soberanía nacional pero sin cuestionar la pervivencia
de la realeza, fuese definido coTtao una "república coronada".
Resumiendo, la república contemporánea presupone la soberanía
(l) Hay que insistir en que la afirmación se limita al periodo
histórico qu© se abre con el Constitucionalismo. En otras
épocas hay formas que «uelen calificarse de republicanas
(no monárquicas) y que nada tienen que ver con la soberanía
popularj típicamente laa aristocracias y oligarquías en sus
diversas modalidades.
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nacional o popular, lo diga o no expresamente la Constitución.
Esto es todo lo que puede afirmarse con validez común a las di-
versas formas republicanas (l). La concreción de este régimen
en la Historia reciente ofrece tres modelos claramente diferen-
ciados y un cuarto intermedio que ha adquirido sustantividad
propia por sus elevadas pretensiones y por la importancia de
los países en que se ha practicado.
2. La primera forma se basa en el predominio absoluto del Parla-
mento y la consiguiente configuración del Gobierno como un
mero agente ("commis") ejecutor de la voluntad de aquél, sin
representatividad propia alguna. Este modelo, el más conforme
al esquema teórico rousseauniano, si se prescinde de la idea
de representación, encuentra su realización más típica en la
Constitución suiza y supone, jurídicamente y de hecho, la ine-
xistencia de una Jefatura del Estado en sentido estricto, por
lo que no será examinado aquí (2). La segunda forma se basa
(1) "La idea de una Constitución general republicana, califica-
da positivamente sobre la realización de la soberanía popu-
lar, es una abstracción incorpórea y en modo alguno prácti-
ca". (STEIN, ob. cit. pág. 397) • Las Constituciones republi.
canas históricas son en realidad, como señala este autor,
aproximaciones distintas al ideal de la soberanía popular,
cuyo significado puede ser muy diverso. El concepto de "re-
pública", como el de "monarquía", no son, en sí, "más que
dos a modo cápsulas verbales que, por esencia, encierran
configuraciones políticas muy diversas" (LOEWENSTE1N, "La
Monarquía...", cit. pág. 36). .
(2) De este sistema se ha dicho que es adecuado a países peque-
ños, como Suiza, en los que es factible una participación
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también en la primacía de la Asamblea, pero coloca junto a ella
un Ejecutivo con representatividad constitucional propia y a cu-
ya cabeza hay un Presidente al que se atribuye formalmente el
carácter de Jefe del Estado, el cual, sin embargo, no ejerce
de hecho las típicas competencias gubernamentales, que corres-
ponden a los ministros responsables ante la Asamblea. Tal es
la República parlamentaria, muy difundida actualmente y análoga
por su contenido a la monarquía adaptada al mismo principio. La
tercera forma responde teóricamente a una aplicación estricta
de la división de poderes, reservando el ejecutivo a un Presi-
dente, investido de la Jefatura del Estado y no responsable3 ni
él ni sus ministros, ante las Cámaras. Es el llamado sistema
"presidencialista" que tiene su formulación primera y clásica
en la Constitución norteamericana de 1787- La última forma sur-
ge por reacción a las deficiencias de la República parlamentaria
y trata de potenciar al Presidente otorgándole facultades que
permitan el funcionamiento del sistema, cuya inoperancia se achji
ca a un Parlamento poco o mal estructurado que provoca una en-
démica inestabilidad gubernamental. La denominación de "ejecu-
tivo dualista" con que se reconoce a esta variante del parlamen
tarismo refleja precisamente el carácter "fuerte" del Presiden-
te, que interviene activamente en la vida política junto al Go-
bierno, estableciéndose dos centros de poder en el seno del Eje-
activa del pueblo, que evite el peligro de la tiranía del
Parlamento. En los países grandes, en cambio, ese peligro
sería difícilmente evitable (Cfr. DUGUIT, ob. cit. pág.
784-5).
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cutivo. La República de Weimar constituye el paradigma de este
sistema,
A continuación, se examina en.detalle la Jefatura del Estado en
esas tres últimas formas republicanas.
~ LA CONSTITUCIÓN FRANCESA DE 1875
1. Nacida en un ambiente de provisionalidad, bajo la sombra de
la restauración monárquica, la Constitución de 1875 va a ser
el documento dé más larga vigencia de la historia de Francia,
que quizá hubiera sido mayor de no sobrevenir la segunda guerra
mundial y los acontecimientos de Vichy* En realidad, no está
integrada por un texto único, sino por tres leyes constitucio-
nales, todas de 1875> (1') objeto después de significativas, aun
que no sustanciales reformas (2). Tras la derrota de Sedán, la
(1) Ley de 2 5 febrero, relativa a la organización de los pode-
res públicosj ley de 24 febrero, relativa a la organización
del Senado, y ley constitucional de 16 julio sobre las re-
laciones entre los poderes públicos.
(2) La primera, por ley de 21 junio 1879» que deroga el artícu-
lo que establecía en Versalles la sede del poder ejecutivo
y de las Cámaras. La segunda y más amplia, por ley de 14
agosto 1884» que dispone la inmutabilidad de la forma repu-
blicana de gobierno, declara inelegibles como Jefes del Es-
tado a los miembros de familias que hubieren reinado y pri-
va de carácter constitucional a los preceptos relativos a
la estructura del Senado, con objeto de hacer posible su
reforma por ley ordinaria. La tercera y última reforma, por
ley de 10 agosto 1926, otorgó carácter constitucional a Una
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República había sido proclamada en París el 4 de septiembre de
1970. La Asamblea elegida para acordar el armisticio con Alema-
nia era mayoritariamente monárquica, pero la habilidad de Thiers,
de un lado, y la intransigencia del Conde de Chambord, candidato
al trono, de otro., determinaron la consolidación de la Repúbli-
ca. En cualquier caso, no había duda sobre la cuestión de prin-
cipio: la opción por una u otra forma de gobierno era una deci-
sión de la voluntad nacional a través de sus representantes. El
triunfo de la República deshacía cualquier equívoco a este res-
pecto. Sin embargo, la persistencia de los monárquicos en sus
intenciones restauradoras influyó poderosamente en la configura-
ción de la Presidencia de la República, que se cortó por los pa-
trones monárquicos de manera que, si al fin se producía la anhe
lada restauración, fuese posible sustituir al Presidente por el
Rey sin grave trauma constitucional (1). La trascendencia de es-
"caja autónoma de gestión de bonos de la Defensa nacional y
de amortización de la deuda pública", por razones coyuntu-
rales.que no hacen al caso (Cfr. GODECHOT, "Les Constitu-
tions", cit. pág. 330).
(l) La Asamblea elegida para concertar el armisticio había nom-
brado a Thiers, el 17 de febrero de 1871, "jefe del poder
ejecutivo de la República". No se le configuraba como jefe
del Estado y respondía políticamente ante la Asamblea {su
posición recuerda extraordinariamente a la del Presidente
del Poder Ejecutivo durante el mandato de SERRANO en la Re-
pública espafiola de 1.874). Tras la dimisión de Thiers, la
ley de 20 noviembre 1873» llamada "ley del septenato", intro_
duce un importante matiz, al encomendar el poder ejecutivo
durante ese período a Mac-Mahon, que lo ejercerá "avec le
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tos detalles no se limita a la pura anécdota sobre el contexto
en que surge la Constitución de 1875» sino que, al convertirse
ésta en el modelo teórico de la República parlamentaria, sus
instituciones han sido imitadas en los países receptores de ese
modelo, con la consecuencia, en lo que respecte a la posición
del Jefe del Estado, de que la Presidencia, inspirada en la mo-
narquía, ha quedado como prototipo de la Jefatura del Estado
republicana. Aquí se aprecia con toda claridad la "parcialidad
monárquica" que en éste, como en tantos otros aspectos, ha con-
dicionado la construcción del Derecho público occidental.
En realidad, la Constitución de 1875 no consagraba expresamente
ninguno de los grandes principios teóricos que suelen utilizar-
se para caracterizar las formas de gobierno: ni soberanía nacio-
nal, ni separación de poderes, ni siquiera la república. Puede
que ello se debiera a la sensación de provisionalidad antes alu-
»•/#•
titre de président de la Republique". Según DUGUIT, el
nuevo Presidente no era ya responsable políticamente, pues-
to que se le aseguraba un período fijo de mandato (que,
por otra parte, no llegó a consumir, pues dimitió el 30
enero 1879). De este modo, "on cree en la personne du ma-
réchal une sorte de monarchie constitutionnelle. Ne pouvant
faire une monarchie définitive, 1'assemblée fait une raonar
chie temporaire" (DUGUIT, ob. cit. pág. 792). En todo caso,
parece confirmado que Mac-Mahon pretendía abrir paso al
conde de Chambord y que la intransigencia do éste negándose
a aceptar la bandera tricolor, impidió la restauración.
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dida, pero la omisión no generaba, al menos jurídicamente, nin-
gún equívoco. La soberanía nacional era incuestionable, puesto
que las propias leyes constitucionales se elaboraron y aproba-
ron por la Asamblea, que se reservaba, además, su revisión, es
decir, el llamado poder constituyente constituido (l). La orga-
nización estatal conforme al dogma de la división de poderes
tampoco ofrecía novedad, como la patentizan las referencias al
"pouvoir légisiatif" (2) y al "pouvoir exécutif" (3)* La forma
republicana de gobierno, por último, era realidad desde el mo-
mento que las leyes constitucionales regulaban la figura del
"président de la Republique", La forma republicana podía pare-
cer o no irreversible desde el punto de vista político, pero
desde el jurídico-eonstitucional no suscitaba problema. En todo
caso, la cuestión fue zanjada definitivamente en la revisión de
1884» que declaró inmutable la forma republicana de gobierno e
inelegibles para la Presidencia a los miembros de las familias
que hubieran reinado en Francia (4)«
(1) Cfr. art. 8 de la Ley 25.2.1875-
(2) "Le pouvoir légisiatif s'exerce par deux Assemblées..."
(art. 12 Ley 25-2.75).
(3) "... Dans 1'intervalle, le Conseil des ministres est inves-
tí du pouvoir exécutif" (art. 7 Ley 25.2), "le siége du
pouvoir exécutif..." (art. 9 id.).
(4) Cfr. art. 2 Ley 14 agosto I884.
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2. El Presidente de la República es elegido por mayoría absolu-
ta de los miembros del Senado y de la Cámara de Diputados
reunidos en Asamblea Nacional. Su mandato es de siete años,
siendo posible la reelección (i). En el marco de la famosa (y
politizada) distinción francesa entre "representante" y "fun-
cionario" (2), se discutió si el Presidente tenía el carácter
de verdadero representante de la nación y expresaba, en tal
concepto, la voluntad nacional o si, por el contrario, no pasa-
ba de ser un funcionario o agente encargado de ejecutar la vo-
luntad nacional expresada' por el verdadero y único representan-
te: la Asamblea. La conclusión de una y otra tesis era, respec-
tivamente, o la existencia de dos órganos supremos (Asamblea y
Presidente), con el consiguiente equilibrio, que impide la tira-
nia de un solo órgano, o el predominio absoluto de la Asamblea *
convertida en el órgano supremo 03)• En el centro del debate
(1) Art, 2 Ley 25 febrero 1875.
>
(2) Sobre esta distinción, ver, por todos, CARRE DE MALBERG,
ob. cit, II, pág. 262 y ss.
(3) A favor del dualismo se manifestó ESMEIN y tras él la ma-
yor parte de la doctrina. También DUGUIT entendía que el
Presidente de la República estaba configurada como un ver-
dadero "representante", pero reconocía que en la realidad
actuaba como un simple agente de las Cámaras (cfr. ob. cit.
pág. 791, 793 y 824-5). Por su parte, CARRE DE MALBERG
afirmé que no había más órgano supremo que las Cámaras,
únicas que ostentaban la condición de "representante" y
que el Presidente era sólo un "funcionario" (ob. cit. II,
pág. 104 y ss., 402 y ss. y passimj vid. en este autor una
gran exposición de toda la polémica sobre el.significado
del parlamentarismo en la III República, pág. 71 y ss.). En
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estuvo precisamente el procedimiento de elección del Presiden-
te de la República. Pero antes de extraer los resultados sobre
esta cuestión clave, es preferible examinar las atribuciones
inherentes al cargo.
La potestad legislativa corresponde en exclusiva a las Cámaras
(l). El Presidente puede ejercer la iniciativa en concurrencia
con aquéllas y se le reserva también la promulgación (2). Aquí
hay una diferencia capital con los sistemas monárquicos. La
sanción, es decir, el acto por el cual la ley adquiere fuerza
de tal, que en la monarquía se considera atributo esencial del
monarca (aunque en el parlamentarismo sea una mera formalidad),
no se menciona ahora para nada. El Presidente sólo tiene la fa-
cultad de promulgar la ley* es decir, de constatar que en su
elaboración se han cumplido todos los requisitos formales, pe-
ro no interviene en la aprobación de ley como tal. Jurídica-
mente, carece, pues, de participación en la potestad legisla-
tiva. Ahora bien., esta diferencia conceptual se defumina en
Alemania, JBLLINEK defendió también el predominio absolu-
to de las Cámaras, en base a su poder ilimitado para trans
formar la Constitución, y al "principio del gobierno par-
lamentario que coloca al ejecutivo en estricta dependencia
de la mayoría de las Cámaras" {ob. cit. pág. 554). En el
fondo, las discrepancias obedecen en gran parte a la pro-
funda contradicción entre teoría y práctica, entre letra
de la Constitución y realidad constitucional, que caracte-
riza a la III República francesa, sobre la que después se
hacen en el texto algunas precisiones. '
(1) Cfr. art. 19 Ley 25.2.1875-
(2) Cfr. árt. 3 de la misma Ley.
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la práctica, al corresponder al Presidente la facultad de pe-
dir a las Cámaras una nueva deliberación sobre la ley aproba-
da, que no puede serle denegada (l). De este modo, el Presiden-
te ostenta un derecho de veto suspensivo análogo al que se
atribuía al monarca en la Constitución de 1791» con lo que el
alcance de sus facultades en esta materia se asemeja de hecho,
pese a los distintos principios teóricos (2).
En cuanto a su funcionamiento, las Cámaras se reúnen de pleno
derecho en el período establecido. El Presidente de la Repúbli-
ca puede, además, convocarlas con carácter extraordinario y de-
be hacerlo cuando lo solicite la mayoría absoluta de los miem-
(1) "Dans le dólai fixé pour la promuigation, le président de
la Republique peut, par un message motivé, demander aux
deux Chambres une nouvelle déliberation qui ne peut étre
refusée" (cfr. la analogía del precepto con el artículo 17
de la Ley de Cortes).
(2) En efecto, aunque en 1791 ej. rey ostentaba formalmente la
sanción, de hecho estaba obligado a otorgarla si la Asam-
blea la presentaba el mismo texto durante tres legislatu-
ras. Este sistema daba una mayor amplitud temporal al al-
cance de la suspensión, que en 1875 se limitaba a una sola
devolución dentro de la misma legislatura. Pero la diferejn
cia es, a mi juicio, más cuantitativa que cualitativa (siem
pre a nivel práctico, no teórico), Sobre el veto suspensi-
vo, vid. LOEWENSTEINÍ "Teoría de la Constitución", cit. pág.
272 . Para CARRE DE MALBERG la Constitución de
1875 no confería al Presidente un veto suspensivo propiameri
te dicho, sino una simple "faculté de provoquer un examen
complémentaire de la loi" (ob. cit. I, pág. 401)- Los argu-
mentos que Aaneja son, en mi opinión, poco convincentes, si
bien apuntan a la innegable diferencia con 1791> antes seña-
lada.
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bros de cada Cámara (1). Pronuncia también la clausura de las
sesiones, está facultado para aplazarlas con ciertas limitacio-
nes y, lo que es más importante, puede decretar la disolución
de la Cámara de Diputados, de acuerdo con el Senado (2). Esta
atribución, unida a la responsabilidad política de los minis-
tros, sienta las bases del parlamentarismo en la Constitución
de 1875-
3. La articulación del Presidente con los Ministros está calca-
da del Derecho público monárquico, girando, en consecuencia,
en torno a dos reglas: irresponsabilidad del Presidente (3) y
refrendo obligatorio de todos sus actos por los ministros (4)«
La primera regla quiebra únicamente en el supuesto de alta tra¿
ción, en cuyo caso el Presidente puede ser acusado por la Cáma-
ra de Diputados y juzgado por el Senado (5)« El mismo procedi-
miento se utiliza para depurar la responsabilidad criminal de
los ministros, que responden también ante las Cámaras solida-
riamente por la política general del gobierno e individualmente
. i"
(1) Cfr. artículos 1 y 2 Ley l6.7'.l875.
(2) Cfr. artículo 2 Ley 16.7 y art. 5 Ley 25.2-1875. La impor-
tancia decisiva de la intervención del Senado, de cuyo acuer
do dependía la disolución, motivó Interminables discusiones
sobre la composición del mismo,
 V: t
(3) Cfr. art. 5 Ley 25-2.1875.
(4) Art. 3 dd|la misma Ley.
(5) Art. 9 Ley 24-2 y art. 12 Ley 16.7.1875-
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por sus actos propios (l). Con este precepto, de importancia
capital} se constitucionaliza expresamente por primera vez en
la historia de Francia al principio de la responsabilidad po-
lítica de los ministros ante las Cámaras, lo que, unido al de-
recho de disolución, equivale a decir que se constitucionaliza
por vez primera el parlamentarismo. La referencia a la solida-
ridad y las reiteradas menciones del Consejo de Ministros como
órgano plenamente independiente acaban por disipar cualquier
duda sobre el sistema de gobierno adoptado.
Curiosamente, no hay ningún precepto que regule la forma de
designación de los ministros, aunque es incuestionable que
la misma corresponde al Presidente de la República. La comu^
nicación de aquéllos con las Cámaras se asegura mediante su
facultad de comparecer en ellas, por sí o a través de un comi-
(1) Art. 6 Ley 25.2.1875, HAURIOÜ señaló que la transferencia
de responsabilidad que el refrendo supone no implica que
el papel del Presidente sea sólo pasivo, en base a que tan
necesaria es para el acto la firma como el refrendo. "Si
los ministros pueden negarse a refrendar un decreto que
ha sido preparado bajo las inspiraciones del Presidente,
éste puede negarse a firmar un decreto preparado por uno
de sus ministros" ("Principios de Derecho público y cons-
titucional", trad. española, 28 ed. , Madrid, sin fecha,
pág. 447)* Frente a esta tesis, jurídico-forraalmente admi-
sible, hay que oponer, a mi juicio, que esa negativa recí-
proca debe valorarse a la luz de los principios del siste-
ma. Y si éste consagra el parlamentarismo, como sucedía
en 1875, «1 Presidente de la República ni debe "inspirar"
decretos contra el parecer de un ministx-o, ni debe negar-
se a refrendar los que éste haya elaborado, aunque formal-
mente "puede" hacerlo.
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sario, y de ser oidos cuando lo soliciten (l), disposición
tradicional en el Derecho público francés desde la "Charte" de
l8l4• En cambio, el Presidente no puede comunicarse con las
Cámaras más que mediante mensajes que son leídos en la tribuna
por un ministro (2). Esta regla, resultado, al parecer, de mo-
tivaciones puramente circunstanciales (3), sintoniza perfecta-
mente con el parlamentarismo que se instituía.
4. El resto de las facultades del Presidente muestra también la
huella del contenido típico del monarca. Como éste, asegura
la ejecución de las leyes, nombra todos los empleos civiles y
militares, acredita embajadores, ejerce el derecho de gracia y
dispone de la fuerza armada (4). Hay que destacar, sin embargo,
las importantes limitaciones en el ámbito de las relaciones in-
ternacionales, en contraste con las dos Cartas, ya que, aunque
el Presidente conservó la facultad de negociar y ratificar los
(1) Art. 6 Ley 16.7.1875.
(2) ídem,
(3) El origen del precepto se remonta a la Ley de 13 marzo 1873»
que niega al Presidente la facultad de tomar la palabra an-
te la Asamblea, salvo por via de mensaje, tras cuya lectura
se levantará la sesión. La ley fue votada por la mayoría mo-
nárquica, que veía frustrarse sus intentos de restauración
y hacia a Thiers responsable de la consolidación de la Repú-
blica (cfr. GODECHOT, ob. cit. pág. 323).
(4) Art. 3 Ley 25-2.1875.
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tratados (sin más requisito que el inoperante de dar cuenta a
las Cámaras cuando el interés y la seguridad del Estado lo per-
mitan), los tratados de paz, de comercio, los que afectan a
las finanzas del Estado y los relativos al estado civil de las
personas y a la propiedad de los franceses en el extranjero,
no son definitivos más que tras su aprobación por las Cámaras
(l). También la declaración de guerra requiere el acuerdo pre-
vio de; la Asamblea (2). Nótese, sin embargo, que los tratados
de alianza no figuran entre los sujetos a este control parla-
mentario, quedando al arbitrio del Presidente y sus ministros
como lo estaban al del rey bajo las Cartas de 1814 y 1830. En
otro aspecto, llama también la atención el que las leyes consti-
tucionales no mencionen para nada la potestad reglamentaria del
Presidente, ni siquiera la meramente ejecutiva.
Pero lo más significativo en la regulación de las facultades
presidenciales estriba en la intervención que en su ejercicio
se otorga al Consejo de Ministros, que opera, lógicamente, como
una limitación al poder de decisión del Jefe del Estado. En efe£
tu, aparte de la exigencia general del refrendo, algunas atribu-
ciones de aquél deben ejercerse precisamente ejn Consejo de Mi-
nistros o previa deliberación de aquél. Así, el nombramiento y
revocación de los Consejeros de Estado, y la constitución del
Senado en Tribunal de Justicia para conocer de los atentados
(1) Art. 8 Ley 16 julio l8'75.
(2) Art. 9 de la misma ley.
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contra la seguridad del Estado (l). Como ello requería que el
Consejo de Ministros fuese presidido incidenfcalmente por el Pre-
sidente de la República, la doctrina francesa acuñó a este res-
pecto la distinción entre Consejo de Ministros y Consejo de Ga-
binete, según que las reuniones fuesen presididas por el Jefe
del Estado o por el Presidente del Gobierno, respectivamente
(2). La especial relación del órgano colegiado con la Presiden-
cia de la República se manifiesta, por último, en qué, vacante
ésta por cualquier causa, el Consejo de Ministros queda inves-
tido del "poder ejecutivo" hasta que se elija nuevo Presidente ,|«
(3)« Este precepto, que está en el origen de la constitucionali~
zación del Consejo de Ministros en muchos países (entré ellos,
España), confirma indirectamente que, para la Constitución de
1875? el Presidente de la República es ante todo jefe del Eje-
cutivo, lo mismo que el monarca en el esquema clásico de la di-
visión de poderes.
5. Y aquí se aprecia justamente que la figura de este Presiden-
te de la República está montada.sobre una gran contradicción.
Gobierno parlamentario y división de poderes son incompatibles,
y el mantenimiento del dualismo legislativo-ejecutivo en este
contexto no pasa de ser una ficción teórica, que desvirtúa la
correcta comprensión de la Jefatura del Estado. Para decirlo
(1) Art. 4 Ley 25-2. y art. 12 Ley 16.7-1875.
(2) Cfr. HAURIOU: "Principios de Derecho público y constitucio-
nal", cit. pág. 462.
(3) Art. 7 Ley 25.2.1875-
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con las certeras palabras de CARRE DE MALBERG "en un Estado re-
publicano, el régimen parlamentario impide que se mantenga la
independencia del jefe del Ejecutivo" (l). Obsesionados con la
separación de poderes, elevada a cotas de rigidez que jamás es-
tuvieron en la mente de los constructores teóricos del principio,
los comentaristas franceses de la Constitución de 1875 trataron
de defender a todo trance el dualismo de los órganos supremos
del Estado, colocando a la Asamblea y al Presidente al mismo ni-
vel y con el mismo carácter de representantes de la voluntad
nacional en su ámbito respectivo. El régimen de la III República
se creía resultado de la famosa "teoría del equilibrio" en la
que se veía la máxima salvaguarda del orden político y el balua£
te contra la tiranía de cualquier órgano (2). Una vez más la
"herencia" monárquica no era ajena a esta concepción, ya que,
como es sabido, los defensores de la realeza se atrincheraron
en ese dualismo estatal para reservar al poder real en retirada
(1) Y aftades "en realité, la superiorité du Parlement ne s'ana-
lyse pas seulement en prepondérance, mais bien en domina-
tion" (ob. cit. II, pág. 100).
(2) Frente a los autores que afirmaban la existencia en Francia
de un parlamentarismo de base dualista, REDSLOB sQstubo, en
su clásica obre sobre el gobierno parlamentario, que la di-
ferencia entre Francia e Inglaterra radicaba justamente en
la ausencia de "equilibrio" (Gleichgewicht) en el primer
país, que daba al sistema su característica inestabilidad y
su existencia en el sistema inglés, que proporcionaba a éste
su también característica estabilidad (cfr. KALTEFLEITER,
"Das Staatsoberhaupt...", citado, pág. 139)« Hay que insistir
de nuevo en que el dualismo no se afirmaba en Francia tanto
en base a las importantes competencias del Presidente como a
la división de poderes. •
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un ámbito propio de actuación, al amparo precisamente, de la
separación de poderes (l). Esto era válido, por lo menos a ni-
vel teórico, incluso para la monarquía parlamentaria continen-
tal. Pero la posición del monarca tenía tras de sí una tradición
y sobre todo un derecho hereditario al trono, que quedaban al
margen del Parlamento y le permitían invocar su cualidad de re-
presentante nacional (aun jio siendo soberano) a título consti-
tucional propio y distinto del de la Asamblea. Estas condicio-
nes faltaban en el caso del Presidente de la República bajo la
Constitución de 1875• Se le dotó de una posición teórica y un
contenido competencial análogo al de un monarca constitucional .
pero no se le dio, ni podía dársele, toda la serie de atributos,
si se quiere "irracionales", que revisten la posición del monar-
ca, sobre todo la sucesión hereditaria* El Presidente era elegi-
do por las Cámaras y dependía, en consecuencia, de ellas (2);
(1) Sobre el significado de la separación de poderes se han
dado todo tipo de interpretaciones. Que la aplicación de
este principio quiso buscar un refugio al poder monárqui-
co, Independizándolo del Parlamento, fue sostenido por
KELSEN ("Teoría General del Estado", cit; pág. 337-8). .
(2) Que esto era así de hecho, fue opinión casi unánime, in-
cluso entre lo» autores que defendían el dualismo teórico.
Así» p. ej., DUGUITs "Le président de la Republique n'est
plus, en fait> consideré contrae un organe repróseritatif de
la volonté nationale, l'égal du parlement, mais comrae un
simple agent exécutif, un simple corarais du parlement" (ob.
cit. pág. 825)« Las razones de la subordinación han sido
explicadas con claridad por GARRE DE MALBERG (ob. cit. IX,
pág. 96, 102, 406 y ss.).
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No podía existir dualismo de poderes, puesto que no lo había
en el fundamento de ese poder. Pese a la atribución constitu-
cional del poder ejecutivo, el Presidente no podía ejercer sus
facultades contra la voluntad de las Cámaras. El derecho de
disolución quedó en desuso desde 1877 (1) y el veto suspensivo
fue también inoperante. Es cierto que el Presidente no respon-
día ante las Cámaras (salvo el caso extremo de alta traición),
pero éstas siempre podían obligarle a dimitir negando su con-
fianza a cualquier Gobierno que aquél intentara formar, y así
lo hicieron en ocasiones. En el fondo, el Presidente de la Repú-
blica no tenía otra alternativa que la expresada por GAMBETTA:
"se soumettre oü se demettre". Las tentativas de algunos Presi-
dentes para realizar una política personal desembocaron siempre
en una de esas dos salidas (2)* En ambos casos se llegaba al
(1) Según REDSLOB, el derecho de disolución era inoperante por
la aludida dependencia, al menos moral, del Presidente res-
pecto de las Cámaras. Más certera parece la opinión de KAL-
TEFLEITER para quien tal fadultad se hizo obsoleta porque
se desvirtuó su utilización empleándose para el logro de
determinados objetivos políticos del Presidente, y no para
asegurar la eficacia del Gobierno! En otras palabras, que
los Presidentes franceses colocaban la disolución* al servi-
cio de una política personal, a diferencia de los monarcas
ingleses que conservaron su neutralidad. En Inglaterra era
de hecho el Gobierno y no el rey quien acordaba la disolu-
ción (cfr. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 141).
(2) En relación con esto se ha suscitado la cuestión de si la
Asamblea vulneró el principio de la irresponsabilidad polí-
tica del Presidente, al haber provado la dimisión de algunos
(en sentido afirmativo, DUGUIT, ob. cit. pág. 825). Es cla-^
ro que jurídicamente el Presidente no estaba obligado a di-
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resultado de "reducir" al Jefe del Estado al papel que debe
corresponderle en un sistema parlamentario: no un Jefe del "tje
cutivo" sino una magistratura revestida de atribuciones simbó-
licas y representativas y dotada de una reserva de poder utili-
zable en circunstancias críticas. Al configurarle a imagen del
monarca se mantenía la ficción de la titularidad de las compe-
tencias ejecutivas, que tiene su justificación en la monarquía
constitucional, pero no, teóricamente, en un sistema republica-
no. De ahí nació otro equívoco: precisamente por no ser monar-
cas, sino magistrados elegidos, los primeros Presidentes creye-
ron que debían ejercer, con poder.de decisión propio, las atri-
buciones que la Constitución les otorgaba. Pero ello contrade-
cía el elemental principio de que el poder debe estar allí don-
de está la responsabilidad, es decir, en esté caso, en el Con-
sejo de Ministros, responsable ante las Cámaras. El Presidente
debía ser ante todo una gran autoridad moral (l), pepo con im-
mitir. Otra cosa es que su posición fuera insostenible polí-
ticamente. Lo decisivo seria determinar hasta qué punto la
actitud de la Asamblea no estuvo provocada por el intento
del Jefe del Estado de realizar una política personal, por-
que la inviolabilidad de un Presidente solo puede garantiza£
se, en el proceso político, cuando los diferentes partidos
tengan la certeza de que aquél no va a actuar contra ellos
(cfr. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 118).
(l) Lo que depende en gran medida de la personalidad de cada Pre
sitíente. En todo caso, ello supone constatar que el Presideni
te de una República parlamentaria viene a cumplir el mismo
papel que el monarca en análogo sistema. Dé ahí el caracte-
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portante margen de iniciativa en la formación del Gobierno,
tanto más cuanto que las Cámaras se hallaban dominadas por un
multipartidismo, que dificultaba la formación de mayorías es-
tables .
En resumen, la realidad constitucional de la III República
francesa estaba presidida por el predominio absoluto del Par-
lamento y la consiguiente subordinación a él del Presidente
de la República y del Gobierno. Ante esta constatación no im-
porta tanto decidir si aquél era "representante" o "funciona-
rio", distinción al fin y al cabo convencional, cuanto extraer
las enseñanzas de esa situación, complicada porque la prepoten-
cian del Parlamento iba acompañada de una característica ines-
tabilidad gubernamental, secuela de la deficiente estructura-
ción del sistema de partidos (l). Al diagnosticar la "enferme-
ristico contraste entre "droit nominal" y "droit véritable"
en las facultades del Jefe ¿le un Estado parlamentario, al
margen de la forma monárquica o republicana. Claro que la
similitud deriva en gran parte de haberse configurado a
aquéllos a imagen del monarca (Sobre el citado contraste
vid. CARRE DE MALBERG, ob. cit. II, pág. 101). El «deber
ser" del sistema fue sintetizado en forma magistral por
POINCARE en carta publicada en "Le Temps" el 27,9.1920:
"il faudra pour éviter les heurts et les cassures, que les
cabinets gouvernemt, que les chambres légiférent et que le
président conseille" (cit. por DUGUIT, ob. cit. pág. 835).
(1) Vid. sobre esto KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 109 y ss.
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dad" de la Constitución de 1875 se apuntó casi unánimemente al
mismo flanco: el mal funcionamiento del sistema se debía al pro-
cedimiento de elección del Presidente, que le hacía depender de
las Cámaras e impedía que se erigiese en contrapeso efectivo de
las mismas (l). Los constituyentes de Weimar creyeron encontrar
el remedio: elección del Presidente por sufragio universal.
Francia, sin embargo, perseveró durante la IV República en el
camino marcado por la III. El sistema se mantiene, en sus lí-
neas maestras, en las Repúblicas parlamentarias actuales más
significativas¡ si bien con importantes matices, como se compro-
bará tras un breve análisis de la Jefatura del Estado en lá Cons
titución italiana de 1847•
- LA CONSTITUCIÓN ITALIANA DE 1947
1. El vigente Derecho constitucional italiano ofrece una de las
construcciones más acabadas del sistema de gobierno parlamen-
tario bajo una Jefatura del Estado republicana. Se sitúa, pues,
en la linea «fe la Constitución francesa de 1875* pero con for-
mulaciones mucho más coherentes, facilitadas en parte por la
ausencia de la "parcialidad monárquica", que había condicionado
el citado texto francés, y en parte también ptír el progreso téc-
nico del moderno Derecho público, cuyos logros más destacados
encuentran acogida en el documento constitucional.
(1) Sobre el acierto o no de este diagnóstico, vid. después
en el texto, pág. 176 y ss.
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El régimen parlamentario, que informaba a la III República a pe-
sar del principio de la división de poderes (cuya afirmación
axiomática daba pié a las interminables discusiones sobre el
carácter "monista" o "dualista" del sistema), no se contradice
ahora con ese dogma teórico, por la sencilla razón de que el
mismo ha dejado de ser la piedra angular de la parte orgánica
de la Constitución. En efecto, para el texto italiano no hay
"poderes" en el sentido clásico sino "funciones" y "órganos"
encargados de realizar esas funciones (l). De ahí que los pro-
blemas interpretativos ya no se centren en la delimitación del.
ámbito competencial propio y privativo de cada poder, sino que
se desplanan hacia la coordinación necesaria para asegurar el
funcionamiento del sistema. Ello incide de manera especial en
la configuración de la Jefatura del Estado,
En la base de este planteamiento dinámico o funcional, frente
al estático de los "poderes", se halla la concepción de la so-
beranía. Conforme al art. 1 "la soberanía pertenece al pueblo,
que la ejerce en las formas y en4los límites de la Constitución".
(1) Los títulos de la Parte II ("Ordinamento de la Repubblica")
son los siguientes: I, "II Parlamento", II, "II Presidente
della Repubblicej III, "II Governo»; IV, "La Magistratura";
V, "Le Regioni, Le Provincie, I Comuni"j VI, "Garanzie Cons-
tituzionali". A lo largo del articulado, se detectan las si-
guientes funciones: "legislativa", que corresponde colecti-
vamente a las dos Cámaras (cfr. art. 70) j "indiristzo politi-
co e araministratizo", que compete al Gobierno (cfr. art. 95)
y "giurisdizionale" (art. 102). Los publicistas han acogido
también estos criterios para sistematizar la exposición de
la organización estatal (vid,, por ejemplo, MORTATI, cuyas
"Istituzioni di Diritto Pubblico" es, quizá, la mejor obra
actual en Italia sobre la materia).
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En esta formulación ha querido ver la doctrina más autorizada
la intención del constituyente de atribuir al pueblo no sólo la
titularidad de la soberanía sino también su ejercicio, con lo
que se destaca el protagonismo que el pueblo conserva durante
todo el proceso político, en contraste con la construcción clá-
sica de la "delegación", según la cual el pueblo otorga sus
poderes a los órganos constitucionales y permanece después al
margen de su ejercicio (l). La fórmula en cuestión realza ese
papel activo del pueblo, o, si se prefiere, del cuerpo electo-
ral, no sólo a través del* referéndum sino en su carácter de arbi-
tro supremo de los conflictos entre Gobierno y Parlamento, como
se verá más adelante al analizar el derecho de disolución. Por
lo demás, la atribución de la soberanía al pueblo no presupone
en Italia una especial vinculación de aquél con un determinado
órgano (típicamente el Parlamento), al que habría que calificar,
por ello, de "soberano" frente a los demás que carecerían de
este atributo, sino que todos los altos órganos del Estado se
ligan a la soberanía por el mismo título en cuanto ejercen sus
competencias constitucionales (2)« De este modo, la novedad res-
(1) Cfr. MORTATI, "Istituzioni...", cit. tomo I, pág. 141-2.
(2) A diferencia de, por ejemplo, la^  Constitución francesa de
1946, cuyo art. 3 atribuía al pueblo la titularidad de la
soberanía y su ejercicio en materia constitucional mediante
el voto de sus representantes y el referéndum. Y añadía que
"en toutes autres matiéres, il l'exerce par ses deputés á
l'Assamblée nationale...", con lo cual establecía el predo-
minio absoluto de la Asamblea respecto de los demás órganos
constitucionales, dada su privilegiada relación con la sobe-
ranía. Sobre el sistema italiano, vid. MORTATI, ob. cit. II,
p. 675.
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pecto de la construcción clásica de la soberanía nacional radica
en subrayar el papel activo del pueblo pero no afecta al equili-
brio del sistema institucional.
El abandono del viejo patrón de los poderes tiene una consecuen
cia trascendental: el Presidente de la República ya no es Jefe
del Ejecutivo, sino un verdadero Jefe del Estado, qué represen-
ta la unidad nacional (l). Su articulación con el Gobierno no
gira en torno a la ficción monárquica de considerar al Jefe del
Estado como el titular de las competencias "ejecutivas", cuyo
ejercicio corresponde en realidad a los ministros en virtud dé
la irresponsabilidad de aquél. Es cierto que se mantiene, mati-
zada, dicha irresponsabilidad (2) así como el refrendo obligato-
(1) Esta representación de la unidad nacional debe entenderse
en sentido simbólico, desprovisto de alcance normativo. En
torno a ella ha construido un amplio sector de la doctrina
italiana la configuración del Presidente de la República co-
mo "poder neutro" en el sentido de CONSTANT. Vid. una expo-
sición del «status questionis" en VALENTINI, "Gli atti del
Presidente della Repubblica", Milán, 1965, pág. 10 y se. So-
bre la no atribución del Ejecutivo al Jefe del Estado, vid.
MORTATI, ob. cit.II, pág. 607» Sobre la evolución de las
opiniones doctrinales hasta 1963J vid. la excelente síntesis
de BISCARETTI DI RUFFIA: "Le atribuzioni del Presidente de-
lla Repubblica". Rivista Trimestrale di Diritto Pubblico",
nfi 2, 1963, pág. 270 y ss.
(2) El Presidente es irresponsable por los actos realizados en
el ejercicio de sus funciones, salvo los casos de alta trai_
ción o de atentado a la Constitución (art. 90). La primera
excepción ya figuraba en la Constitución francesa de 18?5.
La segunda, nueva, puede jugar especialmente en aquellos ac-
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rio de todos los actos del Presidente (1), pero el significado
de estos preceptos se dibuja con perfiles más nítidos a la luz
de los principios rectores del sistema, deshaciendo los equívo-
eos que se suscitaron en la III República francesa y que propi-
ciaron ciertas veleidades "presidencialistas" por parte de algu-
nos titulares del cargo. Presidente de la República y Gobierno
no son dos polos de un mismo "poder", sino que tienen plena sus-
tantividad constitucional y esferas competenciales autónomas,
aunque concurrentes (2). Justamente, son las funciones propias
de cada órgano en el conjunto del sistema el criterio a utilizar
para medir el alcance de la respectiva intervención en los car
sos concretos en que la citada concurrencia se produce.
tos presidenciales que implican un cierto margen de decisión,
cuando e<V mismo opere en contra del equilibrio institucional
previsto por la Constitución; también, por supuesto, cuando
se niegue a firmar actos en que su intervención es puramente
formal por ser competencia del Gobierno. Precisamente por
esa responsabilidad, aun limitada a casos extremos, algún
autor ha entendido que la intervención del Presidente tiene
un mayor peso decisorio que en el pasado (Estatuto Alberti-
no) en los actos que le son formalmente imputables. Así
MARCHI, "II Capo dello Stato della Repubblica italiana", cit.
por 8ISCARETTI, ob. cit. pág. 270-2.
(1) Cfr. art. 89.
(2) Indirectamente, es ilustrativo de la nueva situación el art.
86 que prevé la sustitución del Presidente de la República
por el del Senado y no por el Gobierno, como era usual en
el esquema del "Ejecutivo".
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A este respecto, debe destacarse que el texto italiano, saltan-
do también sobre el esquema de la división de poderes, consti-
tucionaliza la función de dirección política (indirizzo politi-
co), que atribuye precisamente al Gobierno, encomendando en es-
pecial a su Presidente la dirección de la política general del
Gobierno, así como el mantenimiento de la necesaria unidad y
coordinación (1). Uno de los grandes caballos de batalla de la
interpretación constitucional ha sido el de determinar si el
Jefe del Estado tiene o no participación en esa tarea de' direc-
ción política. La opinión generalizada* aunque no unánime, es
que la posición de aquél, en cuanto tal, quede al margen de la
dirección política del país, lo que no obsta a que su actuación
incida en determinados supuestos sobre la misma (sobre todo, en
sus dos atribuciones más importantes i nombramiento del Presiden^
te del Consejo de Ministros y disolución de las Cámaras) (2).
(1) Cfr< art. 95> quizá influido por la Constitución española
de 1931.
(2) Vid. una exposición de las diferentes opiniones en MORTATI,
ob. cit. II,?pág. Ó07 y ss. Este autor resume acertadameii
te, a mi juicio, el significado de, la posición del Presi-
dente: "II Presidente á da collocare fra gli organi que
cooperano all'indirizzo político, na con una sua funzione
peculiares di influenza indiretta, di garanzia del rispetto
delle condizioni che ne rendano possibile la regolaritá e
continuitá di svolgimento" (id. pág. 610). BARILE acuña la
expresión "indirizzo político costituzionale" para caracte-
rizar la actuación del Presidente* Dicho autor se muestra
partidario de una intervención presidencia de estímulo e
impulsora y no sólo de control y de freno. ("I póteri del
Presidente della Repubblica", Riv. trim. Diritto Pubblico,
1958, pág. 295). •
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2. La relación del Jefe del Estado con las Cámaras se configura
en términos análogos a los de la Constitución de l875j pero
hay matices interesantes. En primer lugar, su elección corres-
ponde al Parlamento, como en aquélla, y su mandato es también
de siete años, pero se amplia la base electoral incorporando a
tres delegados por cada Región, elegidos por los Concejos Regio
nales (salvo el Valle de Aosta que sólo envía un delegado) y se
exige, además una mayoría cualificada (1).
Con ello se intenta reforjar la independencia del Presidente
respecto de las Cámaras, evitando que deba su cargo a una dete£
minada base partidista, para corregir lo que, a juicio' de tantos,
fue causa del "absolutismo" del Parlamento en la III República
francesa. En segundo lugar, y en plena coherencia con lo dicho
más arriba, el Presidente no dispone ya de la iniciativa legis-
lativa, que corresponde al Gobierno» a los miembros de las Cáma-
ras y) además, a los órganos y entes que se atribuya por ley
constitucional (2). Por último, la facultad de disolver una de
las Cámaras o ambas se sujeta al requisito de la audiencia pre-
Via de sus Presidentes (preceptiva, no obstativa) y a la limi-
tación de qu«í el Jefe del Estado no podrá ejercerla en los seia
meses finales de su mandato (3).
(1) Cfr. arts. 83 y 85. A partir del tercer escrutinio es su-
ficiente la mayoría absoluta.
(2) Cfr. art. 71- La única intervención del Presidente en esta
materia es formal y consiste en autorizar la presentación a
las Cámaras de los proyectos de ley de iniciativa del Go-
bierno (cfr. art. 87, párrafo cuarto).
(3) Cfr. art. 88. .
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En lo demás (convocatoria de las Cámaras, veto suspensivo con-
cretado en el reenvío de la ley para nueva deliberación (1),
mensajes (2), etc.) la articulación Presidente-Parlamento no
ofrece particularidades dignas de mención en el marco de este
trabajo, salvo, por su novedad> la facultad de convocar el re-
ferendum en los casos previstos por la Constitución, que no fi-
guraba en las leyes fundamentales de la III República francesa.
También es análogo el sistema de determinación de los recursos
económicos que se asignan al Presidente y de los inmuebles que
se adscriben a su servicio. Ambos extremos se regulan por ley
(3).
3» La relación Presidente-Gobierno se basa en las premisas ex-
(1) Para la doctrina dominante el reenvío de la ley es un acto
que corresponde a la exclusiva decisión del Presidente (MOR
TATI, ob. cit. pág. 706, BISCARETTI, ob. cit. pág. 288). Pa
ra otros, en cambio, en él participan igualmente el Presi-
dente y el Gobierno, éste en cuanto ha de valorar si la de-
volución de la ley afecta a*las directrices políticas que
guían su actuación (VALENTINI, ob. cit. pág. 45 y ss., que
apoya su tesis en la exigencia de mensaje motivado, que de-
berá ir refrendado). A mi juicio, el reenvío puede depender
exclusivamente de la decisión presidencial cuando se acuerde
por razones de legalidad, pero la conformidad del Gobierno
parece imprescindible cuando se funde en consideraciones de
oportunidad política.
(2) Sobre este punto también hay opiniones encontradas en el
sentido expuesto en la nota anterior.
(3) Ley de 9 agosto 1948, desarrollada por Decreto de 21 abril
1949. Ambas disposiciones regulan la Secretaría General de
la Presidencia de la República como órgano de apoyo del Jefe
del Estado. Por ley de 26 mayo 1959 se fijó el gasto de di-
cha Secretaría y del personal a su servicio.
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puestas, cuyo alcance se puede precisar con algunas aclaracio-
nes. En congruencia con la dirección política que se le atribu
ye, el Gobierno es responsable políticamente ante las Cámaras
y por expresa declaración constitucional se le obliga a contar
con la confianza de aquéllas (l). El texto regula con detalle
las mociones de confianza y censura, a través de las cuales el
Parlamento puede hacer efectiva tal responsabilidad política»
Estos preceptos obligan a interpretar restrictivamente la capa-
cidad de decisión del Jefe del Estado en los actos que caen
en el ámbito de la dirección política (típicamente los relati-
vos á la legislación en sentido amplio: promulgación de leyes,
firma de decretos-leyes, decretos legislativos y reglamenta-
rios) (2). A este respecto, la doctrina ha clasificado los ac-
tos del Jefe del Estado en tres grupos atendiendo al alcance
de su intervención: a) actos "gubernamentales", que serían com-
petencia del Gobierno, limitándose aquél a su firma; b) actos
"presidenciales", que serían, por el contrario, los que realiza
el Presidente de la República con plenas facultades decisorias;
(1) Cfr. art. 94.
(2) Los Decretos-Leyes y Decretos con fuerza de Ley son "ema-
nados" por el Presidente de la República (art. 87)> pera
la competencia sobre los miamos corresponde al Gobierno
(art. 76 y 77)» por lo que la intervención del Jefe del
Estado es formal, limitada al control del cumplimiento de
requisitos formales (así, MORTATI; ob. cit. pág. 633),
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y c) actos "complejos", que precisan de la voluntad concurrente
y homogénea de ambos órganos (l). Sin entrar en detalles que lie
varían muy lejos, baste decir aquí que es difícil encontrar ac-
tos exclusivamente "presidenciales" (el caso más claro es, qui-
zá, el nombramiento de cinco jueces del Tribunal constitucio-
nal) y que esta categoría debe interpretarse restrictivamente,
habida cuenta de la irresponsabilidad presidencial. Por otra par
te, cabe afirmar que el Jefe del Estado tiene cierta capacidad
decisoria (para unos, exclusiva y para otros, compartida con el
Gobierno) en la disolución del Parlamento y que puede tenerla
en la designación del Presidente del Consejo de Ministros (cuan
do no hay mayoría clara y deben formarse coaliciones)¿ Estas
dos facultades son, desde luego, las más importantes de todo el
repertorio presidencial. Junto a ellas, es frecuente considerar
como actos presidenciales, el envío de mensajes a las Cámaras
y la devolución de leyes para nueva deliberación, facultad que,
dicho sea de paso, se ha utilizado en bastantes ocasiones (2).
(1) Hay discrepancias en cuanto al encaje de las atribuciones
concretas en alguna de las tres categorías pero no en cuan
to al criterio clasificatorio (vid. MORTATI, ob. cit. pág.
614 y ss.j VALENTINI, id., passim). Una importante línea
doctrinal, siguiendo a GUARINO, reduce los tres grupos a
dos: actos sustancialmente gubernamentales y actos presiden
cíales (cfr. BISCARETTI, ob. cit. pág. 274 y 282 y ss.).
(2) Aun manteniendo esta tesis, es difícil que el Jefe del Esta-
do pueda actuar al margen del Gobierno, puesto que necesita
siempre el refrendo de sus actos.
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En el caso de la disolución ha creído verse un decisivo despla
zamiento de su significado, en función de los nuevos principios
constitucionales,, que permiten superar el "monismo" a que daba
lugar la prepotencia del Parlamento bajo la Constitución de l875j
cuya "praxis" se caracterizó, como se recordará, por la inope-
rancia del derecho de disolución. La diferencia estriba, según
la atinada comparación de MORTATI (l), en que cualquier confli£
to entre las Cámaras y el Gobierno debía resolverse en favor de
aquéllas (por tanto, con la dimisión de éste) porque se presu-
mía "iuris et de iure1! el acuerdo entre ellas y el electorado.
En cambio, los principios de la Constitución italiana, que tra-
tan de asegurar al pueblo un protagonismo activo en el proceso
político, obligan a presumir tal acuerdo entre electorado y Par
lamento solamente "iuris tantum", por lo que el conflicto inte-
rorgánico no debe resolverse sin más con la dimisión del Gobier-
no, sino remitirse en ciertos casos a la decisión popular. De-
terminar cuáles sean estos casos es la delicada misión que in-
cumbe al Jefe del Estado, aunque parece arriesgado afirmar que
el Gobierno no tenga parte en dicha determinación (2).
El nombramiento del Presidente del Consejo de Ministros ofrece
también perfiles singulares, que dependen en buena medida de la
(1) Ob. cit. I, pág. 499-
(2) Cfr. MORTATI, ob. cit. II, pág. 626-7, VALENTINI, id., pág.
115 y ss., consideran la facultad de disolución como acto
"complejo" frente a la doctrina dominante que la encuadra
• * • / m, •
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situación de los partidos en el Parlamento. El acto de nombra-
miento tiene dos momentos claramente diferenciados: a) el encar-
go de formar Gobierno hecho a una personalidad determinada, y
b) el acto formal de designación (l). En el primer momento en-
tra en juego la libre iniciativa del Jefe del Estado, encomen-
dando la formación de Gobierno a quien considere más apto para
obtener el respaldo de las Cámaras. Naturalmente que esa inicia-
tiva presidencial sólo implica un auténtico•margen decisorio
cuando no existe mayoría definida en la Asamblea o cuando la
existente carezca de un líder generalmente reconocido, En el
segundo momento, en cambio, la intervención del Jefe del Estado
es puramente formal, pues, si el encargado está en condiciones
de constituir un Gobierno con el suficiente respaldo parlatoenta-
rio, aquél deberá firmar el nombramiento (2). De lo que. no ca-
be duda es de que la ulterior propuesta de designación de minis-
tros formulada por el Presidente del Consejo vincula al Jefe del
Estado, '• • '
entre las atribuciones exclusivamente presidenciales. Así,
BISCARETTI entiende que el Presidente puede decretar la di-
solución por propia iniciativa, sin previa propuesta del
Gobierno (ob. cit. pág. 284-5)•
(1) Cfr. VALENTINI, ob. cit. pág. 135.
(2) A partir de esa descomposición del contenido del acto puede
explicarse de manera relativamente satisfactoria la anómala
situación de que sea¡el Presidente del Consejo entrante quien
refrende el acto de su propio nombramiento (cfr. VALENTINI,
ob. cit. pág. 134)- Para una visión práctica del tema, vid.
G. ZAGREBELSKY: "La formazione del Gove'rno nelle prime qua-
tro legislature repubblicane", Riv. trim. Diritto Pubblico,
ne 3 de 1968, pág. 805 y ss.'
209
4. En conclusión, la vigente Constitución italiana ha diseñado
una Jefatura del Estado que conserva todavía la impronta de
los esquemas monárquicos, en cuanto a la determinación del con-
tenido competencial, pero que adquiere un significado propio al
asentarse sobre bases especificas que contribuyen a asegurar la
funcionalidad del sistema parlamentario en que se inserta. Pare-
ce claro que en este contexto (parlamentario) la configuración
de la suprema magistratura es sustancialmente idéntica, tanto
si se atribuye a un monarca como a un Presidente de la Repúbli-
ca< Sin embargo, la superación de? la vieja ficción del dualismo
en el seno defL Ejecutivo-, que otorga a su Jefe unas competencias
que de hecha son ejercidas por el Gobierno., debe considerarse
positiva en la medida en que permite derivar el significado
auténtico dé la Jefatura del Estado a partir del propio texto
constitucional, sin necesidad dé acudir a "conventions" o'pro-
cedimientos fácticos de| ejercicio del poder que, en el fondo, no
hacen sino vaciar de contenido la letra de la Constitución. Ello
no significa que en el sistema examinado hayan desaparecido del
todo las ambigüedades, probablemente necesarias en la definición •
de una magistratura suprema, a la que la realidad constitucional
debe dotar en parte de funcionalidad propia. Pero sí se han eli-
minado las contradicciones entre el texto y la realidad, abrién-
dose la puerta a la interpretación del texto prescindiendo de
esquemas arcaicos. Be este modo, se ha configurado una Jefatura
del Estado que quizá no es imprescindible en un sistema; institu-
cional, pero que tiene una funcióínt que cumplir y cuyo mantenimien
to no se explica sólo por razones históricas, como sucede en
buen número de monarquías. '
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En el caso de Italia, el Presidente de la República ostenta un
amplio repertorio de funciones representativas y simbólicas, dé
cara al exterior y a,l interior del país, y queda fuera del pi>Q~
ceso de dirección política, que corresponde al Gobierno con el
Parlamento. Pero- feóiiserva una capacidad de iniciativa y de de-
cisión, que se patentiza especialmente en momentos de crisis y
cuyo sentido es, en último término, asegurar la supervivencia
de la forma parlamentaria de gobierno adoptada por la Constitu-
ción. Sus funciones se prestan mal, en ocasiones, a una aprehen
sión jurídica, porqué dependen del tacto, la prudencia y, en de-
finitiva, la personalidad del propio Jefe del Estado. En pala-
bras de RUINI, presidente de la Comisión encargada de redactar
el proyecto constitucional "es el gran consejero, el magistrado
de persuasión y de influencia, el coordinador de actividades,
el jefe espiritual, más bien que temporal, de la República" (i).
Sus intervenciones concretas deben reconducirse, en general, a
un control negativo de la eonstitucionalidad de los actos esta-
tales, impidiendo la producción de tales actos, y defiriendo al
órgano competente la decisión última. Junto a ello, tiene o pue-
de tener una función impulsora de alcance muy difuso, al no plas-
marse en decisiones jurídicas.
(1) Citado por FALZONB, PALERMO, CGSENTINO: "La Costituzlohe de
la Repubblica italiana". Roma 1969, pág. 2J1-2.
y
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F) EL JEFE DEL ESTADO EN LOS SISTEMAS DE EJECUTIVO BIPOLAR
El intento más notable de estabilizar el parlamentarismo, me-
diante la inserción de un contrapeso al predominio de las Cáma-
ras, lo constituye el sistema llamado de "ejecutivo bipolar" o
"dualista", cuya característica decisiva reside en la posición
de la Jefatura del Estado. En tal sistema no se pretende tanto
'•rebajar" la primacía teórica del Parlamento, cuanto evitar que
el funcionamiento del aparato institucional quede bloqueado por
la propia inoperancia del órgano legislativo, mal estructurado
en grupos políticos e incapaz, por ello, de mantener gobiernos
estables. La denominación de ejecutivo dualista o bipolar puede
sorprender a primera vista, teniendo en cuenta que el régimen
parlamentario ha ofrecido tradicionalmente, al menos en el es-
quema continental de la división de poderes, una dualidad orgá-
nica en el seno del ejecutivo, articulada en torno a la titula-
ridad de las competencias por el Monarca o Presidente y a su
ejercicio efectivo por los ministros» La variante que ahora se
examina mantiene el principio paviamentario y, por tanto, la de-
pendencia del Gobierno respecto de las Cámaras pero refuerza la
Jefatura del Estado» que deja de ser mero portador nominal de
atribuciones que realmente corresponden al Gobierno, para adqui
rir una austantividad propia que la convierte en centro autónomo
de poder paralelo al Gobierno y, en último término, superior a
él. De ahí el "dualismo" que informa la organización del Ejecu-
tivo y que, en el fondo, no constituye novedad en el repertorio
de las formas políticas, pues recuerda a las fases intermedias
de la relación Rey-ministros en el largo proceso de "parlamenta
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rización" de la Monarquía tradicional. La novedad estriba en el
intento de aclimatar esta Jefatura del Estado "fuerte" en un
contexto republicano. La experiencia fue realizada por vez pri-
mera' en la Constitución alemana de Weimar, imitada después en
este punto por la finlandesa de 1919, la austríaca de 1929 y la
francesa de 1958.
- LA CONSTITUCIÓN DE WEIMAR
1. Para comprender el significado de la obra de Weimar es pre-
ciso tener en cuenta que la Guerra Mundial había marcado el
fin del "principio monárquico" y que los constituyentes se en-
frentaban a la tarea de instaurar un régimen republicano. La
tradición de una Jefatura del Estado poderosa y activa, la mul-
tiplicidad de partidos políticos .y el ejemplo de lo ocurrido
en Francia bajo la Constitución de 1875> cuyos resultados se
querían evitar, colocaron la figura del Presidente de la Repú-
blica en el centro del debate constitucional; La preocupación
principal consistía en dotarle dte una legitimidad propia, inde-
pendiente del Parlamento, Tal legitimidad se encontró en el su-
fragio universal. Un Presidente "ungido con el óleo democrático
de la elección popular" (LOEWENSTEIN} (l) seria el contrapeso
adecuado del Parlamento y el arbitro supremo de los conflictos
(l) Cfr. "La Monarquía...", cit. pág. 212, refiriéndose a la
elección de Luis Napoleón*
políticos (l). Esa solución había sido ya defendida por Max
i
WEBER (2) y fue incorporado al texto de Weimar por Hugo PREUSS,
su gran inspirador. La idea era sencilla: como el equilibrio
interno del sistema parlamentario se basa en la posibilidad de
que las Cámaras destituyan al Gobierno y en el correlativo de-
recho del Ejecutivo a disolver aquéllas, hay que impedir que
el equilibrio se rompa en beneficio aparente de una de las par-
tes (el Parlamento, como en la III República francesa) y en
perjuicio general del sistema. Para ello es precisa una insti-
tución que encarne la unidad estatal y posea una -legitimidad
tan indiscutible como la del propio'Parlamento. Y en un siste-
ma que, como el de Weimar, consagra la soberanía popular, no
hay legitimidad más fuerte que la basada en el sufragio univer-
sal (3)« E)e este modo, se sitúa al Presidente en pié de igual"-'
K •
dad con el Parlamento y se restablece el famoso equilibrio
(Gleichgewicht) que se considera clave para el funcionamiento
del sistema. '
(1) Cfr. KIMMINICH, "Das Staatsoberhaupt...", cit. pág. 47-49;
KALTEFLEITER, "Die Funktionen...«, cit. pág. 129 y ss.
(2) WEBER consideraba "das Prinzip der direkten Führerauswahl"
como la carta magna de la democracia. Este principio debía
completarse con el derecho de disolución del Relchstag y la
facultad de someter a referéndum determinadas cuestiones.
El trasfondo de la construcción de WEBER lo constituían la
falta de poder del Parlamento y la situación de los partido»
(sobre esto, vid. ew detalle KALTEFLEITER, ob. cit. pág.
131 y ss.).
(3) La elección popular directa del Presidente se establecía en
el art. 41, que le otorgaba un mandato de 7 años, con posi-
bilidad de reelecciones.
n
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La imponente construcción no debe inducir a error sobre su al-
cance. En Weimar no se consagra nada parecido a una dictadura
constitucional, ni tampoco un régimen presidencialista. El Par-
lamento conserva la plenitud de sus facultades legislativas (el
Jefe del Estado ni siquiera tiene la facultad de pedir una nue-
va deliberación de la ley). Al Canciller corresponde la direc-
ción política y su Gobierno ejerce las típicas competencias eje:
cutivas. Los actos del Presidente están sujetos, en general, al
requisito del refrendo (1) .
La potenciación de la Jefatura del Estado no significa que su
titular reemplace al Gobierno ni que le convierta en instrumen-
to ejecutor de su política personal. En circunstancias normales
su papel es marcadamente pasivo. Lo que se pretende es arbitrar
un mecanismo para solventar los conflictos. Y ahí está el senti-
do de la figura. El Jefe del Estado posee una reserva de poder
que sólo se activa en la patología del sistema y que tiene por
objeto restablecer la normalidad y, en definitiva, el sistema
mismo. Por eso se le definió como "defensor de la Constitución"
•
(HUter der Verfassung), en expresión de C. SCHMITT que ha dicho
i*.
fortuna.
2. La reserva de poder se condensa en tres facultades fundamen-
tales: destitución del Canciller (2), disolución del Reichs-
(3) y medidas excepcionales (4). La primera de ellas otorga
(1) Cfr. art. 50.
(2) Art. 53. '
(3) Art. 25, que exige el refrendo del Canciller y prohibe la
disolución más de una vez por el mismo motivo.
(4) Art. 48.
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al Jefe del Estado un control sobre el Gobierno que desborda
el marco natural del parlamentarismo (l). Como, según la Cons-
titución de Weimar, el Canciller y los Ministros necesitan la
confianza de la Dieta Federal para mantenerse en sus Funciones
(2), la indicada facultad presidencial da pié para presumir que
también dependen de la confianza del Reichsprasident, con lo
que se establece un principio de "doble confianza" análogo al
de la monarquía en su versión doctrinaria u orleanista (3)- Si
la vida política alemana hubiera transcurrido por derroteros
menos traumáticos, se habría quizá respetado la vinculación del
Gobierno a la Cámara, conforme a las reglas del juego parlamen-
tario. Pero las disensiones en el Reichstag abrieron la puerta
al protagonismo del Jefe del Estado y a la formación de "Gabine-
tes presidenciales" (Prasidialkabinett), basados sólo en la con-
fianza de aquél, desnaturalizando gravemente el ordenamiento
fundamental. Así las cosas, poco importaba la facultad de disolu-
(1) En cuanto se entiende como facultad de "cese" y no sólo de
aceptar la dimisión. Cfr. a este respecto» el distinto sis
tema de la Constitución francesa de 1958 que sólo faculta,
formalmente, para aceptar dimisiones.
(2) Art. 54.
(3) Esta fue, en palabras de LOEWENSTEIN, "la construcción inor-
tal del proceso de poder en Weimar ("Teoría de la Constitu-
ción", cit. pág. 112).
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ción, por lo demás constitucionalizada en términos perfectamen-
te acordes con el principio parlamentario. El equilibrio del
sistema se rompía nuevamente, pero ahora del lado del Ejecuti-
vo\ Por último, la famosa facultad de dictar reglamentos de ne
cesidad (Notverordnungen) sufrió también una mutación que la
alejaba decisivamente de su alcance constitucional originario.
El art. 48 habilitaba al Presidente para adoptar las medidas ne
cesariás para restablecer la seguridad y el orden público, aun-
que bajo control de la Dieta, que podía dejar sin efecto tales
medidast En cuanto el supuesto de hecho estaba indeterminado y
el contenido de las medidas era ilimitado, dejados ambos extre-
mos a la; apreciación del Presidente, se regulaba en este artícu-
lo una dictadura "comisarial", en el sentido de C* SCHMITT (l).
Pero la interpretación en la práctica de tales medidas como ju-
rídicas, y no sólo fácticas,. que podrían llegar a la suspensión
de toda la legislación, llevó al establecimiento de una dictadu-
ra "soberana", que poco tenia que ver con el texto constitucio-
nal (2). La disolución del Reichstag decretada por Kindenburg
el 18 julio 1930 porque aquél había.dejado sin efecto los regla-
mentos de necesidad adoptados dos días antes, abre la crisis de
manera ya irreparable (3)»
(1) Vid, C. SCHMITT: "La dictadura», Trad. española. Madrid
1968, pág. 2 57 y ss.
(2) Esa es la opinión de los historiadores más autorizados (Vid,
A. ROSENBERG: «Geschichte der Weiaarép Republik". 17 ed.
Frankfurt 1975* pág. 79). • .
(3) La disolución podía, jurídico-forinalmente, haber sido evita-
• • • J * •
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3. La historia de la República de Weimar y su triste desenlace
han condicionado poderosamente las opiniones sobre el valor
de su Constitución. En pura teoría, la configuración de la Je-
fatura del Estado era el trasunto republicano del modelo raonárr-
quico de CONSTANT. Este quiso estabilizar la monarquía erigien-
do al rey en cuarto poder, neutro e imparcial, por encima de
las contiendas políticas entre el Legislativo y el Ejecutivo.
La legitimidad que al monarca aportaban la tradición y la subl^
midad de su posición, frente a la opinión popular cambiante,
serían el apoyo más firme de su neutralidad y la garantía de
la misma. Por ello, el propio CONSTANT estimaba que un Jefe de
Estado republicano no podría ser nunca ese "pouvoir neutre",
al faltarle el fundamento de legitimidad consustancial a la mo-
narquía. La Constitución de Weimar se propuso demostrar lo con-
trario, utilizando un esquema idéntico. Sustituida la soberanía
monárquica por la popular, un Jefe del Estado elegido por sufra
gio universal directo debería desempeñar el mismo papel que, el
monarca en el esquema de GONSTANT. Su posición se vería, además,
reforzada manteniendo vivo el vínculo con el soberano, a quierí
se podría deferir la decisión sobre las grandes cuestiones me-
diante la facultad presidencial de convocar a referéndum.
* • * f * *
da por el Canciller, tanto si se basaba en el art. 25 (di-
solución) como en el 48, pues en ambos casos era precepti-
vo su refrendo, pero Brüning no se negó a estamparlo. En
este punto, hay una diferencia importante pon la Constitu-
ción francesa de 1958, como se verá después en el texto.
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El problema es si una Jefatura del Estado así configurada pue-
de cumplir la misma función que el monarca parlamentario. A
este respecto, se ha señalado que el dualismo representativo
tiene sentido en la Monarquía constitucional en cuanto que el
Parlamento y el Rey pueden invocar una legitimidad propia y
aquél en cierto modo representa al pueblo ante éste. En cambio,
en una república parlamentaria, el único representante es, por
definición, el Parlamento, por lo que el Jefe del Estado no
tiene ese carácter aunque sea elegido por sufragio universal
(l). Con ello sé viene a dar de nuevo la razón a CONSTANT. A
mi juicio,' enfocar el tema desde la perspectiva de la represen-
tación conduce a interminables discusiones, en gran parte ter-
minológicas, puesto que lo primero que habría que aclarar es
qué se entiende por representante. La tesis de la doble legiti-
midad (concepto también de difícil aprehensión) del monarca y
del Parlamento es defendible sobre la base de la soberanía mo-
nárquica, pura o concurrente con la popular, pero en modo algu-
no cuando ésta se ha reconocido como la fuente única del poder.
(1) Así, KIMMINICH, ob. cit. pág. 61-2, y passim. La tesis de
este autor consiste en afirmar que sólo el Parlamento es
representante del pueblo considerado como unidad política y
que el destinatario de esa representación era el monarca
en la Monarquía constitucional. Por tanto, el Presidente de
una República no puede ser ese destinatario, puesto que ya
no hay necesidad de "representar" al pueblo ante una legi-
timidad distinta (la monarquía). En otras palabras, que se-
ria absurdo representar al pueblo ante el pueblo. Estas con
sideraciones pueden ser válidas, en efecto, para la Monarquía
constitucional en su sentido originario, es decir, basada en
la soberanía de un monarca que se nautolimita", pero no para
la monarquía parlamentaria basada en la soberanía nacional
(caso típico: la Constitución belga de 1831).
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Un monarca parlamentario no puede invocar otro fundamento de su
trono que el que le proporciona la Constitución, exactamente
igual que un Presidente de la República. El tan traído y lleva-
do esquema de CONSTANT disolvía la teórica soberanía popular
(limitada) en una distribución de competencias entre los; pode-
res y otorgaba al monarca una especie de derecho propio a la
titularidad del poder moderador, en base a la dignidad de su
persona. Para CONSTANT el "pouvoir neutre" era imposible en la
República porque en ella no podía admitirse, como en la Monar-
quía, que el Jefe del Estado fuera irresponsable, y considera-
ba que el sistema se resentiría gravemente si se exigía la res-
ponsabilidad política a tan alto nivel. Justamente desde esta
perspectiva puede apreciarse con mayor claridad el problema del
Ejecutivo dualista. Si el Presidente "fuerte" es una figura ac-
tiva, lanzada de lleno al ruedo político y capaz, en último- tér
mino, de adoptar decisiones en contra del Gobierno (l), obvia-
mente no puede ser un poder "neutro" en él sentido de CONSTANT
(2). Ambas propiedades, poseer el poder y ser neutralt son in-
conciliables (3). Hemos visto qúte la Constitución de Weimar no
quería, ©n circunstancias normales, el protagonismo del Reichs-
(1) Cfr. KALTE.FLEITER, ob. cit. pig.
(2) Como tampoco puede serlo el monarca, en la práctica,- si ejejr
ce efectivamente y por sí sólo las importantes competencias
que CONSTANT le atribuía.
(3) Cfr. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. l89j KIMMINICH, ob. cit.
pág. 50
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prasident, pero le dotaba de una reserva de poder susceptible
de activarse frente a las crisis y superior en contenido a la
del Jefe de un Estado estrictamente parlamentario. Con el tiem
po la crisis se hizo endémica y el Presidente se erigió en ver-
dadero dictador constitucional en base a sus facultades propias,
pero apoyado sobre todo en el carácter plebiscitario de su elec
ción (l). Es difícil deslindar la parte de responsabilidad que
en este, desarrollo hay qué atribuir al texto y a los propios
hechos, habiéndose emitido opiniones para todos los gustos (2).
En todo caso, resulta aventurado condenar el modela en base a
la sola experiencia de Weimar, rodeada de circunstancias espe-
cialmente conflictivas.. Entre sus enseñanzas, es importante re-
(1) De este modo, de la "autorización excepcional", se pasó, en :
la práctica, Al cesaríamos "von der Ausnahmermáchtigung zun*
Führerstaat» (KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 193).
(2) Por ejemplo, para un historiador como A. R0SEN8ERG', Xa Conjs
titución tal como fue conctó^da hubiera podido «ervirl para
la construcción de la democracia y el socialismo, sin que
sus preceptos|tengan culpa alguna de que el desarrollo his-
tórico siguiera otro camino ("Geschichte der Weimarer Repu-
blik", cit. pág. 80). En cambio, un politólogo como-C. FRÍE
DRICH opina que se trataba de un texto poco realista que no
era adecuado a las circunstancias históricas ("Gobierno Con£
titucional y Democracia", Madrid 1975, tonto II, pág. 258).
En ambos casos se constata una falta de sincronía entre De-
recho y realidad en la que, quizá, estaba el "quid" de la
cuestión: el conflicto social y la situación internacional
desbordaban el cauce constitucional, cori independencia de
que éste fuera bueno o malo.
t-
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tener, como ha señalado PERNTHÁLER (1), el intento de resolver
la debilidad institucional derivada de la inoperancia del Par-
lamento mediante la potenciación de una autoridad exterior al
mismo. Porque si el problema estriba en la deficiente estructu
ración del sistema de partidos, que tiene su reflejo en* las Cá
maras, parece que hay una incongruencia entre diagnóstico y te
rapia, a partir de la cual, la inserción de un Jefe del Estado
"fuerte" manteniendo el principio parlamentario no puede ser
sino una fuente de conflictos (2). 0 se mantiene el sistema, a
lo sumo con correctivos internos al Parlamento, o se da el sal
to al presidencialismo. Y es que, en efecto, aquí aparece otra
dimensión del problema. Si en un régimen parlamentario, donde
el Gobierno emana de la formación o coalición mayoritaria en
la Asamblea, sé introduce un Jefe del Estado elegido por sufra
gio universal ¿quién es el líder de esa mayoría, aquél o el
mer Ministro? La cuestión se plantea hoy en torno a la Consti-
tución francesa de 1958, que rompe con ochenta años de "parla-
mentarismo" con Jefe del Estado débil, para embarcarse en una
nueva experiencia "dualista" siguiendo los pasos de Weimar.
(1) "Das Staatsoberhaupt...", cit. pág. 125, refiriéndose a
la situación austríaca con la Constitución de 1929> aná-
loga a la de Weimar.
(2) Cfr. KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 147.
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' LA CONSTITUCIÓN FRANCESA DE 1958
1. Como en Weimar, la interpretación de la vigente Constitución
francesa gira esencialmente en torno a los poderes del Jefe
del Estado. A este respecto, se han distinguido dos etapas sepa
radas por la reforma de 1962, fecha en que se establece la elec
ción del Presidente de la República por sufragio universal (I).
En la primera etapa la caracterización de esta figura deriva
esencialmente del art. 5» que le encarga de velar por el respe-
to a la Constitución y de asegurar, mediante su arbitraje, el
funcionamiento regular de los poderes públicos y la continuidad
del Estado. Se le atribuye, pues, una función arbitral, defenso-
ra de la Constitución, que presupone la imparcialidad y el ale-
jamiento de las polémicas partidistas pero que hace factible su
intervención activa en casos excepcionales para defender el sijs
tema mismo (2). Asi, parece realizarse a satisfacción el viejo
(1) Vid. DUVERGER, "La Ve République", 4* ed. París 1968, pág.
14 y ss., 86 y ss. y passim. De esos dos modelos jurídico-
constitucionales, el de 1953 y el de 1962, el autor distin-
gue "le régime effectivement applique", en función de la
personalidad de De Gaulle y de su actitud, más autoritaria
en los primeros años (v. pág. 18 y as.); vid. también del
mismo autor "Institutions politiquea et droit constitution-
nel% cit. tono II, pág. 22 5 y ss. S. ARNE, en interpreta-
ción más apegada a los hechos, entiende que la única censura
válida está en 1963» con la vuelta a la tranquilidad tras
los acontecimientos de Argelia ("L'Esprit de la Ve Républi-
que", en Jtevue du Droit Public et de la Science Politique,
n« 3 de 1971» pág. 646).
(2) Vid. los diversos matices de esta idea general en DUVERGER
"Institutions politiques", cit. pág. 225-233.
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ideal teórico del "poder neutro" conforma al esquema de CONSTAN!
o el más moderno del "Hüter der Veriaasung". Y es que, en efec-
to, este Presidente de la República, elegido por un colegio
electoral integrado por los miembros del Parlamento y por repre
sentantes de las Entidades territoriales, carece de autoridad
para erigirse en motor del proceso político, que ha de funcio-
nar según las reglas tradicionales del juego parlamentario, pe-
ro no deriva tan estrictamente de las Cámaras como en 1875, lo
que le permite ejercer con independencia su importante reperto-
rio de facultades susceptibles de activarse en circunstancias
especiales: derecho de disolución, convocatoria de referéndum
y medidas excepcionales, por citar sólo las más sobresalientes.
Estas facultades, que el Jefe del Estado puede ejercer sin re-
frendo (1), integran un contenido de poder que eleva su posición
por encima del nivel habitual de un Jefe de Estado parlamenta-
rio y justifica el encaje del sistema dentro del modelo de Eje-
cutivo bipolar o dualista que venimos examinando. De ahí la de-
nominación de parlamentarismo "atenuado" u "ornealista" que
(l) Cfr. art. 19• Además de los citados en el texto, se excep-
túan también del refrendo los actos presidenciales siguieri
tea: nombramiento del Primer Ministro (a diferencia de Ita-
lia con la anómala práctica de que refrenda el entrante),
mensajes a las Asambleas, petición al Consejo Constitucio-
nal para que se pronuncie sobre la constitucionalidad de
una ley o de un compromiso internacional y nombramiento de
tres jueces del citado Consejo.
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algunos autores aplicaron a esta etapa que se cierra en 1962
(l). Pero, en lo demás, hay que insistir en que el proceso po-
lítico tiene su centro de gravedad en el eje Parlamento-Gobier
no, y que las típicas competencias "ejecutivas" recaen sobre
el Gobierno, que por precepto constitucional expreso "determina
y dirige la política de la Nación" (2) y, en particular, sobre
el Primer Ministro, a quien corresponde dirigir la acción del
Gobierno (3)- Basten estas pinceladas para describir un esque-
ma que apenas tuvo vigencia y cuya principal utilidad en este
momento es servir de contrapunto para ponderar el cambio que se
produce con la reforma de 1962 (4)•
(1) Así DUVERGER, en "La Ve République", cit. prefiere, en ge-
neral, el calificativo de "ornealista", mientras que*en
"Institutions politiques", ed., cit., sin renunciar a ese
término se inclina por el de parlamentarismo "atenuado",
más aséptico, ya que el ornealismo implica jurídicamente
la "doble confianza", que no está establecida formalmente
en 1953, aunque de hecho funcione como tal (V. II, pág.
231-2). En sentido análogo, ARNE, aplicando el calificati-
vo a todo el período (ob. cit. pág. 662-3).
(2) Cfr. art. 20.
(3) Art. 21.
(4) Ley 62-1292, de 6 noviembre 1962, sometida previamente a
referéndum en virtud del art. 11 de la Constitución, al
margen, por tanto, del procedimiento ordinario de revisión
constitucional previsto en el art. 89, lo que motivó acu-
saciones de inconstitucional (vid. una síntesis de los di-
versos argumentos en DUVERGER: "La Ve République", cit.
pág. 51-54).
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2. Esta reforma afecta únicamente al procedimiento de elección
del Presidente de la República, manteniéndose inalteradas
sus atribuciones así como las de los restantes Altos Órganos.
Sin embargo, a juicio de la doctrina dominante, "la unción con
el óleo democrático de la elección popular" determina un cambio
radical en el equilibrio interno del sistema institucional, cuyo
centro de gravedad se desplaza hacia el Presidente de la Repú-
blica (l). Este se halla ahora en conexión directa con la sobe-
ranía nacional, por el mismo título que el Parlamento, de mane-
ra que no puede ser ya un simple arbitro con funciones normal-
mente decorativas y con una eventual reserva de poder, por im-
portante que sea éste. Según esta visión, la consecuencia- deci-
siva de la elección popular es que, aparte de las atribuciones
privativas que él Jefe del Estado puede ejercer sin refrendo,
sus tradicionales competencias "ejecutivas" no son ya nominales
sino que entrañan una capacidad decisoria propia, si bien' el re-
quisito del refrendo ministerial supone una especie de veto gu-
bernamental a lag decisiones del Presidente (2). üo hace falta
(1) Asi, DUVERGERs "En démocratie, le suffrage universel direct
est l'équivalent du sacre de Reima dans l'aricienne monarchie
franqaiee¡ il confére la legititóité supréme". ("In«titution«
politiquea...", cit. II, pág. 234).
(2) DUVERGER, id. pág. 236 y passim ("on ne mobilise pas le
suffrage universel pour creer un organe d'apparat11) y en
"la Ve République", cit. pág. 34, 89 y passim. Según este
autor para entender que una facultad presidencial es "nomi-
nal" hace falta que la Constitución lo diga expresamente.
La consecuencia decisiva es el cambio dé significado del
refrendo. En vez de presuponer que el refrendante tiene la
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decir que esta configuración de la Jefatura del Estado, cuyo
titular sigue siendo irresponsable, salvo por alta traición (l),
desborda por completo los patrones del parlamentarismo, que
sólo formal y forzadamente pueden considerarse vigentes.
Pero antes de seguir adelante conviene recordar cuáles son,
en concreto, las facultades del Presidente de la República.
En cuanto a sus relaciones con el Parlamento, se mantiene en
términos generales el esquema de la III República, dejando apar
te, naturalmente, el trascendental cambio de óptica que implica
la admisión constitucional de la "reserva reglamentaria" (2).
Pero esto sólo afecta aqüi indirectamente, en cuanto supone una
potenciación del Gobierno. La apuntada analogía con-1875 no se
refiere a este aspecto material sino al formal de las relacio-
nes entre ambos órganos. En este sentido, se establece la reu-
y¡ "faculté de statuer", como es típico del régimen parlamen-
tario, implica ahora que la «decisión corresponde al Jefe
del Estado y que el refrendante sólo tiene "faculté d'em-
pécher". De ahí que, en todo caso, la potenciación del Pre-
sidente no reduce al Gobierno a un papel meramente instru-
mental, según eí modelo del presidencialismo americano,
sino que el acuerdo entre ambos es necesario para el funcio-
namiento del sistema. En su virtud, concluye DUVERGER que.
"daña une certaine mesure la régime de 1962 cree une dyari
chie" ("V6 Ré'ublique", p. 90).
(1) Cfr. art. 68.
(25 Vid. sobre este tema clave GALLEGO ANABITARTE, "Ley y Regla-
mento...", cit. pág. 261 y ss. y bibliografía allí citada.
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nión de las Cámaras por derecho propio en períodos fijados y la
facultad del Presidente de convocarlas con carácter extraordi-
nario (l). Se mantiene también la facultad de reenviar una ley
para nueva deliberación (2) y la comunicación entre Presidente
y Asambleas por medio de mensajes que aquél les dirige y que,
por cierto, no necesitan refrendo (3). En fin, el derecho de
disolución se configura igualmente como acto propio del Jefe
del Estado, puesto que, aunque es preceptiva la consulta al Pri
mer Ministro, este trámite no tiene carácter obstativo, sin po-
sibilidad tampoco de negar el refrendo, pues la disolución está
exenta de ése requisito. Aquí hay ya un punto de ruptura con el
esquema tradicional (recuérdese que bajo la Constitución de 1875
el refrendo era obligatorio para todos los actos presidenciales),
que se ensancha con la facultad de someter a referéndum proyec-
tos de ley relativos a la organización de los poderes públicos
y con la de dictar medidas excepcionales.
La convocatoria de referéndum debe hacerse a propuesta del Go-
(1) Cfr. art. 28-30. En el caso de las sesiones extraordina-
rias hay matices importantes que limitan la facultad de
convocatoria. En efecto, el Jefe del Estado no puede de-
cretarla, libremente sino sólo a petición del Primer Minis-
tro o de la mayoría de loe miembros de la Asamblea Nacional.
El protagonismo del Primer Ministro se acentúa, además, te-
niendo en cuenta que esta facultad presidencial no está ex-
cluida del refrendo.
(2) Cfr. art. 10.
(3) Cfr. art. 18.
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bicrno o de las dos Asamblea» conjuntamente y comporta la obli-
gatoriedad de promulgar la ley si el resultado es afirmativo
(l). Esta facultad, que también está excluida del refrendo, ha
sido utilizada de hecho (así, en 1962) como un procedimiento
de revisión constitucional alternativo al ordinario del art. 8'í
con la particularidad de que así se evita la intervención de
las Asambleas, lo que ha sido tachado de inconstitucional (2).
Por su parte, la adopción de medidas excepcionales se regula
en términos más amplios que los del famoso artículo 48 de Wei-
mer. Ello porque, aparte la indeterminación del supuesto de he-
cho que suele ser inherente a estas medidas, no se otorga a las
Asambleas la posibilidad de dejarlas sin efecto, si bien, en
contrapartida, se establece que aquéllas permanecerán reunidas,
de pleno derecho mientras duren las medidas y que en es«: perío-
do no podrá pronunciarse la disolución. La comentada facultad
presidencial queda asimismo libre de refrendo (3).
3. La articulación del Jefe del Estado con el Gobierno se en-
marca en la conocida potenciación de este bloque frente al
Parlamento que siempre se subraya como uno de los principios bá-
(1) Art. 11.
(2) Vid. eupra nota 1 en pág. 182.
(3) Cfr. art. 16. Sobre la interpretación de este artículo, V.
DUVERGER: "La Ve République", pág. 54 y ss., "Instituti-
ons...", II, 205 y ss. ARNE compara, en mi opinión injusti-
ficadamente, dicho artículo con el 14 de la "Charte" de
1814 ("L'Esprit. ..", cit. pág. 671).
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sicos del vigente Derecho constitucional francés (l). ¡No hay
"poderes" en el sentido clásico, pero el deseo de corregir el
parlamentarismo desenfrenado de la IV República (2) se apunta
ya en la propia estructura del texto constitucional, que colo-
ca al Presidente y al Gobierno por delante del Parlamento, y
se pone de manifiesto, naturalmente, en las atribuciones respec-
tivas. El principio básico sigue siendo el de la responsabili-
dad, política del Gobierna ante las Asambleas, con una regulación
muy precisa de las mociones de confianza y censura (3)- Pero el
deseo de evitar interferencias en el ámbito funcional de uno y
otras ha llevado a recurrir a un viejo principio revolucionario,
que se estimaba consustancial a ia división de poderes y que,
no obstante, habia sido abandonado desde la época de las Cartas:
la incompatibilidad entre las funciones ministeriales y el man-
dato parlamentario (4)» Sin entrar en los motivos coyunturales
(1) Junto a la admisión de la "reserva reglamentaria", debe des-
tacarse también la limitación de las facultades de la Asam-
blea para discutir el presupuesto, que tan decisiva impor-
tancia han tenido históricamente en la formación del régi-
men parlamentario. La Asamblea sólo puede ahora aprobarlo
o rechazarlo en bloque y no puede presentar enmiendas que
supongan aumento $e>l< gasto (cfr. "Ordonnance nfi 59-2 -
janvier: - 1959» portant loi organique relativo aipc lois de
finances", dictada en desarrollo d«l art. 47 de la Consti-
tución) . i
(2) En contraposición a ello, se ha calificado al régimen de la
V República como "parlamentarismo frenado" (LOEyíENSTEIN,
ob. cit. pág. U S ) .
(3) Cfr. art. 49 y SO. .
(45 Cfr. art. 23- El precepto se introdujo por decisión de De
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que pudieran aconsejar su implantación, parece evidente, que es-
te principio es más acorde con el presidencialismo que con el
parlamentarismo.
Las tareas del Gobierno don dirigidas por el Primer Ministro,
al que corresponde también la iniciativa de las leyes y el ejer
cicio de la potestad reglamentaria (l). Sus actos son refrenda-
dos, en su caso, por el Ministro encargado de la ejecución. Aho
ra bien, estas atribuciones del Primer Ministro se ejercen nor-
malmente previa deliberación del Consejo de Ministros, que tam-
bién es preceptiva en la mayoría de las competencias tradicio-
nales del Jefe del Estado (típicamente, nombramientos). Pero es
el propio Jefe del Estado quien preside los Consejos de Minis-
tros, pudiendo sustituirle el Primer Ministro excepcionalmente
Gaulle con el propósito de corregir la inestabilidad guber-
namental típica de la III y IV República, debido en parte
a la ambición de los parlamentarios por desempeñar una car-
tera ministerial (cfr. DUVEIÍGER: "V® République", pág. 68-
69)• La aplicación del principio ha originado la figura de
los "suplentes" que sustituyen en las Cámaras a los parla-
mentarios que acceden a un puesto en el Gobierno.
(1) Cfr. artículos 21 y 39- Sobre estos preceptos se basa en
gran medida la sustantividad propia de la figura del Pri-
mer Ministro. La titularidad de la potestad reglamentaria,
en el nuevo contexto de la articulación Parlamento-Gobie£
no en el ejercicio de la potestad normativa, realza extra-
ordinariamente su posición.
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y en virtud de delegación expresa (l). Además, según los prin-
cipios parlamentarios clásicos, aquél firma los decretos deli-
berados en Consejo de Ministros asi como las ordenanzas (Decre-
tos-Leyes) (2). Partiendo de estos preceptos se suscita la cues-
(1) Cfr. art. 9 fin relación al 21 ,
(2) Cfr. art. 13» El alcance de la firma presidencial ha sido
discutido, considerándose también clave a este respecto la
reforma de 1962. Hasta ella, se apuntaba la posibilidad de
qué el Presidente fuese libre de estampar o no su firma en
base a la regulación de la misma en el caso de las Decretos
y Ordenanzas, diferente de la promulgación de leyes, supues
to éste en que se establece la obligación de promulgar (sal^
va reenvío). Como tal obligatoriedad no se predicaba para
los Decretos y Ordenanzas, cabía admitir la libre decisión
del Jefe del Estado (Así DUVERGER, "Institutions.*..", cit.
II, pág. 218 y ss.). Desde 1962, para los partidarios de
esta tesis no existe duda alguna sobre la facultad del Pre-
sidente para negar su firma a los Decretos y Ordenanzas del
art, 13# "a fortiori" de su nueva y reforzada legitimidad
(vid. el propio DUVERGER, id. pág. 236), Eri mi opinión la
tesis de DUVERGER y quienes%la comparten es inadmisible re-
ferida al periodo 1958-62. La comparación gramatical del
art. 10 con el 13 ofrece- un apoyo demasiado débil para de-
ducir de ella un margen de decisión presidencial que con-
tradice un principio capital del parlamentarismo. El que
éste sea "atenuado" durante el periodo en cuestión deriva
de la atribución al Presidente de un repertorio de faculta-
des que puede ejercer sin, refrendo, pero no afecta a la
configuración de las facultades "normales" sujetas a ese
requisito, como son las examinadas. La negativa de la firma
es, en cambio, defendible en la Presidencia carismática in-
troducida en 1962, porque la atenuación del principio par-
lamentario afecta también al núcleo de las facultades suje-
tas a refrendo, a cuyo lado se alza, con consistencia simi-
lar, el principio presidencial. En todo caso, el problema
está lejos de poder resolverse satisfactoriamente desde una
perspectiva estrictamente jurídica y así lo hará patente
una eventual contradicción ideológica entre el Jefe del. Es-
tado y el Gobierno.
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tión de quién ejerce realmente el liderazgo gubernamental. Y
aquí surge nuevamente la distinción entre las dos etapas, an-
terior y posterior a 1962.
j
En la primera ,se consideraban actos propios del Jefe del Esta-
do únicamente los que, por no necesitar refrendo, quedaban a
su libre decisión. Tales atribuciones integraban el contenido
del "reserve power" y su significado estribaba en hacer posi-
t
ble y eficaz la función arbitral del Presidente en casó necesa-
rio. Fuera de este ámbito limitado, la intervención de aquél se
entendía como puramente formal, recayendo el liderazgo políti-
co y ejecutivo en el Gobierno, responsable ante las Asambleas.
Pero si, a partir de 1962, se estima que la elección del Presi-
dente por sufragio universal determina que sus facultades ordi-
narias no son nominales sino reales (y, por descontado, también
las extraordinarias que no precisan refrendo) ¿quién dirige
verdaderamente el Gobierno? Esta pregunta no puede responderse
de manera tajante. Por una parte, cabe pensar que el Jefe del
Estado, en cuanto preside el Consejo de Ministros y nombra al
Primer Ministro, es, de hecho, Jefe del Gobierno. Por otra, no
debe olvidarse que el Primer Ministro tiene atribuida la direc-
ción del Gobierno por precepto constitucional.
Hay quien zanja la cuestión diciendo que, en realidad, el Gobier
no tiene dos Jefes y que, en consecuencia, la reforma de 1962
introdujo una "diarquía" en el seno del Ejecutivo (l). En tod
(1) Así DÜVERGER, "La Ve République", cit. pág. 90. Para
autor, el funcionamiento del. sistema depende del acuer i
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caso, la balanza parece inclinarse del lado presidencial desde
el momento que se interpreten sus facultades como actos propias
en sentido estricto, aunque el Gobierno posea una especie de
veto a través del refrendo. Pero, si el liderazgo recae en el
Presidente, ¿no es incongruente con los principios del Derecho
público moderno seguir manteniendo la irresponsabilidad presi-
dencial? (l).
4. Los problemas de interpretación de la Constitución francesa v
gente están lejos de resolverse de manera satisfactoria (2).
entre Presidente y Gobierno que poseen una especie de "neto
recíproco" (cfr. "Institutions politiques,..", cit. pág.
237 y ss.)« Posteriormente, ha defendido la imposibilidad
de sostener una interpretación rígida de la Constitución y,
consiguientemente, de la Jefatura del Estado: "le chef de
l'Etat est puissant queand la majorité est conforme á sa
propre orientation politique, quand la mayorité est confor-
me á sa propre orientation politique, semipuissant en face
d'une majorité incertaine (.*..), faible queand la mayorité
est a la fois homogéne et opposée" ("Le respect des Insti-
tutions", publicado en Le Monde de 13 février 1973). En opi^
nión de ARNE, el predominio presidencial es absoluto, no
pudiendo decidirse en su contra nada importante ("L'Esprit..
cit, pág. 669-70.
(1) Cfr. ARNE, ob. cit. pág. 678-9.
(2) Sobre esto las opiniones son prácticamente unánimes. Con
ocasión del debate sobre el proyecto de reforma constitu-
cional elaborado bajo el mandato de Pompidou y después abo£
tado, se publicaron interesantes trabajos en ese sentido
(vid. por ejemplo, J. ROBERT: "L'equivoque constitutionne-
lle", en Le Monde de, 13.11-1973; G. VEDEL, "Equivoque et
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La práctica constitucional no ha aportado tampoco gran luz al
estar condicionada en los primeros años por la personalidad
de De Gaulle (1). Su mandato y el.de sus sucesores han favore-
cido sin duda él protagonismo del Presidente de la República
y la consiguiente "desnutrición" del Primer Ministro que en
la práctica ha actuado como el gran colaborador del Jefe del
Estado y en buena medida como su "alter ego". La alternativa
que GAMBETTA utilizó para resumir las opciones del Presidente
de la III República es ahora perfectamente aplicable al Primer
Ministro: "Se soumettre ,QÜ se deatéttre". Formalmente^ el Jefe
del Estado no puede decretar su bese, sino sólo aceptar su di-
misión, pero es claro que en la interpretación "presidencialis
ta" dominante en la práctica y en amplios sectores doctrinales,
aquél puede forzar la dimisión del "Premier" negando su firma
• t * / « •
changeante", en Le Monde de 25.X.1973 y el del propio DU-
VERGER, citado en la nota anterior). La ambigüedad del
texto salió nuevamente a escena durante la elección presi-
dencial consecutiva a la muerte de Porapidou, estimándose
que el triunfo de cada uno de los candidatos más cualifi-
cados daría lugar a una configuración distinta de la Pre-
sidencia de la República (cfr. DUVERGER: "Les cawdidats et
les régimes", en Le Monde 21-22 de abril 1974).
(1) Hasta el punto d© negarse que la Constitución de 1958 pu-
diera encajarse realmente en el modelo de ejecutivo bipo-
lar (así, KALTEFLEITER, "Dar Staatsoberhaupt...", cit.
pág. 151). El trabajo de S. ARNE, "L'Esprit de la Ve Répu-
blique", cit. está todo él condicionado por la hipótesis
de que la V República acabó con De Gaulle, aunque formal-
mente no se haya producido ruptura (cfr. pág. 645).
235
a las propuestas del Gobierno. La cuestión es si la Constitu-
ción francesa podría funcionar con un Presidente y un Primer
Ministro de diferente extracción política, cuestión que, hoy
por hoy, queda abierta (l). En rigor, parece indudable que el
Gobierno en funciones precisa de la confianza del Presidente
tanto como la de¡ la Asamblea. La cuestión es, si además de rea-
í
paldar al Gobierno, el Jefe del Estado "gobierna".
La doctrina se ha esforzado por captar el significado profundo
de la nueva posición del Jefe del Estado. Apurando al máximo
la terminología, unos hablan de "parlamentarismo presidencial"
(2) y otros de "presidencialismo parlamentario" (3)« Que el sis**
tema es híbrido, está fuera de duda. El problema es, insisto,
si puede funcionar con un Presidente y un Primer Ministro que
se apoyen rigurosamente en sus competencias, constitucionales
pero que no estén en armonía. Quizá,lo más coherente es afirmar
que la Constitución es susceptible de dos lecturas, una parla- É
• . j. i
mentaría (corregida) y otra presidencial (también corregida) y
que depende de la realidad polínica el que se imponga una u
(1) DUVERGER se ha ocupado ampliamente del tema en su libro
"La Monarchie républic.aine", París 1974 (hay traducción
española) y¡ en diversos artículos aparecidos en Le Monde.
•
(2) DUVERGER, "La Ve République", cit. pág. 1$, 89 y passim.
(3) J. ROBERT: "Le présidentalisme parlamentaire" (aparecido
en "Le Monde" de 6 junio 1974).
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otra (1). En la lectura "parlamentaria" hay un criterio claro:
los actos del Presidente exentos de refrendo son actos "pro-
pios", en los que aquél decide por sí, y constituyen el conte-
nido propio de su función arbitral; en cambio, los actos some-
tidos a refrendo, son actos "gubernamentales", que el Jefe del
Estado se limita a formalizar. Por el contrario, en la lectura
"presidencial", no hay un criterio preciso para aclarar la cues
tión clave: funciones respectivas del Presidente y del Primer
Ministro. En todo caso, si la interpretación debe apoyarse tan-
to en el texto escrito como en la "realidad constitucional", hay
que concluir que hasta ahora la balanza se ha ido inclinando
del lado presidencial (2).
(l) Así, G. VEDEL ("Equivoque et changeante", publicado en Le
Monde de 25.X.1973, DUVERGER ("Institutions...", cit. II,
pág* 225, opinión reiterada en diversos artículos aparecidos
en la prensa (cfr. "Le respect des institutions", cit,),
(l) En este contexto adquiere especial relieve el problema de
la duración del mandato presidencial, ya que el septonato
se juzga adecuado a un Jefe del Estado "pasivo", pero resul-
ta quizá excesivo si aquél ejerce en realidad el liderazgo
político. El proyecto de reforma de 1973 preveía la reduc-
ción a cinco años, siendo acogido favorablemente, salvo por
los autores contrarios a la interpretación "presidencialis-
ta" de la Constitución (vid. las opiniones de B. FESSARD DE
FOUCAULT y de J. ROBERT, en Le Monde de i8 .4•1973). En el
programa común de la izquierda figura también la reducción
a cinco años, precisando que dicho mandato no deberá coinci-
dir con el de los. diputada .
G) LA JEFATURA DEL ESTADO "PRESIDENCIALISTA"
1. El panorama de los modelos de Jefatura del Estado en el régi
men constitucional se cierra con la correspondiente al siste
ma "presidencial" o "presidencialista" (l), calificado asi pre-
cisamente, por la posición que en él ocupa esta magistratura.
Si en casi todas las formas examinadas él alcance del principio
de jefatura estatal es clave para comprender el significado del
sistema institucional en su conjunto, ese principio se convierte
ahora en definitorio del sistema mismo. Ello se debe, sobre to-
do, a su hipóstasiiS con un principio monocrático pleno de conte-
nido, integrando ambos una figura constitucional de singular re-
lieve, aunque no tanto en el terreno teórico como en el de la
realidad politico-constitucional.
El presidencialismo, trasunto republicano de vieja,s ideas monáj?
quicas, es hoy uno de los tipos de gobierno, comúnmente admiti-
dos en el marco de la democracia constitucional, juntó a las. muí
tiples variedades del sistema parlamentario y otros tipos menos
(1) A lo largo de la exposición, utilizo como sinínimos "pre-
sidencial" y "presidencialista" sin entrar en matices que
no me parecen significativos a efectos de este trabajo.
Para una distinción, cfr. DUVERGER, "Institutions, politi-
quea... ", cit. I,pág. 194 y ss: bajo la etiqueta de "ré-
gimes présidentiels" diferencia el "régime présidentiel
classique" (Estados Unidos) del "présidentialisme", qué
seria la aplicación deformada de aquél en algunos paises
latinoamericanos.
frecuentes, hasta el punto de que se reduzca en ocasiones el
repertorio de las formas democráticas "viables" al dualismo
parlamentarismo-presidencialismo. Tal reducción puede ser ad-
misible a efectos pedagógicos, pero no lo es en absoluto para
él análisis constitucional, que debe detectar los ricos mati-
ces que singularizan cada organización política, desechando
conceptos que, por su elevado grado de abstracción, resultan
demasiado pobres de contenido. Ni el parlamentarismo ni el pre
sidencialismo "puros" existen en la realidad. El sentido de
estos conceptos radica más que nada en delimitar por los extre
vos el abanico de las formas políticas que se consideran hoy
aceptables desde una perspectiva axiológica. Entre ambos ex-
tremos irreales, la realidad ofrece toda una gama de formas
que participan en mayor o menor medida de los dos principios,
el parlamentario y el presidencial (l). La contraposición en-
tre ambos es, pues, válida para señalar el predominio del uno
sobre el otro en un determinado sistema. Y, puesto que el cons
titucionalismo occidental se ha inspirado siempre en el dogma
de la división de poderes (con.la excepción, relativa, del
"principio monárquico"), la citada contraposición ha sido uti-
lizada para destacar el predominio del legislativo sobre el
ejecutivo o viceversa. Por lo tanto, para encuadrar un sistema
en una u otra categoría habrá de captarse el contenido de esa
(l) ¥ aún, en ocasiones, combinados con otros que tienen más
fuerza, como en el caso de Suiza, donde el principio mono-
crático está ausente casi por completo y aparecen, en can
bio, bien definidos el principio colegial (Consejo Federal)
y las técnicas de democracia directa.
relación dialéctica entre Legislativo y Ejecutivo^ por lo que ,
sesrá.en ella y no en el. aspecto estático de la configuración
de la Jefatura del Estado, donde habrá que buscar ísft peculiar. &.-'
dad del sistema presidencial frente al parlamentario {1).
Con todo, las premisas expuestas tienen todavía Buche de conven-
cional» ya qué la potenciación del impropiamente llagada ^Ejecu-
tivo" es hoy un hecho tan notorio incluso en los gisteiaf que
más escrupulosamente consagran los principios parlamentarios
en su texto constitucional, y la superación de¡l dogaia de la se-
paración de poderes, en su rigida formulación clásica, cúaocrí
terio clave de la organización estatal, ha sido tantas veces
puesta en evidencia (2)t que se corre el riesgo de explicar -la
peculiaridad de los sistemas políticos"'.«» tornó a una fiocioríí
Si el taot&r del proceso político es el EJecütivo-Gpbiernq, al
margen de declaraciones retóricas sobro la supr^macia (incluso,
la soberanía) del Parlamento y si la separación de poderes no
existe til en los sistemas que con mayor rigor teórico parecen . •
establecerla» ¿no es contrario a la realidad ft por tanto, ina-
ceptabls» montar la contraposición entre lo* («istéaas
(1) Cfr. LOÉWENSTEIN: "Teoría de la Constitución", cit. pég. 133;
KIMMINICHÍ lrDas Staatsoberhaupt", cit. pág. 14. En cambio,
DUVBRGER se fija más bien, en él aspecto «ratático de la con-
figuración de la Presidencia: "Institutions politique«..,n,
cit. I, pág,: 309- .'' .' ' •"• • ' • - • • • ' . • • " . '
(2) Vid. por todos, LOEWENSTEIN, "Teoría...1*, cit ¿ pág.. 54 y '
tarios y los presidenciales sobre la exclusiva base de unos
principios teóricos, cuya urgencia es discutible incluso en el
propio texto constitucional? La diferencia entre ambas formas
de gobierno puede apreciarse, en parte, en los principios teó-
ricos, aunque no muy significativamente, puesto que ambas for-
mas se apoyan en los mismos postulados democráticos¡ pero resi-
de, sobre todo,' en las técnicas de articulación entre el Gobier-
no y el Parlamento. Las dos armas típicas del régimen parlamen-
tario (responsabilidad política del Gobierno ante el Parlamento
y correlativo derecho de disolución) están ausentes en el sis-
tema presidencial, que compensa la inexistencia de estas facul-
tades radicales con un complicado sistema de intervenciones y
controles recíprocos que tienden, en definitiva,, a asegurar el
equilibrio indispensable para impedir la arbitrariedad.
2. El ejemplo típico de sistema presidencial sé contiene en lá
Constitución de los Estados Unidos de 1787» y es mucho más re-
sultado de la evolución histórica posterior que producto del tex
to originario. Este, por su parte sirvió en gran medida de mode-
lo a los constituyentes franceses de I848, quienes trataron de
consagrar el principio presidencial oponiéndolo al parlamenta-
rismo que había funcionado bajo la monarquía de Julio. La expe-
riencia francesa, contraria a toda su tradición constitucional,
e históricamente desastrosa en cuanto abrió paso al cesarismo
de Luis Napoleón, tuvo escasa aplicación, por lo que no vamos
a considerarla aquí, pese a su interés teórico (l). Ni antes ni
(l) Sobre la influencia de la Constitución americana en la fi-
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después ha arraigado en Europa el presiden* i al ismo y ello se
comprende fácilmente. La lucha contra la soberanía monárquica
durante el siglo XIX no podía desembocar en el fortalecimien-
to del Ejecutivo frente al Legislativo, sino que en todos los
países en que triunfaba la soberanía nacional se afirmaba el
principio parlamentario. Allí donde se mantenía la monarquía
se reducía progresivamente el poder de decisión del monarca y
las pocas veces que se proclamaba la república se configuraba
una Jefatura del Estado a imagen del monarca parlamentario. Una
cierta aproximación al principio presidencial se produce ya en
el siglo XX con los llamados Ejecutivos dualistas, pero aun en
ellos se mantiene el juego parlamentario con sus peculiares té£
nicas de articulación entre Parlamento y Gobierno. Y si hoy se
dice que los sistemas occidentales (parlamentarios y el presi-
dencialismo americano) son "monarquías republicanas" es por
otras razones que motivan el creciente liderazgo político del
Jefe del Gobierno (l). En todo caso, con la efímera excepción-
francesa de 1848, el presidencialismo es extraño a Europa, que-
dando la Constitución norteamericana como paradigma de este sis-
tema •
gura del Presidente en el texto de. |848, vid. DUVERGER Tus
titutions politiquea...", cit. II,'pág. 54 • Otro» aul ore**
' apuntan, en cambio, la analogía del Ejecutivo de 184B con
el de 1791 (así, DUGÜIT, "Traite... cit. II, pág. 790). Am-
bas interpretaciones son, en cierto modo compatibles.
(1) Cfr. DUVERGER, "La monarchie republicaine", cit., passim.
- LA CONSTITUCIÓN DE LOS ESTADOS UNIDOS
1. Quizá la mayor dificultad con que tropezaron los "padres
fundadores" fue la configuración de la Presidencia de la
nueva República. Se barajaron diversas propuestas que iban des
de la máximalista de Alexander HAMILTON, quien llevado por su
admiración hacia el sistema británico> postulaba la instaura-
ción de una monarquía hereditaria, hasta la de los pequeños Es-
tados que, en su desconfianza hacia el poder centraly se mani-
festaban partidarios de un ejecutivo plural y no reelegible,
alegando que el ejecutivo unipersonal supondría la implantación
de un monarca (l)« Se discutió también la conveniencia o no de
colocar junto al Presidente un "Council", que compartiese con
aquél el ejercicio de sus facultades. Finalmente, se impone el
principio monocrático en la conocida expresión que encabeza el
art. II:
"The executive power shall be vestedln a President
of the United States of America11
¿Qué principios teóricos estaban detrás de esa formulación? La
cuestión de la soberanía, que condicionó en Europa toda la po-
(l) Sobre las diversas opciones presentadas, vid. Louis W.
KOENIGÍ "The Chief Executive", Ed. revisada, Harcourt,
Brace and World; New York, 1968, pág. 16 y ss.
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lémica constitucional, no planteaba en Norteamérica problema al-
guno. Era evidente que residía en la comunidad y así quedaba
establecido en la cláusula aprobatoria ("Nosotros, el pueblo
de los Estados Unidos...")- Por ello, se considera innecesaria
cualquier referencia a esta cuestión en el articulado constitu-
cional. Mucho inás significativa es la recepción del esquema de
la división de poderes, lo que resulta ya un tópico al hablar
de la Constitución americana. Interesa, sin embargo, precisar
el alcance que aquí, se da a este principio. Los propios redacto-
res del proyecto reconocieron que MONTESQUIEU fue su oráculo
(l) y ello se comprueba con una lectura superficial del articu-
lado. Se ha dicho que la Convención de Filadelfia trasplantó a
los Estados Unidos el régimen político británico a través de
MONTESQUIEU, es decir, a través de la idea (deformada) que aquél
se hizo del régimen británico (2). Por ello, ante la nula in-
fluencia de ROUSSEAU, el texto norteamericano sería la expresión
más exacta de la separación de poderes (no ya simplemente "di-
visión")* smcho más que el texto francés de 1791. Legislativo,
Ejecutivo y Judicial independierftes y confinados a su respecti-
va función. Esto no es del todo cierto ni referido a MONTES^tTEU
ni, lo que es más importante, referido al propio texto constitu-
cional. En el primer caso, porque en "l'Esprit des Lois" no
aparece la separación de poderes en el sentido rígido que se ha
(1) Vid. "The Federatíst Papers", n? 47.
(2) Cfr. DUVERGER, "Institutions politiquea...", cit. I, pág.
305-
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querido atribuir a la Constitución americana, sino que Legisla-
tivo y Ejecutivo son interdependientes y actúan-juntos en el
ejercicio de sus funciones (l). En el segundo caso, tampoco es
cierta la "separación" porque el texto constitucional establece
todo un repertorio de intervenciones y controles recíprocos en-
tre el Congreso y el Presidente, que determina, en realidad, el
ejercicio de las mismas funciones por ambos órganos conjuntamen
te. Ese sistema de "frenos y contrapesos" (cheks and balances)
es lo más característico del gobierno norteamericano, como se
ha señalado reiteradamente. Con estas matizaciones, sí puede de-
cirse que los constituyentes plasmaron fielmente el esquema de
MONTESQUIEU, pero no en el sentido de la separación rígida de
los poderes, que hubiera hecho inviable el funcionamiento del
sistema» La evolución posterior no ha hecho sino acentuar esa
Interrelación Legislativo y Ejecutivo, como se comprobará máá
adelante• Hoy es opinión común a los comentaristas más autoriz*-
dos que en los Estados Unidos no hay separación de poderes sino
"interdependencia por coordinación" entre Congreso y Presidente
(LGEWENSTEIN) (2) o "instituciones separadas que comparten por
poderes" (NEUSTADT) (3) o "separación personal en contraste con
(1) Vid. "De l'Esprit des Lois", Libro XI¿ Cap. VI.
(2) "Teoría de la Constitución», cit. pág. 131 y la cita de
JEFFERSON,
(3) "Preaidéntiál power", New York 1960, pág. 42.
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la funcional" (KGEííIG) (l). Es decir, que el sentido del prin-
cipio en Estados Unidos (como en casi todas partes) no es el
dé separación de "podereslr, ni tampoco de "funciones", sino el
de separación de órganos" (2). •
Ahora bien, si lo característico del sistema es la articulación
equilibrada de tres altos órganos que, en principio, se sitúan
en pié de igualdad» resulta extraña a primera vista la denomi-
nación de "pre^idencialista", que apunta inequívocamente al pre
dominio de uno de esos órganos. En este sentido la influencia
de log hechos ha sido decisiva, La calificación es una etiqueta
a posteriori inspirada en el funcionamiento real de las insti-
tuciones) es deoir, en la realidad constitucional• Se ha dicho
que' ^ difícilmente ningún otro tipo dé:gobierno democrático cons-
titucional se ha'alejado tanto de su concepción originaria como
el presideñciallsíBq americano^ (LOEWENSTEIN).( 3) .En ningún as-
(1) "The Chief Executive», cit. pág. 23.
(2) Para una visión general del tema, efr. LOEWENSTEIN, ob.
cit. pág. 54 y as. quiénj sin embargo, insiste más bien en
la separación de funciones y GALtEGO ANABITARTE» Memoria
de Cátedra, cit. I, pág» 152. Lo que se dice en el texto
es aplicable sobre todo a la relación Congreso-Presidente»
En el orden judicial habría que matizar, ya que aqui hay
una función que se atribuye en bloque a un complejo orgáni-
co (salvo el caso de "impeachaient*1, en que él Senado, pre-
sidido a estos efectos por el Presidente de la "Supreme
Court", se constituye en Tribunal).
(3) "Teoría...", cit. pág. 136.
246
pecto es tan manifiesto ese alejamiento cono en la posición
i
del Presidente Federal. De órgano ejecutor de las leyes apro-
badas por el Congreso y cabeza de la Administración se ha con
vertido en el detentador indiscutible del liderazgo político.
Este desplazamiento del centro de gravedad política del Legis-
lativo, al Ejecutivo se ha producido también en los sistemas
parlamentarios, pero lo peculiar del caso americano es que ha
tenido lugar tras un movido proceso, con desplazamientos.alter-
nativos del liderazgo hacia los distintos órganos, incluso del
Tribunal Supremo, ya que el episodio del "Gobierno de los Jue-
ces" es de los más significativos (l). i
i.
2. La figura del Presidente Federal se inspiró, según opinión
muy extendida, en el monarca británico tal como erja a fina-
les del siglo XVIII. Sin entrar en el fondo de esta cuestión, . '
hoy parece mucho más exacto afirmar que su posición /es análo-
ga a la que resultaría de la combinación funcional de£ monarca
y el "premier" bfitánico (2). Y aun e«to debe tomar»» a titulo
puramente descriptivo, a reserva de las matizacione» que después
se introducirán. Con ello quiere significarse que el Presidente
(1) ¥i$. la evolución en JIMÉNEZ DE PARGA, "Regímenes políticos
contemporáneos", 5* ed., (2* reimpr.) Madrid 1974* pág* 374
y ss,, con abundantes referencias bibliográficas.
(2) As^L F. HERMENS, "Verfássunglehre", 1964, pág. S72, citado
:r por H. W, BAADE: "Die verfassungrechtliche Stellung und das
Ftihrunginstrumentarium des PrHsldenten der Vereinigten Staa-
ten von Amerika", (ponencia).
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"reina pero también gobierna", que "simboliza a la comunidad,
pero también dirige su gobierno" (i). Su elección se realiza
por sufragio universal indirecto, que en la práctica equivale,
grosso modo, al directo, lo que es sin duda una de las claves
del liderazgo presidencial. Tras los precedentes de WASHINGTON
y JEFFJ3RSQN se consideraba admisible la reelección pero no un
tercer, mandato, La ruptura de esta práctica por F. D. ROOSEVELT>
que llegó al cuarta mandato, fue una de las causas de que se
aprobará la enmienda XXIJ> que permite una sola reelección. La
enmienda,ha suscitado criticas de distinto signo. Para algunos
coarta al Presidente durante su segundo mandato, en beneficio
del Congreso, y es, además, antidemocrática por limitar injjusti-
v
 * * ' ' " - ' '' •"'.' •• ' : . •• ; • - . ' ••' ; «
 (
 :
:V.' • . .
fieadamente la voluntad popular (2). Para otros» al contraria,
fojnentfi el gobiemp personal del Presidente durante su segundo
mandato, al np tenef que comparecer ante una nueva elección (3)-
La relación con el Congreso se basa en la independencia recipro-
ca desde el punto de vista de la permanencia en la función. Ni
(l) rtÍIev reíigtis büt tie" also rules;' he symboliiieis the pcpple,
buít •he^'a^o" punta'' t'K'ei'r'-.goyjBr.nmeriV"' /(Clinton RQ'S'SITER, "The-
Éñbríc'dn^r'fsaíá^ncy -'í^ ed".:," New--Tork," 19J5'O| pág. 19)» '..
(2) Tal es la11 opinión de* K0EN1G, ob. cit. pág. 5 V 60-62. * •'
(3 ) A*á£ ,"'• ^ V'-'kACGREisdR" BpílNS','''refiriéndose1 ^ r'-CMpmparfcamiento;' de -
Nixon'; áu'ranté1 su 'segundo1'mandato5 \cfv»\ éX .ár.tCcüld
 v'cle;'>¿,.»,. HER
Í ^ Nix^n'W'strang" Presidency, as seen by constitutiotia-
", publicado eti el I. Herald Tribune de S Marzo 1973)*
el Presidente puede disolver anticipadamente las Cámaras ni és-
tas pueden provocar la dimisión de aquél mediante la técnica de
las mociones de confianza o censura. Esta es la diferencia ca-
pital con los sistemas parlamentarios. Sin embargo, la irres-
ponsabilidad política del Presidente no excluye la posibilidad
de que se le destituya de su cargo si se le hallare culpable
de traición, cohecho u otros delitos y faltas graves (l). Este
procedimiento de acusación (impeachment) ha mostrado su efica-
cia recientemente, frente a la opinión de la mayoría de los co-
Cfr. Art. II, Sec. 4¿ Otra cuestión interesante es la sus-
titución del Presidente en caso de "incapacidad" (disabili-
ty) para el ejercicio de sus funciones. La enmienda XXV ha
regulado con detalle el problema, disponiendo que la inca-
pacidad sea apreciada por el propio Presidente o, en segun-
do lugar, por el Vicepresidente conjuntamente con la mayo-
ría de los principales funcionarios del t!executive depart-
ment", o de los miembros de un órgano especial establecido
por el Congreso ("or of such other body as Congress may by
law provide"). La situación de incapacidad termina por de-
cisión del propio Presidenta o del Congreso, si el Vicepre-
sidente y los miembros del Ejecutivo o del "other body" no
están de acuerdo con la decisión presidencial. En tales ca-
sos» la Presidencia es asumida interinamente por el Vicepre
sidente. (Para una visión general del tema, cfr. KOENIG,
ob. cit, pág. 66 y ss). La enmienda ha sido criticada por
considerar que puede abrir la puerta al golpe de Estado {así,
G. REEDY: "The Twillght of the Presidency", New York, 1971»
pág. 164). El problema es, desde luego, espinoso, aunque las
dificultades no están tanto en la redacción de la enmienda
como en el uso que puede hacerse de ella. En mi opinión, es
acertado el criterio de KOENIG de que la "disability" debe
ser una situación de hecho, susceptible de constatación, no
de interpretación {ob. cit. pág. 75)*
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mentaristas, que lo consideraban anacrónico e inoperante (1).
Pero hay que insistir en que no implica responsabilidad políti-
ca, sino penal, o, con más exactitud, la responsabilidad polí-
tica (destitución) se basa exclusivamente en la eventual respon
sabilidad penal, .
La participación del Presidente en el proceso legislativo es
uno de los aspectos en que más se ha alejado la realidad de la
letra de la Constitución. Formalmente, aquél no dispone siquie-
ra de la iniciativa legislativa y está limitado a cuidar de que
las leyes aprobadas por él Congreso sean fielmente ejecutadas,
en consonancia con el esquema de la división de poderes (2). El
monopolio normativo del Congreso llega incluso a la adopción
de medidas (joint resolutions) que en Europa entrarían de lleno
en el ámbito de la potestad reglamentaria (3)- El Presidente
(1) Así, LOEWENSTEIN, "Teoría...", cit. pág. 133 y 267. KOENIG
(ob. cit. pág. 63) y REEDY*(id. pág. 169) lo critican por
el atentado que implica a la institución presidencial. DU-
VERGER entiende que pudo servir en su momento para la in-
troducción del parlamentarismo en los EE.UU. pero que ac-
tualmente es una técnica obsoleta ("InstitutionS...", cit.
I, pág. 315).
(2) Art. III, Sec. 3: "...j he shall take care that the laws
be faithfully executed".
(3) Vid. sobre esto, GALLEGO ANABITÁRTE, "Ley y Reglamento en
el Derecho Público Occidental", cit. pág. 337 y'ss.
tiene, sin embargo, un importante control a posteriori en su de-
recho de veto, que le faculta para oponerse a las leyes aproba-
das por las Cámaras y sólo puede ser superado mediante nueva de
liberación en la que se reafirme el texto vetado por mayoría
de dos tercios, quorum difícilmente accesible habida cuenta de
la usual fragmentación de las Cámaras (.1). Esta facultad, téc-
nicamente calificable coiho veto suspensivo, ha sido utilizada
en múltiples ocasiones por Presidentes "fuertes" desde 193OJ
sentando las bases para una consideración fáctica de la función
legislativa como una función compartida entre el Presidente y
el Congreso. Más aún, la carencia formal de iniciativa legisla-
tiva ha sido suplida por la vía práctica de los llamados "men-
sajes sobre el estado de la Unión" (2)> concebidos, en rigor,
como medio de comunicación entre un Presidente y un Congreso
"separados", pero convertidos, en, realidad en un detallado pro-
grama de gobierno en que el Presidente incluye todo un arsenal
de medidas que a su juicio debe» ser adoptadas como leyes por
las Cámaras (3)« Ello no impide, desde lue.go} que el Congreso
(1) Cfr. art. I, Sec,,7¡ párrafo segundo. Admitida la necesidad
del veto en «1•sistema de "checks and balances", se ha cri-
ticado que no pueda ser parcial, sino siempre total (cfr.
KGBNIG, ob. cit. pág. 136).
(2) Constitucionalizados en el art. II, Sec. 3* "He «hall frena
time to time glve to the Congress iriforaation of the state
of the unión, and reeommend to their consideration such fflejj
sures as he shall judge necessary and expedient",
(3) Cfr. esta utilización operativa de los mensajes con la pura-
mente formularia de los "discursos de la Corona" en los sis-
temas parlamentarios.
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rechace la iniciativa presidencial y aprueba, en cambio, otras
que, a su vez, podrán ser vetadas por el Presidente (l). El bÍ£
queo es siempre posible toda vez que aquél no cuenta necesaria-
mente con un apoyo partidista mayoritario en la*. Cámaras y¿ aun
que Id tenga, está lejos de ser automático ante la ausencia de,
disciplina de partido. Esa misata falta de cohesión puede» redun- .
dar en detrimento del Congreso haciéndole más vulnerable a las. :. \
presiones del Presidente. Se ha dicho que es más frecuente: la•'•..-,
existencia de legisladores distinguidos que la de Congresos "fue£
tes" (2). Sin desconocer la potenciación del Presidente en el
ámbito legislativo seria, con todo, excesivo calificarle de
"chief legislator" (3)> resultando mas bien el ejercicio de. es-
ta función producto del complicado equilibrio que es tan carao-
terístieo de la Constitución americana.
3. Aparte de estas atribuciones, el contenido de la función pre_
sidencial puede agruparse en los siguientes apartados: a)
atribuciones representativas y honoríficas¡ b) gobierno y adoi-
(1) En e»a capacidad de decisión del Congreso frente al Pre«i*
dente, se basa el desajuste entre lo que éste "quiere" y-
lo que "puede", subrayado por casi todos los comentaristas.
También, la sustantividad propia del Congreso frente a la
dócil subordinación que muchos americanos atribuyen al Par-
lamento británico (vid. LOENING, ob. cit. pág. 149).
(2) KOENIG, id. pág. 129.
(3) Asi, ROSSITER, ob. cit. pág. i6 y passim. La calificación,
es análoga a la de CÓRWIN, "Legislativo leader", recogida,
también por KOENIG, ób. cit. pág. 125 y ss. '
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nistración; c) relaciones internacionales; y d) mando supremo
militar (l). Corresponden, en lineas generales, al contenido
tradicional del Ejecutivo europeo. El paralelismo es notorio
en cuanto al primer grupo de atribuciones, ya que la Constitu-
ción no configura al Presidente como Jefe del Estado propiamen-
te tal, sino sólo como Jefe del Ejecutivo (lo que es también
regla general en las Constituciones decimonónicas europeas),
Por ello, no lé declara expresamente representante supremo de
la comunidad ni otorga a la magistratura un rango preeminente.
Sólo en casos aislados le encomienda funciones de ésta índole
que suelen considerarse inherentes a la Jefatura del Estado (p.
ej., acreditación de embajadores). Pero nadie duda de que el
Presidente es su titular. En este grupo debe incluirse también
el ejercicio del derecho de gracia, aunque, naturalmente, entra-
ña poder de decisión (2).
Más importantes son sus atribuciones como, jefe del Gobierno y
de la Administración, que integran el ámbito genuino del "execu-
tive leadership". A este respecto, cuenta como colaboradores
(1) Sigo, desde otra perspectiva, la clasificación de ROSSI-
TER, adaptada a los criterios de este trabajo. RGSSITER
distingue cinco grupos, en base a otros tantos títulos
del Presidente: a) Jefe del Estado, b) Jefe del Ejecuti-
vo, e) "chief Diplomatic", d) Comendante Supremo militar
y e) "Chief Legislator" (ob. cit. pág. 16 y ss).
(2) Cfr. art. II> Sec. 2, párrafo primero. Se exceptúa de la
gracia de indulto los casos de "impeachaent". ,
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cualificados con los jefes de los distintos Departamentos, que
reciben el nombre de "Secretarios". Tras una primera fase en
que podía ofrecer ciertas dudas > la existencia de un dualismo
en el seno del Ejecutivo,' está zanjada la cuestión en favor del
liderazgo monocrático del Presidente. Tiene "sus" Secretarios
con mucha mayor propiedad de la que el monarca constitucional
tenía sobre "sus" ministros, ya que éstos dependían cada vez atas
de la confianza de las Cámaras y menos de la del rey ( 1) . Nada
semejante ocurre en Estados Unidos, donde ni dependen del Con-
greso ni pueden limitar la decisión del Presidente a través del
refrendo» Tampoco forman, en rigor, Gabinete, puesto que las
reuniones, si se celebran, tienen una finalidad informativa y
no hay deliberacióné La archicortocida anécdota de LINCOLN ("fefie
te noes, un sí; gana el sí") refleja dé manera expresiva la na-
turaleza de la relación. Pero hay un matiz importante. La mayo-
ría de estos nombramientos y, en general todos aquellos en que.
lá ley lo disponga, deben ser aprobados por el Senado (2). Má»
aún, la estructura y funciones de cada Departamento se regulan
por ley, en ocasiones minuciosamente, y la misma forma se exige
para la creación de otros nuevos (3)- Si a esto se añade la fa-
(1) Cfr. FRIEDRICH, "Gobierno constitucional...", cit. I, pág.
270.
(2) Cfr. art. II, Sec. 2, párrafo segundo.
(3) En este contexto de intervención congresional en las tareas
administrativas, debe citarse, aunque sea de pasada, la crea-
ción de las "Independet Regulatory Agencies", cuyo funciona-
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cuitad de dotar ¡los distintos servicios mediante la aprobación
del presupuesto, tanto más decisiva en EE.UU. cuanto que el Pre
sidente no está ;respáldado por un partido disciplinado, se lle-
ga a la conclusión de que el control que el Congreso puede ejer-
cer sobre la Administración es extraordinario, hasta el punto
de haberse sostenido que estas facultades congresionales impli-
can la más clara ruptura del principio de separación de poderes
en la Constitución americana (l). En todo caso, debe precisarse
la afirmación simplista de que, al no haber Gabinete ni Consejo
de Ministros, el Presidente solo "es" el Gobierno, pues con ello
parece olvidarse que las facultades del Congreso inciden profun
damente en la función gubernamental, erigiéndole en copartícipe
de la misma (2). En cambio, la separación orgánica y personal se
i
semiento  regula estrictamente por ley y que tienen atri-
buidas importantes facultades, incluso normativas. Esta im-
portante sustracción al liderazgo administrativo del Presi-
dente, que no puede dirigir«la actividad de las I.R.A., si-
no sólo nombrar a su titular, con la aprobación del Senado,
se halla desde hace tiempo "consolidada", quizá como conse-
cuencia de la potenciación presidencial desde F. D. ROOSE-
VELT. En efecto, desde 1938 no se han creado nuevas "Agen- .
cies" de este tipo ni aumentado las competencias de las exis
tentes (cfr. BAADE, "Die Verfassungsrechtliche Stellung..,",
cit. Pág. 218-9).
(1) Asi, KOENIG, ob, cit, pág. 410.
(2) Cfr. DETERMANN, "Stellung and Führungsinstrumentarium des
PrMsldenten der Vereinigten Staaten yon Amerika", cit, pág.
185.
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mantiene rigurosamente fundada en la incompatibilidad entre el
mandato en cualquiera de las Cámaras y el desempeño de un pues-
to gubernamental (l). Este principio es clave del sistema.
En el terreno de la política exterior es quizá donde el Presi-
dente se desenvuelve con mayor autonomía y de ahí deriva en par-
te la impresión de cuasi-omnipótencia que la institución produ-
ce fuera de los Estados Unidos. Cierto que, conforme a la.Cons-
titución, su facultad de celebrar tratados se mediatiza con el
requisito de la aprobación del Senado por mayoría de dos tercios
(2), pero la práctica constitucional ha canalizado el "treaty
making power" por la vía paralela dé los "executive agreements",
que han permitido al Presidente una gran libertad de acción al
margen; del Senado. Además, la autonomía del Presidente se ha
visto progresivamente favorecida por la urgencia que se impone
a las decisiones en este ámbito (3) •
Otro tanto puede decirse del mando supremo militar, estrechamen-
te relacionado con la dirección de la política exterior. Su atri
bución al Presidente se entiende como efectiva y no puramente
nominal, incluyendo la dirección de las operaciones militares
(1) Art. I, Sección 6, párrafo segundo.
(2) Art. II, Sec. 2, párrafo segundo.
(3) En este ámbito de la política exterior, se ha hablado, con
razón, de las "dos Presidencias", una de las cuales "pos-
sesses a máximum autonomy", mientras que la otra "is marked
by its dependence upon Congress and upon public opinión"
(KOENIG, ob. cit. pág. 209-210).
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en caso de conflicto, como se ha puesto de relieve reiterada-
mente en la práctica. También aquí las decisiones más graves
típicamente, declaración de guerra) se reservan por la Consti-
tución al Congreso y lo mismo las facultades para reclutar y
mantener un Ejército y para organizar y mantener una Marina de
guerra (aunque no, lógicamente, la aviación) (l). Pero la capa-
cidad de disposición que posee el Presidente sobre todo el apa-
rato militar es prácticamente ilimitada y difícil de controlar
por el Congreso, salvo por la. vía de las asignaciones presupues-
tarias (2) . .
i • .
4. La sensación dominante tras el análisis de la Presidencia
americana es de perplejidad. Se tiene la impresión de que es-
capa a todos los intentos de tipificación, es decir, de integrar
un modelo institucional con un contenido especifico. Ciertamente,
de ahí puede derivarse ya una primera característica! la flexi-
bilidad. Considerado globalmente en el ejercicio dé sus füncio-
(1) Cfr. art. I, Sec. 8, párrafos 11-16,
(2) No sólo decisiones trascendentales (p. ej., el lanzamiento
de la bomba atómica sobre el Japón) sino incluso los dos
últimos conflictos con intervención masiva norteamericana
(Corea y Vietnam) han sido guerras estrictamente "presiden-
ciales". En relación con la presidencia de Nixon, se ha di-
cho que "the war pówers are now viésed as eo institutiona-
lized in the executive branch that the American President
is freer to take military actlon on his own than the execu-
tives of most major nations". (J. HERBERS, en el Herald Tri-
bune de 5 - 3. - 1973? cit. supra).
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nes, un Presidente puede ser "fuerte", "débil", o ambas cosas a
la vez f1). Ello dependerá en buena medida de su.personalidad y
de las circunstancias concretas en que se mueva. Precisando al-
go más, suele decirse que-la autonomía presidencial y, en defi-
nitiva, su poder, se multiplican en el terreno de la política
exterior, mientras que la limitación es mucho mayor en la esfe-
ra doméstica, tanto por ejL control del Congreso, como por la es-
tructura federal. En todo: caso, sé trata de matizaciones cuanti-
tativas sobre el grado de participación en el poder de una magia
tratura a la que, cualitativamente, nadie discute el papel de
protagonista, tanto que eÍL propio sistema recibe su denominación
de "presidencial" como reflejo de ese fenómeno. Pero ¿de donde
procede el liderazgo presidencial? Aquí radica otro motivó de
perplejidad, porque la primacía del Ejecutivo no está en la
Constitución, aunque tampoco puede decirse que la. contradiga ••
Bajo la rígida separación orgánica que aquélla establece se ha
producido históricamente el predominio fáctico de una u otra
institución» El recuerdo de oscuros presidentes decimonónicos
se compagina mal con la etiqueta* "prealdenciallsta", que ,hoy
casi nadie tacha de inadecuada. Quizá la causa de e«e resultado •
deba buscarse en parte en el proceso de centralización que la
clarividencia de TOCQUEVILLE describió como Inevitable en de-
trimento de las instancias territoriales intermedia» (2). "La po-
(1) Sobre esto, las opiniones son prácticamente unánimes (cfr.
por ejemplo, KOENIG, ob. cit. pág, 10; REEDY, ób. cit. pág»
55). .
¡ • •
(2) Cfr. "De la Démocratie en Amérique", Cap. 33 y «»• (He ma-
nejado la edición abreviada de Galliatard, París 1968, pág.
312 y ss). .
tenciación de la Federación frente a los Estados miembros ha
sido, sobre todo, potenciación del Ejecutivo Federal, que se
refuerza progresiva y decisivamente con el papel creciente de
los Estados Unidos en la escena internacional. Desde la pers-
pectiva político-constitucional, este fenómeno tiene una expli
cación adicional: Al faltar en Norteamérica la carga ideológi-
ca inherente al problema de la soberanía, el órgano legislati-
vo no aparece como el representante primario de la nación fren-
te a un Ejecutivo que evoca la autocracia y cuya subordinación
es preciso dejar bien establecida. El Congreso y el Presidente
tienen la misma legitimidad y se hallan en pié de igualdad en
su ámbito constitucional respectivo. El sentido dé la represen-
tación eá más bien otro. Senadores y mienbros de la Cámara de
Representantes reflejan fundamentalmente las opiniones y los
intereses locales, múltiples en un territorio tan extenso como
el de la Unión, mientras que el Presidente refleja el consenso,
resultante de esa multiplicidad. En otras palabras, el Congreso
es expresión del pluralismo político, mientras que el Presidente
lo es de la unidad estatal (l).«Sin entrar en explicaciones
psicológicas sobre la necesidad del liderazgo, qu© no hacen al
caso, no cabe duda de que es más fácil que aquél recaiga en Un
órgano unipersonal que en una Asamblea, sobre todo si ésta tie-
ne una estructura poco homogénea.
Nada de esto es todavía ilustrativo del significado del presi-.
dencialismo en cuanto tipo institucional en general y de Jefa-
(1) Cfr. KOENIG, ob. cit. pág. 6.
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tura del Estado en particular. Aparte la citada "flexibilidad",
que no pasa de ser una nota externa, descriptiva, sólo cabe re-
tener un dato sustantivo: se trata de una magistratura elegida
por sufragio universal directo (o cuasi-directo). Pero esto es
también típico de muchos (no todos) Ejecutivos dualistas, que
se proponen equilibrar el predominio excesivo del Parlamento,
equiparando al Jefe del Estado en su vinculación con el electo-
rado . Lo característico del presidencialismo es, paradojicamen-
te5 la ausencia de parlamentarismo y su sustitución por un com-
plicado sistema de controles interorgánicos que suponen, de he-,
cho, el ejercicio . compartido de las funciones normativas y guber-
namentales por las Asambleas y el Presidente. Algunas de estas
técnicas son imprescindibles para que el equilibrio no se rompa
(aprobación de leyes, y en particular del presupuesto, por el
Congreso} veto presidencial)) otras, secundarias» Con todo, es
difícil fijar un repertorio-tipo de ellas y el riesgo de bloqueo
permanece siempre latente, debiendo asentarse en la práctica
nuevas técnicas, casi siempre en beneficio del Presidente, para
que el proceso político no se irfterruiapa ¿fiué solución estricta-
mente constitucional había* por ejemplo, frente a la negativa
del Senado a ratificar el Tratado de Versalles?
Las ambigüedades de la Presidencia norteamericana son las del
sistema mismo, que lo hacen difícilmente exportable. Hoy conser-
va plena vigencia la afirmación de W. WILSON, antes de acceder
al cargo, de que "un presidente es libre, legalmente y en con-
ciencia, de ser tan grande como pueda. Su único limite está en
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su capacidad" (l). Ante esa indeterminación del contenido fun-
cional, río es de extrañar que los partidarios del Presidente
"fuerte", insistan en señalar el desfase entre lo que aquél quie
re hacer y lo que realmente puede (2), mientras que desde la
perspectiva opuesta se denuncia la omnipotencia presidencial.
Ello no impide que los partidarios del "strong Presldent" se
muestren orgullosos de la independencia del Congreso frente a
lo que consideran sumisión del legislativo al Ejecutivo en el
sistema parlamentario (3). Desde otro blanco se apunta la nece-!
sidad de desmotificar lafPresidencia áfiusándola de desconexión
con la realidad por obra de un entorno acrítico, siempre favora-
ble a las opiniones del titular (4)-
(1) "The president is at liberty both in law and conscience
to be as big. a man as he can. His capacity will set the
limit" (cit.fpor J. HERBERS* en I, Herald Tribune, 5.3-73,
artículo cit» supra).
(2) El propio KENNEDY resumió es£a opinión en las siguientes pa-
labras: "The President.., is rightly described as a man of
extraordinary powers. Yet it is also true that he muet wield
these powers under extraordinary limitations.». Every Presi-
dent must endure a gap between what he would like and what
is posslble". (prólogo al libro de SORENSEN: "Decisión Ma-
king in the'White House" 1963, pág. XII, cit. por DJBTERMANN,
ob. cit. pág. 186). En el mismo sentido, se ha dicho que el
Presidente tiene más "power no persuade" que powers of com-
mend" (NEUTADT, "Presidential Power", cit. pág. 43 y ss.
(3) Cfr. KOEWIG, ob. cit. pág. 408.
(4) Así, REEDY, ob. cit. pág. 86-87 y todo el Capítulo VI.'
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Análoga disparidad se encuentra entre los observadores extranje
ros. Mientras que para algunos, si el Presidente, tiene una fuer
te personalidad y un sólido apoyo político, "viene a ser el ti-
po ideal de líder democrático" (1), para otros "que el sistema
sea capaz de funcionar es casi un milagro, sólo explicable por
la abundancia y fuerza de una nación que puede permitirse el lu
jo de un sistema gubernamental pesado y ruinoso". Esta es la
opinión de LOEWENSTEIN, quien concluye rotundamente que "el mi-
lagro de la República americana no se basa en su Constitución,
sino que se ha dado a pesar de ella" (2).
Resumiendo, cualquiera que sea la valoración que se pueda otor-
gar al sistema, cabe sostener que el liderazgo presidencial es
sobre todo una cuestión de hecho y resultado, por ello, de unas
peculiaridades históricas y de la personalidad del titular, así
como de reiteradas construcciones doctrinales sobre la necesidad
de liderazgo.
En puro análisis teórico-constitucional es difícil, cuando no
*
arbitrario, construir un "tipo", ya que no puede ignorarse el
contexto federal y el repertorio de "frenos y contrapesos" que
caracterizan el esquema institucional norteamericano, conforme
al cual es siempre posible el bloqueo mutuo entre Congreso y
Presidente. Que este resultado, consecuencia de una estricta '*
i
(1) FRIEDRICH, ob. cit. II, pág. 267,
(2) "Teoría de la Constitución", cit. pág. 139 y 141*
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recepción de MQNTESfiUIEU, obsesionada por el "equilibrio", es
fruto de una visión política poco realista parece confirmado
por la experiencia histórica, en la que sólo ocasionalmente se
produce tal equilibrio. Como certeramente recordara JELLINEK,
de las tres posibilidades políticas de articulación entre el
monarca y el Parlamento (predominio de aquél, predominio de
éste o equilibrio entre ambos), MONTESQUIEU se fijó en la últi-
ma, que es la menos verosímil políticamente (l) (aunque en ese
momento histórico fuera la más necesaria). Lo normal es que
predomine uno u otro órgano. Por ello hay que concluir que, en
rigor, el sistema americano no consagra ni el "presidencialis-
mo" ni el "gobierno de congreso", pero puede inclinarse a un
lado o al otro en función sobre todo de la personalidad del Pre
sidente y de las circunstancias del momento.
i
(1) Cfr. «Teoría General del Estado", cit. pág. 532.
(2) Cfr. LOEWENSTEIN» "Teoría...", cit. pág. 138-9. El hecho
de que las últimas presidencias hayan sido "fuertes" no
autoriza a considerar el fenómeno como irreversible. To-
davía está reciente el caso de EISENHOWER coso ejemplo de
Presidente "débil". Sin embargo, no hay duda de que la si-
tuación actual favorece la institucionalización de la "strong
Presidency".
 s
%
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CAPITULO IV
REFLEXIONES SOBRE LA CONFIGURACIÓN DE LA JEFATURA DEL ESTADO A
LA LUZ DEL DERECHO COMPARADO.
1. El panorama de Derecho Comparado permite extraer una serie
de conclusiones en torno a la configuración de la Jefatura
del Estado en el Régimen Constitucional, que están en la base
de los problemas actuales sobre esta institución y que deben
iluminar la solución que a los mismos se aporte.
En el orden lógico, la primera cuestión es si la Jefatura del
Estado, en el sentido de órgano unipersonal titular de un reper-
torio específico de competencias, debe existir necesariamente
para que la organización estatal sea satisfactoria o si, por el
contrario, no hay tal necesidad^ de manera que sólo razones con-
vencionales explican la generalización de la figura*
En conexión con lo anterior se suscita la cuestión ¿» si, su-
puesta la existencia de una Jefatura del Estado, tiene ésta una
función especifica que cumplir o puede tener un contenido dis-
tinto dependiente del sistema en que se inserte.
La tercera cuestión estriba en determinar si hay diferencia su¿
tancial entre la forma monárquica y la republicana de Jefatura
del Estado y, en su caso, si esta diferencia es tan decisiva
que debe elevarse a rasgo definitorio de la forma del Estado
mismo.
Por último, se repasarán algunos- problemas relativos a la fun-
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clon de la Jefatura del Estado en los sistemas parlamentarios,
2. La respuesta a la primera cuestión es negativa. La Jefatura
del Estado unipersonal y con sustantividad constitucional
propia no resulta una figura lógicamente necesaria en una orga-
nización política, sencillamente porque hay sistemas que funció
nan sin ella (l). Es difícil imaginar una organización del poder
sin una Asamblea, sin un Gobierno (aunque sea un comité de aqué-
lla) e, incluso, sin unos Tribunales como órganos diferenciados
entre sí. Creo que esta afirmación podría ser válida para todas
las épocas, pero se limita aquí al "régimen constitucional" pa-
ra evitar extrapolaciones injustificadas. La Jefatura del Esta-
do seria una figura necesaria si algunas de sus competencias
tuvieran que ejercerse precisamente por ella y no por otro órga-
no estatal. Pero no hay ni una sola atribución, entre la«í que
tradicionalmente se le han encomendado, que no pueda ser ejer-
cida por alguno de esos otros órganos que sí parecen lógicamen-.
te necesarios. Eri efecto, en base a la distinción usual del con
tenido de la Jefatura del Estada en funciones honoríficas y fun
cionea de gobierno, las primeras (representación del Estado,
etc.) podrían atribuirse al titular de otro cargo estatal (por
ejemplo, al Presidente de la Asamblea o de una de ellas) y las
segundas podrían distribuirse también entre los titulares de
otras funciones estatales imprescindibles (en especial, entre
la Asamblea y el Gobierno).
(1) Por ejemplo, Suiza y, en otro contexto, las Constituciones
socialistas en general.
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La persistencia generalizada de la Jefatura del Estado riólo se
explica por razones históricas que se resumen en la llai&ada "par
cialidad monárquica" (MERKL) del Derecho público europeo (i).
Los viejos fundamentos teóricos de la Monarquía tradicional,
que hacen del rey "cabeza" del cuerpo político, sin la cual és-
te no tiene existencia, poco ó nada pueden armonizarse con la»
nuevas ideas sobre la soberanía nacional. Pero' el mantenimiento
de las formas monárquicas determinan la pervivencia de la posi-
ción del monarca como Jefe del Estado, aunque se fuera vaciando
de su contenido originario de manera progresiva y en algunos ca-
sos radical (como en Bélgica, donde el rey es, "ab initio", un
poder constituido). Por su parte, los Estados de nueva formación
y los que sustituyen la Monarquía por la República, adoptan una
Jefatura del Estado de cuño monárquico, con la notable excepción
de Suiza, a pesar de que la Revolución francesa habí* ofrecido
modelos sin Jefatura del Estado. Las razones de este hecho son
múltiples y tienen sus matices en cada país. La influencia de
teóricos (MONTESQUIEU sobre todos), el mimetismo (obsesivo ha-
• • • •
cia el sistema inglés) y hasta en ocasiones él deseo descarado
de abrir la puerta a la restauración monárquica (como en la Cana \
titución francesa de 1875)? determinaron la consolidación de una
suprema magistratura republicana cuyo contenido competencial es-
tá calcado de la monarquía, aunque resulte, en conjunto, algo
más limitado.
(1) Cfr. KIMMINICH, «Das 3-taatsoberhaupt. .. "» cit. pág. 12.
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En la actualidad, el debate sobre la Jefatura del Estado no de-
be centrarse tanto sobre su necesidad Íógica como sobre su ne-
cesidad histórica. Se trata de detectar si en los sistejmas qvte
introducen esta figura, que son la Mayoría, la misma puede de-
sempeñad alguna función mejor de lo que lo podría hacer otro
órgano. En caso afirmativo, deberá sostenerse con todo rigor
que la Jefatura del Estado resulté funeionalaaente necesaria pa-
ra la adecuada actuación de ese sistema, y ésta justificación
es, en definitiva, la única que interesa para el mantenimiento
o no de una determinada institución política (l).
3. La posición del Jefe del Estadq, como la de los demás Altos
Órganos, ha venido determinada, genéricamente, por los dos
grandeá principios del Derecho público europeo: soberanía y se-
paración de poderes. La incidencia del primero es hoy apenas
significativa/ tras Ja superación de la polémica histórica en-
tre soberanía monárquica y popular, o nacional en benefició de
esta última. Por ello, los modelos basados en él "principio
monárquico" deben calificarse! de obsoletos, lo mismo que la lia,
mada Monarquía limitada en sus distintas versiones!. Tampoco
(l) A sensu contrario, puede declrae que todas la* eonstruccic»
nes actúalas «obre la Jefatura del Estado son funcionales}
se configura la institución en atención a la función que
ha de cumplir. Como ha señalado BGCKENPGRfiE, Incluso las
grandes construcciones del siglo XIX (HEGEL, CGNSTANT,
STEIN), salvo la de STAHL, tenían en carácter funcional .
("Der deut«che Typ der konstitutionellen Monarchie ira 19•
Jahrhundert", cit. pág. 131)*
tiene exéesiva importancia la soberanía popular, que por haber
adquirido un carácter axioma, suele consagrarse por Constituci©
nes que esconden regímenes políticos de muy distinto signo (mu-
chas veces nada democrático) de manera que no interesa tanto,
la enunciación retórica del principio, como su despliegue arti"
culado en el detalle de los preceptos constitucionales» Pof
otra parte, la afirmación frecuente de que el Jefe del Estado
personifica o encarna la soberanía nacional no significa que
aquél sea más "soberano" que las restantes instituciones esta-
tales, sino que entraña un contenido simbólico, en el sentido
de atribuir al titular del cargo la máxima representación (for-
mal) de la comunidad política y la máxima expresión de la uni- r
dad estatal. ? - :
Por último, el procedimiento seguido para la designación del Je-
fe del Estado podrá colocafle en una vinculación más o menos
estrecha con la comunidad soberana, pero no determina que el
órgano como tal "sea" más o menos soberano* En los esquemas
representativos contemporáneos, "todos los órganos d©l Estado
son igualmente "soberanos" (si se quiere mantener este término)
en cuanto ejercitan sus competencias constitucionales, salvo '•'
que por precepto expreso se rompa este esquema, como hacia la
Constitución francesa de 194Ó en beneficio de la Asamblea Na-
cional. La cuestión del ejercicio de la soberanía o del poder
del Estado, no es hoy una cuestión de principios, sino de atri
bución de competencias a íos diversos órganos estatales y del
sistema de designación de sus titulares.
Mucho más decisivo para la configuración de la Jefatura del Es-
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tado ha sido el principio de la división de poderes. Conforme
a él, no existe, en rigor, un Jefe del Estado, sino exclusiva-
mente un Jefe del Ejecutivo. Solo la fuerza de la tradición
monárquica explica que este Jefe del Ejecutivo, que era normal-
mente un rey, fuese considerado también como Jefe del Estado.
La evolución hacia el parlamentarismo experimentada por los re-
gímenes monárquicos que han sobrevivido en Europa propiciaba la
elevación del monarca hacia una verdadera posición de Jefatura
estatal en la medida en que el ejercicio del "Ejecutivo" iba
recayendo de hecho cada vez más en los ministros, quedando el
monarca como simple titular formal de esas competencias. En
otras palabras, la configuración del monarca como auténtico
Jefe del Estado ha sido posible sólo en cuanto ha dejado de
ser propiamente Jefe del Ejecutivo y ha quedado, en consecuen-
cia, fuera del proceso ordinario de adopción de decisiones poli-
ticas. Se dirá, con razón, que esta tesis implica una petición
de principio sobre el concepto de Jefatura del Estado, y que la
observación de los sistemas presidenciales desmiente la incompji
tibilidad funcional entre Jefe del Estado y Jefe del Ejecutivo.
Por ello, se hacen necesarias algunas precisiones.
El esquema de la división de poderes es el marco teórico común
a los sistemas parlamentarios y a los presidenciales, pero mien.
tras que los primeros niegan en la práctica dicho esquema me-
diante la integración del Parlamento y el Gobierno, los segun-
dos mantienen de manera significativa la separación de órganos.
Como la actual configuración de la Jefatura del Estado en un
contexto parlamentario deriva indirectamente de la vinculación
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del Gobierno al Parlamento (l) y este fenómeno no se ha produ-
cido en el sistema predidencial, el resultado es que no hay
una institución homologable entre aabos sistemas bajo la deno-
minación de Jefatura del Estado. Si el Presidente norteamerica-
no se caracteriza porque ejerce la dirección política, el Jefe
del Estado parlamentario se caracteriza por lo contrario. -Ha-
bría que matizar en atención á las figuras intermedias, pero
ello no altera la conclusión de que el contenido conceptual
de la Jefatura del Estado no es unívoco. En consecuencia» dicha,
denominación nd.tiene por qué ser privativa de «i* sistema par-
lamentario., pero solo en él se plantea hoy el problema de la
funcionalidad de una figura institucional, que está al margen
del proceso político, pero que de alguna manera incide sobre el,
por* su alta posición. El Presidente de los Estados Unidos de-
sempeña algunas funcioné» semejantes a las de un, Jefe de Estado
parlamentario (acreditación dé embajadores, derecho dé gracia,
etc.)í pero lo característico de su posición no reside en estas
funcione* sino sobr<s todo en aquellas otras que le pe-rai-fcen. par-
ticipar activa»ente en el procerfo político; o, si se prefiere,
lo característico de su posición es> gro$so nodo, esa acumula-
ción de las funciones de un Jefe de Estado y un Pri«er Ministro
en el sistema parlamentario, siendo la» correspondientes a éste
último cargo politicamente mucho más importantes.'De ahí la ne-
(l) Pues és claro que la imparcialidad que se predica de esta
magistratura no es concebible si su titular está empeñado
en la realización de una determinada política»
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cesidad de trazar una divisoria nítica entre ambas institución
ríes. Un Jefe de Estado - Jefe de Gobierno (por tanto, no propia
mente Jefe del Estado) tiene sobrada justificación funcional
(con independencia de la valoración que merezca el sistema),
mientras que esa justificación no es tan clara en la Jefatura
de Estado parlamentaria o Jefatura del Estado "stricto sensu".
Para centrar la cuestión en el sistema parlamentario, hay que
examinarla desde la óptica de la responsabilidad. El dualismo
Rey-Ministros que se introduce én el seno del llamado "Ejeeuti~
vo" es consecuencia de la irresponsabilidad del monarca. Si el
monarca no responsable ejerce de manera efectiva las competen-
cias de que es titular se convierte inevitablemente en un monar
ca "partidista" comprometido en la realización de una determina1-
da política. Al no existir medios legales de exigir la respon-
sabilidad no queda más opción que la revolucionaria (l). De ahí
©1 progresivo desplazamiento del ejercicio efectivo dft las com-
petencia» del monarca hacia los ministros, que asumen la respori*
aabilidad mediante la técnica d&l refrendo, Tras el éonocido
proceso de "parlaaentarización" del Ministerio, variable según
los paísesj se llega al resultado coherente de que el poder de-
be estar allí donde se sitúa la responsabilidad, es decir, en
el Gobierno. En «u virtud, a éste y no al monarca corresponde
la verdadera titularidad del Ejecutivo.
(l) "L'inviolabilité serait intolerable si elle n'etait in-
'disAolubleaent Jiée a la regle conatitutionnelle qui im-
pone au roi d'agir sur les conseilsi de se» atinistree" (en
BLe Flaaibeau", cit. por FÜSILIER: "Les monarchies parle-;
•entaires", cit. pág. 41Ó)..
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Por esta razón, he dicho antes que el rey empieza a ser Jefe
del Estado cuando deja de ser Jefe del Ejecutivo. Esto lo vio
certeramente CONSTANT y su construcción del "poder moderador"
no tiene otro sentido que el de elevar al rey por encima de las
polémicas partidistas y preservar, de rechazo, su trono. En
esta tesis hay ya una clara superación de la configuración del
monarca como Jefe del Ejecutivo. Lo que sucede es que el sonar
ca de CONSTANT es todavía demasiado "fuerte".
Pero el proceso descrito se desarrolló en el terreno de la "rea
lidad constitucional1' sin encontrar el eco adecuado en los tex
tos escritos. Con aisladas excepciones, estos textos mantienen
la ficción de la titularidad del Ejecutivo por el monarca y con
tinúan atribuyéndole funciones que de hecho no ejerce»
Es urgente evitar esta disociación entre teoría y práctica del
régimen político, entre texto escrito y realidad constitucional,
para soslayar los graves problemas de interpretación que deri-
van de esa confusión. En el caso del monarca, la discrepancia
entre la "expectativa de conducta" y el "ejercicio fáctico de
la función" (l) ha sido notoria en muchas ocasiones y la extra
limitación amparada en poderes teóricos, fuente de graves crisis
estatales. En consecuencia, los textos constitucionales deben
abandonar viejas ficciones y atribuir al Jefe del Estado las
funciones que realmente ha de ejercer.
(1) "Verhaltenserwartung" versus "tatsSchlicher Funktionaau
sttbung" (Cfr. KALTEFLEITER, "Die Funktionen.. . » , cit.. ""
pá«. 12).
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4- Estas consideraciones son válidas para la Presidencia de una
República parlamentaria. Al configurarse a imagen del monar-
ca, se le aplica también el principio de la irresponsabilidad,
aunque matizado por la salvedad de los supuestos de alta trai-
ción o similares, y se acude> en consecuencia, a la técnica del
refrendo (l). Pero hay una particularidad, que deriva del pro-
cedimiento seguido para la provisión del cargo. Si le eligen
las Cámaras, será difícil que el Presidente se sustraiga a su
influencia (así, Francia, 1875)5 si se elige por sufragio uni-
versal, resulta poco congruente que se limite a un papel pasi-
vo, y, al participar activamente en el procesa político, se
pierde la imparcialidad y se desborda el marco natural del par-
lamentarismo. Por ello, el procedimiento más adecuado en un
contexto estrictamente parlamentario, parece ser el de elección
por un colegio integrado por los miembros de las Cámaras pero
ampliado a otras instituciones (típicamente, Entidades territo-
riales distintas,del Estado). En textos recientes (Alemania,
Italia) el Presidente ocupa una verdadera posición de Jefatura
estatal, al margen del viejo Ejecutivo,
(1) CARRE DE MALBERG, en una época en que la posición del Go-
bierno estaba lejos de ser tan fuerte como en la actualidad,
vio ya certeramente que un Presidente de República parlame£
taria no podía ser independiente de la Asamblea mientras
se le configurase cosió Jefe del Ejecutivo: "Dans un Etat re
publicain, le régime' parleraentaire ne laisse point subsis-
ter 1'indépendence du chef de l'Exécutif" ("Contribution...",
cit. II, pág. 100). Por lo demás, el análisis de CARRE, muy
claro en cuanto a la inexistencia de dualismo de poderes
en el régimen parlamentario, conduce a la total supremacía
delParlamento, en parte por su concepción raquítica del Eje-
cutivo como simple "ejecutor" (cfr. pág. 104 y ss.).
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Aun así, hay quien sostiene que un Presidente de República no
puede desempeñar la misma función que un Monarca:parlamentario,
porque ambas figuras son sustancialmente diferentes (1) . La te-
sis deriva nuevamente de la construcción de CONSTANT, que con-
sideraba incompatible con la forma republicana la disociación
entre poder y responsabilidad que es típica de la monarquía. Só-
lo ésta podía ofrecer el marco adecuado a ese poder neutro,
"autorité a la fois supréme et internrediaire", que debía corre-
gir las desviaciones de los poderes estatales y "Íes remettre á
leur place". En base a estas ideas, se concluye que en la Repú-
blica no puede existir él "poder moderador" al desaparecer el
monarca•
En mi opinión, se incurre aquí en una petición de principio: se
parte de que sólo el monarca puede ser portador del poder neutro
y se concluye que el Presidente de la República no puede serlo.
La Historia ofrece multitud de ejemplo» que obligarían a.matizar
esa regla hasta ©1 punto de hacerla inservible. Queda el recurso
al sistema de provisión! se dirá, que el monarca es neutral por-
que nadie le elige, mientras que el Presidente de la República
procede de un partido o grupo. Pero los hechos demuestran otra
vez que un monarca puede actuar muchas veces de manera partidis-
ta y que, al contrario, un Presidente de extracción partidista
sabe mantenerse imparcial.
(1) KIMMINICH, ob. cit. pág. 44-5 y 89-90.
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El tema es vidrioso y está todavía condicionado por multitud
de prejuicios. En pura teoría, no puede caber duda sobre la
superioridad de la forma republicana, cono ya recordará el pro
pió STEIN en su defensa de la monarquía. Pero en este terreno
lo racional no siempre puede ser real, si se me permite la pa-
ráfrasis, y tampoco hay duda de que en ciertos momentos la for-
ma monárquica reviste ventajas que no puede alcanzar la republi
cana. Ello porque probablemente la cuestión es más de sentimien
to que de razón (l). En todo caso, no son estas consideraciones,
sino las de índole funcional, las que interesan aquí. Desde es-
ta perspectiva, no creo que exista diferencia apreciable entre
una Jefatura del Estado monárquica y una republicana en un sis-
tema de tipo parlamentario, en el que el director de la políti-
ca del Gobierno es el Primer Ministro. El Rey o el Presidente
desempeñan, en general, la misma función representativa y mode-
radora y las diferencias que puedan señalarse sobre las atribu-
ciones concretas resultan accidentales (2). Asi, por ejemplo,
en el supuesto, a primera vista llamativo, de la sanción y pro-
mulgación de leyes que compete rfl monarca, frente a la simple
promulgación que puede atribuirse al Presidente, nada significa
la sanción si no se concreta en una facultad de veto, mantenién>-
dose por una tradición ya vacia de contenido.
(1) Cfr. JENNINGS: "El Régimen político de la Gran Bretaña"*
cit. pág. 55. LOEWBNSTEIM afirma, con razón, que nó hay
fórmulas mágicas; la opción depende de las circunstancias
de cada pala ("La Monarquía...", cit. pág. 28Z).
(2) Asi, KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 23-24 y el mismo JENNINGS,
id. pág. 55. .
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Esta analogía de las formas monárquica y republicana por su fun-
cionalidad en el conjunto del sistema parlamentario, quiebra si
se contempla desde la óptica del cambio del propio sistema por
vía de mutación y, por supuesto, por vía de revisión constitu~
cional. En tales supuestos, la Jefatura del Estado monárquica
aparece hoy dotada de una extraordinaria rigidez, que hace im-
pensable una alteración de su papel en el sentido de intervenir
más activamente en el proceso político. Su irresponsabilidad y
su carácter hereditario vedan esta posibilidad. En cambio, una
Jefatura del Estado ^republicana puede ver reforzado su protagQ>
nísmo y absorben determinadas funciones gubernamentales activas;
ello significará que el sistema se ha modificado pero no que
sea inviable, pues la temporalidad del cargo permite controlar
j
a su titular., En otras palabras, que la Jefatura del Estado mo-
nárquica sólo es concebible hoy cuando el proceso político dis-
curre por el canal Parlamento-Gobierno (con sus diversas
tes), quedando aquél limitado a un papel pasivo, sobre cuyo con.
tenido después se hablará, mientras que una Presidencia de la
República puede tener también es*e papel a puede configurarse co-
mo "fuerte" al modo de los Ejecutivos dualistas o de los regíme-
nes seatipresidenciales. La Monarquía dualista y, por supuesto,
la "presidencial" son formas históricamente superadas y cuando
no, autocríticas.
Tras estas precisiones parece claro qu© el dato de la confijju--
ración monárquica o republicana de la Jefatura del Estado care-
ce de entidad para convertirse en rasgo definitorio de la orga-
nización política en.su conjunto. Por el modo de atribución del
poder, lo decisivo es el carácter democrático o autocrático del
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sistema (l); por la forma de ejercicio de aquél, la naturaleza
de las relaciones entre el Parlamento y el Gobierno; por la es-
tructura territorial, la forma unitaria, regional o federal.
En términos jurídico-constitucionales estrictos, el dualisao
monarquía-república, despojado de su carga ideológica, queda
hoy reducido a una decisión sobre el procedimiento de provisión
de la Jefatura del Estado (2).
Esta decisión puede, en su caso, ser modificada por vía de re-
visión constitucional. La Monarquía no es hoy definitoria de
la forma de Estado parlamentario porque su esencia consiste en
la atribución del poder del Estado a un órgano unipersonal, lo
que no sucede en el sistema en cuestión (3)-
(1) Así, LOEWENSTEIN, "Teoría de la Constitución", cit. pág.
49 y ss., y antes también KELSEN, "Teoría General del Es-
tado", cit. pág. 414-5 y HELLER, "Teoría del Estado", cit.
pág. 265.
(2) En la atinada formulación efe KALTEFLEITER: "Bei dieser
Betrachtungsweise reduziert sich die Diskussion um Monar-
chie oder Republick auf die Fraga, welches selektionssys-
te» besser geeignet ist, die Auswahl des Staatsoberhauptes
den Aatte gemüss z'u garantieren: die Erbfolge. oder irgend-
welche Wahlakte" (ob. cit. pág. 23-24). ("Desde esta pers-
pectiva, la discusión sobre Monarquía o República se redu-
ce a la cuestión de qué sistema de selección es más adecúa
do para asegurar que la elección del Jefe del Estado sea
la apropiada para ese cargo: la sucesión hereditaria o un
acto electoral cualquiera").
f ' • • •
(3) Sobre la esencia de la Monarquía, cfr. LOEWENSTEIN, "La Mo-
narquía...1', passim; CARRE, ob. cit. II, pág. ól y ss, 185
y paseim, en el sentido expuesto en el texto, y KELSEN,
"Teoría General del justado", cit. pág. 418-9*
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5. La función del Jefe del Estado en un sistema parlamentario
se proyecta en una doble vertiente. Por una parte, represen-
ta la unidad y la continuidad estatales frente al pluralismo y
las opciones políticas cambiantes que tienen su reflejo en el
Parlamento y el Gobierno (l). En este concepto, se le encomien-
dan una serie dé tareas de naturaleza honorífica y formal. Por
otra parte, esta encargado de asegurar1, en último extrepo» el
funcionamiento del sistema, evitando bloqueos entre los órganos
y manteniendo el. .equilibrio establecido por la Constitución. Pa-
ra ello cuenta con un repertorio de facultades susceptibles de
activarse en momentos especiales y que suelen agruparse bajo la
denominación de wpoder 4® reserva" (reserve power) (2). Estas
facultades varían en las distintas Constituciones y deben con^
sistir no tanto, en la intervención activa del Jefe delaEstado, ;
como en la paralización de la actuación'de un órgano, qpnside-
rada perturbadora, defiriendo 1* decisión al competente para
adoptarla. Por ejemplo, en el caso de disolución del Parlamento,
quizá la más típica de estas facultades, el sentido de la inte**-
(1) Cfr. KXMMINICH, ob. cit, pág. 88 y ss. Para este autor,
la función¡ más importante del Jefe del Estado en la demo-
cracia parlamentaria es el "mantenimiento de la continui-
dad (KontinuitMtswahrung) (cfr. pág. 8? y 93).
(2) Algunos autores agrupan el coCjunto de las atribuciones
del J-efe del Estado bajo la denominación genérica de "fun- ,
clon de reserva", distinguiendo'en ella.las'dos vertien-
tes que se señalan en el texto (así» KALfEFLEITER, ob. cit.
pág. 31-2 y passi») . . " • . ' " •
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vención del Jefe del Estado no debe ser el de resolver por sí
el conflicto entre aquél y el Gobierno, sino el de convocar al
electorado para que resuelva (l). Es decir, en la expresiva
terminología de MONTESQUIEU, las facultades de intervención del
Jefe del Estado parlamentario en el proceso político deben con
figurarse como "pouvoir d'empécher" y no como "pouvoir d'agir".
En esta segunda vertiente de su función, el Jefe del Estado apa.
rece no precisamente como "defensor dé la Constitución" (2),
que ésta es más bien tarea específica del Tribunal Constitucio-
nal (cuando existe) ni tampoco como un arbitro, en sentido es-
tricto, puesto que el arbitro decide sobre el fondo de los asun-
tos, sino como un moderador que asegura a los ciudadanos y a
los órganos del Estado la realización de sus funciones constitu-
cionales (3)« A este respecto, sus cualidades personales y su
(1) No puede admitirse que un Jefe de Estado parlamentario tome
iniciativas frente al Gobierno y el Parlamento. "Une condui
te politique du chef de l'Etat, indépendante du gouvernement
et. dé l'asaemblée est inconcevablé dans un tel cadre. Si un
conflit de ca genre éclate entre les principes sur lesquels
repose un régime politique et dont il se reclame et les ac~
tes du chef de l'Etat, un changement s'impose eoit dans le
régime, soit dans la personne du chef de l'Etat" (EjUSILIER,
ob. cit. pág, 396-7). Vid. también KIMMIMICH, ob. cit. pág.
83. '
(2) Coao señala KIMMINTCH, todo ciudadano es, en definitiva, de-
fensor de la Constitución y especialmente el que tiene un
cargo público. Por otra parte, si aquélla debe ser titulada
de manera específica por un órgano jurídico, al Jefe del Es-
'.• tado le falta una cualificación de esta índole y si por un
órgano político, le falta ese poder (ob. cit. pág. 76-7).
(3) Confirmado lo expuesto más arriba sobre la improcedencia de
formación política son de la mayor importancia, frente a la opi-
nión de la doctrina monárquica tradicional, que las consideraba
poco menos que irrelevantes.
6. Una última cuestión sobre el papel de la Jefatura del Estado
se refiere a las tentativas de utilizarla como contrapeso
frente al Parlamento (ya veces también frente al Gobierno) en
algunas Constituciones de este siglo. Se ha visto más arriba
que el diagnóstico sobre la debilidad presidencial bajo la Cons-
titución francesa de 1875 se centró en el procedimiento de elec-
ción. Para corregir el predominio excesivo del Parlamento, los
constituyentes de Weimar, obsesionados con el famoso "equilibrio"
(Gleichgewicht) pensaron que el sufragio universal proporciona-
ría la base para una Presidencia "fuerte". El problema es si
esta potenciación de la Jefatura del Estado sirve pvara corregir
la inestabilidad gubernamental inherente a un Parlamento mal
estructurado (l). El sistema solo puede funcionar bien en un mar
co de armonía entre el Parlamento y el Gobierno. La "doble con-
configurar al Jefe del Estado como Jefe del Ejecutivo, es-
muy interesante la opinión de PERÑTHALER, para quien la
técnica de vincular 'al Jefe del Estado con el Gobierno es
eonceptualaente inservible para el logro de las funciones
que aquél debe cumplir como elemento estabilizador: exigir
la integración de la mayoría gubernamental y proteger a
la minoría parlamentaria (ob. cit. pág. 148-9)*
(l) Sobre esto, en detalle, KALTEFLEITER, ob. cit. pág. 129 y
ss.
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fianza" o es fuente de continuos bloqueos o desemboca en el
predominio de uno de los confidentes. En el fondo de esta con-
cepción late todavía la vieja visión del primer Constituciona-
lismo, que considera antagónicos al Legislativo y al Ejecutivo
porque el titular de éste es el heredero del monarca absoluto.
Pero lo que históricamente tuvo su razón de ser, la pierde
cuando los titulares de ambos órganos cuentan con la misma le-
gitimidad. Los defectos estructurales del Parlamento deben co-
rregirse con medidas dirigidas al propio órgano legislativo
(sistema electoral, reglamento interno, etc.) no con el refor-
zamiénto de. un órgano externo a él. En la actualidad, el predo-
minio fáctico adquirido por el Gobierno hace urgente esta tarea
con nuevos objetivos (protección de minorías, sobre todo). El
antagonismo tiene otra dimensión: no Parlamento frente a Gobier-
noj sino mayoría parlamentaria y gubernamental frente á oposi-
ción. El contrapeso del Parlamento debe estar en su propio seno
y no en él Jefe del Estado (l). El sentido profundo del Ejecuti-
vo dualista, prescindiendo de la experiencia patológica y anti-
constitucional de Welmar, es acumular en la Jefatura del Estado
funcione» de dirección gubernamental, que, por lo demás, sólo
pueden ser ejercidas con eficacia si el titular actúa como lí-
der de la mayoría. Bn tal caso, el problema consiste en determi-
nar los cometidos respectivos del Jefe del Estado y el del Go-
bierno, sobre la base de que el liderazgo político corresponde
al primero.
(1) Cfr. KIMMINICH, ob. cit. pág. 30 y 74 y PERNTHALER, ob. cit
pág. 148.
PARTE SEGUNDA
LA JEFATURA DEL ESTADO EN EL DE-
RECHOPUBLICO ESPAÑOL (l81.2-1977)
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• CAPITULO y . • •
APUNTES SOBRE LAS ACTITUDES DOCTRINALES
1. Los; condicionamientos ideológicos que han pesado sobre la
configuración de la Jefatura del Estado en los sistemas ex~
tranjeros examinados ejercen en España una influencia- igual»
por no decir superior debido a la falta de cristalización de
un «odelo político aceptable para la mayoría de las fuerzas
sociales y capaz de encauzar la lucha por el poder por encima
de eventuales estallidos revolucionarios. En el constituciona-
lismo español no hay un procesot ni aun basado en negaciones
sucesivas, que permita la edificación de un aparato ínstitucio
nal susceptible de ulteriores perfeccionamientos. La negación
de la negación no desemboca aquí nunca en una afirmación dura-
dera (l)» En contraste con Inglaterra* que en las primeras dé-
cadas del siglo XIX pos«e ya el•armaron de su sistem* político
i ' •
contemporáneo (aunque materialmente esté falseado por la res-
tricción del sufragio); en contrasta con los Estados aléñanos.,
donde -el anacronismo de ¡los principios teóricos no impedirá la
consolidación de un Estado moderno ni será obstáculo a la "Real-
politik" de BISMARCK, hasta el punto de que el "principio moná£
quicow será considerado como la gran creación del espíritu ale-
(i) Con la relativa excepción del régimen de la Restauración,
forwalfliente coherente, pero cuyo divorcio con el país real
lo hace pronto inservible. .
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man frente al parlamentarismo británico; en contraste incluso
con Francia, cuya historia constitucional es tan agitada cono
la española, pero que ha heredado de Napoleón un sistema admi-
nistrativo organizado y eficaz, y desde 1875 parece encontrar
un modelo constitucional que conjuga de forma aceptable las con
quistas ideológicas de la "gran revolución" con las aspiracio-
nes prácticas de las fuerzas dominantes, la crisis de la España
contemporánea es, en el aspecto politico una crisis casi perma-
nente de Estado (1). No basta con achacar a la ceguera política
de Fernando VII, borrando de un plumazo la'obra de Cádiz, la
instauración del grave precedente del movimiento pendular que
habría de caracterizar lía vida política decimonónica, y que rea-
firmarían los moderados en l845> desplazando sectariamente la
Constitución de 1837 por otra cortada a su medida. Las raíces
del problema son más profundas y quizá arranquen, en!definitiva,
(1) La crisis se manifiesta ya desde el principio del siglo,
DIEZ DEL CORRAL ha señalado,que, en contraste con las gue-
rras europeas de la época, "la guerra de la Independencia
no fue realizada por el Estado, sino espontáneamente por
el pueblo, y acabó significando una disolución extraordi-
nariamente grave de la unidad política". Esta cuestión de
la debilidad interna de la unidad política". Está cuestión
de la debilidad interna de la unidad política española es,
para él, la cuestión clave de nuestra historia moderna ("EX
liberalismo doctrinario", cit. pág. 487)• El carácter es-
pontáneo y no institucional del levantamiento ha sido tam-
bién destacado por ARTOLA: "En 1808 es la nación española
la que se levanta ante el invasor y no los reinos históri~
coa, pese a que la apariencia de las Juntas haya inducido
en tantos casos al error" ("Los orígenes de la España con-
temporánea", 2. ed. 1975> Tomo I, pág. 187).
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de la intolerancia, que 'exige uniformidad en contraposición al
pluralismo,, y que persigue en política la eliminación del ene-
i
migo como objetivo básico y acude a la fuerza no como última
sino muy a menudo como primera "ratio" para defender sus inte-
reses. Esa intolerancia, que puede proporcionar abundante mate-
rial a la célebre concepción de la politica como dialéctica
amigo-enemigo, se entroniza ya en el periodo fernandino y al
final del ciclo será todavía amargamente denunciada por Adolfo
POSADA, que hace de la idea contraria, la tolerancia, una de
las piezas maestras de su teoría del Estado. •-
La especial virulencia de la polémica política tiene su reflejo
en el>terreno doctrinal, donde compiten las diversas posturas
que, aun sin estar revestidas del empaque teórico que caracteri-
za a la contienda en Francia o en Alemania, áo por ello expresan
opiniones menos encontradas (l). En el centro dé todos los dé-
bates »ft halla invariablemente la institución monárquica, que,
a través de sus titulares habrá de influir de forma decisiva
en todo el proceso. Lo curioso fia Éfcue cualquier pretensión de
(l) Vid. a este respecto, las interesantes observacionea de
DIEZ DEL CORRAL. Según él, la secubrización de los con-
ceptos tradicionales, al ser tardía en España, se veri-
fica después dé un modo tan rápido, que los conceptos con
servan "tantas de las características radicales propias
de su arraigo en una concepción trascendente, que resul-
tan de utilización difícil, casi imposible» ("El libera-
lismo...", cit. pág* 475).
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captar el papel de la Corona a través de los textos constitu-
cionales está abocada al fracaso en la medida en que aquéllos'
no coinciden con la realidad (l). La disociación entre Consti-
tución escrita y realidad constitucional que ha presidido el
tránsito de la monarquía secular a la parlamentaria en los
países que han conservado esta institución y que se detecta •
incluso en los sistemas republicanos mediante un repertorio
típico de ficciones, heredado del Derecho público monárquico,
aparece también en España como uno de los factores a conside-
rar en el estudio de la Jefatura del Estado, imponiendo la ne-
cesidad de confrontar la letra de la Constitución con la rea- •
lidad histórica si se quiere apreciar el verdadero significa-
do de la magistratura en cada período.
Pero el problema se complica precisamente porque la Corona es
en la historia española mucho más que una magistratura. El pe-
so de la tradición va a ser decisivo en este punto* Hasta 193^
no puede considerarse resuelta en el Derecho positivo la cues-
tión clave de la soberanía. Desde la proclamación de la sobe-
ranía nacional en Cádiz hay un movimiento de regresión, que
se estabiliza en 1876, ain más paréntesis que el que se abre en
1869. A lo largo del siglo XIX la tesis dominante es la doctri-
(1) SÁNCHEZ AGESTA ha señalado la inutilidad del análisis
jurídico de los textos constitucionales, por n& corres-
ponderse con la realidad ("Historia del Constituciona-
lismo español", 3* ed., Madrid 1974* pág. 138, Ió9,
329 y passim).
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naria que, si se caracteriza por algo, es sencillamente por-
que elude el problema. Al no estar resuelta esta cuestión de
la titularidad del poder, la definición constitucional de la
posición del monarca resulta parcial en cuanto limitada a las
facultades concretas que se le otorgan, pero sin establecer
el fundamento de esas facultades (i)» Por consiguiente, y siem
pre con la excepción de las Constituciones que reconocen la
soberanía nacional (l8l2 y.l869)* a falta de una definición
jurídico-constitucional de la posición del monarca, es intere-
sante recordar las opiniones formuladas sobre la•institución '
que, aunque desprovistas de cualquier valor que no s,eael de
la fuerza de sus argumentos, permiten apreciar en todo su al-
cance lo que estaba en juego en el conflicto ideológico (2).
(1) En este sentido, ha señalado ARTQLA que "el carácter hi£
tórico de la naturaleza representativa de la Corona se
considera como un factor dado, hasta el punto de que. ni
una sola de las sucesivas Constituciones contendrá defi-
nición alguna de la naturaleza o justificación cualquie-
ra del poder real". La Constitución de 1812 es1 la única
que alude al problema ("Partidos y programas políticos
1808-1936", Tomo I, pág. 171).
(2) Por debajo do la polémica doctrinal o al margen de ella,
el comportamiento constitucional de los monarcas debía
ser decisivo para la modernización del régimert político.
Pero su visión de la realidad no estuvo en general a la
altura de las circunstancias y, a partir de. un cierto mo-
mento, será un tópico aludir al carácter negativo de su
actuación con la conocida referencia a "los obstáculos
tradicionales".
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2. Para no desbordar excesivamente el cauce de este trabajo,
sólo haré referencia a algunas de las opiniones más signifi-
cativas, tratando de destacar cómo los problemas de moderniza-,
ción del régimen fíolítico son en España idénticos a los que se
plantearán en los otros países de nuestro ámbito cultural, aun
que las soluciones fueran en jauchos casos diferentes. A grandes
rasgos, lo que más llama la atención en el período inicial es
el enfrentamiento entre el sector liberal que considera falsea-
da la Constitución tradicional por tres siglos de absolutismo
y el otro sector más radical que proclama la necesidad de una
Constitución nueva y, frente a unos y otros, los absolutistas,
partidarios de la concentración del poder en el monarca, hereda-*
da del período anterior (l). Para estos últimos, en consecuen-
cia, la Constitución será sinónimo de Revolución y tacharán a
la obra de Cádiz de nocivo producto de un racionalismo importa-
do de Francia, cuya Constitución de 1791 ha sido copiada por
los constituyentes gaditanos (2). Esta ea la tesis del padre
VELEZ, que publica en 1818 su "Apología del Trono"., y deduce
de la confrontación d© ambos textos que la Constitución dé Cádiz
(í) Vid. en detalle SÁNCHEZ AGESTA, "Historia..»",.citada,
pág. 64 y as. y ARTOLA, "Los orígenes...", cit. pág. 203
y ss., 223 y es,, 466 y passinu También GARCÍA.GALLO, .
"Manual de Historia del Derecho Español", 2* cd. Madrid
1964, tomo I, pág. 85O y 859-60.
(2) Sobre la "españolidad" de la Constitución gaditana, vid.
despué-s en el texto, pág. 323 y as.
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es antiespañola (l). Los liberales, en cambio, entienden que
la libertad de los españoles se perdió en Villalar y quieren
ver en la soberanía nacional un principio indiscutible que re-
montan incluso a la época visigoda. No cuestionan, en general,
la monarquía, pero estiman que, si bien la nación ha elegido
en su momento esta forma de gobierno, el rey no puede hacer
nada importante sin el consentimiento de la comunidad a través
de sus representantes en las Cortes. Por esta razón se conside-
rarán nulas las abdicaciones de Bayona, ya que ni Carlos IV ni
Fernando VII podían disponer libremente de sus derechos (2). Es-
ta tesis se repetirá insistentemente en la "Teoría de las Cor-
tes" de MARTÍNEZ MARINA (3), unida a la afirmación de la sobera-
nía nacional. Para este eclesiástico, que en la soledad de su
retiro escribe su obra frente a la ignorancia y el fanatismo,
ya que, según sus palabras, ni su edad ni su profesión le permi-
(1) La tesis de VELEZ ha sido defendida hace unos años por SUA
REZ VERDAGUER, frente a ARTO*LA y SÁNCHEZ AGESTA, que sostie
nen la originalidad nacional de la obra de Cádiz. Vid. SUA-
REZ, "Sobre las raíces de las reformas de las Cortes de Cá-
diz", en Revista de Estudios Políticos, nfi 126 (1962), pág.
38 y ss.
(2) Frente a ello, el lenguaje absolutista de Carlos IV ("Yo el
Rey por el derecho de mis poderes", "la autoridad suprema
que tengo de Dios y de mis antepasados"), al ceder sus dere-
chos a Napoleón (cfr. ARTOLA, "Los orígenes...", cit. pág.
122 y SEVILLA ANDRÉS, "Historia política de España 1800-
1973", 2 tomos, 28 ed. Madrid 1974, Tomo I, pág. 38).
(3) Tres Tomos., Madrid 1 813 .
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tian tomar las armas en defensa de la patria (1), la soberanía
reside esencialmente en la nación, pero ésta, cuando es grande,
no puede ejercerla por sí misma y confia su ejercicio a un cie£
to número de individuos que, reunidos en junta general, repre-
sentan a la nación entera (2). De ahí que la autoridad de esas
juntas sea delegada, lo que significa que la soberanía es ina-
lienable (3)- Sin renunciar al origen divino del poder, mantie-
ne, conforme a la escolástica tradicional, que la soberanía y
sus derechos emanan de la voluntad de los hombres, "pues ni el
cielo ha llovido soberanos ni tampoco los produjo la tierra" (4)
¿Cuál es, entonces, la posición del rey? La respuesta de MARTÍ-
NEZ MARINA es tajante: "En las monarquías hereditarias como la
de España los monarcas y su familia no pueden alegar otro dere-
cho a la corona que el que les confiere la ley fundamental del
Estado por la que se establece la sucesión" (5)* La soberanía
(1) En el Prólogo, párrafo 116, pág. LXXXIV (Este prólogo ha si-
do editado por separado por J. A. MARAVALL con el titulo
"Discurso sobre el origen de la Monarquía y sobre la natura-
leza del Gobierno español". Madrid 1957, con estudio preli-
minar del mismo).
(2) Ob. cit. Tomo I, pág. 54.
(3) Id.
(4) Pág. 96.
(5) Ob. cit. Tomo II, pág. 97» Y añade: "El príncipe que inten-
tara violarla faltará a una de sus más sagradas obligaciones
y aun destruiría el fundamento de su existencia política".
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nacional y la congruente coíifiguración del monarca como poder
constituido entrañan la consecuencia decisiva del derecho de la
nación a modificar su forma de gobierno. MARTÍNEZ MARINA se
muestra cauto en este punto, pero no niega que en virtud de la
suprema ley del bien público, la nación pueda exigir al prínci-
pe que renuncie a su derecho á la Corona, aun cuando su compor-
tamiento haya sido correcto (l). A .fo.rti.ori, el príncipe que
abusa de su autoridad y viola los límites impuestos por la na-
ción y las leyes fundamentales, pierde "su dignidad, sus títulos
y sus derechos" (2), y, apoyándose en MARIANA, pero sin llegar
a justificar el tiranicidio, entiende que el aal rey .puede ser
depuesto por la nación (3)« La conclusión aplicada a los hechos
es que, en el fondo, BONAPARTE hizo un gran beneficio a los es-
pañoles, quienes, sin la sacudida de la invasión francesa, "Ja-
más- hubieran pensado en sacudir el yugo de la más injusta opre-
sión... y Fernando reinaría tan despóticamente cómo »u padre"
(4). " . '
En términos parecidos se expresarán otros distinguidos libérale».
(1) ídem.
(2) Tomo II, pág. 430. • .
(3) Id. pág. 433 y 464-
(4) Prólogo, párrafo 115, Pág» LXXXIII. Sobre el significado
de MARTÍNEZ MARINA, vid. el citado estudio preliminar de
MARAVALL, y SÁNCHEZ AGESTA, ob. cit, pág. 66-69.
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Así, FLOREZ ESTRADA, en la "representación" que hizo a Fernando
VII en defensa de las Cortes (1818} (l), formula reiteradamente
el principio de soberanía nacional que pertenece de derecho a
la nación y de hecho al cuerpo legislativo, siendo indivisible
en muchos casos; (2) insiste en el tópico de que las Cortes no
hicieron más que restaurar antiguas leyes ignoradas durante el
período absolutista (lo que no impide que sus argumentos estén
extraídos en lo sustancial de LpCKE, al que cita largamente);
rechaza, ,en consecuencia, el absolutismo del rey basado en la
"lex regia", lo que le lleva a la profunda e irónica conclusión,
de que el Decreto de 4 mayo 1814 (por el que restablece el Anti-
guo Régimen) no puede sufrir "una impugnación más destructiva
que. la de su-¿atenta lectura" (3) y denuncia, por último, la in-
gratitud del monarca que no ha sabido responder a la confianza
depositada en él. La tesis de FLOREZ ESTRADA es, en.el fondo,
(1) "Representación heeha a S.M.£. el Señor Don Fernando VII en
defensa de las Cortes*1. Las obras de FLOREZ ESTRADA han si -
do editadas en la B.A.C. por el profesor ARTOLA (tomos <|XII
y CXIII). La "representación" que cito ha sido objeto de una
edición reciente, junto con otros dos opúsculos, por Jesús
MUNÁRRIZ, bajo ©1 título "En defensa de las Cortea", Madrid
1973» de donde tomo el texto.
. 'j
(2) 0b< citada en nota anterior, pág. 46. FLOREZ ESTRADA admite
qué pueda calificarse al monarca de "soberano0, pero ello
sólo en cuanto es parte del cuerpo legislativo Bpor la pre-
rrogativa que se le concede de sancionar o repeler las nue-
vas leyes" (id.).
(3) Id. pág. 69. .
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muy clara, al margen de la parcialidad de los argumentos: Fer-
nando VII renunció a sus derechos al pasarse al.extranjero sin
consentimiento de la nación; ésta quedó, por tanto, libre de
constituirse como tuviera por conveniente y eligió la forma mo-
nárquica encarnada en el mismo príncipe. Ante la actitud del
monarca por quien tanto se había luchado ¿qué tendría de extra-
ño el que la nación optase por la forma republicana? (l).
Las mismas ideas serán, defendidas por ARGUELLES en su obra so-
bre la reforma constitucional de Cádiz, que publicó én su exi-
lio de; Londres (2) » Pese a lo tardío de la fecha, llama la aten
ción la insistencia en justificar que las Cortes no se propu-
sieron más que la restauración de la monarquía tradicional (3)j
(1) Pag. 106. "Verificada la revolución ¿qué tendría tampoco
de extraño el que España, que tanto había trabajado en la
causa de los reyes, resentida de que éstos tan indiferen-
tes se hubiesen manifestado a sus calamidades, si es que no
se puede alejar algo más, tratase de formar un gobierno re-
publicano?" FLOREZ ESTRADA," que en 1809 ya habia formulado
su "Proyecto de Constitución", basado en la soberanía naci£
nal, propondría en 1834 seguir el ejemplo de la Constitución
belga, que fundaba la monarquía justamente sobre aquél prin
cipio (cfr. SEVILLA, «Historia...», cit. I, pág. 135). *~
(2) Agustín ARGUELLES: "Examen histórico de la Reforma constitu-
qional que hicieron las Cortes generales y extraordinarias
desde que se instalaron en la isla de León, el día 24 de
septiembre de 1810, hasta que cerraron en Cádiz BUS sesio-
nes en 14 del propio mes de 1813" • Tomo el texto de la edi-
ción de Jesús LONGARES, bajo el título "La reforma consti-
tucional de Cádiz", Madrid 1970.
(3) Cfr. pág. 88,* 259-60 y passim.
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tesis que defiende con idéntico ardor al que empleó en Cádiz
durante las discusiones del proyecto de Constitución. Por las
páginas del libro desfilan los consabidos tópicos sobre Villa-
lar , el despotismo y el genuino carácter nacional de las ins-
tituciones medievales. Pero ARGUELLES, con su espíritu conci-
liador, jamás pone en tela de juicio la institución monárquica.
Al contrario, explica que la catástrofe de i808 en lo que "todo
había perecido", al hacer imposible el restablecimiento de la
situación anterior, permitió descubrir, "sin descrédito nioci£
sidad, la antigua planta de la monarquía", que no era otra que
"la autoridad real sujeta a restricciones" (l). A su vez, la
afirmación de la soberanía nacional no tiene en ARGUELLES el
radicalismo que en los autores anteriores. Desde luego, consi-
dera doctrina tradicional española (y no producto de importa-
ción) "la que designa a la nación como fuente y origen del po-
der soberano" (2), pero elude el contemplarla desde la óptica
del derecho a modificar la forma de gobierno, para concebirla
ante todo en su aspecto negativo de independencia nacional. Por
ello» justifica la legitimidad de las Cortes de Cádiz en cuan-
to derivaban su autoridad del derecho de resistencia;frente al
usurpador extranjero (3)« Por cierto que, en la construcción
(1) Pág. 259-60.
(2) Pág. 138. De está doctrina "es una demostración irresisti-
ble» entre muchas otras> la jura del heredero y sucesor en
vida del príncipe reinante, cuya solemnidad no han osado
omitir ni aun los reyes de la presente dinastía" (id.).
(3) Cfr. pág. 137-8 y passim.
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del ejercicio de la soberanía, hay un matiz importante que se-
para a ARGUELLES tanto de MARTÍNEZ MARINA como de FLQREZ ESTRA
DA. Para éstos, como se ha visto, sólo el Cuerpo legislativo
i
podía considerarse soberano, aunque fuese por delegación, sin
que los restantes órganos del Estado pudiesen pretender una
autoridad parecida. Esta hipóstasis Nación-Cortes es rechazada
por ARGUELLES, al menos en su consecuencia típica de atribuir
a las Cortes una competencia ilimitada. En efecto, refiriéndo-
se a las facultades respectivas de aquéllas y del monarca, afir_
ma que "las C-ortes las ejercerán según el modo que establezca
la Constitución, sin que puedan extenderse más allá de sus lí-
mites. Y el Rey igualmente usará de su autoridad conforme: a lo
dispuesto en la ley fundamental" (l). Esta tesis será desarro-
llada con todo rigor por TORENO, como tendremos ocasión de ver
más adelante.
Una postura intermedia, y que en cierto modo está en la base de
la posterior construcción doctrinaria) sería defendida por JQVJ3
LLANOS (2). El problema es el mismo; determinar la esencia de .
(1) Esto sostuvo en su intervención ante las Cortes en la se-
sión del 28 agosto l8ll, con ocasión del debate sobre el
art. 3 del proyecto de Constitución (soberanía nacional)
(Vid, Actas de las Cortes de Cádiz, edición de TIERNO GAL.
VAN, Tomo II, pág. 552-3). En la tesis de ARGUELLES .se
apunta ya la distinción entre Cortes constituyentes y Cor-
tes ordinarias, teniendo estas últimas su competencia li-
mitada conforme a lo establecido en la Constitución.
(2) "Dictamen sobre la convocatoria de Cortes" (Tomo el texto
de GARCÍA GALLO, "Manual de Historia del Derecho Español",
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la monarquía tradicional española. El autor no discute que el
monarca siempre fue soberano,, por lo que considera "una herejía
política decir que una Nación cuya constitución, es completaaen
te monárquica es soberana o atribuirle las funciones de la so-
beranía" (l). Esto sentado, también es indiscutible que el po-
der de los soberanos españoles no es absoluto, sino limitado
por las leyes, que señalan, correlativamente, los derechos de
la nación, la cual tiene la única y mejor garantía contra las
irrupciones del poder arbitrario en el "derecho dé ser llamada
a Cortes, proponer a los reyes lo que crea conveniente al pro-
comunal o examinar lo que ellos trataron de establecer con el
motivo o pretexto de tan saludable objeto" (2). Ese derecho "na-
ció, por d«eirlo así, con la monarquía", y, aun cuando no estu-
viere prescrito por ley, la nación lo había adquirido por cos-
tumbre» "Esta costumbre es la verdadera fuente de la constitu-
ción española y en ella debe ser estudiada y por ella interpre-
tomo II, fuente 1203, pág, 1067 y ss). La influencia de
JOVELLANOS sobre el pensamiento doctrinario ha aido subra-
yada por DIEZ DEL CORRAL: "El liberalismo doctrinario",
cit. pág. 503•
(1) Y añade que coso la soberanía es "por su naturaleza indi-
visible, se sigue también que el soberano mismo no puede
despojarse ni puede ser privado de ninguna parte de ella
en favor de otro, ni de la Nación misma" (id.),
(2) Id. pág. 1068.
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tada" (1). Por consiguiente, JOVELLÁNGS se opondrá radicalmen-
te a toda tentativa de establecer una nueva Constitución, ad-
mitiendo, a lo sumo, la mejora de la existente (2). El arrai~
go de esta tesis (no sólo por influencia de JOVELLANOS), con-
jugado con la afirmación nacional que representa la obra de
Cádiz frente a la legalidad impuesta en Bayona, explica en
buena medida la preocupación de los doceañistas por dejar bien
claro que la Constitución restaura el sistema tradicional ig-
norado por el despotismo. Por lo demás, la defensa de la sobe-
ranía monárquica no impide que JOVELLANOS exañiine las limita-
ciones dé la autoridad real en base a la división de poderes,
aunque el monarca sea su titular último (.3). A la vez, su ape-
go a la tradición le llevará á preconizar la convocatoria de
Cortes en la forma estamental acostumbrada, cuestión que susci-
tó también gran polémica en la que aquí no podemos entrar. En
el fondo de toda esta concepción late la idea de que la Consti-
tución de un país tiene una naturaleza secular y permanente
(aunque no necesariamente inmutable) y que» por tanto, no pue
de ser sustituida sin más por otra nueva emanada de la pura
(1) Id.
(2) Cfr. pág. 1069.
(3) Su idea de la Monarquía es la de un rey limitado por una
cierta participación de las Cc^ ftes en la legislación y
en el gobierno y por una administración de justicia inde
pendiente (cfr. SÁNCHEZ AGESTA, ob. cit. pág. 66).
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voluntad de una Asamblea. Esta idea va a ser pieza clave del
pensamiento doctrinario.
3. La alianza del Trono con los liberales tras la muerte de
Fernando VII, para defender los derechos de Isabel frente
al carlismo, será la ocasión, histórica para una nueva funda-
mentación teórica de lá institución monárquica y con ella de
los principios esenciales de la Constitución española. Corres-
ponde esta labor a los hombres de la "doctrina", que ya habían
apuntado sus ideas durante el Trienio liberal y que ahora en-
cuentran la circunstancia propicia para desarrollarlas (l).
En su tentativa de armonizar la soberanía monárquica con la
soberanía nacional, tal como había sido entendida en Cádiz, que
relegaba al monarca a la condición de poder u órgano constituí
do, se verán obligados a realizar artificiosas construcciones
para justificar el equilibrio entre ambas titularidades del
poder. Su argumento último continúa siendo el d© la restaura-
ción de las tradiciones que integran la esencia dé la Nación
española y así se hará constar«todavía en el preámbulo dé la
Constitución de 18453 pero lo característico ahora és el recur-
so patente a las teorías elaboradas por el doctrinarisao fran-
cés, que saboreaba por entonces &u triunfo político bajo la
Monarquía de Luis Felipe, Esta Importación ideológica será re-
(l) Sobre el doctrinarisao español, vid. en detalle, DIEZ ,
DEL CORRAL, ob. cit. pág. 457 y se., en especial 503 y
ss.
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conocida incluso por destacados Miembros del posterior parti-
do moderado, como BORREGO (l), y no excluye, desde luego, otras
influencias adicionales.
El doctrinarismo español está lejos de poseer un cuerpo cohe-
rente de ideas, singularizándose quisa más por lo que niega
que por lo que afirma y sin cristalizar en un régimen político
armónico, al menos hasta la Restauración. Bajo esa etiqueta
suelen agruparse hombres de muy diverso temperamento e, inclu-
so, significación ideológica, unidos, sin embargo, en el inten
to de encontrar un compromiso entre los principios contrapueci
tos. La solución va a ser, en cierto modo, salomónica. La fa-
mosa soberanía una e indivisible se reparte entre los dos pre-
tendientes, o, visto desde la otra cara, se exige el concurso
de ambos para su ejercicio. Ello equivale a decir que la cues-
tión de principios se elude simplemente. En el dictamen de la
Comisión redactora del proyecto constitucional de 1845 se en-
cuentra la formulación paradigmática: "La potestad constituyen
te no reside, sino en la potestad constituida, ni ésta es otra
en España sino las Cortes con el Rey". Este dualismo, sólo apto
como instrumento de transición, pero disolvente de la unidad
estatal en cuanto pretendiese utilizarse para fundamentar una
(l) "De la situación y de los intereses de España en el movi-
miento reformador de Europa". Madrid 1848. Tomo el texto
de la edición de D. GÓMEZ MOLLEDA, bajo el titulo "El 48.
Autocrítica del liberalismo". Madrid 1970. vid. pág. 131-2.
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obra duradera, tratará de reconducirse a una cierta unidad con-
ceptual en la idea de la unidad histórica de la nación, que en-
contrará su máximo exponente en el pensamiento de CÁNOVAS, como
tendremos ocasión de ver (l). Antes conviene examinar algunos
dé los matices aportados por los teóricos del doctrinarismo y
otros hombres de parecida significación ideológica.
En general, el poder del rey, llámesele o no soberano, aparece
como el principio.más indiscutible. Pero es un poder sujeto a
limitaciones, sobre todo por la intervención de los representan-
tes de la nación. El problema principal estriba en cómo organi-
zar su ejercicio. PACHECO dirá que "la monarquía constitucional
la hemos formado teóricamente y a priori: la hemos hecho tal
por sustracción, por disminución de sus antiguas facultades"
(2). ALCALÁ GALIANO, que trata de obtener una visión realista
y no quimérica de la situación española, entiende que el rey
debe tener un poder efectivo y no simplemente moderador en el
sentido de CONSTANT, cuya construcción rechaza. El rey es repre
sentante de la nación, como lo son también las Cortes y, en .
ese concepto, debe posser los derecho» de disolución, veto (ab-
soluto) y suspensión que le habían sido negados en la Constitu-
(1) Cfr. DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 516 y ss. Subraya que
"el típico dualismo político del régimen estamental renace
asi al servicio de las nuevas ideas" y que, por su supera-
ción "en el trasfondo- unitario del suceder histórico", el
doctrinarismo español podrá, en buena parte, tener más lar-
ga vida que el francés. Pero, a la vez;, señala la falta de
arraigo del Estado moderno que la pervivencia de ese dualis-
mo significa (cfr. pág. 517 en nota).
(2) Citado por SEVILLA, "Historia...11, cit. I, pág. 154-
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ción de Cádiz (1). En ALCALÁ GALIANO aparece también otro ele-
mento típico del doctrinarismo: frente a la pretendida "sobera-
nía de la muchedumbre", sostiene la necesidad de que dominen
las clases medias "porque en ellas reside la fuerza material y
no corta parte de la moral, y donde reside la fuerza está con
ella el poder social y allí debe existir también el poder polí-
tico" (2).
Mayor empaque teórico tiene la opinión de DONOSO CORTES, que
alcanzará gran resonancia, no sólo en España. La fama de DONOSO
no reside principalmente, como es sabido, en su aportación al
doctrinarismo, sino más bien en su teología política de cuño
tradicionalista, por la que se le alinea junto a DE MAISTRE y
BONALD, y en lo que se considera su personal visión del decisi£
nismo político (3)« Pero ello no debe llevar al olvido de su
(1) Cfr. DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 546-7.
(2) "Lecciones de Derecho político constitucional" Madrid 1843;
cit. por DIEZ DEL CORRAL, ob. cit. pág. 542-3.
(3) Cfr. C. SCHMITT: "Teología política", en Estudios políticos,
cit. pág. 80 y ss. DIEZ DEL CORRAL ha señalado, precisamen
te frente a SCHMITT y otros publicistas, "que es frecuente
desatender la época doctrinaria dé DONOSO" y que, por tan-
to, su consideración como "político antilegitimista y anti-
monárquico" peca de parcial (ob. cit. pág. 552-3 y 558 y
bibliografía allí citada).' También SÁNCHEZ AGESTA califica
a DONOSO de "gran teórico del doctrinarismo" ("Historia...",
cit. pág. 225)•
301
faceta doctrinaria, que se refleja decisivamente en la Consti-
tución de 1845, en la que el dictamen de la Comisión encargada
de redactar el proyecto, se debe en gran parte a su pluma. El
autor sitúa en una nueva dimensión la conocida distinción entre
soberanía de derecho y soberanía de hecho (l). La primera, omní-
moda, reside un Dios, mientras que la segunda, limitada, perte-
nece a los hombres, y es la única que puede ser objeto de con-
troversia. "La cuestión de la soberanía, reducida a sus verdade-
ros límites, consiste en averiguar en qué manos debe depositar-
se el gobierno para que llene su misión en las sociedades huma-
nas" (2). La respuesta de DONOSO es tajante: "siendo la misión
del gobierno conservar la sociedad por medio de una previsión
constante} debe depositarse el gobierno en los más previsores,
en los más inteligentes" (3)- Si la soberanía de derecho perte-
nece a Dios, a la razón absoluta, la de hecho debe pertenecer
a la razón humana limitada, que se da en mayor grado en los más
inteligentes. Esta construcción, que recuerda a la de Víctor
COUSIN, fes contrapuesta por DONOSO a "los dogmas reaccionarios
de la soberanía del pueblo y del derecho divino de los reyes"
que son una misma cosa "porque los dos se fundan en el dogma
absurdo á& la omnipotencia social" y "porque ambos consagran
(1) "Lecciones de Derecho Político" (pronunciada» oh el Ateneo
de Madrid (1836-7), recogidas en las "Obras completas",
editadas por JURÉTSCHKÉ, Madrid 1946, 2 tomos, Vid. tomo I,
•pág. 277 y ss.
(2) Ob. cit., en nota anterior pág. 277-
(3) Id. pág. 320.
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el principio de la obediencia pasiva del subdito y de la inf a-
bilidad legal del soberano, consagrando asi el principio de la
servidumbre y el principio de la tiranía" ( l ) .
Consecuente con su tesis, DONOSO defenderá el sufragio restrin-
gido y señalará, a la vez, con agudeza, la contradicción de los
progresistas que, proclamando la soberanía del pueblo, se la
niegan en la práctica al no reconocer el sufragio universal ( 2 ) .
En cuanto a la organización política, el autor después de aban-
donar sus posiciones doctrinarias, rechazará la división de po-
deres, ya que el poder es uno e indivisible. El único poder del
Estado es el monarca,en cuya presencia no hay más que subditos.
A este respecto, la actitud de DONOSO se ha hecho ya más autori-
taria que cuando defendía la soberanía de la inteligencia (3)«
Ello no impide que en 1845, en el citado dictamen constitucional,
defienda la soberanía compartida entre el Rey y las Cortes en
fr-
ía fórmula paradigmática del doctrinar!Joto.
 s
Las ideas de DONOSO sobre la soberanía serán minuciosamente exa-
%
í| .
(1) Ob. cit. pág. 319-320.
• \
(2) En "La ley electoral considerada en su base y en relación
con el espíritu de nuestras instituciones" (Madrid 1835
("Obras completas", cit. I, pág. 195-200).
(3) Cfr. DIEZ DEL CORRAL pág. 567 y ss.
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minadas por el muy conservador BRAVO MURILLO, endeble teórico,
que también aportó su parecer a la polémica (1). Para él, "so-
beranía es la facultad de legislar, de disponer quién y bajo
qué reglas ha de gobernar y administrar, de imponer preceptos
a todos" (2). Soberano es quien ejerce estas facultades y, cuan
do el poder está repartido, entonces si uno de los coparticipes
"tiene la mayor participación y la tiene, además, de una manera
estable, se llama también soberano, denominación que no se da
a los demás que participan de aquél poder (3)« Esta visión cuan
titativa de la soberanía le permite atribuir al monarca la con-
dición de soberano, porque tiene una parte del poder legislati-
vo y todo el poder ejecutivo, condición que niega, en cambio,
al presidente de una república (4)• Al tratar de la soberanía
(1) BRAVO MURILLO no es propiamente doctrinario, pero interesa
reseñarlo aquí para ver hasta qué punto el intento de armo-
nizar principios contrapuestos daba lugar a forzadas cons-
trucciones. Aunque nunca se preocupó mucho de cuestiones teó.
ricas, expuso sus ideas política» en loa "Opúsculos", que
publicó en varios tomos a partir de 1863. El texto que sigo
es el de la antología editada por J« L. COMELLAS con el tí-
tulo BRAVO MURILLO, "Política y/Administración en la España
Isabelina", Madrid' 1972. Sobre el significado.de BRAVO MURI-
LLO, vid. el estudio crítico de COMELLAS, en esa obra» y
SÁNCHEZ AGESTA, "Historia...", cit, pág. 303 y'as. También
FERNANDEZ CARVAJAL: "El pensamiento espafíol en el siglo
XIX", en "Historia General de las Literaturas Hispánicas",
dirigida por G. DIAZ-PLAJA. Tomo V, pág. 187-212; vid. pág.
203-4.
(2) "De la soberanía", en ob. cit. pág. 127*
(3) Id. pág, 128.
(4) Cfr. pág. 128-9-
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popular se separa radicalmente de DONOSO. En teoría, le parece
que aquélla es un principio "que no puede negarse sin negar
que el hombre eslibre por naturaleza... o sin decir que está
sometido por naturaleza a la dominación de otros" (l). Pero su-
cede que ese derecho, en teoría inconcuso, no puede ejercitar-
se "por ningún acto positivo". Y aquí BRAVO MURILLO que ha em-
pleado una argumentación casi rousseauniana, aunque derivando
el poder de Dios en último término, da un salto para llegar al
resultado apetecido. Considera que la soberanía no puede ser
ejercida, por la universalidad pero puede transmitirse, con la
particularidad de que en la transmisión aquélla la pierde en
beneficio del adquirente, porque "transmitirlo y conservarlo es
una contradicción manifiesta" (2).
Ello le permite una defensa a ultranza del "statu quo", porque
todo gobierno, incluso aunque sea ilegítimo en su origen, se
legitima por el asentimiento tácito de la comunidad. Y a pesar
de haber sostenido que la soberanía popular no puede ejercerse,
encuentra ahora una vía: "de es%e modo, por la equiescencia, .
por el asentimiento tácito, puede ejercitarse, y de este modo
únicamente" (3)> i
4. En otra dimensión muy distinta debe reseñarse la postura de
Andrés BORREGO, un tiempo destacado miembro del partido mode-
(1) En "De la soberanía popular", en ob. cit. pág. 155-
(2) Ob. cit. en nota anterior, pág. 156 y ss: en especial 164•
(3) ídem. pág. 201-2.
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rado, al que después abandona en la década de los cuarenta por
el comportamiento, que considera sectario, de sus antiguos co-
rreligionarios. El planteamiento de BORREGO (l), que se auto-
proclama teórico del partido monárquico-constitucional:(2),
está por completo enderezado al logro de unos objetivos políti-
cos concretos: la creación de un orden aceptable para todos y
vivificado por la institución monárquica. Para él, el valor y
la eficacia de los principios políticos se miden "por la grande-
za de los sucesos que se realizan bajo el influjo de esas ideas"
(3). Fiel a su credo liberal, BORRERO entiende que su esencia
radica en la tolerancia, que debe procurar la integración de
todos en un marco común de convivencia (4)« En es.te sentido,
alabará la Constitución de 1837 i que, aunque estuvo inspirada
por los progresistas, mereció por su contenido la aquiescencia
(1) En "De la situación y de los intereses de España, en «1 mo-
vimiento reformador de Europa", ed. citada. BORREGO há si-
do estudiado sobre todo en torno a su preocupación por la
"cuestión social", en la que se quiere destacar su dimen-
sión como sociólogo (cfr. FERNANDEZ CARVAJAL, "El pensa-
miento...», cit. pág. 199» MATEO DEL PERAL: "Andrés Borrego
y el problema de las clases medias", en REP, n& 126, 1962,
pág. 279 y ss) y sobre todo OLIVA MARRA-LOPEZ: "Andrés BO-
RREGO y la política española del siglo XIX", Madrid 1959).
(2) "De la situación...", cit. pág. 52.
(3) Id. pág. 53. '
(4) Cfr. pág. 72, 77, 80 y passim.
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de los moderados. Frente a esta obra de consenso, le parecerá,
en cambio, muy grave, la actitud sectaria de los moderados al
sustituirla por la Constitución de 1845 O ) J que sienta un pre-
cedente de "partidismo" en el Código fundamental y cuyas conse-
cuencias se agravaron por la aplicación todavía más unilateral
que de ella hizo el Gobierno, obligando de hecho a los progre-
sistas al retraimiento de la actuación parlamentaria y al refu-
gio en la conspiración como única vía de influir en él juego
político (2). Ante los principios absolutistas preconizados por
el carlismo, dirá que "el estado del mundo nos dispensa de la
necesidad de analizarlos" (3), lo que no impide que estime eseri
cial integrar a sus partidarios en el orden liberal, en base a
la tolerancia y a la realización de un programa de reformas.
El punto culminante del análisis de BORREGO se halla en el es-
tudio de las medidas a adoptar en España tras el estallido euro
peo de 1848, que ha barrido la monarquía de Luis Felipe (4)-
Sin vacilar señala que el obcecamiento del monarca vecino y su
política de corrupción han sido determinantes de la caída de la
institución que, en principio, rro era cuestionada (5)- Ante la
(1) Cfr. pág. 57-61. Según BORREGO, la Constitución de 1837 no
debió tocarse, además, porque no adoleció del "defecto ca-
pital" de la de Cádiz, que era la debilidad del poder real
(pág. 60-1).
(2) Cfr. pág. 112- y ss.
(3) Pág. 125.
(4) Cfr. pág. 138 y ss.
(4) Cfr. pág. 46, 91 y passira.
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amenaza de la revolución, considerará que en el estado de la
sociedad europea "la verdadera politica de resistencia es la
libertad entendida y aplicada en la medida de las necesidades
de cada país" (l). Por ello, elogia la actitud de Leopoldo de
Bélgica concediendo las reformas que la oposición reclamaba y
reforzando así su trono (2). Porque ésa es justamente la misión
que la monarquía constitucional está llamada a cumplir a través
del gobierno: desarrollar un programa de reformas (que BORREGO
expone con detalle) en respuesta a las demandas de la opinión
pública, con lo que las revoluciones no serán de temer ni ten-
drán opción los partidarios de la república (3)- En consecuen-
cia, BORREGO criticará que, en la alternativa que se ofrecía al
gobierno ante los sucesos de I848 (adelantarse a las reformas
o adoptar medidas de excepción), se haya utilizado la segunda
vía, porque con ella no se deja a los promotores1de las refor-
mas más que el recurso a la conspiración y se compromete á la
institución monárquica, que quedará puesta en entredicho, aunque
en principio no lo estaba, por su aceptación de una situación
partidista. El análisis de BORRBGO, en el que sorprende el para-
lelismo con el que VON STEIN realizara a partir de la experien-
cia francesa bajo la Monarquía de Julio, quedará como uno de los
más lúcidos de todo el siglo XIX, La monarquía constitucional
(1) Pág. 95.
(2) Cfr. pág, 96.
(3) Cfr. pág. 137 y passim.
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sólo será viable si acepta y pronueve la reforaa social y cons
truye un orden pluralista, en el que las principales fuerzas
pueden convivir.
5. Si de BORREGO puede decirse que en gran medida predicó en
el desierto a CÁNOVAS DEL CASTILLO le cupo la satisfacción de
construir un régimen político a la medida de los principios que
consideraba más ajustados a la situación española de la época.
Porque CÁNOVAS, no trata tanto de configurar la realidad a par-
tir de unos moldes teóricos previamente elaborados racionalmen-
te, cuanto de respaldar con unos,principios coherentes la única
fórmula que, a su juicio, puede inspirar un orden estable en
las circunstancias históricas concretas (1). Este es el sentido
profundo del doctrinarismo canovista, que otorga a su construc-
ción un marcado carácter funcional, al margen de postulados
teóricos absolutos con pretensión de validez intemporal. El eje
de su pensamiento reside en la idea de nación como síntesis su-
peradora de los dos principios contrapuestos de soberanía mo-
nárquica y soberanía popular. Reelaborando la distinción entre
soberanía de hecho y de derecho, dirá, frente a DONOSO, que la
primera reside no en la inteligencia, sino en la voluntad, mien-
tras que la de derecho pertenece a la nación, "y como éste sea
(1) Cfr. DIEZ DEL CORRAL, "ob. cit. pág. 598 y ss. y, en gene-
ral, toda la exposición sobre CÁNOVAS. También, SÁNCHEZ
AGESTA, ob. cit., pág. 369 y ss. y SEVILLA, "Historia...",
cit. I, pág. 338 y ss. Vid. también el reciente trabajo de
E. ALVAREZ CONDE: "El pensamiento político canovista1*, REP
213-214 (1977), pág. 233 y ss.
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cosa natural ó divina, algo hay, no sólo de derecho natural si-
no divino, en la soberanía, bien que no lo que el monarquismo
antiguo supusiera" (l) ¿Gomo es esto? Para CÁNOVAS, esa sobera-
nía de hecho que reside en la voluntad, no tiene nada que ver
con la voluntad, general entendida a la manera de ROUSSEAU, La
voluntad general se manifiesta en una actividad secular de la
que es producto el organismo nacional, que está por encima de
eventuales voluntades particulares que quisieran modificar su
naturaleza. Por ello, dirá frente a RENÁN, que una nación no.
puede ser "producto de plebiscitos diarios", ni tampoco "de un
asentimiento constantemente ratificado por todos sus miembros"
(2). La conclusión es obvia: una nación es lo que es al margen
de los deseos momentáneos de sus miembros. De ahí la imposibi-
lidad de transformar su constitución en virtud de una sobera-
nía nacional mal entendida. "Muy bien puede una nación desear
no ser lo que es| pero el cambio o transformación no depende
de su propio gusto, tal cual no depende del hombre feo ser her-
moso, ni del de exigua talla rivalizar con gigantes" (3) ¿Y
cuál es la esencia de la nación»española? Aquí entra en juego
el famoso concepto de "Constitución interna", que se contrapone
(1) "Discurso pronunciado el día 31 de enero de 1884 en el Ate-
neo de Madrid", recogido en "Problemas contemporáneos". Si-
go el texto parcial, en GARCÍA GALLO, ob. cit. pág. 1141-3•
(2) Id. 1142.
(3) Id. 1143.
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a la escrita, en cuanto ésta puede ser un simple documento,
obra de la razón, que desconozca la íntima esencia de un país,
su constitución "interna". Ante el Congreso de los Diputados,
dirá CÁNOVAS en 1876, en justificación de su proyecto, que
"deshechas cono estaban, por movimientos de fuerza sucesivos,
todas nuestras Constituciones escritas, sólo quedaban intactos
en España dos principios: el principio monárquico... y de otra
parte, la institución secular de las Cortes" (1). De ello de-
duce que "la soberanía, en su forma, reside en las Cortes con
el Rey", por lo que "las Cortes con el Rey son las que han de
fallar libremente, con toda libertad, sobre la forma constitu-
cional que convenga aceptar a España bajo la base del principio
hereditario" (2). CÁNOVAS resolvía de este modo la cuestión de
principios que para él era lo fundamental, mucho más que el pro
blema de las facultades concretas del monarca. En este sentido
se había manifestado claramente al discutirse lo que después
sería la Constitución de 1869* "el rey es algo más que las pr¿
rrogativas en una sociedad monárquica: el rey posee algo más
que las facultades que se le dah, de la mayor parte de las cua-
les no hace uso jamás...j el rey, ante todo, es un prestigio,
(1) "Discurso en el Congreso de los Diputados" (11 marzo 1876)
Sigo el texto parcial reproducido por GARCIA-GALLO, ob.
cit. pág. U43-5-
(2) Id. pág. 1145-
311
un grande honor, una gran representación" (l). Y en otra oca-
sión precisará sus ideas sobre el papel del monarca, configuran
dolé como Jefe del Ejecutivo y, además, como titular del "Poder
moderador". Con la particularidad de que, para desempeñar eátc
último necesita poseer los medios necesarios para ejercer el
poder ejecutivo, porque si se le priva de ellos (como hacía, a
su juicio, la Constitución de 1869)* carecerá de la gran fuerza
que "aquí por muchísimo tiempo ha de necesitarse para servir
realmente de Poder moderador entre los partidos rivalemn (2).
En este punto, CÁNOVAS, en su preocupación por potenciar e in-
dependizar la institución monárquica, o subsume las facultades
propias del poder moderador (p. ej. la disolución de las Cáma-
ras) entre las tradicionales competencias ejecutivas o no apre-
cia la contradicción entre ser moderador y, por lo tanto, neu-
tral y ejercer, a la vez, el ejecutivo, comprometiéndose así
en la realización de una política partidista. Pero se apunta
ya una tentativa de solventar la endémica crisis institucional
que, en la senda abierta por B. CONSTANT, deja bien claro que
el rey ha de serlo de todos, colocándose por encima de la polé-
mica cotidiana. El desplazamiento fáctico y doctrinal del papel
(1) "Discurso sobre el proyecto de Constitución" (en la sesión
del Congreso de 8 marzo 1869)- También reproducido por GAR
CÍA GALLO, ob. cit., pág. 1131 y ss. La cita es de la pág.
1133.
(2) "Discurso sobre la Monarquía" (Congreso, 6 junio 187O).
También en GARCÍA GALLO, pág. 1137-1140. La cita es de la
pág. 1139.
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del monarca hacia posiciones más acordes con la tesis del poder
moderador que con el ejercicio efectivo del Ejecutivo, operado
progresivamente a partir de la Restauración, abría la puerta a
una solución viable del difícil problema institucional. En es-
tas condiciones, el talante personal de los monarcas iba a re-
sultar decisivo para la validez del esquema teórico.
6. Entre los progresistas, es superfluo recordar que el princi-
pio clave era el de la soberanía nacional, tal como había
sido formulado en Cádiz, es decir, con la consecuencia decisi-
va de que a la nación corresponde establecer sus leyes fundameri
tales. Ello implicaba la configuración del monarca como poder
constituido, pero, salvada la cuestión de principio, no He po-
nía en tela de juicio la pervivencia de la institución. Por lo
demás, tampoco existía diferencia sustancial con los moderados
en cuanto a los poderes constitucionales del rey, como lo prue-
ba la confrontación de los textos respectivos. Las diferencias
entre arabos partidos estaban más bien en otros aspectos de su-
perior trascendencia práctica (sobre todo, sufragio, Senado y
régimen local) (l). Incluso en las filas de los demócratas mo-
nárquicos, donde ya no hay un respeto reverencial hacia la mo-
narquía, se justificará su mantenimiento como símbolo de la uni
dad y la permanencia del Estado. Tal era, por ejemplo, la opi-
(l) Naturalmente, todas esas afirmaciones deberían ser matiza-
das. Sobre ello, vid. ARTOLA, "Partidos y programas polí-
ticos", citado.
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niún de MORET, quien señalaba a la monarquía belga como modelo
a seguir (i). Pero en su formulación hay un matiz decisivo. La
forma monárquica no se justifica "per se", sino por su función
representativa del todo social, que ha de cumplir mientras la
sociedad no esté en condiciones de asumirla ella misma. En otras
palabras, mientras no concurren las condiciones de madurez ne-
cesarias para la forma republicana, cuyo nacimiento requiere in-
dispensablemente que "ese punto de permanencia esté dentro de
cada uno" (2). Entre los republicanos, la monarquía aparecerá
como expresión condensada del sistema político a superar (3)>
CASTELAR, contra quien precisamente polemizaba MORET al defen-
der la tesis anterior, sostendrá más tarde la misma idea de la
monarquía como forma de tránsito hacia la república. "Bien pue
(1) "Discurso sobre la Monarquía", en la sesión del Congreso de
3 noviembre 1870. Sigo el texto reproducido por GARCÍA GA-
LLO (ob. cit. pág. 1129-31): "La Monarquía moderna no repr£
senta el prestigio, la tradición, las glorias pasadas, la
síntesis histórica de un pueblo: la Monarquía, tal como no-
sotros la hemos comprendido en la Constitución, es la base
permanente, el punto fijo, lo que no cambia en medio de
una sociedad que febrilmente se agita" (pág. 1130; subraya-
do mío) .
(2) ídem.
(3) Sobre la república federal como antítesis de la monarquía,
identificada con la centralización, vid. HENNESSY, "La re-
pública federal en España. Pi y Margall y el movimiento re-
publicano federal 1868-74", trad. española, Madrid, 1966,
pág. 79-80.
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asegurarse -escribirá- que la monarquía está muerta y que su
ministerio se reduce en el mundo a preparar la transformación
universal de los pueblos civilizados en verdaderas repúblicas"
(1). Esta visión puramente funcional y contingente de la monar-
quía, enraizada en la soberanía nacional, está ya a años luz
del principio monárquico y muy lejos también de la Constitución
interna canovista,
7- La defensa de la monarquía en los doctrinarios y, desde lue-
go, en CÁNOVAS, va unida a la del ideario católico tradicio-
nal que se considera también, generalmente, consustancial a la
nación española. Pero, correlativamente, desde las posiciones
del pensamiento católico tradicional, hay una defensa a ultran-
za de la institución monárquica, cuyos perfiles interesa desta-
car en la medida en que se produce un alejamiento consciente de
las posiciones doctrinarias, que en algunos casos llega a ser
radical. El más destacado de estos pensadores es Jaime BALMES,
que desarrolló una intensa labor como articulista político en
la década de los cuarenta, aunque no llegó a plasmar sus ideas
en una obra sistemática (2). Para él, el principio monárquico
(1) En "Historia del movimiento republicano en Europa", frag-
mento recogido eíi "Discursos y Ensayos", edición de GARCÍA
MERCADAL, Madrid 1964. La cita es de la pág. 226. Sobre
CASTELAR, vid. Nancy, A. ROSENBLATT: "Emilio Castelar, teó-
rico, publicista y político republicano" REP, 186 (1972),
pág. 179 y ss.
(2) Figuran recogidas en sus "Escritos Políticos", Tomos VI y
VII de las Obras Completas, Madrid 1950, edición de la B.A.C
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y el religioso son "como los dos polos en torno de los cuales
cabe girar la nación española. Si se la saca de aquí será sa-
carla de su quicio" (l). La consecuencia que de ello extrae en
el orden político es que "hay que desenvolver la Constitución
del Estado en sentido monárquico tanto como fuere posible11 (2).
Ese sentido monárquico tiene un contenido íntegrador, porque
hay un cúmulo inmenso de fuerzas que obran todas a la vez y
que "si no han de producir grandes trastornos, necesitan una
acción directriz" (3)- Para cumplir su misión el monarca debe
estar dotado de un poder fuerte y esa fuerza consiste en la se-
guridad de su existencia y en los medios necesarios al cumpli-
miento de su objeto legítimo (4)- Junto a la efectividad del
poder, defenderá la inviolabilidad del monarca o del que hace
sus veces, regla que no es "acorde con la soberanía popular sino
(1) En "Consideraciones políticas sobre la situación de España",
que encabeza los "Escritos Políticos", cit. VI, pág, 72.
Añade que de ambos principios, predomina el religioso, res
pecto del que "no cabe en España transacción", mientras que
"no se verifica lo mismo con respecto a la forma de la mo-
narquía" (id.)•
(2) Ob. cit. pág. 86. (subrayado original). De la institución
monárquica dirá, en otro lugar que "en pura teoría, nada más
absurdo que una institución semejante; en la práctica, nada
más cuerdo; vano es luchar contra los hechos y los hechos
están ahí" ("La fuerza del poder y la Monarquía", en "Escri_
tos políticos", cit. pág. 259)»
(3) Ob. cit. pig. 83.
(4) En "La fuerza del poder y la Monarquía", recogida en ob.
cit. pág. 253-
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con el buen sentido" (1). Esto no significa despotismo porque
"el secreto de la monarquía europea, es decir, cristiana, con-
siste en que el soberano, aun en las monarquías absolutas, tie-
ne limitado el poder por la moral, por las costumbres, por la
conciencia pública" (2). BALMES estaría muy próximo a posicio-
nes absolutistas si no fuera porque las limitaciones de que ha-
bla tienen también una proyección de tipo jurídico. Fiel a su
visión integradora, considera urgente evitar la disociación
entre orden político y orden social, para lo cual se hace pre-
ciso detectar cuáles son las verdaderas fuerzas sociales y dar-
les influencia en el orden político. Este es el sentido de las
Cortes como órgano de representación nacional. A su juicio,
los sistemas representativos tienen de útil: 19 "que la nación
intervenga en la votación de los impuestos"; 22 "que tenga ór-
ganos legítimos y respetables por donde pueda influir en el go-
bierno" (3). "Estos dos principios no son nuevos, son tan anti-
guos como la civilización europea" (4)-
(1) Id. pág. 261.
(2) Id. pág. 257* Subraya esa diferencia frente a los países
en que no ha reinado el cristianismo donde l!la palabra
monarca es sinónimo de déspota" (ibid.).
(3) En "El Nuevo Ministerio", recogido en la ob. cit. pág.
627.
(4) Ibidem.
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En consecuencia, el rey no puede, a su arbitrio, cambiar el
sistema de gobierno. De ahí que rechace incluso el procedimien
to de las "Cartas otorgadas" (l). Partiendo de estas ideas,
BALMES sintetiza la esencia de la Constitución española (su
"constitución interna", aunque no la llama así) en el siguien-
te texto; "artículo 12. El rey es soberano; art. 2?. La nación
en Cortes otorga los tributos e interviene en los negocios ar-
duos" (2). Al proyectar ese ideario sobre los problemas concre
tos de su época, alabará el preámbulo de la Constitución de
l845j en la medida en que se la configure como producto del
acuerdo del rey con las Cortes, congratulándose de que esta
Constitución "no será hija de la de 1837" (3). Rechazará la tná
xima de THIERS "el rey reina y no gobierna", a la que considera
instrumento de la escuela revolucionaria para despojar al monar
ca de las pocas facultades que la Constitución le atribuye,
afirmando que sólo con que aquél ejerza sus poderes constitu-
cionales, la máxima én cuestión se destruye (4)- En definitiva,
(1) ''Nosotros no admitimos el sistema de las Cartas otorgadas,
entendiéndose que el monarca pueda por sí solo variar la
ley fundamental" (ob. cit. pág. 628).
(2) Id. pág. 629-
(3) En "Rápida ojeada sobre el proyecto de reforma constitucio
nal", ob. cit. pág. 885. Por lo demás, estará de acuerdo
en que se sustituya la Constitución de 1837 * que era con-
tinuamente inobservada (En "El Nuevo Ministerio", ob. cit,
pág. 613 y ss.).
(4) "Examen de la máxima. El rey reina y no gobierna", ob. cit
pág. 511 y ss., especialmente pág. 517-
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BALMES, que diagnostica con acierto que la crisis española es
una crisis de Estado (l); preconizará para salir de ella la po-
tenciación del poder civil encarnado en el monarca con un senti-
do integrador por encima de los partidos y postulará una políti-
ca de reconciliación nacional para reconducir a los carlistas
a la legalidad, pero en la que, al parecer, no tienen cabida los
progresistas, que, por sus tendencias revolucionarias tendrán
siempre en contra de sí al "poder esencialmente conservador que
es el trono", ya que "jamás será posible que la monarquía simpíi
tice con lo que se encamine a limitarla o rebajarla, cuando no a
destruirla" (2). El trono o la revolución es, en definitiva, la
alternativa que para BALMES se planteaba en España (3)-
(1) En "La instabilidad ministerial y la incertidumbre de la
situación'') ob. cit. pág. 542.
(2) En "Origen, carácter y fuerzas de los partido*» políticos en
España", ob. cit. pág. 498>
(3) SÁNCHEZ AGESTA ha destacado el propósito de BALMES -le res-
tablecer la concordia en una España dividida ("Historia...",
cit. pág- 228). FERNANDEZ CARVAJAL le califica de "moderado
sin adscripción ("El pensamiento...", cit. pág. 206-7). Pe-
ro la actuación de los "moderados" sería muy duramente ciiti-
cada por BALMES: "No bastan ya esos sistemas indecisos y
flacos" (en "Consideraciones políticas sobre la situación d>.*
España", cit. pág. 70; cfr. también en el examen de los par-
tidos políticos, donde acusaría a los moderados de "cajón
de sastre", ob. cit. pág. 485 y ss,). En todo caso, la obra
de BALMES está llena de interesantes observaciones, siempre
muy apegadas a la realidad en que vive. Nótese, por ejemplo,
su afán de potenciar el poder civil frente al sarampión de
los pronunciamientos. Refiriéndose a Francia e Inglaterra,
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El tono y las ideas mesuradas de BALMES, dentro de la línea de
pensamiento en que se mueve, contrasta con la postura inequívo-
camente reaccionaria de otro representante de esta corriente,
Enrique GIL ROBLES, que escribe al final de], siglo un 'Tratado
de Derecho Político, según los principios de la filosofía y el
derecho cristianos" (l), en el que defiende, pese a lo tardío
de la fecha, una tesis cercana a3 principio monárquico "puro*',
en la línea de STAHL, al que tradujo, pero con matices que le
acercan a la disolución del Derecho público que había operado
HALLER (2). Ello por el constante empleo de conceptos de Dere-
cho privado para definir los que considera correspondientes en
dirá que allí a los militares "se los tiene por hombres,
importantes, más no por hombres necesarios" y que ésta es
la gloria que deben ambicionar en España (en "la situación:
sus antecedentes y su porvenir", ob. cit. pág. 1035)»
(1) La 12 edición está fechada en Salamanca, i 899. He manejado
la 39, por José María GIL ROBLES, Madrid 19Ó1, 2 tomos.
(2) GIL ROBLES reprocha justamente a HALLER (II, pág. 324) el
haber privatizado el Derecho público. El distinguirá entre
ambas esferas, pero integra los conceptos de Derecho públi-
co con los que cree correspondientes de Derecho privado.
GIL ROBLES difunde en España a los autores del "Monarch-
prinzip", aunque no deja de ser curioso que cite con ma-
yor frecuencia a autores de segunda fija, como TAPARELLI,
T, MEYER y el propio HALLER, en vez de STAHL, con el que
coincide, sin embargo, en aspectos sustanciales.
el Derecho público, y en especia] la nobei atiia. f*r* OH
la C I U M priat>r« de 1» «obcranit e* Dio». "en nmnlu autor de
I« sociedad civil", (!) por lo que rrrh«/4 tant<» 1,1 lrorí« li-
beral, que parte "del origen ene 1 un i yasvent f_ humano d*l Derecho"
(2), coto la tesis escolástica tradicional espartóla, que- veía
en el connent lairnto de la coaunidad la causa »<*g<ind<t *» ínnudía
ta de la autoridad civil (3). Pero Dio» no instituye directa-
•ente la soberania en una persona o persona* (no e« de drrecho
divino positivo, eino natural) ¿Cóaio «c adquiere» entonce* la so
beranía? El arado originario es, según Gil. ROB1 I S, la ocupación
(entendida en su sentido iusprivatístico) , K i ende» títulos le-
gitimadores de la níitaa el que la cosa t»c« 'nullíu*' o e 1 que
sea ocupada por el "superior" (aunque reconoce que no puede se-
flalarse a prior! qué hechos determinan e»a superioridad) (4).
El aiodo derivativo de adquirir la soberanía, "cono lo en del
do«inio", es la sucesión, si bien la sucesión mortiM raima de
la soberanía difiere de 1 a de los otro* derecho» cu «jur •«» indi
visible (5)» Junto a estos do» Modo» ordinario», hay otro» don
(1) Ob. rit. II, pág. 284.
(2) Ob. cit. pág. 285» subrayado original.
(3) Cfr. pág. 287 y «s.
(4) Cfr. pág. 307 y SR.
( 5) Cfr. pág. ,110-1 i .
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extraordinarios e irregulares de adquirir la soberanía, a saber:
la elección y la usucapión (esta última sirve para legitimar
la usurpación, correspondiendo a la Iglesia decidir sobre la va-
lidez de la usucapación y la correlativa prescripción de los de-
rechos del soberano legítimo) (l). Concretada así la soberanía,
por alguno de estos títulos, ¿qué formas puede revestir? El
único criterio distintivo es que la autoridad resida en una pe£
sona física o en una persona moral, es decir, en otras palabras,
que exista una "monarquía" o una "poliarquía", llamada inexac-
tamente "república" (2). De ellas, la monarquía es superior "por
gu más perfecta unidad", porque en ella "se destaca más netamen
te la superioridad propia de la soberanía", y porque "es la fo£
nía más apartada del gobierno de clase y para la clase", al no
pertenecer al rey a ninguna y estar sobre todas" (3)- De todo
ello concluye que la "monarquía es forma más popular y aun de-
mocrática, mientras que la república ofrece serios y frecuentes
peligros y experimenta graves tentaciones de gobernar oclocráti-
ca u oligárquicamente" (4). Consecuente con ese dualismo en las
(1) Cfr, pág. 313 y ss. y 336.
(2) Cfr. pág. 457-8. Nótese la analogía con el criterio de JELLI
NEK ("Teoría general del Estado", cit. pág. 504 y ss.).
(3) Cfr. pág. 464-5- La idea de la imparcialidad del monarca por
estar por encima de cualquier intejrés particular, al tener
todas sus necesidades resueltas, era clave del principio mo-
nárquico, como se recordará.
(4) Pág. 465-
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formas de la soberanía, niega la existencia de "gobiernos mix-
tos", porque no hay términos medios entre la persona física y
la persona moral, señalando que las llamadas monarquías doc-
trinarias y las democráticas son de hecho poliarquías en las
que el Jefe del Estado tiene más o menos atribuciones (I). Pa-
ra él, la forma pura de monarquía es la "moderada", "templada",
o "limitada", que no tiene nada que ver con la que suele cono-
cerse con estos calificativos, sino que son aquéllas "contenidas
dentro de la esfera gubernativa |ue les corresponde, y en los
límites de un gobierno recto y prudente, por instituciones y
elementos orgánicos sociales, y no solo por la virtud de impe-
rante " (2), A este respecto, construye toda una teoría de las
"moderaciones del poder soberano", de las que unas pertenecen
a la esfera misma del poder estatal ("protárquicas") y otras a
la esfera de la sociedad civil ("autárquicas") (3)- Las más im-
(1) Cfr. pág. 465, 476 y 490.
(2) Pág. 488. (subrayado original). En otro lugar, (pág. 267 y
ss.) precisa que, como ninguna dinastía tiene medios bas-
tantes de coacción física para imponerse, la sociedad debe
prestarle ese poder coactivo, Pero, en todo caso, conviene
que el soberano, a título personal, tenga la rique/a y la
fuerza suficientes para no depender de una retribución (es-
to mismo había sido destacado por STAHI, "Die Philosophie
des Rechts", II/2, cit. pág. 269). GIL ROBLfcS reconoce, sin
embargo, que el sistema de lista civil es más conforme con
el régimen constitucional "y con la posición, significación
y autoridad que tiene dentro de él la .jefatura del Kstado"
(pág. 281).
(3) Vid. en detalle, pág. 6ll y ss.
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portantes son las moderaciones "éticas", cuya depositaría es la
Iglesia, y que "se reducen a la justicia en su más amplio senti-
do de honestidad y moralidad". También atribuye gran valor entre
las moderaciones "orgánicas" a la institucionalización de la bu-
rocracia, es decir, de los empleados de la función ejecutiva
constituidos conforme a reglas objetivas (1), afirmación que re-
cuerda a la de STAHL en el mismo sentido (2). Más en detalle,
en cuanto a la configuración del monarca, rechaza, lógicamente,
la división de poderes (con análisis muy certeros en ocasiones)
(3)? así como la doctrina del poder armónico o moderador, que su-
pone "la restauración del execrado poder absoluto", ya que, si
aquél retiene el poder supremo, los titulares de las otras fun-
ciones le estarán subordinados (4)> Además, "las contradicciones
(1) Cfr. pág. 531-4-
(2) Cfr. "Die Philosophlc des Rechts", cit. II/2, pág, 256 y ss.
En general, toda esta teoría de las limitaciones del monarca
coincide con la de STAHL,
(3) Señala bien, por ejemplo, que entre la Monarquía moderna y
la República no hay diferencia esencial en cuanto a la Jefa-
tura del Estado: "poliarquía por poliarquía, que esto son
también las monarquías modernas, sólo en el más o en el me-
nos se diferencian las atribuciones del supremo magistrado"
(pág. 505 en nota).
(4) Cfr. pág. 575-*7 y 600. Afirma que ese poder armónico "no es
cosa nueva, sino casi idéntico ai poder real o regio que de
la misma teoría de MONTESQUIEU dedujo Benjamín Constant"
(pág. 577)- Esta afirmación, en la medida en que se dirige
frente a SANTAMARÍA DE PAREDES, es sólo parcialmente correc-
ta, como después se indicará en el texto.
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doctrinarias de esta teoría aún más se destacan considerando
que el poder armónico sólo lo parece en la resolución de conf 1 ic;
tos entre el poder ejecutivo y el judicial, porque los otros
dos es la opinión pública la que los resuelve" (i).
La articulación del monarca con las Cortes la entiende GIL ROBLES
en la forma siguiente. El concepto de "representación", signifi-
ca "petición", conforme a su sentido antiguo. Por tanto, la mi-
sión de las Asambleas representativas, como órgano de la "autar-
quía nacional" es ponerse de acuerdo sobre las peticiones que
han de elevar al rey (2). Son órgano de petición y también de
consulta, si bien reconoce la necesidad de que puedan tener la
iniciativa para formular peticiones. Pero no cabe determinar a
priori cuando el monarca ha de gobernar con el concurso, "ya que •
no con el acuerdo", de las Cortes, puesto que "en virtud de su
soberanía tiene el rey, en su esfera de gobierno, la plenitud
de poder legislativo, ejecutivo y judicial que cada persona en
la de su correspondiente autarquía" (3). No obstante, señala
que "por tradicional acuerdo y armonía entre el poder soberano
y el autárquico, pocos asuntos de importancia habría, en mate-
(1) Pág. 600.
(2) Cfr. pig. 651 y ss.
(3) Pág. 668. La comparación del poder del príncipe en BU es-
fera con la de cada persona en la suya y la limitación étjl
ca de la yoluntad en ambos casos, también estaba en STAHL
(ob. cit. pág. 254-5).
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ria de legislación, administración y aun jurisdicción reales,
en que, de hecho, no intervinieran las Cortes, a poco adelan-
tado que estuviese el gobierno representativo, sustituyendo
esta concordia a garantías y precauciones legales poco efica-
ces y punto menos que imposibles" (l). Se ve, pues, que el sig-
nificado de la Asamblea es para GIL ROBLES, el de actuar como
portavoz de las demandas de la sociedad civil frente al Estado,
en términos que recuerdan a la construcción hegeliana. Sólo
que a diferencia de HEGEL, y también de STAHL, a"diferencia
del propio BALMES, no tiene, en mi opinión, una visión integra-
dora de la monarquía y menos aún del Estado. Al contrario, en
el fondo parte de un dualismo irreconciliable entre Estado y
Sociedad, entre "la esfera gubernativa soberana" y "la autar-
quía nacional", entre el soberano y el subdito. Este dualismo
es mucho más disolvente que el de "Rey y Cortes", que tanto re-
procha a los doctrinarios. La esfera política y la social son
dos mundos separados, que sólo,se unen a través de un mecanismo
de "petición". En esto GIL ROBLES, muy a pesar suyo, resulta
tan "liberal" como el liberalismo más radicalmente individua-
lista ,
8. Para terminar este repaso de las actitudes doctrinales que
contienden a lo largo del Constitucionalismo español, en lo
que afecta a la configuración de la Jefatura del Estado, hay
(1) Pág. 669.
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que hacer referencia a la corriente que trata de superar la
teoría liberal del Estado, considerándola como puramente for-
mal y "mecánica" y se propone dignificar la propia idea del
Estado, inyectándole un contenido ético (í).
Esta sera la aportación del krausismo y posiciones afines, a
cuyos autores se debe, en cuanto al tema que nos ocupa, la for-
mulación más acabada del poder armónico o moderador (2).
"La ciencia política -había dicho HARENS- ha tomado en los mo-
dernos tiempos un carácter cada vez más externos, viniendo a
(1) GIL CREMADES ha destacado la identidad de GTL ROBLES con
los krausistas en bastantes aspectos de la filosofía del
Derecho. Pese a la irreductibilidad ideológica de ambas
posiciones, coinciden en el propósito de rectificación del
individualismo jurídico (en "El reformismo español", Bar-
celona 1969, pág. 334 y ss).
(2) La teoría del poder armónico, basada en CONSTANT y en el
Derecho público monárquico, es, igualmente aplicable a
la Presidencia de la República, como se verá. En España
no hay, como no lo hay en Europa, una "teoría de la Pre-
sidencia de la República". La aportación más importante
es la del proyecto de Constitución de 1873 r c o n s" "po-
der de relación", que guarda bastantes analogías con el
"poder armónico", conforme se indicará en su momento.
Justamente, lo significativo del "poder armónico" es
que supera el dualismo monarquía-república en una "teo-
ría de la Jefatura del Estado" (y no del rey o del pre-
sidente), con independencia del procedimiento de acceso
al cargo.
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reducirse a una doctrina de las formas del Estado en Ja consti-
tución y la administración" (1). Se ha hecho consistir el prin-
cipio distintivo del Derecho como derivado del fin ético de la
humanidad. Acorde con la situación de ésta, la Constitución de-
be acomodarse al grado total de la vida y educación moral de ui
(1) "Enciclopedia jurídica, o exposición orgánica de la Ciencic
del Derecho y el Estado" (traducción y notas de GINER, AZ-
CARATE y G. DE LINARES; Madrid 1880, 3 tomos) la cita es
del tomo III, pág. 308. El capítulo a que pertenece (Sec-
ción 1.3 del libro IV:, el Derecho público" Estado presente
de la Ciencia Política, necesidad de su reforma y bases
para conseguirla", fue reproducido por GINER en sus "Estu-
dios Jurídicos y Políticos" (Tomo V de las Obras Completas,
Madrid 1921, pág. 215 y ss.) • La teoría de la representa-
ción de AHRENS tendrá una enorme influencia como superadora
de la hipóstasis Nación-Asamblea Legislativa, De acuerdó
con su concepción orgánica, AHRENS distingue grados.diver-
sos da representación, que "resultan de los mismos que
ofrece la organización de la vida pública'1: consejo de fa-
milia, asamblea municipal provincial, unidad territorial
superior, y Estado, Junto a la representación general debe
darse cabida a las especiales profesionales o de clase. De
ahí que propugne un bicameralísmo (sólo en el nivel estatal
general), en el que una de las dos Cámaras es corporativa
(ob. cit. III, pág. 331 y ss.). Finalmente, AHRENS afirma
que la Monarquía "refleja la unidad, la permanencia y la
conservación del Estado" (id. pág. 339).
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pueblo y reformarse sucesivamente con él. De lo contrario, no
se sostiene (l). Estas ideas renovadoras serían difundidas en
España, por GINER DE LOS RÍOS. Ante todo, la soberanía deja
de ser el arma arrojadiza que en gran medida ha venido siendo
hasta entonces. Para GINER DE LOS RÍOS, la soberanía es "el
poder supremo del Estado para hacer que el Derecho reine en la
sociedad" (2). Pero la cuestión clave, como, es sabido, no es
tanto la noción de soberanía como su sujeto. La respuesta de
GINER es clara: el Estado, entendido en su pleno sentido (orgá-
nico) (3). Por tanto, propone sustituir la expresión "soberanía
nacional" por la de "soberanía del Estado", porque la "teoría
moderna de la soberanía nacional... dista harto de ser exacta,
ni aun aproximada a la verdad, cuando se entiende anacrónicamen
te en el sentido de la arbitraria omnipotencia de la voluntad
de las mayorías ni aún de la voluntad verdaderamente nacional
siquiera (...); o cuando se confunde la nación, como cuerpo or-
gánico, con la masa de individuos que contiene (el pueblo), con
fusión muy propia del sentido Inorgánico y atomista de la demo-
cracia contemporánea (4). Si la soberanía reside en el Estado,
ello significa que no puede transferirse a ninguno de sus mient-
(l) Ob. cit. en nota anterior, pág. 309-
(2.) "Estudios jurídicos y políticos", ed. citado, pág. 202 (su-
brayado original). El estudio "La soberanía política", a
que pertenece la cita, fue escrito en l8j2.
(3) 0b. cit. pág. 206.
(4) 0b. cit. pág. 205-6.
329
bros, sino que permanece siempre en el todo social, no nominal-
mente sino en perenne ejercicio, a través de las dos formas po-
sibles de creación del Derecho: reflexiva, a través de los ór-
ganos del Estado, y espontánea, a través de la costumbre (1).
Estas ideas serían reelaboradoras y desarrolladas en un sistema
por SANTAMARÍA DE PAREDES, cuya construcción resulta del mayor
interés (2). SANTAMARÍA, al que GIL ROBLES consideraba "el autor
doctrinario más en boga- en las cátedras españolas" (3), empieza
(1) Vid., en detalle, pág. 207 y ss. En la construcción de GINER,
como en la alemana de la soberanía del Estado en sus teóri-
cos más autorizados, se obvia, correctamente en mi opinión,
la interminable disputa sobre la soberanía del órgano. "Ol-
vidando este hecho importantísimo (que el todo social no se
despoja de su poder), y arrastrado por el sentido oligárqui
co que el régimen parlamentario ha heredado de toda la his-
toria anterior, disputan todavía los partidos con absurda
tenacidad sobre si la soberanía se transfiere a ésta o a
aquella magistratura" (id. pág.. 207).
(2) "Curso de Derecho Político, según la filosofía política mo-
derna, la historia general de España y la legislación vigen-
te" . He manejado la S§ edición. Madrid 1893.
(3) "Tratado...", cit. II, pág. 410. Ha de advertirse que el tér
mino "doctrinario" está empleado con evidente impropiedad.
En realidad, SANTAMARÍA está muy alejado del doctrinarismo
(en el sentido usual de esta corriente; no, por supuesto,
si se la identifica, incorrectamente, con la teoría del poder
moderador), aunque tampoco sea krausista, pese a las percep-
tibles influencias que en él opera esta corriente. GIL CREM.A
DES le incluye entre los "marginales al krausismo" ("El re-
fprmismo.-.", cit. pág. 118).
o o i
por diferenciar tres aspectos en el problema de la titularidad
de la soberanía: a) el origen filosófico del poder (soberanía
originaria); b) su residencia efectiva (soberanía constituyen-
te); y c) su legitimidad histórica (soberanía constituida) (1).
La soberanía originaria reside en el Derecho (o, si se quiere,
en Dios), porque "en el Derecho se encuentra la razón que justi-
fica la existencia del Poder" (2). La soberanía constituyente
pertenece al Estado "y como la idea del Estado se manifiesta
actualmente en la nacionalidad, pueden emplearse las palabras
soberanía nacional, para expresar la soberanía del Estado". Pero
no hay que confundir estas expresiones con la de "soberanía po-
pular", que significa "el predominio de una determinada clase
sobre las demás" (3). Por último, la soberanía constituida, es
decir, "la legitimidad con que determinadas personas ejercen
de hecho el Poder en nombre del Estado", sólo existe cuando ta-
les personas "reconocen el principio de que todos los poderes
emanan de la Nación, cuya soberanía no puede ser patrimonio de
nadie" (4)- Esa legitimación proviene de la representación. "Aun
(1) "Curso...", cit. pág. 162-5.
(2) Ob. cit. pág. 162.
(3) Id. pág. 165• En consecuencia, rechaza tanto la doctrina
del derecho divino como la del pacto social (cfr. pág.
163-4).
(4) Id. pág. 165-
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que de ordinario sólo se habla de representación refiriéndose
al Poder legislativo, no hay cargo ni magistratura del Estado
que deje d« fundarse en la designación expresa o tácita, direc-
ta o indirecta, pues que de otra suerte sería completamente
ilusorio el principio de soberanía" (l).
El poder es esencialmente uno, "pero sus órganos son varios,
por ser diversas las funciones que ejerce; y de aquí el llamar
poderes particulares a "tales órganos y funciones". Estos pode-
res son, para SANTAMARÍA, los tres clásicos, "que deben ser in-
dependientes en su esfera de acción,.pero han de estar también
armónicamente unidos". De ahí la necesidad de una institución
que represente la unidad estatal y mantenga la armonía en la ac-
ción de los poderes, "resolviendo sus conflictos de acuerdo con
la opinión pública". Esto "es lo que justifica la existencia
del llamado Poder armónico o regulador que ejerce el Jefe del
Estado, y que corresponde al Rey en las monarquías, y al Presi-
(l) Pág. 233' Rechaza, por tanto, la hipóstasis Nación-Legis*
lativo. Todo órgano del Estado es representante, aunque
la designación del representante puede ser exprés (p. ej
elección) o tácita (p. ej. tradición), directa o indi-
recaba. No hace falta insistir en la trascendencia de es-
ta concepción para el concepto de Estado, frente a la
pseudorousseauniana del liberalismo clásico ( '"pseudo",
porque para ROUSSEAU la soberanía era irrepresentable),
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dente en las repúblicas" (l). A esta conclusión llega SANTAMA-
RÍA después de considerar que la Jefatura del Estado es una ma-
gistratura necesaria y que tiene una función propia y específi-
ca que cumplir, justamente la de ejercer el poder armónico, el
cual, a su vez, responde a la necesidad de que la distinción
entre los poderes no se convierta en separación (2). La construc
ción no es ni mucho menos, en mi opinión, simple remodo de la
de CONSTANT, al que, por lo demás, invoca expresamente (3)- En
efecto, la tesis de la soberanía del Estado, le permite homolo-
gar la Jefatura del Estado monárquica con la republicana, con-
clusión que para CONSTANT estaba vedada, como se recordará. Y,
congruentemente, al tratar de las formas (orgánicas) de Estado,
afirmará SANTAMARÍA que tales formas son la Monarquía y la Repú-
blica, cuyo criterio distintivo estriba en la organización del
poder armónico, vitalicio y hereditario en la primera y tempo-
ral y electivo en la segunda (4)- Por lo demás, la homologación
es posible porque, frente a las diversas formas históricas de
(1) Pág. 166. Recuérdese lo dicho supra respecto del significado
de esta teoría como superador* del dualismo monarquía-repú
blica en una teoría unitaria de la Jefatura del Estado.
(2) Cfr, pág. 347 y ss.
(3) Así como a CLERMONT-TONNERRE y las Constituciones de Brasil
(1824) y Portugal (1826) (cfr. pág. 348-9).
(4) Cfr. pág. 363.
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Monarquía, 1« Monarquía rcinul i tut inna) Moderna «** \» úníta ' t «»n
fors»*< a lo» principio* de la filosofía p<>! ji u «' M I , l*rt>r i <$*n»
do la configuración de* 1 a Jffatura del Fstado, dt»*}|nd«i Ion
áMbitos rfnprrt jvo» drl poder «raóníco >• del ejrrulívo. f.Mr
últisto c«t « »u juicio, c] ppor definido de tudow h m podrre»
del Eattado, habiendo contribuido a la contusión "I» opinión to-
davía reinante,,. que no atribuye MÍ*ion propia al monarca ni
• 1 presidente de la república" (2). Por «lio, m*- ha identifica-
do este poder con el Jefe del Emtado, cuando en realidad KU
ejercicio corresponde a Ion Ministro» • f,n la Monarquía no me
ha delimitado bien esta función de los Miníntru» de la* que
deseMpeñan en la política C O M O representante»» del rey, por ha-
ber confundido en la Corona la función ejecutiva ron la función
amónica" (3). Lo M Í S M O ha sucedido en la República, en la que,
ademán, HÍ no suele aceptarse la inviolabilidad de] Presidente,
"es porque no han considerado el carno... m»m que como jefe del
Poder •jecutlvo" (4). Pero la inviolabilidad le parare indispen*
sabl'< y se funda en el carácter neutral de esta «aei stratura.
Sin eMbarco, la» facultadcM que SANTAMARÍA atríbuy*» al Jefe del
tetado romo manifeR»acionr* drl poder armónico son miy fuertes
(1) Pag. .167.
(2) Pág. 339.
(3) Vág. 342.
(4) Pág. 351.
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para resultar compatibles con la inviolabilidad (l). En la po-
testad legislativa participa a través de la iniciativa, la san-
ción (que confunde con la promulgación) y la promulgación (que
identifica con la publicación) (2). Respecto de la sanción, cotí
sidera inadmisible el veto absoluto, porque equivale a otorgar
al monarca la potestad legislativa, pero el veto suspensivo le
parece necesario. En cuanto a la potestad judicial, señala que
el rey no juzga, como no legisla, pero participa en ella median_
te el indulto y el nombramiento de jueces y magistrados. Tampo-
co ejerce la potestad ejecutiva, pero asegura que los órganos
de esta función la ejerzan debidamente, para la cual "nombra y
separa libremente a los ministros, para que el Poder ejecutivo
se halle siempre en armonía con los demás poderes y con la opi-
nión" (3)' Además, "como representante de la unidad suprema del
Poder "realiza toda una serie de actos típicos de la Jefatura
del Estado (sanciona decretos y reglamentos, confiere empleos
civiles y militares, dirige las relaciones internacionales y
(1) Cfr. pág. 352 y ss.
(2) Sanción en "el acto en que el Jefe del Estado autoriza la
: publicación de la ley para que adquiera fuerza obligatoria"
(pág. 352). Promulgación es "la notificación solemne de la
ley sancionada, para que llegue a conocimiento de todos"
(pág. 353)- Claro que tales conceptos son acordes con el
título preliminar del Código Civil (cfr. art. 1, de la re-
dacción primitiva) y responden a la tradición española
(cfr. art. 143 de la Constitución de Cádiz; "Da el Rey la
sanción por esta fórmula, firmada de su mano: Publíquese
como ley", y art. 155 para la promulgación).
(3) Pág. 354.
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desempeña las demás funciones análogas que concretamente le se-
ñala la Constitución). Por último, facultad esencial del poder
armónico es la de resolver los conflictos entre los distintos
poderes, no los que se produzcan en el seno de un mismo poder,
que deben ser resueltos por la cabeza de éste. Para los con-
flictos entre Ejecutivo y Judicial apunta la idea de un Tribunal
especial que "bajóla autoridad inmediata del Jefe del Estado",
sería también "el órgano de la jurisdicción contencioso-adrainis
trativa (l). íara los que surjan entre Legislativo y Ejecutivo,
dispone de la facultad de aceptar la dimisión del ministerio y
la de nombrar uno nuevo así como de la correlativa de disolver
las Cámaras. Por último, los conflictos entre el Legislativo y
la opinión pública se resuelven mediante la disolución de las
Cámaras, siendo esta facultad la más firme garantía de la sobe-
ranía nacional, porque remite la decisión al electorado (2).
En la construcción de SANTAMARÍA DE PAREDES aparecen todos los
(1) Pág. 356.
(2) Cfr. pág. 357- A continuación señala, con gran tino, que
"la lógica daría la razón... a las constituciones republi-
canas que niegan al Jefe del Estado la facultad de disolver
las Cámaras, si no se considerase al rey o al presidente
más que como órganos supremos del Poder ejecutivo, porque
no habría modo entonces de justificar que este Poder se co-
locase sobre otro de igual categoría para el efecto de la
disolución. Pero si se admite la doctrina del Poder armóni-
co, se legitimará plenamente esta prerrogativa, lo mismo
en los gobiernos monárquicos que en los republicanos" (pág.
358).
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problemas que todavía hoy gravitan en torno de la Jefatura del
Estado.
Solventada la cuestión de la soberanía, el núcleo del debate
se desplaza a la determinación de si la figura tiene una fun-
ción propia que cumplir y que justifique su existencia. En la
respuesta, se abandona decididamente el viejo callejón sin sa-
lida de la titularidad del Ejecutivo, con sus inevitables fic-
ciones constitucionales, y se abre paso a una configuración in-
tegradora y, por así decir, lubrificante, de la magistratura.
Para que nada falte, también se destacará, con referencia a la
monarquía constitucional, la importancia de las cualidades del
príncipe para el adecuado cumplimiento de su función, "lejos
de ser indiferentes... como se creía antes" (1). La duda es si
este poder armónico no resulta todavía demasiado poderoso para
evitar la tentación de gobernar personalmente (2),
(1) Pág. 379. SEVILLA recuerda que SANTAMARÍA fue educador de
Alfonso XIII ("Historia.,.", cit. I, pág. 428), aunque no
parece que éste se aprendiera muy bien la lección del po-
der armónico.
(2) La atribución de la iniciativa legal, por ejemplo, no se
justifica. En la participación en la potestad ejecutiva,
aunque advierte que el Jefe del Estado no ejecuta por sí
mismo, queda la duda sobre el alcance de su intervención
en las materias que menciona y que son casi todas las tra-
dicionales competencias del monarca en el constitucionalis-
mo. En cambio, en la decisiva cuestión de los conflictos,
avanza un principio importante de institucionalización a
través del "Tribunal especial", quedando en estf ámbito co-
mo típica la facultad de disolución.
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Para precisar el alcance de lo dicho, hay que insistir en que
la originalidad de SANTAMARÍA radica, sobre todo, en la deli-
mitación neta de las esferas de jefatura estatal y la propia-
mente ejecutiva. En efecto, la calificación del Jefe del Esta-
do como poder moderador era corriente en el último tercio del
siglo XIX y aun antes, al menos en los medios universitarios.
COLMEIRO, por ejemplo, en 1865 (l), había sostenido que el rey
es "arbitro" de las diferencias entre los poderes públicos y
que su facultad de nombrar y separar libremente a los ministros
"se funda en el carácter de poder moderador inherente a la auto
ridad real" (aunque había de contar con la opinión pública,
las Cortes, etc.)- (2), Pero ello iba unido a la atribución tra
dicional de la potestad ejecutiva, mucho más en la línea doctri
naria: "El Rey posee la plenitud de la potestad ejecutiva y de-
be estar dotado de las facultades necesarias para ejercer su
autoridad" (3) •
En el intento de superar la teoría liberal del Estado que veni-
mos examinando, debe reseñarse, por último la figura de Adolfo
(1) "Derecho administrativo español", 38 ed. Madrid 1865.
(2) Ob. cit. en nota anterior, pág. 88-9»
(3) Id. pág. 87. La misma visión del monarca como Jefe del Eje-
cutivo, atribuyéndole, además, el veto absoluto, en "Ele-
mentos del Derecho político y administrativo de España".
Mndrid 1875 (cfr. pág. 43 y. ss.).
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POSADA, que se extiende casi hasta nuestros días. POSADA dedi-
ca su "Tratado de Derecho Político" (1) a su maestro GINER DE
LOS RÍOS y en su obra se conservará, en efecto, el concepto
organicista y ético del Estado que había aportado el krausis-
fflo (2). Defenderá la tesis de la soberanía de] Estado, que ''se
resuelve prácticamente en la de la soberanía del Derecho en
las personas y mediante ellas" (3); rechazará la separación de
poderes (4)t entendiéndola como separación orgánica y funcio-
nal y propugnará, en. la línea de AHRENS, la distribución verti-
cal del poder como alternativa al centralismo estatal. Ante el
(1) He manejado la 5- edición revisada; 2 tomos. Madrid 1935-
(2) Sobre la figura de POSADA, vid. el libro de J.F. LAPORTA,
"Adolfo Posada: Política y sociología en la crisis del li-
beralismo español". Madrid 1974- GIL CREMADES ha señalado
que POSADA conservará siempre el fondo organicista y éti-
co, aunque estará abierto a la evolución del positivismo
("El reformismo.,.", cit. pág. 276 y 286.
(3) En este sentido se considerará inmerso en un proceso de "ej
piritualización" de la soberanía (cfr. LAPORTA, ob. cit.
pág. 127 y 128). Su idea de la intransraisibilidad de la
soberanía y su teoría de la representación están también
en la línea krausista.
(4) Vid. en detalle, en "La crisis del Estado". Madrid 1934:
"los problemas políticos y técnicos actuales sobrepasan,
y mucho, la doctrina de la separación de poderes, que, por
otra parte, no ha podido realizarse prácticamente nunca",
"No la ho considerado nunca como esencial de un Estado de
Derecho" (pág. 77)-
339
dualismo Monarqu£a-República} mantiene la "accidentalidad de
las formas de gobierno", puesto que su "régimen de opinión
pública" puede realizarse bajo cualquier forma (1). En conse-
cuencia, señala que la diferencia entre la Jefatura del Estado
monárquica y la republicana se basa en el origen y el título
del poder (herencia y elección, respectivamente) y en el carác:
ter que el poder mismo impone a los titulares: "mayestático
en la monarquía; un poder de persona física que lo ejerce de
por vida" (2). También habla POSADA de la "función moderadora"
del•Jefe del Estado que "en régimen parlamentario puro se mani-
fiesta en ciertos actos representativos de la acción unitaria
del Estado en el gobierno"; en tales actos es precisamente
cuando aquél realiza una intervención personal (veto, disolu-
ción y nombramiento de los ministros, especialmente del Pre-
mier) (3)- Además, el Jefe del Estado tiene una amplia esfera
de acción política, pero "de influencia, más que de poder" (4)>
El análisis de POSADA, muy apegado al Derecho Constitucional,
subraya que la mayor parte de las funciones del Jefe del Estado
(1) Cfr. LAPORTA, ob. cit. pág. 212-4; GIL CREMADES, ob. cit.
pág. 281.
(2) "Tratado...", cit. tomo II, pág. 511- Añade que también
la responsabilidad tiene una consideración constitucional
distinta.
(3) "Tratado...", cit. II, pág. 515-
(4) ídem»
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se ejercen de hecho por los ministros, en régimen parlamenta-
rio, y señala el caso de Inglaterra, donde la distinción entre
el Poder real y el ministerial es la característica de su ré-
gimen constitucional, para constatar que, en efecto, la dis-
tinción entre Jefe del Estado y Ejecutivo es típica del siste-
ma parlamentario, frente a los de separación formal de pode-
res, en los que no se distingue el Ejecutivo del Jefe del Es-
tado (1). Aunque falta una construcción teórica del contenido
del poder moderador, que quiza no resulta necesaria, las pre-
cisas matizaciones dé POSADA aportan los últimos datos del pro_
blema: a) la Jefatura del Estado debe buscar su propia identi-
dad sólo en el régimen parlamentario', b) en su función modera-
dora, y únicamente en ella, realiza actos que entrañan una in-
tervención (decisión) personal del titular; c) en conjunto tie
ne una amplia esfera de acción, pero no de poder sino de in-
fluencia .
(1) Cfr. pág. 513-4• Apoya sus afirmaciones con una larga cita
de REDSLOB sobre el sistema británico.
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